


 

Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

julio de 2026 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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xavier Mauricio Torres Maldonado, Ph.D.
CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO
Ciudad. -

De mi considemció¡:

Mediante oficio No. 127-DNJ-2026, de 20 de marzo de 2026, ingresado e¡ el coúeo institucional
de la Procuradüía Gene¡al delEstado el23 del mismo mes y año, el ContalorCeneral delEstado,
subrogante, formuló las siguientes consultas:

"1- Seg¡ún lo p¡evislo en el numeúl 3 del artículo 30 de la LOES ¿A quiénes se debe

conside r¡ corno esludiafites de escd§os recursos económkos paro el olotgarrrieQfo de

becas con fondos públicx?

2. ¿Lo inclusión de esludianles pe¡le ecie tes d quirrtiles de ingr¿sos altos, corno

benertciarios de becas Jiaaaciadas co¡ tecu$os públicos seid compalible con la
frnalidad establecida ei el hun@ral i del artícttlo 30 de Ia LoES?"

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente:

1. Antecede[tes. -

Del ofrcio remitido y documentos adjun¡os se desprende que:

El inforr¡e j u¡ídico adjunto al oñcio de consulta contenido en el memorando No. 000190-DNJ-
2026, de20 de ma.mde2026, suscdto por el Dir€ctor Nacional Ju dico de la Cont¡aloria Generat
del Estado (en adelante, "C'6-t'), cito los artículos 26,28, 66 numeral 2, 82, 85 numeral 1, 226,
350, 351, 352, 355 y la Disposición Transjtoria Decimoctava de la Constitució¡ de la Repúbl¡ca
del Ecuadorr (en adelante, "CXf'); 5 literal i), 14 literal a), 17,20 literales d) y e),24, 30 nuneral
3, 77, 78 literal a), 166 y 169 d€ la Ley Org.i,nica de Educación Superiol (en adelante, "¿Or,y');
16 de la Ley de Estadistica3 (en adelante, "¿¿"): 9 literal a) del Reglamento a la Ley Orgáúica
de Educación Superiora (en adelante, "R¿OEf)l 3 literal b) y 6 del Reglarnento Codificado de
Becas y Ayudas Económicass (en adelante, "RCBAA). Cor, estos fundamentos analizó lo
siguientel

'(...)

IV C RITE RIO INS TITACIONAL :

1 CRE, publc¿¿d en e¡ R.ggpo O¡.idl !¡a 49 d. 20 d2 dtub/e ¿¿ 2A08
1 LOES, p"blid¡to ek el Sql¿wñto d¿l Regs¡o Of@¡al Na 293 tl¿ 12 dz @hlbrc d¿ 2010.
r LE- publi.n la e. el Resisno Afuial Na 82 de 7 .l¿ ,úyo .!e 197ó

' RLOES, publindo eñ el S,pleñ¿,to del Rtgtstto O/i.i,l Na II0de 21d¿t lio d¿ 2022.
5 

.RCBAE, Arurdo Na SENESCq.-2.,}I -018, Ftblicodo ¿n el Sqt¿ruñta d¿t R¿gista Ol.al No 593 8 de d¡ciehb/e ¿¿ 2A2l
UlhN reJüna publiúda en el Sqleñento d.l Resis¡to O¡tcidl Na 43 de 2I d¿ núN d¿ 2025

,t
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Ahora bien. el a¡ticulo 30 numeral 3 de la Ley Otgánicd de Edxcac¡ón S per¡or. dispone

qre se destinarán los recutsos rccibidos exclusfuamenle dl otorgañieñto de becas totales

o pqrciales a eslüdi@tes de escasos tecursos ecoiórnicos, en esluiios de lercer nivel
desde el inicio de la cmrera.

Bajo esta pretflisa, téngase e cueúta qte el adverbío 'exclusfuañenle'. conlSura un

matdato expreso de ctrrácter resiict¡vo yfhalista. que delimita de ñaneta ineq boca
el destino de los recursos públicos asig[nados tt lat tthfuersidades y escuelos politécnícas
pdrtic lares qre rcc¡ben rentas del Estado, puesto que la Jinalidad de esta disposición
cot sisle en Sarantizar que dichos recursos se orienlen única y estrictoneñte al
olorgamiento de becas destinadas a esl dia»tes que, debido a su cotdición
socioeconómica, c@eceú de la cdpdcidad adq ísitiva sufcie le paru frnanciar sus

estud¡os de educación supe oL lo cual Suada estecl@ relación con el mandato erPryso

de la Disposición Trans¡¡ol¡d Décimo Octdva de lo Constilucíón de la Repúblico (...-

(...)

Por su parle, el Institub Nacíonal de Estadíslica y Censos. a lravés de ¡a Encuesta

Nacional de Eñpleo, Desempleoy Subetñpleo (ENEMDU) díride d la poblacíón nacional
en cinco Wpos (Suintiles) de igüal lamaño, otdeiados segin su ivel de inStreso per
cáp¡ta, eú tal serltido el Quintil I y 2 coicenba al 40 % de la población cotl nlenores

ingresos (estrutos donde se ubíca la pobrcza y la pobreza exteña) el quinlil3 eñel cüal
estarío la población con ingretos ñedios y los quinliles 4 y 5 que agrupqn al 10 % de la
población coi los mtryores ingrc§os, esltalos medio o o y ttlo.

De esla raigarnbre, es iñporlcnte tuet1c¡onat que la supuesta inexiste c¡a de una

defn¡cióñ ñormativo erpresa sobre el alcance de ¡a fiase 'estudiantes de escasos

rec rsos econóñicos' podria habilitar a las instituciones de educacióh §uperior privadas

a lealizat interpretaciones eflensfuL\ o discrecionarles que coñttattengan el obieto y

Jinalidad de la norna, por lo que es pertine e conlat con wa inletprctaciót oúe tada

a garo¡lizar que rlichos recursos cutñplan efectivanente con su Jíndlida¿l social, eslo es'

facilitar el acceso y permanenciq en la educación stpeñor de estudiantes prownientes

de seclores económicattente desfavorccidos.

/..../ " (é¡fasis corresponde 6ltexto original).

A fin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios Nos. 16101 y 16102, de 7 de

abril de 2026, este organismo solicitó la remisión de los cr¡te.ios jurldicos inst¡tucionales al

Ministerio de Educación, Depole y Cultura (e¡ adela¡te, " MINEDEC') y al lnstituto Naciona!

de Estadlstica y Censos (en ¿dela¡te, "¿{rC"). Por otra parte' mediante oficio No. 16403, de 2l
de abril de 2026, se insistió en el requerimiento antes indic&do al INEC; sin embargo' h6§ta la

preseÍte fecha no se ha recibido elcriterio solicitado

Asi, mediante oficio No. MINEDEC-MINEDEC-202G00334-OF, de 17 de abril de 2026, el

MINEDEC atendió el refeído requerimie¡to adjuntando el c¡iterio juridico conteÍido en el

memomndo No. MINEDEC-CCAJ-2026-002E6-M, de 15 de abril de 2026, süscr¡to por el

Coordinador General de As€soría Juridica de d¡cha i¡stitl¡ción e ingresado e¡ la Procuradurla
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Ceneral del Estado el 2l de los mismos mes y año que, además de las norm¡s considemd¡s por
la entidad consulta¡te. citó los artfculos 233,344 y 354 de la CRE, 14, 39 y 44 del Codigo
Orgánico Adninistrativoó (e¡ adelante "COA") 8, ll, y I2 de lá LOES. Con base en Io anterior,
ana¡izó y concluyó:

'' (...)

3,6. Al rcspecto, se precisa que lo atuto oñía de las ¡nstituciones de eduaftió/t superior,
rcconocida en el artículo 17 de la LOES, no es absolula. sino que debe ejercerse en el
marco de la Constitución y la ley, parlicularm¿nle en obsenancia del aÍic1llo 226 de la
Constitución de la República, que eslablece que las enlidades del seclot ptiblico
úiicañenle puedeh actiter en el árnb¡to de sus competeiciars y conlorme o las
atr¡buc¡ones que les h@, sido cor{eridas.

J.7. En esle contexto, se detetmina que los recursos públicos asignados en virtud del
numerol 3 del arlículo 30 de la LOES tienen un destino esrycílco y condicionado, eslo
es, el otorgañiento de becos a esitdionles de escosos recwsos ecoúómicos, por lo que su
utili2ación en favor de estüdiafies qúe no se encuenlrcn en dicha condición, cono
aquellos ubicados en quintiles de íngresos alos, no se ajustarid a la non a.

3.10. F¡halrheñe, sí bie el artículo 77 de la LOES cohtempla di|efios crite os para la
co cesióh de becas, tales cotfio, exceleicia acddéníca, ñéritos depofiiros o arlístícos,
eslos deben aplicarse confomrc con la kalutülezo y finalidad de cada fuente de

J¡hañciaútiento, ¡ifi desvirtuat el destito específrco de los recursos públicos .tsigúdos
conforñe le afiiculo 30 ibídeü.

TV, CONCLUSIONES. -
1,1. La determinación de los eslud¡antes de 'escasos recursos económicos', para efectos
del otorgamiento de becas ftnanciados con londos públicos conforne el rumeral 3 del
a ículo 30 de la Ley (»gjnica de Educdción Superior, debe ststentarse en c terios
lécn¡cos objetivos defnidos por el Eslado, siendo el Indice de Registro Srcial el
¡nstrunento ortcial idóneo Wa su identificoción, confonne lo señolado por la
Subs?creldúa de Fo alecimiento del Talento Hunano.

1,5, La utilización de rearsos públicos paru el ototgaüiento de becas debe o e tafie d
garantizar el acceso y penútehcia ek la educoción superior de personas en condición
de vulnerub¡l¡ddd socioeconódico, en aplícación de loe ptittcipios de igualdod material,
inclusión srcial y adecuadafocalimción del gasto público.

IV. CRITEMO IURIDICO Y SU ALCANCE, _

l,l, En rclac¡ón con la pfiñera consulta forñulada pot ld Procuradltría Ge¡erol del
Eslado, esto es. la deterrniñación de quiénes debeñ ser corrsidetados como estudiontes de
escctsos recursos económicos, se concluye que, ol no exislir no defrnición *presa en la
Let Orgáñica de Educaciór1 Super¡or, conesponde remilirse a los criterios técnicos

ts Cot prbhca¿o en.l ggaido Stplewn¡o.!zl ReEBtra oJttul \o. 3 t de 7 dc Jut,o de 2ol7
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ofrciales establecidos pot el Estado, como el indice de Registo Social, confome lo
señalado por la Subsecre¡aria de Fofalecimiento del Talen¡o Humano.

1.2. En ctanto a la seÍWdu cons lta, rcfere te a la inclusíón de estud¡antes
perleneciehles d qu¡ntiles de inlfesos ahos conlo benefc¡aios de becat fnanciados con
rccwsos públicos, los informes lécnicos pemilen evidenciar que los necanisitos de
identilicoción socioeconóm¡ca utilizados por el Estado tienen como Jinalidad la
focalización de los recursos en población en condición de pobreza o v nerabilidad*.

De lo expuesto se observa que el MTNEDEC coincide con la ent¡dad consultanre en que ¡a

destinación de las becas eslablecidas en el articulo 30 de la LOES es específica y exclusila para
estudiantes de escasos rccursos económicos. en estudios de tercer nivel desde el inicio de la
carrera. pues dioha finalidad garantiza que los recursos referidos se orienter¡ únicamente e¡
función de la condició¡ socioeconóñica de los mencionados estudiantes. En tal virtud. reconoce
que dicha condición se determina a havés del i¡dice de Registro Social por contener los criterios
técnicos oficiales establecidos porelEstado, ante Iaausenciade definición normativa expresa q ue
podría provocar interpretac¡ones extensivas o discrecionales contrarias alobjetoy fin de la norma
materia de las consultas.

2, A¡álisis, -

Pa¡a facilitar el estudio de lasconsultas pla¡teadas, el presente a¡álisis se dividirá en las siguientes
secciones: i) Natumleza del sistema de becas otorgadas por el est¿do ecuatoria¡o para estudios
superiorest y, ii) Régimenjuridico apl¡cable para la concesión de becas para estudios superiores.

2.1.- Naturale"¡ del sfutema de becas otorgades por el 6t¡do ecu¡tori¡Do p¡r¡ estudiog
suPerior6. -
El articulo 226 de la CRE ordena que las instituciones del Estado, sus organismos, dependenc¡as,
servidores y las pesonas que actuen en virtud de una potestad es¡Ál¿:l "ejercerón solame\te las
compe¡eñciat yÍacuhades que les sedn ot¡buidas con la ConsaittEión y la /el'. El áfículo 350
¡bidem establece como finalidades del s¡stema de educáción superior "/¿rrmación ocadémica y
proÍes¡onol con v¡sión c¡entíJica y hüñanista la ituestigación científ¡cd y tecnológ¡co; la
innorytcíón. prunoción, desarrollo y difiisión de los saberes y las cuhuras; la construcción de
soluciones para los problemas delpaís, en relación con los objetivos delrégimen de desarrollo".

Por su parte, el artículo 355 ibidem establece que el Estado reconocerá a las u¡iversidades y
escu€las politécnicas "aulonomía (Eadémica, administ'aÍiva, fnancieru y orgánica, acorde con
los objeti'os del régimen de desdrrollo y los principios eslablecidos en la Conslilucíón".
autonomía que, conforme al inciso cuarto del mismo articulo, "no e¡i,e a las instituciones del
sislemade set í¡scalizadas. de la responsabilidad social, rcndició de cuenlas y pa icipación en
Ia plani¡cució nacionaf'.

En concordanci4 el lite¡al h del artículo l8 de la LOES reconoce, como expresión de esa

autonomia responsable, la libefad de las instituciones pam administrar sus recursos .rco¡d¿ cor,
los objelivos del ftgimen de desarrollo, sin perjuicio de la fucalizació o la ínstitución por un
órgano conlrolor inlerno o exlerno, según lo establezca la Lev".

De lo anterior se adv¡ene que la autonomia financiera de las instituciones de educac¡ón superior
¡o es absoluta: s€ ejerce dentro del marco de la Constituciór y la ley. y no las exime de

-
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fiscalización ni les permite ápartarce de los definos que el ordenamientojuridico haya ltjado de
manera expfesa para los recursos públicos que reciben.

E¡ este marco, la CRE lúa el destino de las rentas est tales que perciben ciertás universidades
paniculares. E¡ efecto. el tercer inciso de la Disposición Transitoria Deciñoctavá de la CRE
dispone que las unive.sidades pa¡ticulares que, a la entrada en vigencia de la Constitución,
recibian asignaciones y rentas del Est¿do podrán continuar percibiéndolas, previa evaluación, y
que "deberán rendir cuentos de los forulos públicos recibidos ! destinanin los recursos
entregados por el Eslado a la concesión de becas a esludianles de escdsos recursos económicos
desde el inicio de la currera" (énfasis añadido). El mandato constitucional es, por tanto. expreso
en cuaíto al destino de esos r@ursos: la concesión de b€cas a estudiantes de escasos r,ecufios
económicos.

Por otra parte, el afilculo 77 de la LOES señala que las instituciones d€ educación superior (en

adelante, "/¿,y') "establecenin progranas de becas cotiplelas. o su equit)alenle eñ u),-üdar

ecohónt¡cus a pot lo nenos el l0ol del ñúñerc de estudiantes ¡egülares. en cwiq iera de los
niveles de ¡omación de la educación superiof' . Esta misma norma identifica como beneñciarios
a: "qúe es io cüenleñ con recütsos econóñicos strtc¡enles, los esl ¿íanles regulares con dllo
prcmedio y distinción acad¿micao &tíslico,los depo islos de olfo rendimieklo (...),laspersoias
con discapacidad, y las pertenecienles a pueblos y nacionalidades del Ecuador (...)", y fij^ como
criterios de concesión "condición econóñ¡ca. situacién de ltlfierubilidad, proxiñtdad teftilorial,
excelencia y pert¡ne c¡a'| En este Égimen general, la selección y adjudicaciór corresponde 6 las
i¡tituciones "en ftEón de su autonomía responsable y el cumplimiento de la polílica pública
emitidu para el efecto".

El ég¡men espec¡aly condicio¡ado, que es el objeto de la consulta, estrá pr€visto en el articulo 30
de la LOES, que desarrolla el ma¡dato de la Disposición Transitoria Decimoctava de la CRE.
Especificamente, el numeral J del adculo l0 de la LOES dispore: "Derr,rtr los recursos
rccibidos exclusivamente al otorgamie to de becas lotales o parciales a esludidnles de escasos
recursos económ¡cos. en estudios de tercet niveldesde el inicio de la cateru".

En cuanto a la determinación de qué estudiantes deben considera¡se de escasos recu¡sos
económicos, c¡be señ¡l¡rque la LOES no cortiene u¡¡ defirición exprls¡ de dicho térrnitro.
La determ¡nac¡ón de los pañi¡nekos qüe permita¡ identific¿¡ a tales estudia¡tes, ante la ause¡cia
de una definición legal del término, corresponde al órgano rector de la politica pública de
educación superior, según se desa¡rollará en la siguie¡te sección.

De lo expuesto sedesprende: , laautonomía financiem de las instituciones de educación superior
se ejerce dentro del m6¡co de la Corstitución y la ley, y no las exime de fiscaliz ció¡ ni les permite
apanarse de los destinos que el ordenamiento f¡a expresamente para Ios recursos públicos que
reciben; ii) la Disposición Transitoria Decimoctava de la CRE dispone que las u¡ive¡sidades
pañicularcs que reciben rentas del Estado destinará¡ esos recu¡sos a la conc€sión de becas a

estudiantes de escasos recursos económicos, mandato desafrollado por elartículo 30 de la LOES;
i¡i) el articulo 77 de la LOES regula el égimen general de becas, según el cual las instituciones
deben oto.gar becas al menos al l0olo de sus estudia¡tes rcgula¡es. con base en criterios diversos
como la condiciór .conómic& el rhérito ac¿démico. la situación de vulnerabilidad o la
discapacidad; iv) el a¡liculo 30 de la LOES rcgula u¡ égimen especial y condicionado, en el que
el destino de los ¡ecursos está fijado de manera impemtiva por la Constitución y la ley
(exclusivamente becas pam estudiadtes de escasos recurms económicos), mientras que la
selección y adjudicación de los becar¡os corresponde a las inslituciorcs en ejercicio de su
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autonomía respo¡sable y conforme a la politica pública, sin que tal facultad pueda alterar dicho
destino exclusivo: y, v) la co¡creción del concepto de "estudianles de escasos recutsos
económícos", aile la falta de definición le8al, corresponde al órgano rector de la política pública
de educación superior, conforme al aliculo 30 de Ia LOES.

2.2.- RégiDen jurídico rpl¡cable p¡r¡ l¡ concesióD de bec¡. p¡ra catudios superiores. -

En cuanto a los criterios de concesión. el tercer inciso del a¡ticulo 77 de la LOES dispo¡e que
estos:

";qrL-gptdicüI_9994éüj99, sitüación de wlnerubilidad, ptoiñidad territorial.
excele cio y pe inencía. Adicionalñente, se podrá tomar cono criter¡o Wa la
adjudicación de becos a la reparución de derechos ordenada por Juez competente. Los
necanisútos y valores de las becas paru la adjudicación serán reglamentodos por el
órgano rector de la educación supe of' (el sttbrayado me conesponde).

E¡ el mismo s€ntido, el literal a del articulo 7E de la LOES prevé que el órgsno rector de la
politica públic¿ de educación superior "a través del reslomet¡t
mecanisn os. rcouitilos ! demtis condiciones palo laÍormulació y eiecuc¡b1de los proqlatu$
o provectos de becas. Eslos lineamientos serán de obliedtotio cumolitliehto cuando se edoleen
recursos públicos en su financiación. Sin peúuicio de lo establecido en la ley, las ínstittc¡one$
de educación supetiot, sobrc la base de su autonoñío rcsponsable, podrán establecer sus ptopios
mecanisnos, reqaisitos y demás condiciones para lafomxlación y ejecuc¡ón de süs ptogrumas
o proyec¡os de bec.rs" (el submlado me corresponde).

De las normas citadas se desprende que el proceso de asignacién de b€cas se a¡ticula en dos
niveles: por lna pa¡te, l¿ rcglarnentación de los mecanismos, requisitos y caiterios de
adjud¡cación, que la ley rcs€rv¿ al órga¡o rcctor de la política públic¿ de educación superior; y,
por otra, la selecc¡ón y adjudicación concreta de los beneficia os, que, Úatindose de las
univ€rsidades y escuelas politécnicas particulares que reciben rentas del Estado, cor€sponde a
esfas en ejercicio de su autonomía responsable, confor¡e al articulo 30 de la LOES.

Asi, el afticulo 1 del RCBAE determin¡ que su objeto es "desaftollat el marco no nat¡yo paro
elfo aleciñiento del talento humano a través del ototganiento de becas y qyudas económicae",
de acuerdo con ele¡te rector de ¡a política pública de educación superior, esto es, la Secrctaí¿ de
Educación Superior, Ciencia. Tecnología e lnnovación, o quien haga sus veces.

En esa linea, el a¡tículo 3 del referido reglamento contempla, ertre sus critedos de priorización,
la ¡nclusión que es defi¡ida como l¿s acciones qu.e "g.rtorrlicen los dercchos de los persorlas en
situtlLión de vulnerabilidad socioeconónica, conm un paránetro tonto para la priorización corno
paro la osigúcíón de ¡ecutsos econóñicos, a ¡tay¿s del otorgamiento ale becas o ayudas
económicnstt. A su vez, el artículo 35 ibídem dispone que "se realizarú el anólisis socio
econótflico de la pelsotlq postulanfe como c ferio de selecciór1 (...) etfincíón de la ttetodología
que se emita paro el ekcto y de conJornidad con lo establecido en las bases de c.yfu, progruma".

No obstante, debe precisarse que el referido reglarnenlo rige los programas de becas y ayudas
económ¡cas que otorga el Estado a través de la Secretaría de Educación Sup€rior, Cie¡cia,
TecnoloSia e lnnovación, como ente rector de la política pública de educación superior, supuesto
que diiere del previsto en el articulo 30 de Ia LOES, en el que la selección y adjudicación
conesponde a las un¡versidades particula¡es que reciben rent¡s del Esfado, Por tanto, el RCBAE

-

I
-,

99



-
ITT

PfiOCr¡^BJRh GS\[RA! O€r É5l DO L7 323

^ Ed¡fi.io aruzoñás PtáaI tu rruronor r.us-rz r y tuurqa

l. '59! 2 2t41!O0

It www.pg..gob,.c

COIiTI.4ION' CEIiE¡iL DEL ESÍADO
0r7t2e2ó

Pd8le 7

no resulta de aplicació¡l directa a estas últimas, sino que constituye un referente ilustrativo de
cómo elente rector concreta, en elproceso de asignación, el criterio socioeconómico al que la ley
sujeta e¡otorgamiento de I¿s becas; conespondiendo a dicho ente rectoremitir Ia poiítica pública
y los lineamientos especificos apl¡cables al supuesto delarrículo 30.

De lo expuesto se desprende: i) los criterios de concesión de becas. en general, previstos en la
LOES so¡: a) la condición económica, b) la situación de vulnerabilidad, c) la proximidad
teÍ¡torial, d) Ia excelerciay la pertinencia- correspondiendo alórgano rector de la políticapública
de educac¡ón sup€rior reglamentar los mecanismos y valorcs pa¡a su adjudicacióÍ; i, para el
régimen especial prcvisto en el artículo 30 de la LOES, la reglamenlación de los mecanismos
corresponde al órgano rector, mientrás que la selección y adjudicac¡ón de los beneficia¡ios la
ef€ctúa¡ las universidades particula¡es que reciber rentas del Estado; y, iii, ante la ausencia de
definición legalde "e.rcctsos recursos económícos", el Regl¿mento Codificadode Becas y AFdas
Económicas, expedido por la Secreta¡ía de Educación §rperior, Ciercia. Tecnología e lnnovación
consthuye url refere¡te ilustrativo de cómo el ente rector concreta el criterio socioeconómico
mediante el análisis socioeconómico del postulaflte como cdte¡io de selección, sin que dicho
reglam€nto sea de aplicación dire.ta a las universidades particulares referidas er el añículo 30 de
la LOES.

3, Protrutrci¡mieDto, -
Eñ atención a Ia primera consulta se concluye, en concor¿l¿nciá con los afticulos 77 y 76 de la
LOES, y por cua¡to no existe previsión normativa respecto de quiénes deb€n ser considerados
como "estudianles de escasos lecursos econónicos" (según los términos del numeral 3 del
articulo l0 de la LOES), le correspo¡de al ente rector de la política pública de la e-ducación
superior la determinación del referido concepto.

Por otla parte, rcspecto de la seSundá consulta se concluye que, en virtud del carácter exclusivo
qr¡e prcvé el rurneral 3 del aiticulo 30 de la LOES. la inclusión de estudiantes perlenecientes a
quintilesde itrgresos altos como bereficiarios de las becas (previstas en elarticulo antes indicado)
no es compatible con la finalidad de dicho artict¡lo.

El pr€sente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a Ia
inteligencia y aplicació¡ general de{ermas jurídicas. Su aplicación a casos institucional€s
específicos es de exclusiva responsabili
pública que lo aplique.

la entid¿d corsultante y de cualquier otra entidad

Atentarnente,

STADO

Li.. Cildá Naátia Alcivú C&ci¿
l!i.irl..lo d. Educ¡.¡ótr. D.por. y Cúhur.

Abg. Jua¡ Ca¡los
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Oficio No. 1?{03

Quito,D.M.,07JUL2m6

Magíster
Xavier Rolando Vásquez Hemarrdes
GERENTE GENERAL
EMPRESA PÚBLICA METROPOLITANA Df, TRANSPORTE
DE PASAJEROS Df, QUITO
Ciudad. -

De mi consideración:

Mediante al ofrcio No. EPMTPQ-GC-2026-0397-O, de 27 de marzo de 2026, ingresado e¡ la
P¡ocuaduria General del Estado el 3l de marzo de 2026, se formuló la siguiente consulta:

'¿Las e t lades co t¡alantes debet efeduat ld ¡efención del 0,4% del inEo¡te de codL
faclura o plafiilla d¿ obra, deducidos los impuestos co»esporr¡lie tes, previsla en el
artículo 15 del Reglamenfo Ge erul ¡le la Ley Orgánica.lel Sisten a Nacional de
Cofitratocün Pública, cuando los pagos a ptoveedores se rcalizal eñ virtu¿! de
conve as ¡le pago a otros ,neca isrnos ¡le ¡econocimiefito de obligttcio es que ño se
o¡igilaro eñ an prccedimi¿ to de cor,trutación público?"

Frente a lo cualse manifiesta lo siguiente:

1. Antec€dent€s. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende lo siguiente:

El informe jurídico, de 26 de marzo de 2026, suscrito por el Gerente Juridico de la Empresa
Pública Metropolitrna de Tmnsporte de Pasajeros de Quito (en adelante, ,,EpMTpE 

\, analiza
los artículos 15 y 23 del Reglamento Ceneml de la Ley Orgánica det Sistema Nacional de
Contratación Públicar (en ade¡aÍte, "RG¿OS¡y'CP")i t17 del Código OrBinico de planificación y
Finanzas Públicas2 (en adelante, "COPL4FIP" ); sentencias No. 003-14-SIN-CC3. No. 034-16-
SIN-CC4, 002- I l-SIN-CCs de la Corte Consritucional; y concluye que:

"4. Andlisis luidho.

(...) 4.3. Inte¡pretdción altentativa ¿le la no rra ! análhis crítico.

(...1 podría sostenerse que la refenciór, ¡lebe¡ía aplicarse a todos lo!, pagos ¡eqlizodos
por las enlidddes públicat a ptuveedores, con independencia de si dichos pagos derivan
o 4o ale conlralos celeb¡ados me¡liante prccedbiientos de co tratación pública

) RGLOSNC P. p¿bl¡.¿da en el N@ao Swleñento d¿| Rezltro Olciat t'a. 153 .te 2i d. dtubt¿ ¿z 2a25
aOPLAtIP tuht, -ada en . I .?EunJo \upt.apdo ¿1, t P.ivo alt, úl \o )nb de 2: .¡p 

^ 
tubrc dt, lnln

'. S¿kxnaa ,\o 0A3. I 4.51i\ <'C p blicaio ¿n el *sun ta Suple@t¡a det Re§6,,o Olcrat Na )46 ¡t? 2 ¡ir ünú/e dz 20I t.
' Sentcnda No Ba- 16-51\-CC tluhltcado en ¿l S¿ernlla Supteñenta d¿t A¿'aist@ Oljcial No 799 .le t 8 d. ¡ulio de 2Ab.eapht" \. tV\-tJ-Sl\-.t pübh-adopaptlett.uptca"atadptR¿lr,aOtLtdt\oqJ!det2dr¿Ltt./?)AtJ_
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No obslafile, esle criterio presekla diversas difrcultades desde el punto de vistajulídico,

Incohtpotibilidad cofi la inlerprctación literal de la norma.

El Ltfiículo 1 5 del rcglame to establece dpresa e le que ld letenciófi se apl¡ca respecto
de fdctwas o planillas presenladd\, con motit)o de la ejecución de los conlratos materia
de la ley y su reglamento general.

De la redacción de la norma se desprcnde que la relención se encueñttu rincalida
específrcaüente a la existencia de un corrtrolo ! a la ejecüció de dicho corrlrolo denllo
del sistet rr¡ de contatación públicd rcgulado por la Lq Orgánica del Sistena Naciorrat
de Conlralació n P úbl ici.

Efi consecuenc¡a, ertender la aplicación de la rctenciófi a pagos deri|ados de convenios

¡le pago o actor de reco ocbkiefito de obligaciones implicaúa aportatse del sentido
literdl de la disposición reglamentaria.

Difercncia jwídica enhe contrato ad inislrdliro y reconocimiento de obligaciones.

Los conttatos arlministativos celebr.tdos bajo la Ley Orginica del Sistefia Nicionol de

Contatación Púb¡ica se oliginan en prccedimientos de contratación pública ! generan

rclaciones jürídicas bílaterules eníe la enfidad contrata le y el prowedot.

Efi cambio, los co renios de pago constituye r ecanismos de regularización de

obligaciones previafienle generadas, que pueden deñvírse de s¡tu:tcio es

a d m i n í s ft at t A) as erc e p c i on a I e s.

Por lo tanto, los coxvenios de pago no forman Pafle de las etapa\ del ptuceso de

cofitlatación pública, i constilalen conÍalos administlatiios deti|ados de dicho

Rictgo de aplicdc¡ón ?xt?nsiva de una .thliga(ión econónico.

La retenció del 0,1% implica u a deducción ohligaloria sobrc los vdlores que tecibefi
los prowedores del E§ado, lo curil conJigwa wta obligación ecortómica de cafticter
obtiAatorio. Conforme at pfincipio de legalidad plerisro en la Constitución de lo
Repúbtica del Ecuador, este l¡po de obligacio es deben aplicdrse úfiicam¿nle en los cosos

expresamente Prcislos pot la fiofmdti,,)a correspondie te.

Por lo tafito, una interpreta.ión que extienda la aPlicaciók de la rctención a situaciones

no conte plddas expresamenle en la norma podtía conslituír una aplicación extensíva

de una obligación económíca, lo cwl resultaría contrario o los pritlciPios de segtridad
jutídica y legalidad administraliv.L

En conclusió , si bier podrtú sostenerse que Ia ieterrción del 0'4o,ó debería dplica$e a

lodos los pagos efectaodos por ¿nlidtdes públicd§ a prutteedores, e§lo i$terprcfirciór. !9
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§e aiusla dl leno¡ literul del ortícdo 15 d¿l r¿glam¿rrlo, desconocier¡do la diferchcia
jttidica ente contatos administtotivos y convenios de pago lo que podria implicar ta
aplicac¡ón extensfua de wM obligación económica io preyista expresoñente en la
nofmalira !igente,

(...) 5. Coñcl uJiones

Delanálisis integrdlde las añfecedentes erpuestos, la nomativa aplicable y los criteríos
interpretalivos desarrollados. se concluye que lo retencióh del cero puito cuatro por
cie to (0,1%o) prcyista en el artículo 15 del Regldmento Generol de la Ley Orgánica del
Sislema Ndc¡onal de Contratación Públkd constituye ma obligación económica de
canicler esrycífico. c1¡vo ámbito de aplicación se encuenta lin¡tado a los Wgos
derivados de la eiecución de contratos celebrados de tro del Sistena Noc¡onal de
Contatocióh Públicd

E t 
_tdl 

sentido, alno existit disposic¡ón legal ni reglamentaria expresa que ertienda dicho
obligoc¡ón a los convenios de pago u otros fiecanismos de riconocimienro tle
obligaciones que no se orig¡ñan enprccedin¡entos de contratat:ión pública, su aplicación
et estos sapuestos inpliatía una intetptelación extensiva de una ca¡ga económica,
confiaria a los principios const¡tucionales de legalidod, reserya de ley y segwidd

Pot consiguie te, este órgano jurídico considera que o es ju¡ldicoñ¿nte p¡ocederrk
tplicdt lo referida rctención en los pagos efecltddos en,irfud de conl,errios dc pago;
sin perjuicio de lo cual, y efi atencióh a lo neces¡dad de co\tar con n ctiterio unifoime
y vinculañte püa lo admittistración pública, se estitna petínente elerat la presente
consulta al señor Procurado¡ General del Estado para su absohtción confome a
de rc c ho " (é¡fasis añadido).

Con elfin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 160gl y I ó400, de
2 y de 2l de abrilde 2026, resp€ctivafiente, ¡a procuraduría Geneml del Eshdo solicitó e insistió
al Servicio Nacional de Contratación públic¡ (e¡ adelante, .s¿RCOp,,) qüe remita su criterio
jurídico institucional sobre la mate a objeto de consult . Si¡ embárgo, hasta la presente fech4 no
se haÍ atendido los requerimientos efectuados por esta institución.

2. A¡álisis. -

Para detemina¡ la natumleza del convenio de pago y s¡¡ relación con la retención prevista e¡ el
aficulo 15 del RGLOSNCP es ¡eresário examirá¡ su origen, úrilización, alcance y su forma de
operar e¡ el ordenar¡iento jurídico ecuatoriano.

Esta figura se encuentra prev¡sta principalmente en el anículo I l7 del COPLAFIp que señalaque:

"Laobligdción se genera, produce alectaciónpresupuesta a defrnitíva en los sigientes
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'

l. Cuañdo ineludiblenente pot excepcíón deban rcalizarse pagos sin contruprestoción.
de acuerdo con lo que dispongan las norrna, técnicas de presupueslo que dicle el ente

rcclor de lasli atuas públicas; y,

2. Cuanalo se rccibotl de terceros obras, bieies o servicios ddqui dos por autoidad
conpelenle, medianle acto admihistdfi|o válido. haya habido o rlo coñploitiso prel)io".

Al respecto, la Procur¿duria Ceneral del E§ado mediarte oficio No. 0ló39, de 4 de mayo de

2011, estableció que:

"Del @lálisis ¡utid¡co qüe precede, en alenc¡ón a los léminos de su cottsulta se concluye
que ol aneoru de lo dispuesto en los artíct los 116 y 117 del Código O¡Etirt¡co de

Planifrcacúiú ! Finanzas Públicot, ¿l conveúio de pago es qno vía iuidica parn
erlingui¡ las obligaciones prcren¡enles de los inctementos de obru eiecutddos (.-.)

siempre que exisl.t la correspondienle disponibilidad presupueslafia, e ritlud de lo
dispueslo en los ufiículos 1],5 y 178 del nisño Córligo (hgánico y la recepció a efifera
salisfacción del Municipio." (énfasis añadido).

Por su pa¡te, el ofic¡o No. 05605. de 26 de diciernbre de 201l, detalló los requisitos para la

procedeDcia del convenio de pago, estableciendo que para que éste Foceda se deberá determinar:

'' (...) , Que existió lo necesidod insriluciofial pretio, de acuerdo a la cerlil¡cac¡ón que

olorgue el director del área requircnle de conÍomidad con los planes operutivos de la
entidad; 2) Que los p.ecios que fuenñ pactados sob los del ercado o la /echa de

ejecución de la obru, yest.tción de los seflicios, o de .rdquisición de los bienes, 3) Qxe
exista consldncia docum¿ilado de que las obras, bien¿s o s¿ñ,¡c¡o§ ¡uerot recibidos t
e tera soli§lacción por los funciok,lt¡os rcsponsables de ese Mkislerio, 4) Que las obra
ejecuradas, b¡enes odquiridos o servicios pestados fueron ulilizodos en acliridodes y
Íuneiones inherc es a Miníslefio cle .lustic¡a. Derechos Humanos y C¡.¡ror. " (énfasis

anadido).

Las "Normas de Control Intemo para las enlidades. otg(t ismos del seclor público y de k$
Pefionas jurídicas de Derecho Privado que dispongan de Recwsos Público§", expedidas por la

Contraloría Geneml del Estado mediante Acuerdo No. 004-CG-2023, de 7 de feb¡em de 2023,

establecen una clara distinción entre las contrataciones realizadas a favés del Sistema Nacional

de Contatación Pfiblica y la suscripción de co0venios de pago, exlortando a las entidade§ del

sector público a evitar su cclebración, plres "cons¡it yen instuñentos extepcionales cuya

ütilizac¡ón se oríeñta precisamente o la subsanación de errores oJalta de oPlicoción de plocesos

de contalac iótt pú b I i ca".

En este sentido. la normativa en materia d€ contratación pública reconoce la existencia de dicha

figüra y, según lo previsto en la Disposición General Quintá de la LOSNCP, dispone que las
entidades contrdlafies que hoyañ susctito coñreñio§ de Pago o cuolquiet ol¡o ittstrumento
jurídico qu¿ gerre¡e oÍeclaciód presupuestotio, ptovenientes de la dplicación del nu kral 2 del
.tfiículo 117 del Codigo Orginico de Planifcación y Finanzas Públicas, publicarán

obligaroriamenre la i,rforriación releranle ¡le erto§ coñverrios eñ lo hefiamienta inÍor,rtátiea
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que cl SERCOP habilitdrá para el eÍecto", si¡ petiu¡cio del control que realice la CCE (énfasis
añadido).

De manera concordante, el articulo 23 del RGLOSNCP recalca que dichas figuras jurídicas
'uebetin ser reportadas por las entidades cohttotantq, efi el t¿rmiio tui¡mi de lO ¿í¿{¡ de
susctilo el conrenio de pngo o los instruúe tos proyenienles de la aplicación del numerul 2 del
utículo 117 delCódigo Orginico de plctnífrcación y Finarzas públias,, (énfasis añadido).

Por otra pafe, respecto del pago de servicios sin la celebración de un contrato al ampa¡o de la
LOSNCP. la Sala de lo Contenc¡oso Administ¡ativo de la Cone Nacional de Justici& en ¡a
sentencia de casación dicrada denr¡o del Juicio No. I E803 -202 t -00400. se pronunció sobre el
contenido del numeÉI2 del aficulo I l7 del COpLAFlp, señalando que:

De tla era que corrE¡obodo que ho sido lo prcstoción del servicio de segtridatl
pritdda a lu enlídad demandada, ta m¡srno debe carrcelat los valo¡es que se errcucittan
penüe es, no e§ prcrelo, el io contot cot un in§fiurnerrlo contfactual, cüando es la
,nisma errtidad qlien ho solicitado el senicio o lraeés de va os docarrgntN que relejarl
lo at:ordado con la accionante, pues ld eútidad denandada tampoco descinoce haber
hecho uso de los semicit¡s de seguridad privada por los meses que reclama la accionante,
con lo que se corrÍígu¡arr los presupuestos del artículo 117.2'a es citado.

7.10 Si b¡en la Ley Orgbtica del Sislema Nacionol de Contaración pública, establece
los difeftntes üocedimien os corrtÍocrudles pa¡d l(1 contratcrc¡ón de bienis, obras y
senicios a los dilercntes proveedores del Estado, eñ .l caso, no se corrsideró dichos
procedimientos, lo cual ,ro signif/]ca un obstdculo para que la errr lad deñdrrdoda
rccoaozca lo adeudado a la cornpañlo por el senicio de ;egtridad prívada prestadd,
hacerlo signiJica o urr beneficio inj.rstifaado del propio bsmdo,'porque ríene una
cuehta pendiente con ta paflicular, ptes, et pa.ricular tompoco puedejreifar el semicio
de lorúra gmtuira, ! debe ser ¡elribuido po. et cuuptirrrien¡; det imicio prestodo,
(énfasis añádido).

Ahora b¡en, con relación a la retención del 0.4% de cad6 factura o planill4 es preciso señalarqüe
el numeral 2 delaficulo i2 de la LOSNCP, que versa en tomo;las fuente; de financiam¡ento
del SERCOP, señala que "(l)os derechos, tas¿.l, o taifas de inscripción en el Regisio único ,le
Pro\leedores RUP: l, kts contribuciones especia!¿s o ptoveedores con ddjudi;cioaes preúo§
que se dele¡ñinen ! se recau¡kt, en la cuentu del ^§¿XCOp' (énfasis añadido).

Pára este efecto, el segundo inciso del articulo lj del RCLOSNCP establece como fuente de
financiamiento a la precitada retencjó¡ en Io siguientes lérminos:

'Indeperúlienternenre del prucedimiento o hrotlalidad de contruaciih que se habiere
eñpleado. en los conl¡utos c,tyt cuarrtla sea igual o superior a u miliót de dólo¡es.
las entidades cont¡otontes debe in rclener el equieote;rc ot 0,1o/, del imoorre de cado
Ídctutd o pladitla de obra, dedrcfulos hts inpuistos correspondientes, qi" pr""*t* o
cobro los proreedores, consuhores y/o a»tratistas. con molívo de la ii""*¡ón A" b,
con!¡alos mole¡ia de la Ley I el preserrte Reelornenlo. uolor qu. deber-ser a"reditarlo
en la cüenta del SERCOP, conlorme los liaeamieitos estabteiidos por el ente rector de
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las Jinonzas públicas" (énfasis añadido).

La lectura literal de esta disposición revela que el ámbito de aplicación de la obligación de

reterc¡ón s€ circunscribe erprcsamente a los cont!¡los materia de la Ley y su Reglamento.

Ln exüesl,ón" Independierlleñenle alel procedimieito o nodalidad de con¡atación que se lfllbiere
enpleado" no ü¡pli. esta delimiiación a figu¡as juídicas ajen¿s al sistema; por el §ontrario,

constituye una delimitación que establece que todos los prmedimientos de contralación pública,

sin exsepción, generan la obligaoión de retención, siempre y cusndo se rate de contratos regidos

por la LoSNCP.

De lo antes expuesto se desprende lo siguiente: i) el co¡venio de paSo coÍstituye una figum
excepcional, implicitaÍiente reconocida en el articulo I 17.2 del COPLAFIP, y formalmente en

las Normas de Control, la LOSNCP y su reglamento de aplicáción; i, algunos de los requisitos

para su celebración han sido desa¡rollados por este or8á¡ismo, a ravés del Prcúunciamiento
contenido e¡ Oficio No. 05605, de 26 de diciembre de 201l; y, ii, el convenio de pago, como

irstruÍiento extraordinario, es aplicable únic¿merite para ¡econocd y extinguir obligaciones
derivadas de obras, bienes o servicios efectivamente recibidos por la entidad pública, en los

supuestos previstos er el artículo I 17 del COPLAFIP. Po. lo tanto, su celebración no configum

n¡ sustitoye un procedimiento de contratacióÍ pública o co¡t ato regulado por la LOSNCP.

3. Pronutrcismiento. -

En atención a los téminos de la consulta se concluye que. de acuerdo con el aflculo 15 del

ReglameÍto General de la Ley Orgá¡ica del Sistema Nacional de Contratáción Pública, la
reterción del 0,470 no es aplicable a los pagos efectuados con oca§iól de convenios de p&go u

otros meca¡ismos de reconocimiento de obl¡gaciones que no se originaron en ua procedimiento

de contratación pública. [o anterior, en virtud de que el artict¡lo 15 del RGLoSNCP establece

que la retención se efectua exclusivarnente por la ejecución de conttatos materia de Ia Ley y su

Reglamento. Asi, toda v€z que los convenios de pago que no se orig¡nan en prmedimientos de

conhatación pública no constituyen cortmtos regulados por la LOSNCP.

El presente pronunciamiento J para la Adminishació¡ Públisa y se limita a la
as jurídicas. Su aplicación a casos institucionales¡nteligencia y aplicación general de

específicos es de exclusiva resporsab¡lidad
pública que lo aplique.

la entidad consultante y de cualquier otra entidad

ADO
Abg. Juan Carlos

td. 01639, de 4 de ñdto de 20I L y t)5605. de 26 .le d¡c¡¿nbe de 201 1
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Abogado
Lt¡is Cabezs-Klaer€
SUPERINTENDENTf, DE COMPAÑÍAS, VAI,ORES Y SEGUROS
Cuayaquil. -

De mi consideración:

Medianre oficio No. SCVS-INPAI-2026-00069978-O, de 16 de abril de 2026, ingresado en el
co.rso ¡¡stitucional de la Procuradt¡ría General def Estado al día siguiente, se reformuló la
consulta inicialrñente planteada en oficio No. SCVS-INPAI-2026-00041004.0, de 02 de marzo
del presente año. en los sigu¡entes ténninos:

"¿De conlo¡midad con Io establecido ea los o¡ticutos 2 y 3 de la Le! O¡gáiica de la
Corrtfaloría Genetul d¿l Estado, los personos jarldicds de derccho ptivado ea erlado de
liqudación ¡o.?tso declarodo po¡ h, Saperin ¿nd¿,tcia d¿ Con poñtar, Volorcs !
Seguros en virtud de lo estoblecido en los artículos SS y 59 de ia Ley General de
Seguros, se eicu¿ntor, ssjelqs al con .ol y ardiroio de la Corrtaalorlo Genetul tht
Estddo, o, ed arención a su iaturalezajúrldiu de derucho ptivado ! a la lnetistencia
de adrninist&cün de ftcu¡sos ptúbllcos, se encuenta (sic) exclaldds de dicho árñbito
de confiol?'t.

Frente a lo cual s€ manifiesta lo siguiente:

l. Antecedetrtes.-

Del oficio r€mitido y documefltos adjunlos se desprcnde que:

Previo a átender l¿ consulta, mediante oficios No. lj7l5 y No. ¡6035, de I ¡ y 3l de rnarzo de
2026, resp€ctivamente, este organismo requirió e insistió que se reformule h c;nsulta contenida
en el oficio No. SCVS-tNPA¡-202G00041004-0. de 02 de marzo de 2026. Esre requerim¡ento
fue atendido mediante eloficio citado al inic¡o del presen¡e.

Al oñcio de ¡eformt¡lación de consulta se adjuntó el infonnejurídico contenido e¡ memora¡do
No. SCVS-INPA1-2026-0366-M. de t6 de abril de 2026, suscíto por la Inrendenre Nacionat de
P.ocuraduría y Asesoria lnst¡tucional de la Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros
(en adelants §C'ZS"), que cito, en Io principat, tos artículos 2tl, ill.ZZS,lZe yitS a"b
Constitución de la República del Ecu¿dort (en adelante, ..CRE 

); jE del Libro I 
"del 

Código
OrgáricoMonetá¡ioyFinancieror(ensdelante,.,COW,'):55y59delat¡yCeneraldesegür;3
( e,n 

.ade 
lal::._, 

_¿_(,_,: - 
);l . 2 y 3 de la Ley Orgánica de la Contraloría Ce;eral del Estadir (en

adelanle. '¿(XC¿ '). Con eslos funda¡nentos a¡alizó ) corc¡uyó lo siguienle:

..RL ptbhcad¿ei.t Rzsatr.ütcul No trg& 20daetubr¿d¿ 20nE

.(.9yr r:bttu¡¿óü ?t se4undosupr.ñ od2t F¿s¡no aJ út\o JJ| tlp t:d¿yp¡.ñbrc¡tu)n|.t
ICS ptbhido 

"neI 
Süpbñ ta d¿t R.grtoOtL al.\o. Jl2dp I ) d¿ y?neñhtu ; )Ot r

' I oCCE. pith.a¿! ¿k¿l tupt!tu4h det R¿ELtto OIL nt \-. igi d? t2 ¿etünbdp:ni:
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"En el ejercicio de s s dtribt¡c¡ones, al liquidador le compete. entre oi'a\ elaboftt los

estados frnaficieros y el inventado de lodos los activos y pds¡ros de la compañía a la

.fecha de la liquidrc¡óñ, formular la lista de todas las recloúac¡ones presenlodas,

notúcor pot escrito o los inleresados la aceplación o rech¿Eo de sus reclamaciones,

cobrar las obligaciones exigibles mediante coactiva, pogar las deudas de la conpañio
conforme a la prelació» establecida en la ley I de acuerdo con los fondos de los que

dispofiga la l¡quidación, etc.

Para talesÍnes, la ley ditpotle que lodos los gastos rle la liquidación seún pagados con

los fondos o recursos de los que dítponga la compañío, excepto cuaido se lrate de

ho oratios de asesores y asistentes qüe sean l ncionatios de la Supeinlendeúcia de

Coñpañias, yalorcs y Segiuros: ello, debido o que, indepehdientemenle del estodo de

líquidación fonoso y la rcpresentación j dbial y exlldjüdicial que asume el
Sxper¡ntendente de Compañías, l/olorcs y Seg¡os conforme al mandato contenido en el
oltículo59 de la Ley General de Segutos,la compañío consefl1 su ndluraleza de persona
jurídica de derecho privado, debie¡do esto as rrli¡ los gastos que deñdnde cumplir con

el proceso de liqüidación, con los lecursos derivatlos de s gestión coño aseguradora.

I.II. De la idturaleza de los recursos ¿le las §ociedades anórrima§ de detecho p¡bado'
culo accionúa ,noyo¡itoio e§ el Esrada

(...) na coitpdñia asepuradora. aún en eslado de liquidación fonoso \t rcoresenlada

¡l.tdicidl y erttoiudicialmente Por el SuPe nlenrlente de Coüoañíos yalores v Segwos es

una persona iürídica de derecho prfuado oue no adrninislru rccursos Dúblicos: silüación

que se replica en el caso ¿le lus perso ar iurídica\ de derecho privado cuto acciot¡isla

mdyoritorb es el E tado, por cuonto indePendíehtemente de quien oslenta lo tilularida¿

de la mayoría del paqueÍe accionario, estas mtollienen su corác¡er ptivado y no obtienen

ni adminislrun, cuslodian o perc¡ben recursos Provenienles del Presupueslo General del

Esta¿lo.

aúí¿ulos 55 v Sg de la k
públicos. pues sus gastos se fnancian cot fondos propios deivados de s gest¡ón 

-coño'sociedadae 
c@ácter mercant¡l y de aquellos obten¡dos en el Prcceso de liquidación

II- Crile oi stilucional

Por lats consideruciones expuestat er criter¡o de esto Intendencia Nacional de

Procurad,Íía y Asesotía I slilucional que las Dersonas iulidicas de derecho oriladQ

iijr¡rlii* fo"roto d" conlornidad con los athulos 55 y 59 de la Ley General de

S;guros, no está suielas al ámbito de contol señ@lado en el a ículo 2 de 11' Ley

dsánica de la Conbaloria General del E§todo " (el §ubrayado me corresponde)

A fin de contar con mayores elementos de análisis para atender la con§ulta, este orga¡ismo

solicitó, medianre oficio No. 1639E, de 23 de abril de 2026, el criteriojuridico de la Contraloria

Ceneral del Estado (en adelante, "CG¿"). Dicho requerimiento fue atendido a través del oficio

No. 212-DNJ-2026, de I I de mayo de 2026

Pot lo tanto, los recursos de las oersonas iurídicas de derccho Drivado cwo accionhtd
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El criteriojuridico de la CGE, además de las disposiciones mencionadas, citó los aficulos 212 de
la CRE; 1 y 4 de IaLOCCEi I y 8.7 de la LGS;430,432 inciso segundo y 438 let¡a e) de la Ley
de Compañías5 (en adelante, "LC");y,4 y 5 del Reglamento de la LOCGE6 (en adelante;
"RZOCGE "). Con estos fundamentos, coricluyó lo siguiente:

- 1. CONCLUSIóN

Del dnál¡sis ekctuado se conclu.ye .!ue la competeficid de la Contrulor¡a Gereral del
Eslado resoecto de las p9l;plg\jlqLüeq;lbi9lqhetliy4tbleslcte tra constitucioltal
t) lasalme le delfuiilada al conlrol de la tilización. administrución. tustodia y deslino
de rec*sos oúblicos. cofiforme lo preústo e el artículo 2l l de la Const¡tución de ln
Repúblíca del Ectador y los .trtículos 2, 3 y 1 de la Ley olgá ico de la Contualoria
General del Estado.

Eñ tdl tirtud, la circúlstoncia de que una compgiiq ab segqes §! 9 !!! §e!trgk!44
un oroceso de liauídacióh forzosa dispueslo por la Supetinte !g§-
Valorcs y Seeurcs. dl ampr¡ro de lo$ dtticulos 55 v 59 de la Lev General de Segarcs. no
determina por sí sola su sometim úetul del Estado.
en razón de aue di ho procedimbnlMrccho ori\,ado

i a lplía automáticamente el ámbito de compqElgig; ee!l!!il!!!plglgLt:!9gqk;J!9 ! lc
Orgo isüo Técnico de Control.

Por consígu¡ente, las persoias jurdicas de derecho pü,rado en ptgggsLlbliqLillqLirfo
fuZo§4 jilLieellallE se e conttará sujetas al control v audifotía de la ConÍaloia
Generul del Estddo e la medida en oue dispo eofl. ad inistten o custodíen recurso§

Bibü9.0;, siendo este el ún¡co presupuesto habilito te pdra el ejercicio de las lacultades
de control etterio de este Orgofiismo.

En esre confexto, el control olg eolle[ppllk ciercer a la Sup!Li!]ie!!!eqgigJ!9
Comgañías. yalores I SeqlqpL sobre las entídades somelidas al Égimen de seg)ros
comprende k»s ámbitos jo dicos, societa os, económicos, financieros ! cofitables; por
consiguienÍe. dicho cotttrol ño enema. límíla, ni exclwe el ejelcicio de las faculta.les
constitucionales I legales de la Confi,¡ioríd Genetul del Estado pqtLgbljlLlL
a&litoría eubernamentaly el control de la coflecta utilízacíón de los recutsos estatales
v la consearción de bs obietiyos de las instituciones del Estado y de las pgt;plg!
iurídicas de derecho prilpdo aue dispotlggt !bfcg!M[! jr,hAeo§-

En este sentido, el control extemo a cargg llLbtegl\qbLlgt1qlqlltl del Estado se
exlieñde d las ittstituciones del sector público, e los témínos del dfiículo 225 de la
Constitución de ld Repúblíca del Ecuador, así co o a lar pe$lDlesjl4kkgsjglklglL9
prirado qL9Jlispollgafi de rccursos plih!j!e;, confonte al tiarco consfitucional y legol
aplicable" (énfasis coresponde al texto original y Io subrayado me coresponde).

D€ lo expuesto se observa que Ia SCVS considera que una compañia asegurador4 en estado de
liquidación forzosa, cuyo accionista mayoritario seael Estado, es una personaju dica de derecho
privado que no administm recursos públicos; y, por lo tanto, no está sujeta al ámbito de control
de la CGE.

: La, pubtca.lo en e I Resl§ro Alcúl ña 312 d¿ 5 ¡1¿ hd¡eñbte de 1990.
¡ RIOCC E, prblicadD en el Fegktu A¡.¡al Nó I l9 de 07 de Jut¡o de 2003.

-
ITI
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Er este contexto, la CCE especifica que las personasjuridicas de derecho privado, en proceso de

liquidación forzos4 únicamelte se encuentran sujet¿s al control y auditoria de ese orga ismo de
co¡hol en la medida en que dispongan, administren o custodien recursos públicos, sie»do este el
único presupuesto habilitante pa¡a el ejercicio de sus facultades de control extemo.

2. Análisis. -

Para facilitar el estudio de la materia sobre la que t¡ata la consult4 el análisis se referi¡á a los
sigu ientes pu¡tos: , Competencias de co¡trolde IaCCE respecto de personas j üídicas de derecho
privado que disponen de recursos públicos; i, Nomativa aplicable a las personas juridicas de
derecho privado cuyo accionista mayoritario es el Estado; y, r'ry' Liquidación de compañias de
seguros.

2.1. Competerciss de control de la CGÉ respecto de personas j u¡ídicas de derecbo priyado
que disponer¡ de recursos públicos. -

El artículo 21 1 de la CRE define a la CCE como un organismo técnico e¡cdrgado del "contrcl de
la ut¡lización de los reculsos estatales. I ld co secución de los obietivos de k$ í1st¡tuciones del
Estado y de las penonasjurídicas de derecho pL!!q!b4!41!;pgLggLJ!a !!!!!§pL ibüLos" (lo
subrayado me corresponde).

En co¡cordancia, el ¿rticu¡o 212 ibidem establece las siguientes atribuciones de la CGE:

"1. Dirig el sisÍema de conlrol ndtninisl¡ativo que sa compone de a ditoría btíefltu,
aud¡toría exlema ! del control intemo de las entidades del seclor público y de las
e lidades privadds q e dispongan de recursos públicos.
2. Deteminar responsabilidades administrativas y civiles culposas e indicios de
responsabílidad penal, relacionadas con kts aspectosy gestíones sujetds a s co trol, sin
peljuicio de lo.t fútcio es (l e en esto maleria sean prop¡ds de la Fiscalía General del
Errado " (énfasis añadido).

En este contexto, el inciso primero del articulo 2 de la LOCCE, al referirse a su ámbito de
aplicación. prevé que sus disposiciones rigen para las instituciones del sector público
determinadas en los artícu¡os 225, 315 y "a las penon.rs -iurídicas de derecho privado" (lo
subrayado me coresponde). Al efecto, el inciso segurido del articulo I de la LOCCE establece
que:

"Los recutsos públicos no pietden su calidad de lales al ser administrddos por
corponiciofies,fundaciones, sociedades civiles, compIñías erca liles )) olrds enlidddes
de derechog vado. c alqllera hubiere sido o fu
holfa tdnto los títulos. dcciones, Dalt¡ciDac¡o es o (1e

pattnofiio, sean tldnsíerd
p vado. de confomidad con la lq " (lo subrayado me corresponde).

El inciso primero del articulo 4 de la LOCGE reitera que, para todos los efectos contemplados en

esa ley, estiin sometidas al control de la CGE "las personas jwidicas ! ent l&les de derecho
prirado, exclusiramente sobre los bienes, renfds u otas subrenciones de a áctet público de que

d is pongan . cualquiera sea su monto, de co fo¡midad con Io dispuesto en la CRn.
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De lo man¡festado se desprende que: , la CGE es un organismo técnico encargado del control de
la utilización de los recursos estat¿les y la consecución de los objetivos de las peBonasjuridicas
de derecho privado que disponen de recursos públ¡cos, entre otros; i, corresponde a la CGE
di¡igir el sistema de controladministrativo que se compone de auditoria intem& ¡uditoría extema
y del control intemo de las ent¡dades dels€clor público y de las entidades privadas que dispongan
de recursos públicos; ¡¡y' los recursos públicos no pierden su calidad de tales al seradm¡n¡strados
por compa¡lias mercantiles, cualquiera sea su origen, creación o constitución; y, ivl las personas
juridicas y entidades de derecho privsdo están soñetidas al control de la CGE exclusivamente
respecto de los bienes. rertas u otras subvenciones de ca¡ácter públiso de que dispongan.

22. Norm¡tiv¡ ¡plic{ble a lñ p€¡somr ¡urídic¡s dc derecho priv¡do cuyo accio¡¡isl¡
m¡yorit¡rio €3 el E¡tado. -

De acue.do con el a¡tículo 2 de la LC, y sin perjuicio de lo previsto en normas especiales, hay
seis especies de sociedades mercantiles, entre las cuales consta "La compdñia dnóñima", qüe
conslituye u¡a p€rsona juídica.

Por su parte, el alículo innumerado alfegado a continuación del a¡tículo 300 de la LC, ubicado
en la Sección VI "DE LA COWAÑLA A,ryÓN,1t1,4 ', dispone lo siguiente:

"Exclusivamente para aswtlos de caráclef socielario. las sociedodes anónimas c4vo
caoital soc ielario eslé ¡ileorado única o mqyorildrionente con recursos provenientes de:
1, enr¡dadet del sector público: 2, eñpresas públicas ñunici4es o estdtales o, 3.

sociedades mónimas; cuyo accionista único es el Estado, estoún sujetat a las
disposiciones contenidas en esta Sección. Para los deñás efectos, dichos empresa., se

sujetatuin a las disposiciones conlenídas en la Ley Orgánica de Emprcsas Públicas" (lo
sübrayado me corresponde).

El régimen de administración y la naturaleza de las sociedades anónimas de propiedad pública ha
sido previametue a¡lalizado por est¡ Procuraduía. Así, e¡ el pronunciam¡ento cortenido en el
oficio No. 10168, de 23 de enero de 2025, se manifestó lo siguiente:

"Por otra parte, la LOEP contempla diversas dispos¡ciohes tr.¿ sitorias aplicables a
dislinlos supueslos, entrc ellos, el rele do a las sociedades unónir as constituidas con
añlerioridad a su expedición. Poru el caso mateñd de la presente consuha, rcsulta
leleeante eltég¡úen truns¡totio preyisto ei eln iterul2.1.1.delaLOEP,qrcdfupone:

.2.1. RÁGIWN TR,4NSTTOR/o PAM US SOCIEDADES ANÓNIM4S EN US 7UE
EL ESTADO, A TMI/ÉS DE SUS ENT\DADES Y ORGANISMOS SEA ACCIONISTA
UNICO,

2.1.1. Por d¡sposición de esta Ley, lds loc¡edades anóú¡nus en los que el EÍtddo, q bqvés
de sus entidades y orgaúisños sea accionista único, una vez que la Prcsídenta o
Presideite de la República o la náritha autoúdad del gobiemo autónot o
descentralízado, según sea el caso, en un plozo no nayot a noventa días coblaaios a partir
de la etpedición de esta Ley. emitd el decreto ejecutiyo, ld nonha regional u ordehahza
de cretrción de la o las nuevas enpresas públicas, se disoh'etán de ñaneraJorzosa, sin
liquidüse, y transfe rán su patrimonio a la o las hueyat empresas públicds que se creen.
El prNeso de disoltciónÍorzosa sin liquidación de dichas sociedades anón¡hrds cot lleva
su er¡inc¡ón legal: y en consecuencia las enpresas públicas q e se crean. submgan en
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los derechos y obligaciones de lds sociedades extinguidas. En consecueücia, se dispone
al Superintendente de Compañíos que si tás trám¡te, al mo ento de expedición de los
decretos ejecutiyos u ordenanzas de creació de las empresas públicas, ordene la
ce celaciófi de kt itlscripción de k¡s socie<lades anólti tas exlifiguídas, en el respectivo
Re&istro Mercdntil del cantón de su constítttción.'

Adiciofialnente, la Dispos¡ción Final Plimera de la LOEP pre\)é q e, hasta que se dicten
los resryclit'os decretos ejecutit)os, notmo rcgioial u olde a za, las e presas existentes
continuarán operando sin que el proceso de tansición intenunpa o l¡m¡le su capacidad
administrativa y operativa. De este modo, no se suspendeún las obras. bienes y.,;¿mi:i,t\
contratados y en ejecució/t, go intizando que la gesfión de senicios públicos o sectores
esbat¿gicos no se vea afectada pot b hahsición.

De acuerdo co lar disposicíones ontes tueficionadas, las sociedades anónímds cuyo
accion¡sta único sea el Estado, a lrav¿s de sus entidades y organismos, debieron adecuar
su lgttd legal a eúprcsas púhlicas efi u plazo úatx¡tfio de noyenla dias desde la
exped¡cíó de la LOEP. Ett caft de fio hobe$e cuñplido el ptuceso de disolución y
'tr.tnsÍormación', nantendrían su natutuieza de socíedades a ónima\ de ptupiedad

pública.

Fiúlme te, resuka pefii ente destacar que el drtículo innumerado aiiadído a
coititludción del arlículo 300 de la Ley de Co tryñías establece que, exclusiyafienfe para
dsunlos de c.¡tóctet societatio, las sociedodes arrónbtu s culo capital esté inleg¡ardo en

forrla úr,ica o aloritaña po¡ .ecurcos ptovenierrtes de entidades del sector público,
empresas públicas municipales o estatales, o sociedades anó imas cuyo accionísta único
sea el Estado, se sujeti al úgirrren establecido ei la Ley de Compañías. Pdra los deüás
efeclos, eslas ¿nqrrcsas se gen por los disposiciones contenidas en la Ley Otgdnica de

Emprcsas P¡iblico.t

(--.) iv) Lds sociedades anónimas en kú que el Eslado, a tarés de sus entidades y
organísmos, sea acciofiista único, conservatón su naft¡aleza de sociedades anónimas de
propiedotl pública mientras no se cumpla con su disolución y "tra sfol¡nació " en

eñprcsa públíca: y, v) Unicamente en aswtlos de catáclel socielarío, las sociedades
anóninas c yo capital eslé í tegado de foma única o mdyoritaria por recursos
públicos, se sujetarán a la Ley de Conpañías, mientras que pdra los demás electos se

regirán por la Ley (hgánica de Empresas Públicas ". (Enfasis me corresponde).

De lo expuesto se observa que: , el contrato de compañía se rige por las disposiciones de la LC,
por las del Código de Come¡cio, por los coÍtratos sociales o normas contenid¿s en el acto
unilateml respectivo y por las disposiciones del Código Civil; i, las sociedades a¡ónimas, cuyo
capital societario esté integmdo única o mayoritariamente con recur§os provenient€s d§ entidades

del sector públicoo cuyo accionista único es elEstado, estin sujetas a las disposiciones conten idas

en la LC exclusivamente paÉ asurltos de carácter societariol y, ii, los recursos públicos que

administren las sociedades privadas se encuenhan comprendidos denho de la deñnición del
artícülo 3 de la LOCGE y, en consecuencia, podr¡in ser objeto de control de la CGE.

2.3. Liquidación de compañías de seguros. -

De acuerdo con lo previsto en el artículo I
organización, actividades. funcionamiento y

de la LGS, dichs ley regula la constitución,
"eúinción de la,t persondt i
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operaciones y act¡vídades de las personas naturales oue futeerun el sístema de seguro priy&)o"i
Ias cuales se somelerií¡r a las leyes de la República y a Ia vigilanc¡a y control de la SCVS (lo
slibrayado me coÍesponde).

En este contexto, el artículo 55 de la LGS eslablece qu.e 'El Superintendente de C'onpoñíds
yulores y Seguros d¡spond¡á la liqüidacióh lorzosa", cuando uda entidad controlada incurfa en
una o más de las causales ahí señaladas. Al efecto, según el inciso primero del¿¡ticulo 59 ibideñ.
el Superintendente de Compañias, Valores y Seguros representani j udicial y extrajudicialmente a

la entidad en proceso de liquidación forzosa; nombmñá y removení empleados; otorga¡á y
revocará mandatos; aceptará o negará a nombre de la e¡tidad en l¡quidación, las reclamaciones
que le fueren presentádas; "rcalizará los bienes que fomen el acti.ro de lo liquid.tción; y, en
general, llelaft¡ u efecto cualq ¡er operación o Írafisacción con las ttát amplias facultades ".

Agregan los incisos segu¡do y final del citado artículo 59 de la LGS que el Superintendente de
Compañlas, Valor€s y Seguros podrá nombra¡ un liquidador para que lo represente en la
liquidación, delegando las átribuciones que l€ confiere la ley, correspondiéndole pagat "toclos los
gaslos de la liquidoción, incluyendo honorarios de asesores 1t asistentes, con los fon&» que de
ells tlispongo".excepto en los casos que sean funcionarios de la SCVS.

De lo anotado se evidencia que: r) la LCS regula la constitución, organización, actividades,
funcionamiento y ext¡nc¡ón de las personasjurídicas que intega¡ el sistema de seguro privado y
sus opemciones: ¡, corresponde al Superintendente de Compañias. Valores y Seguros representar
judicial y extrajudicialmente a la entidad en proceso de liquidación forzosa; y, ¡i¡, el
Superintendente de Cor¡pañias. Válores y Seguros puede ¡omb.a¡ un liquidador.

3. Protrutrci¡miento. -

En atención a los iérminos de la consulfa se concluye que, de acuerdo con los ar¡iculos 2. 3 irciso
segundo y 4 inciso primero de la Ley Orgrinica de la Contmloria Ceneral del Estado, en
concordancia con el a¡ticulo innumerado agregado a continuación del articulo 300 de la Ley de
Compañias. las personas jurídicas de derecho privado cuyo capital societario esté inregrado total
o mayor¡tariamente con ¡ecursos provenientes de eÍtidades del sector público, aun cuando se

encuentren sometidas a un proceso de liquidación for¿osa dispuefo por la Superintendencia de
Compañias, Valores y Seguros al amparc de los añículos 55 y 59 de Ia Ley Ceneral de Seguros,
se encuentmn sujetas al control de la Contraloria Geneml del Estado exclusivamente respecto de
Ios bienes, recursos, rentas u otras subve¡ciones de caráqer público de que dispongan.

EI presente pronunciamiento es para la Administración Pública y se limita a la
inteligencia y aplicación general de jurídicas. Su aplicación a casos institucio¡tales
especificos es de exclusiva responsabilidad
pública que lo aplique.

la entidad consultante y de cualquier ofa entiddd

nte,

Abg5uái
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Oficio Nº 17426 

 

 

 

Quito D.M., 08 de julio de 2026 

 

 

Abogado  

Jorge Antonio Jácome Pólit 

Gerente General 

EMPRESA PÚBLICA ESTRATÉGICA CORPORACIÓN ELÉCTRICA DEL ECUADOR 

CELEC EP 

Ciudad. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. CELEC-EP-2026-1084-OFI, de 29 de mayo de 2026, ingresado en el correo 

institucional de la Procuraduría General del Estado el 1 de junio de 2026, se formularon las siguientes 

consultas: 

 

“PRIMERA CONSULTA 

 

¿En la adquisición de grupos electrógenos para la generación de energía eléctrica se debe 

observar el principio de vigencia tecnológica previsto en el artículo 69 del RGLOSNCP que 

no establece distinción según el tipo de bienes, o no, considerando que los mismos no se 

enmarcan en el listado establecido en el artículo 1 del Decreto Ejecutivo 1515 de 31 de 

mayo de 2013 donde se prevén aquellos bienes afectados por este principio? 

 

SEGUNDA CONSULTA 

 

¿El artículo 77 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública permite a las entidades contratantes establecer en los pliegos de un 

procedimiento de contratación pública para la adquisición de equipos electrógenos la 

condición de que los bienes ofertados no hayan sido utilizados con anterioridad, cuenten 

con garantía de fábrica vigente o activable y dispongan de soporte técnico autorizado por 

el fabricante o su representante; sin que sea exigible adicionalmente que su fecha de 

fabricación coincida con el año de publicación del procedimiento de contratación?”. 

 

Frente a estas interrogantes se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

El informe jurídico adjunto al oficio de consulta, contenido en Memorando No. CELEC-EP-2026-

3603-MEM, de 29 de mayo de 2026, suscrito por la Directora Jurídica de la Empresa Pública 

Estratégica Corporación Eléctrica del Ecuador CELEC EP (en adelante “CELEC EP”), citó los 

artículos 82, 226, 227, 237, 314 y 315 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante 

“CRE”); 4, 6 y 11 numeral 2 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas2 (en adelante “LOEP”); 1, 3, 

4, 5, 23, 77 y 87 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública3 (en adelante 

“LOSNCP”); 12 de la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor4 (en adelante “LODC”); 2, 3, 68, 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOEP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.48 de 16 de octubre de 2009. 
3 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No.395 de 04 de agosto de 2008. 
4 LODC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 116 de 10 de julio de 2000. 
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69, 77 y 351 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública5 

(en adelante “RGLOSNCP”); 1, 2, 3, 4 y 8 del Decreto Ejecutivo No. 15156, que contiene las 

disposiciones de contratación para la adquisición y arrendamiento, de bienes y la prestación de 

servicios, relacionadas con el cumplimiento del principio de vigencia tecnológica (en adelante 

“Decreto 1515”); y, 3, 26, 28 y 144 del Acuerdo No. 067-CG-20187, que contiene el “Reglamento 

General Sustitutivo para la Administración, Utilización, Manejo y Control de Bienes e Inventarios del 

Sector Público” (en adelante “Reglamento de Bienes”). Con base en este marco normativo, analizó y 

concluyó lo siguiente: 

 

IV. CONCLUSIÓN 

 

Con base en el análisis precedente, CELEC EP sostiene el siguiente criterio: 

 

a) Respecto al principio de vigencia tecnológica: De conformidad con el artículo 69 del 

RLOSNCP, leído en concordancia con el artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 1515, la 

exigibilidad obligatoria del principio de vigencia tecnológica se circunscribe a los bienes 

taxativamente determinados en dicho Decreto —equipos informáticos, de impresión, 

vehículos y médicos—. Los grupos electrógenos no forman parte de ese listado, por lo que no 

están sujetos de manera obligatoria a dicho principio. Esta interpretación es la única 

compatible con el principio de legalidad y la naturaleza taxativa de la enumeración legal. 

 

b) Respecto al concepto de bien nuevo: De conformidad con los principios de sostenibilidad 

y mejor valor por dinero del artículo 3 de la LOSNCP, desarrollados en el artículo 77 del 

RLOSNCP —que exige que las especificaciones técnicas atiendan los conceptos de 

capacidad, calidad, rendimiento y sostenibilidad, y del artículo 12 de la Ley de Defensa del 

Consumidor, que categoriza a los productos como deficientes, usados o reconstruidos sin 

vincular dicha condición al año de fabricación, un equipo electrógeno que registra cero (0) 

horas de uso efectivo, cuenta con garantía de fábrica vigente o activable y soporte técnico 

autorizado, debe ser considerado bien nuevo a efectos de contratación pública, sin que el año 

de fabricación constituya, por sí solo, un elemento que modifique o excluya dicha condición” 

(el énfasis corresponde al texto original)”. 

 

A fin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficio No. 16955, de 02 de junio de 2026, 

este organismo solicitó al Servicio Nacional de Contratación Pública (en adelante “SERCOP”) que 

remitiera su criterio jurídico institucional sobre la materia objeto de la consulta. Este requerimiento 

fue atendido a través del oficio No. SERCOP-CGAJ-2026-0213-OF, de 12 de junio de 2026, ingresado 

en el correo institucional de este organismo el 15 del mismo mes y año, al cual se adjuntó el Informe 

Jurídico No. DALP-2026-RO-PGE-16955-126-I, de 12 de junio de 2026. 

 

El informe jurídico del SERCOP, además de las normas señaladas por la consultante, refirió los 

artículos 52, 53, 54, 55, 288 y 425 de la CRE; 5, 14, 18, 28, 67 y 125 del Código Orgánico 

Administrativo8 (en adelante, “COA”); 18 del Código Civil9 (en adelante, “CC”); 1 de la LODC; 3 

de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional10 (en adelante, 

“LOGJCC”); 6, 9 y 28 de la LOSNCP; y, 61, 62, 65, 70 y 76 del RGLOSNCP. Con estos fundamentos 

analizó y concluyó lo siguiente: 

 

 
5 RGLOSNCP, publicado en el Noveno Suplemento del Registro Oficial No.153 de 28 de octubre de 2025. 
6 Decreto 1515, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.5 de 31 de mayo de 2013. 
7 Reglamento de Bienes, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 388 de 14 de diciembre de 2018. 
8 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.31 de 07 de julio de 2017. 
9 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.46 de 24 de junio de 2005. 
10 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.52 de 22 de octubre de 2009. 
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“V RESPUESTA 

 

(…) b. Respecto a la primera consulta 

 

i. La LOSNCP es clara al señalar que el listado de principios determinados en su art. 

3 no es taxativo. Adicionalmente, todos los principios de la contratación pública 

deben observarse en el diseño y ejecución de los procedimientos de contratación. En 

consecuencia, el principio de vigencia tecnológica, como principio desarrollado en 

la LOSNCP y el RGLOSNCP, debe ser observado por las Entidades Contratantes. 

 

ii. La (sic) Entidades Contratantes están en la obligación de aplicar el principio de 

vigencia tecnológica en las contrataciones de bienes o servicios que se adquieran 

fuera del Catálogo Electrónico, de conformidad con el art. 69 del RGLOSNCP. 

 

iii. Del análisis efectuado, no se desprende que exista oscuridad, vacío o contradicción 

respecto a las disposiciones relativas a la aplicación del principio de vigencia 

tecnológica. En consecuencia, de acuerdo al numeral 1 del art. 18 del CC y numeral 

7 del art. 3 de la LOGJCC, debe atenderse al tenor literal de la disposición 

consultada. 

 

c. Respecto a la segunda consulta 

 

i. Las Entidades Contratantes son las únicas responsables por el diseño y ejecución de 

sus procedimientos de contratación. En consecuencia, son las únicas que pueden 

determinar las características, estándares de calidad, vida útil y otras 

especificaciones del bien que se pretende contratar. 

 

ii. En consecuencia, las Entidades Contratantes son las únicas responsables de 

determinar los requisitos, condiciones, características, dimensiones, vida útil y otros 

parámetros necesarios para satisfacer su necesidad. Por lo que, indicar a una 

Entidad Contratante qué parámetros debe solicitar a los oferentes o incorporar en 

las especificaciones técnicas excede las competencias de los órganos de control que 

componen el SNCP. 

 

d. Respecto a los principios de la LOSNCP 

 

i. Los principios recogidos en el art. 3 no son taxativos. Por lo que, todas las entidades 

contratantes deben aplicarlos en sus procedimientos de contratación, de 

conformidad con el principio de juridicidad. 

 

ii. El principio de vigencia tecnológica: 

 

a. Debe observarse de manera obligatoria por parte de las entidades contratantes que 

adquieran bienes o servicios fuera del Catálogo Electrónico. 

 

b. Busca prevenir la obsolescencia de los bienes o servicios prestados a la entidad 

contratante, y para hacerlo la entidad debe tomar en cuenta su vida útil, necesidad 

de mantenimientos, obsolescencia, etc (…). 

 

De los informes jurídicos citados se aprecia que, para CELEC EP, la obligatoriedad de aplicar el 

principio de vigencia tecnológica se circunscribe a los bienes enlistados en el Decreto 1515, con 

exclusión de los grupos electrógenos. Por el contrario, el SERCOP sostiene que las entidades 
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contratantes deben observar todos los principios de la contratación pública en el diseño y ejecución de 

los procedimientos de contratación y que, en consecuencia, están en la obligación de aplicar el 

principio de vigencia tecnológica en las contrataciones de bienes o servicios que se adquieran fuera 

del Catálogo Electrónico. 

 

En lo que respecta a la segunda consulta, CELEC EP considera que un equipo electrógeno que registra 

cero horas de uso efectivo, que cuenta con garantía de fábrica vigente o activable y soporte técnico 

autorizado, debe ser considerado un bien nuevo para efectos de contratación pública, sin que el año de 

fabricación constituya un elemento que modifique dicha condición. Por su parte, el SERCOP no emite 

criterio sobre la noción de bien nuevo, sino que sostiene que corresponde exclusivamente a las 

entidades contratantes determinar los requisitos, condiciones y características del bien que pretenden 

contratar, por lo que indicar a una entidad qué parámetros debe exigir excede las competencias de los 

órganos de control del Sistema Nacional de Contratación Pública. 

 

En este sentido, mediante Oficio No. 17321, de 01 de julio de 2026, la Procuraduría General del Estado 

absolvió las consultas citadas al inicio del presente oficio en los siguientes términos:  

 

“3.  Pronunciamiento.- 

 

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de acuerdo con los 

artículos 87 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 9 del 

Decreto Ejecutivo No. 1515 y 69 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública, la adquisición de grupos electrógenos destinados a la 

generación de energía eléctrica debe observar el principio de vigencia tecnológica, siempre 

que sean adquiridos fuera del Catálogo Electrónico. En tal virtud, las entidades 

contratantes deberán prever, en los pliegos y en el contrato, las garantías técnicas, el 

mantenimiento, la reposición y los demás mecanismos necesarios para asegurar el 

adecuado funcionamiento de dichos bienes durante su vida útil.  

 

Por otra parte, en atención a los términos de la segunda consulta se concluye que, de 

conformidad con los artículos 26, 28 y 87 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública y 77, numerales 1 y 7, 82, 83, numeral 12, y 346 del Reglamento 

General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, corresponde a 

la entidad contratante determinar, con base en estudios previos y criterios técnicos, las 

especificaciones técnicas del bien, pudiendo exigir que: a) no haya sido usado con 

anterioridad; b) cuente con garantía de fábrica vigente o activable; y, c) disponga de 

soporte técnico autorizado. Las condiciones antes indicadas deben estar debidamente 

motivadas y no deben limitar arbitrariamente la concurrencia. Finalmente, se precisa que 

el ordenamiento jurídico no dispone ni prevé que la fecha de fabricación de los bienes 

coincida con el año de publicación del procedimiento.” 

 

Posteriormente, mediante oficio No. CELEC-EP-2026-1362-OFI, de 7 de julio de 2026, ingresado en 

la misma fecha en el correo institucional de este organismo, CELEC EP, al amparo del artículo 13 de 

la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, solicitó la reconsideración del 

pronunciamiento contenido en el Oficio No. 17321, exclusivamente en lo que respecta a la absolución 

de la primera consulta. El referido oficio se sustentó en el Memorando No. CELEC-EP-2026-4446-

MEM, de 04 de julio de 2026, suscrito por la Directora Jurídica de CELEC EP, cuya motivación señala 

lo siguiente: 

 

"4.3 MOTIVACIÓN DE LA RECONSIDERACIÓN 

 

Primero. El Oficio Nro. 17321 no satisface, en los términos exigidos por la Constitución en 
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torno al estándar de motivación suficiente, en tanto no desarrolla de manera completa y 

expresa la relación entre la fuente legal habilitante, la norma reglamentaria aplicada, la 

eventual actuación normativa del SERCOP y la naturaleza técnica del bien consultado. 

Segundo. El criterio impugnado compromete el principio de legalidad y competencia, porque 

extiende una obligación jurídica específica sin identificar con precisión el acto normativo 

formal que habilitaría tal expansión respecto del objeto consultado. Las instituciones del 

Estado solo pueden ejercer las competencias que les atribuyen la Constitución y la ley, y en 

caso de conflicto entre normas de distinta jerarquía debe prevalecer la norma superior. 

 

Tercero. La interpretación adoptada genera un problema de seguridad jurídica, en la medida 

en que no delimita con claridad el universo de bienes o supuestos sujetos a la obligación 

analizada y, por tanto, introduce incertidumbre para la actividad contractual de la entidad 

consultante. El artículo 82 de la Constitución exige normas previas, claras, públicas y 

aplicadas por autoridad competente. 

 

Cuarto. El análisis y la naturaleza respecto al bien consultado, el cual posee rasgos 

funcionales y operativos distintos de aquellos bienes respecto de los cuales se ha discutido la 

vigencia tecnológica, por tratarse de infraestructura energética crítica con dinámicas 

técnicas y ciclos de vida que deben valorarse con criterios de razonabilidad, finalidad y mejor 

satisfacción del interés público. Esa alegación no ha sido suficientemente incorporada al 

razonamiento del oficio de la Autoridad de Control. 

 

El análisis integrado permite concluir que el principio de vigencia tecnológica no puede ser 

interpretado como una obligación generalizada aplicable a todos los bienes, sino únicamente 

a aquellos expresamente previstos por el ordenamiento jurídico. En ese sentido, en el estado 

actual de la normativa vigente, no existe fundamento legal que permita extender dicha 

obligación a los grupos electrógenos". 

 

2. Análisis. –  

 

Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado, el análisis se estructura en dos apartados: 

i) Elaboración de pliegos y determinación de especificaciones técnicas; y, ii) Aplicación del principio 

de vigencia tecnológica. 

 

2.1. Elaboración de pliegos y determinación de especificaciones técnicas. - 

 

El artículo 288 de la CRE dispone que las compras públicas se regirán por criterios de “eficiencia, 

transparencia, calidad, responsabilidad ambiental y social”, y se priorizarán los “productos y 

servicios nacionales, en particular los provenientes de la economía popular y solidaria, y de la micro, 

pequeñas y medianas unidades productivas”. Concordante, el segundo inciso del artículo 306 ibidem 

establece que el “Estado propiciará las importaciones necesarias para los objetivos del desarrollo y 

desincentivará aquellas que afecten negativamente a la producción nacional, a la población y a la 

naturaleza”. 

 

En desarrollo de estos postulados constitucionales, el numeral 2 del artículo 34 de la LOEP, sobre el 

régimen común de contratación de las Empresas Públicas, dispone que “Las contrataciones de bienes, 

obras y servicios, incluidos los de consultoría, que realicen las empresas públicas, se sujetarán a lo 

dispuesto en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, su Reglamento 

General y demás disposiciones administrativas aplicables”, procurando adquirir productos de origen 

nacional siempre que se encuentren en igual condición técnica y de calidad que los importados (énfasis 

añadido). 
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Al respecto, el artículo 1 de la LOSNCP prevé que su objeto es “establecer el marco normativo para 

que las entidades contratantes puedan adquirir bienes, obras, servicios y consultorías, para la 

satisfacción de necesidades de la ciudadanía y del interés general, siempre buscando la mejor 

relación entre calidad y precio, en una compra pública por resultados” (énfasis añadido). 

 

En cuanto al contenido de los pliegos, el artículo 28 de la LOSNCP establece que estos contendrán la 

“información técnica, económica y legal requerida en un procedimiento de contratación como 

planos, estudios, especificaciones técnicas, términos referenciales, parámetros de calificación, 

condiciones económicas, legales y contractuales, entre otras” (énfasis añadido). Agrega la misma 

norma que las condiciones particulares de los pliegos “no podrán contradecir las condiciones 

previstas en los modelos y formatos obligatorios oficializados por el SERCOP”, ni las disposiciones 

de la LOSNCP y su Reglamento General.  

 

En la misma línea, el artículo 26 de la LOSNCP dispone que los modelos y formatos de documentos 

precontractuales serán elaborados y oficializados por el SERCOP, y precisa que los “requisitos 

mínimos de participación que se establezcan en los pliegos deberán ser motivados y garantizar el 

principio de concurrencia, sin buscar arbitrariamente limitar la competitividad de los participantes”. 

De este modo, la ley somete toda exigencia incorporada en los pliegos a un doble condicionamiento: 

la motivación y la no restricción arbitraria de la concurrencia. 

 

En el plano reglamentario, el numeral 26 del artículo 3 del RGLOSNCP define a los pliegos como los 

“Documentos precontractuales elaborados y aprobados para cada procedimiento por la entidad 

contratante, que se sujetarán a los modelos establecidos por el Servicio Nacional de Contratación 

Pública” (énfasis añadido). 

 

A su vez, el artículo 68 ibidem dispone que “los estudios previos orientarán la adquisición del objeto 

de contratación a la obtención de productos que cumplan estándares de calidad y conformidad que 

permitan satisfacer las necesidades de la entidad contratante”; y, el artículo 82 ibidem establece que, 

en la determinación de las condiciones de los pliegos, la entidad contratante deberá propender a la 

“eficacia, eficiencia, calidad de la obra, bienes y servicios que se pretende contratar y con el objetivo 

de obtener mejor valor por dinero” (énfasis añadido). 

 

En cuanto a las especificaciones técnicas, el artículo 76 del RGLOSNCP prevé que, antes de iniciar 

un procedimiento de contratación, la entidad contratante deberá contar con las “especificaciones 

técnicas de los bienes o rubros requeridos”, entendidas como las “características fundamentales que 

deberán cumplir los bienes o rubros requeridos” (énfasis añadido). 

 

El artículo 77 del citado Reglamento establece los parámetros para su elaboración y dispone que 

deberán ser “claras, completas e inequívocas; no deben presentar ambigüedades, ni contradicciones 

que puedan propiciar diferentes interpretaciones en una misma disposición, ni indicaciones 

parciales”.  Adicionalmente, su numeral 1 dispone que, para el caso de bienes, las especificaciones se 

establecerán: “en función de las propiedades de su uso y empleo, así como de sus características 

fundamentales, requisitos funcionales o tecnológicos, atendiendo los conceptos de capacidad, calidad 

y/o rendimiento, y de sostenibilidad en lo que fuera aplicable, para los que, de existir, se utilizarán 

rasgos técnicos, requisitos, símbolos y términos estandarizados” (énfasis me corresponde). 

 

El numeral 2 del mismo artículo prohíbe, salvo las excepciones que el propio numeral contempla, 

hacer “referencia a marcas de fábrica o de comercio, nombres o tipos comerciales, patentes, derechos 

de autor, diseños o tipos particulares, ni a determinados orígenes, productores o proveedores”. Por 

su parte, el numeral 7, literal h), del artículo 77 prevé como requisito mínimo de las especificaciones 

técnicas las “garantías técnicas, en el caso que aplique”; y, de manera concordante, el numeral 12 del 

artículo 83 ibidem señala que el pliego deberá contener las “Garantías exigidas de acuerdo con la 
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ley, según corresponda” (énfasis añadido). 

 

En lo relativo a la garantía técnica, el artículo 87 de la LOSNCP prevé que en los contratos de 

adquisición de equipos, maquinaria o vehículos, “o en los contratos que la entidad contratante, de 

manera motivada, considere pertinente para precautelar el interés institucional y asegurar la calidad 

y buen funcionamiento de los mismos”, la entidad exigirá una garantía del “fabricante, representante, 

distribuidor o vendedor autorizado”. La misma norma añade que estas garantías “son independientes 

y subsistirán luego de cumplida la obligación principal”. En el ámbito reglamentario, el artículo 346 

del RGLOSNCP prevé que, en los casos en que sea aplicable, las garantías correspondientes se 

rendirán de manera previa a la suscripción del contrato. 

 

Del análisis normativo expuesto se observa que: i) los pliegos constituyen el instrumento mediante el 

cual la entidad contratante define las condiciones técnicas, económicas y jurídicas que regirán el 

procedimiento de contratación, debiendo sujetarse a la LOSNCP, su Reglamento General y a los 

modelos emitidos por el SERCOP; ii) las especificaciones técnicas deben elaborarse sobre la base de 

estudios previos objetivos y responder a las características funcionales y tecnológicas que permitan 

satisfacer adecuadamente la necesidad institucional, garantizando la calidad, eficiencia y el mejor 

valor por dinero; iii) las entidades contratantes tienen la facultad de determinar los requisitos del bien 

que satisface su necesidad, siempre que tales requisitos sean motivados y no limiten arbitrariamente 

la concurrencia, según el artículo 26 de la LOSNCP; y, iv) la garantía técnica es exigible en la 

adquisición de equipos, maquinaria o vehículos, o cuando la entidad lo considere pertinente de manera 

motivada, y constituye una garantía independiente que subsiste luego de cumplida la obligación 

principal, de acuerdo con el artículo 87 de la LOSNCP. 

 

2.2. Aplicación del principio de vigencia tecnológica. -  

 

El artículo 69 del RGLOSNCP, al que se refiere la primera consulta, señala que el principio de vigencia 

tecnológica debe “garantizar las condiciones de calidad necesarias de acuerdo con los avances 

científicos y tecnológicos existentes”, a fin de que los bienes adquiridos por la entidad contratante 

“cumplan de manera efectiva con su finalidad, en condiciones de perfecto funcionamiento, desde 

el primer día de adquiridos hasta el último de su vida útil” (énfasis añadido). Añade el segundo 

inciso que “Para tal efecto, en las contrataciones de adquisición de bienes, que no consten en el 

Catálogo Electrónico, las entidades contratantes, de manera obligatoria determinarán en los pliegos 

y el contrato, los requisitos y condiciones necesarios que deberán cumplir los oferentes, con la 

finalidad de garantizar el principio de vigencia tecnológica” 

 

Esta obligación reglamentaria encuentra sustento legal, entre otros, en el inciso quinto del artículo 87 

de la LOSNCP que dispone que en la “adquisición y arrendamiento de ciertos bienes determinados 

por el SERCOP, y que son necesarios para la prestación ininterrumpida de servicios de calidad al 

ciudadano, las entidades contratantes deberán garantizar y prever la vigencia tecnológica para el 

adecuado funcionamiento de estos”, a través de la “contratación de sus mantenimientos, garantías 

técnicas, reposiciones, recompra, entre otros” (énfasis añadido). 

 

De la lectura conjunta y literal de ambas disposiciones se desprende que la obligación de garantizar la 

vigencia tecnológica no es general ni indiscriminada: la ley reserva al SERCOP, de manera expresa, 

la competencia para determinar cuáles son los bienes sujetos a dicho principio, y el reglamento, que 

no puede exceder ni ampliar el mandato legal que desarrolla, a través del conector "para tal efecto", 

precisamente a esos "determinados bienes" ya identificados por el ente rector, y no a la totalidad de 

bienes que se adquieran fuera del Catálogo Electrónico. 

 

Por su parte, el artículo 1 del Decreto 1515 dispone que las “instituciones de la Administración Pública 

Central, Institucional y que dependen de la Función Ejecutiva (…) deberán garantizar y prever en la 
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adquisición, arrendamiento de bienes, el mantenimiento preventivo y correctivo de los mismos, 

garantías técnicas y su reposición, a fin de asegurar la disposición y funcionamiento de los bienes 

que son necesarios para la prestación ininterrumpida de servicios de calidad al ciudadano”, en el 

caso de la adquisición de “1. Equipos informáticos 2. Equipos de impresión 3. Vehículos 4. Equipos 

médicos”  

 

El artículo 9 del mismo Decreto no amplía ese listado. Así, dicha norma dispone que las “condiciones 

específicas de adquisición, arrendamiento de bienes y contratación de servicios con vigencia 

tecnológica que no consten en el Catálogo Electrónico sujetas a las normas de este decreto, serán 

establecidas por las disposiciones que para el efecto expida la Entidad rectora de la Contratación 

Pública en el Ecuador, de conformidad con la Ley”.  

 

El Reglamento desarrolla, además, el contenido de esta obligación. Así, el artículo 70 del RGLOSNCP 

prevé que el presupuesto referencial incluirá únicamente el costo del bien, sin perjuicio de las 

obligaciones que, “producto de la vigencia tecnológica”, deban cumplirse con posterioridad a su 

entrega; y, el artículo 351 ibidem establece que “En cumplimiento del principio de vigencia 

tecnológica, en el caso de la adquisición o arrendamiento de bienes tecnológicos, se establecerá de 

manera obligatoria el otorgamiento de garantías técnicas por parte del fabricante, por intermedio de 

su representante, distribuidor, vendedor autorizado o proveedor”. 

 

En consecuencia, la exigibilidad obligatoria del principio de vigencia tecnológica presupone la 

existencia de una determinación previa y expresa de los bienes que se sujeten a dicho principio; la 

especificación o determinación antes indicada debe ser realizada por parte del SERCOP, en ejercicio 

de la facultad conferida por el artículo 87 de la LOSNCP. El Decreto 1515 constituye la expresión 

histórica11 de esa determinación, ampliable únicamente mediante actos normativos formales que se 

expidan para el efecto. 

 

De lo expuesto se desprende que: i) el principio de vigencia tecnológica, según los artículos 87 de la 

LOSNCP y 69 del RGLOSNCP, exige que los bienes determinados por el SERCOP cumplan su 

finalidad en condiciones de perfecto funcionamiento desde su entrega hasta el final de su vida útil; y, 

ii) su exigibilidad obligatoria no se extiende a bienes que no hayan sido determinados por el SERCOP; 

en este sentido, falta de tal determinación, no puede afirmarse que la adquisición de un bien específico 

esté obligatoriamente sujeta a dicho principio. 

 

3.  Pronunciamiento.- 

 

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de conformidad con el artículo 87 

de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y 69 del Reglamento General a la 

Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, la exigibilidad obligatoria del principio 

de vigencia tecnológica se circunscribe a los bienes que hayan sido previamente determinados por el 

Servicio Nacional de Contratación Pública, en ejercicio de la facultad conferida por el citado artículo 

87. En tal virtud, corresponde al Servicio Nacional de Contratación Pública determinar, mediante el 

acto normativo correspondiente, qué bienes se encuentran sujetos a dicho principio. 

 
11 Asimismo, a través del artículo 76 de la derogada Normativa Secundaria del Sistema Nacional de Contratación Pública, publicada 

en el Segundo Suplemento del Registro Oficial nro. 367, de 03 de agosto de 2023, el SERCOP delimitó cuáles son los bienes sujetos 
al referido principio en los siguientes términos: “Art. 76.- Del principio de vigencia tecnológica.- El principio de vigencia tecnológica 

implica la obligación de que la adquisición y arrendamiento de los siguientes bienes tecnológicos: equipos informáticos, equipos 

de impresión, equipos médicos y vehículos con uso de tecnología, así como la prestación de servicios en los que se contempla el 

uso de dichos bienes, reúnan las condiciones de calidad necesarias para cumplir de manera efectiva la finalidad requerida, desde el 

momento de su adquisición y por el tiempo de la garantía técnica que en ningún caso podrá ser inferior al tiempo que indique el 
fabricante y/o distribuidor, conforme los lineamientos emitidos por el ente rector de finanzas públicas, con la posibilidad de 

adecuarse, integrarse, repotenciarse y reponerse, según el caso, de acuerdo con los avances científicos y tecnológicos.” 
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Por otra parte, en atención a los términos de la segunda consulta, de conformidad con los artículos 26, 

28 y 87 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y 77, numerales 1 y 7, 82, 

83, numeral 12, y 346 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, corresponde a la entidad contratante determinar, con base en estudios previos y criterios 

técnicos, las especificaciones técnicas del bien, pudiendo exigir que: a) no haya sido usado con 

anterioridad; b) cuente con garantía de fábrica vigente o activable; y, c) disponga de soporte técnico 

autorizado. Las condiciones antes indicadas deben estar debidamente motivadas y no deben limitar 

arbitrariamente la concurrencia. Finalmente, se precisa que el ordenamiento jurídico no dispone ni 

prevé que la fecha de fabricación de los bienes coincida con el año de publicación del procedimiento. 

 

Por las consideraciones expuestas y de conformidad con el artículo 13 de la Ley Orgánica de la 

Procuraduría General del Estado, se deja sin efecto el pronunciamiento contenido en el Oficio No. 

17321, de 01 de julio de 2026. En consecuencia, deberá observarse únicamente el contenido del 

presente pronunciamiento. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la inteligencia 

y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales específicos es de 

exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad pública que lo aplique.  

 

Atentamente, 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

   

 
C.C. Mgs. Nataly Patricia Avilés Pastas 

 Directora General 

SERVICIO NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 

  

 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Oficio Nº 17499 

 

 

 

 

Quito, D.M., 14 de julio de 2026 

 

Doctor  

Xavier Mauricio Torres Maldonado, Ph.D. 

CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO 

Ciudad. - 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. 317-DNJ-2026, de 9 de julio de 2026, se formularon las siguientes consultas: 

 

“1. Considerando que el artículo innumerado incorporado a continuación del artículo 76 de la 

Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, no contiene disposiciones transitorias que 

regulen su aplicación y transición en el tiempo, ¿procede la eliminación, destrucción o borrado 

seguro de documentos físicos y digitales que contengan información confidencial o clasificada 

como reservada, o secretísima, relacionada con procesos, actuaciones, auditorías, exámenes 

especiales o expedientes institucionales que concluyeron y quedaron ejecutoriados con 

anterioridad a la entrada en vigencia de la referida Ley, considerando que aún no son de libre 

acc secreta eso por encontrarse vigente los plazos de clasificación o que fueron reclasificados 

conforme lo establece el artículo 19 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado, y el artículo 

32 de la Ley Orgánica de Inteligencia? 

 

2. Respecto a los procesos, actuaciones, exámenes especiales, auditorías o expedientes 

institucionales iniciados antes de la entrada en vigencia del artículo innumerado incorporado 

a continuación del artículo 76 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, y que 

están por concluirse y ejecutoriarse ¿procede eliminarse, destruirse o borrarse de manera 

segura la información confidencial o clasificada como reservada, secreta o secretísima, 

conforme lo previsto en dicha disposición?” 

 

Frente a estas interrogantes se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

El informe jurídico del consultante, contenido en el Memorando No. 000422-DNJ-2026, de 09 de julio de 

2026, suscrito por el Director Nacional Jurídico de la Contraloría General del Estado (en adelante, "CGE"), 

citó los artículos 82, 226 y 227 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, "CRE"); 7 del 

Código Civil2 (en adelante, "CC"); el artículo innumerado incorporado a continuación del artículo 76 de la 

Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado3 (en adelante, "LOCGE"), incorporado mediante el 

artículo 20 de la Ley Orgánica Reformatoria para Prevenir y Sancionar el Uso Delictivo de Uniformes, 

Insignias y Distintivos Institucionales para el Fortalecimiento de la Seguridad Pública4 (en adelante, "la 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial 449 de 29 de julio de 2008. 
2 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.46 de 24 de junio de 2005. 
3 RGLOSEP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 418 de 01 de abril de 2011. 
4 Ley Reformatoria, ublicada en el Quinto Suplemento del Registro Oficial No. 316 de 01 de julio de 2026 
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Ley Reformatoria"); 19 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado5 (en adelante, "LSPE"); y, 32 de la 

Ley Orgánica de Inteligencia6 (en adelante, "LOI"). Sobre dicha base, manifestó y concluyó lo siguiente: 

 

“(…) III. CRITERIO INSTITUCIONAL: 

El ordenamiento jurídico ecuatoriano reconoce como regla general el principio de 

irretroactividad de la ley de conformidad al artículo 7 del Código Civil, según la cual la ley 

dispone para lo venidero, salvo disposición expresa en contrario. Este principio constituye una 

garantía de la seguridad jurídica consagrada en el artículo 82 de la Constitución de la República 

del Ecuador, en virtud de la cual las normas deben aplicarse de manera previsible y con sujeción 

a la ley y lógicamente la Constitución. 

 

Bajo esta premisa, la aplicación de dicho principio al caso objeto del presente análisis se torna 

confuso - oscuro, considerando que el artículo innumerado incorporado a la Ley Orgánica de la 

Contraloría General del Estado, establece una obligación sin delimitar una transición para 

eliminar, destruir o borrar de manera segura los documentos físicos y digitales que contengan 

información confidencial o clasificada como reservada, secreta o secretísima, relacionada con 

procesos, actuaciones, exámenes especiales, auditorías o expedientes institucionales, para los 

casos en los que fueron concluidos y ejecutoriados previo a la vigencia de la presente Ley y 

considerando que aún no son de libre acceso por encontrarse vigente los plazos de clasificación 

o que fueron reclasificadas oportunamente; así como para los casos que iniciaron previo a la 

vigencia de la Ley mencionada, y que están por concluirse y ejecutoriarse a posteriori. 

 

Sobre esta problemática, esta Unidad Administrativa, para el primer caso considera que cuando 

los procesos, actuaciones, exámenes especiales, auditorías o expedientes institucionales, se 

encuentran concluidos y ejecutoriados, previo a la vigencia de la Ley Orgánica Reformatoria para 

Prevenir y Sancionar el Uso Delictivo de Uniformes, Insignias, y Distintivos Institucionales para 

el Fortalecimiento de la Seguridad, por observancia del principio de legalidad y en sujeción a lo 

dispuesto en el artículo 19 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado, y el artículo 32 de la Ley 

Orgánica de Inteligencia, al mantenerse la información como confidencial o clasificada como 

reservada, secreta o secretísima en estado vigente, se consideraría prudente aplicar el artículo 

innumerado (después del artículo 76) de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, 

considerando que esta información se encuentra en custodia de las Instituciones que fueron 

auditadas o examinadas y una vez transcurrido el tiempo serán desclasificadas y tendrán acceso 

libre. 

 

Respecto al segundo caso, donde todos los procesos, actuaciones, exámenes especiales, auditorías 

o expedientes institucionales, que se iniciaron previo a la vigencia de la Ley ut supra, y que están 

por concluirse y ejecutoriarse, de igual manera se debería eliminar, destruir o borrar de forma 

segura la información confidencial o clasificada como reservada, secreta o secretísima, conforme 

lo establece el artículo innumerado (después del artículo 76) de la Ley Orgánica de la Contraloría 

General del Estado, garantizando así una adecuada transición y tratamiento de la información 

que es ajena a este Organismo Técnico de Control y que se encuentra clasificada por Leyes 

especiales. 

 

Cabe recalcar que la mencionada Ley no incorpora disposiciones transitorias que permitan 

determinar si dicho mandato resulta aplicable respecto de procesos de control concluidos con 

anterioridad a la entrada en vigencia de la reforma, así como de aquellos iniciados antes de dicha 

fecha pero que concluirán y se ejecutoriaran con posterioridad, empero, debería guardarse 

uniformidad en las decisiones sobre aquella información confidencial o clasificada como 

reservada, secreta y secretísima que se encuentran sus plazos de desclasificación vigentes” 

(énfasis añadido). 

 

 
5 LSPE, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 35 de 28 de septiembre de 2009. 
6 LOI, publicada en el Cuarto Suplemento del Registro Oficial No. 57 de 11 de junio de 2025. 
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2. Análisis.- 

 

Para facilitar el estudio de la consulta el análisis se referirá a los siguientes puntos: i) Ejecutoriedad de las 

resoluciones y procesos de control de la Contraloría General del Estado; y, ii) Facultad reglamentaria de la 

Contraloría General del Estado para regular la aplicación del artículo innumerado incorporado a 

continuación del artículo 76 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado. 

 

2.1. Ejecutoriedad de las resoluciones y procesos de control de la Contraloría General del Estado.- 

 

El artículo 20 de la Ley Reformatoria, publicada en el Quinto Suplemento del Registro Oficial No. 316, de 

01 de julio de 2026, incorporó, a continuación del artículo 76 de la LOCGE, el siguiente artículo 

innumerado: 

 

"Art. (...). - Eliminación controlada de información clasificada.- La Contraloría General del 

Estado, mediante resolución debidamente motivada y observando estrictas medidas de seguridad 

institucional, dispondrá la eliminación, destrucción o borrado seguro de documentos físicos y 

digitales que contengan información confidencial o clasificada como reservada, secreta o 

secretísima, relacionada con procesos, actuaciones, exámenes especiales, auditorías o 

expedientes institucionales, dentro del plazo máximo de treinta (30) días calendario, una vez 

concluidos y ejecutoriados conforme al ordenamiento jurídico. 

 

El procedimiento deberá garantizar la trazabilidad, integridad, control y registro de las 

actuaciones realizadas, así como la aplicación de protocolos técnicos de seguridad física y digital. 

 

No podrá disponerse la eliminación o destrucción de información relacionada con procesos 

judiciales pendientes, investigaciones penales vigentes, responsabilidades civiles, administrativas 

o indicios de responsabilidad penal no prescritos. 

 

La Contraloría General del Estado expedirá la normativa secundaria necesaria para regular 

los procedimientos aplicables para la ejecución de lo previsto en el presente artículo." (énfasis 

me corresponde). 

 

Ambas preguntas de la consulta comparten un mismo presupuesto de hecho: que los procesos, actuaciones, 

exámenes especiales o auditorías se encuentren “concluidos y ejecutoriados conforme al ordenamiento 

jurídico”, según exige el inciso primero de esta disposición para que proceda la eliminación, destrucción o 

borrado seguro de la documentación. Antes de examinar los límites de esa facultad, corresponde determinar 

qué significa, para la LOCGE, que un proceso de control se encuentre ejecutoriado. 

 

El artículo 58 de la LOCGE dispone: 

 

“Art. 58.- Ejecutoría de las resoluciones.- Se entenderán ejecutoriadas las resoluciones de la 

Contraloría General del Estado, cuando no hubieren sido impugnadas por los sujetos pasivos del 

control, en el término previsto en el artículo 70 de esta Ley; y, cuando hubieren sido resueltas 

definitivamente, según lo dispuesto en el artículo 63 de esta Ley.” 

 

De esta disposición se desprende que la ejecutoriedad no es una condición que dependa de la fecha en que 

un proceso concluyó, sino un estatus jurídico verificable en cualquier momento que se configura por una 

de dos vías: a) el vencimiento del término para la acción contencioso administrativa previsto en el artículo 

70 de la LOCGE, sin que el sujeto pasivo la hubiere planteado; o, b) la resolución definitiva del recurso de 

revisión, conforme al artículo 63 de la misma Ley, que dispone en su parte pertinente que "se ejecutoría la 

resolución original si no se hubiere acudido al contencioso administrativo, o no se hubiere interpuesto el 

recurso de revisión dentro del término o plazo legal". Adicionalmente, el artículo 26 de la LOCGE fija un 

término máximo e improrrogable para la tramitación y aprobación de los informes de auditoría, cuyo 

vencimiento, según el precedente jurisprudencial obligatorio de la Corte Nacional de Justicia (Resolución 

No. 010-2021), produce la caducidad de la facultad contralora.  
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En consecuencia, un proceso, actuación, examen especial o auditoría se encuentra "concluido y 

ejecutoriado", para efectos del artículo innumerado a continuación del artículo 76 de la LOCGE, siempre 

que se verifiquen las condiciones de los artículos 58, 63 y 70 de la misma Ley. Dicho de otra manera, dichos 

procesos, exámenes o actuaciones, a la fecha de entrada en vigencia de la reforma legal, podían encontrarse 

ya concluidos o ejecutoriados o lo estarán a futuro, siempre que se cumplan los requisitos o condiciones 

previstos en los indicados artículos de la LOCGE.  

 

De esta forma, el régimen legal relativo a la conclusión o ejecutoriedad de los procesos, exámenes y 

actuaciones de la CGE no se ha alterado por la modificación introducida: la conclusión o ejecutoria, así 

entendidas, no hechos que la reforma incorporada a la LOCGE cree, module o de cuya fecha dependa. 

 

2.2.  Facultad reglamentaria de la Contraloría General del Estado para regular la aplicación del 

artículo innumerado a continuación del artículo 76 de la LOCGE.- 

 

El propio artículo innumerado dispone, en su inciso final, que "la Contraloría General del Estado expedirá 

la normativa secundaria necesaria para regular los procedimientos aplicables para la ejecución de lo 

previsto en el presente artículo". Esta remisión concreta una potestad reglamentaria que la CGE ya tiene 

reconocida con carácter general en el artículo 212 numeral 3 de la CRE, que le atribuye la función de 

"expedir la normativa para el cumplimiento de sus funciones", y en el artículo 7 numeral 5 de la LOCGE, 

que la faculta a expedir "reglamentos, regulaciones, manuales generales y especializados, guías 

metodológicas, instructivos y más disposiciones necesarias para la aplicación del sistema". 

 

Esta atribución reglamentaria guarda, además, coherencia con el rol constitucional de la CGE como 

organismo técnico encargado del control de la utilización de los recursos estatales, conforme al artículo 211 

de la CRE. En ejercicio de dicho rol, el artículo 18 de la LOCGE le atribuye la ejecución de la auditoría 

gubernamental y el examen especial, y el artículo 212 numeral 2 de la CRE le confiere la atribución de 

determinar las responsabilidades administrativas, civiles y los indicios de responsabilidad penal derivados 

de dichos procesos. Es, por tanto, la propia CGE quien ejecuta, custodia y responde por los expedientes que 

sus procesos de control generan, lo que resulta coherente con que sea ella, y no un tercero, quien defina, 

mediante su facultad reglamentaria, el tratamiento aplicable a dicha documentación. 

 

Por lo tanto, le corresponde a la CGE, en ejercicio de esta potestad, regular el trámite a seguir para la 

eliminación de la información, incluido el aplicable a los procesos ya ejecutoriados conforme a los artículos 

58, 63 y 70 de la LOCGE, con sujeción a lo dispuesto en su propia Ley Orgánica. Cabe precisar, además, 

que el verbo rector “dispondrá” no impone una eliminación automática: la norma condiciona su ejercicio a 

una “resolución debidamente motivada”, lo que, asimismo, le corresponde a la CGE definir mediante el 

reglamento que expida. 

 

De lo expuesto se desprende que: i) la ejecutoriedad de los procesos, actuaciones, exámenes especiales, 

auditorías o expedientes institucionales de la Contraloría General del Estado es un estatus jurídico 

verificable en cualquier momento; ii) corresponde a la Contraloría General del Estado, en ejercicio de su 

facultad reglamentaria, expedir la normativa secundaria que regule el trámite para la eliminación, 

destrucción o borrado seguro de dicha información, incluido el aplicable a los procesos ya ejecutoriado; y, 

iii) dicha potestad reglamentaria debe ejercerse dentro de los parámetros expresamente fijados por la norma, 

esto es, respecto de información concluida y ejecutoriada, con sujeción a los plazos de clasificación de la 

información, y los supuestos exceptuados por la propia disposición. 

 

3. Pronunciamiento.- 

 

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los artículos 211, 212 numerales 

2 y 3 de la Constitución de la República del Ecuador, 7 numeral 5, 58, 63 y 70 de la Ley Orgánica de la 

Contraloría General del Estado, y el artículo innumerado incorporado a continuación del artículo 76 de 

dicho cuerpo legal, la ejecutoriedad de los procesos, actuaciones, exámenes especiales, auditorías o 

expedientes institucionales de la Contraloría General del Estado constituye un estatus jurídico verificable 
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en cualquier momento, con independencia de la fecha de vigencia de la Ley Orgánica Reformatoria para 

Prevenir y Sancionar el Uso Delictivo de Uniformes, Insignias y Distintivos Institucionales para el 

Fortalecimiento de la Seguridad Pública. 

 

En consecuencia, por ser la Contraloría General del Estado el órgano responsable de la ejecución de las 

auditorías y exámenes especiales de los que derivan los procesos y expedientes institucionales a que se 

refiere la norma, le corresponde a ésta, en ejercicio de su facultad reglamentaria, expedir la normativa 

secundaria que regule el trámite para el cumplimiento de dicha disposición y la consecuente eliminación, 

destrucción o borrado seguro de la información, tanto respecto de los procesos concluidos y ejecutoriados 

con anterioridad a dicha reforma, como de aquellos iniciados antes de su vigencia pero ejecutoriados con 

posterioridad. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la inteligencia y 

aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales específicos es de exclusiva 

responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad pública que lo aplique. 

 

Atentamente,  

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

JUAN CARLOS LARREA 
VALENCIA
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I¡geniero
Mario MaÍciro Valdivieso
Prefecto
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALTZADO PROVINCIAI DE LOJA
Loja.-

De mi consideración:

Mediante oficio No. GPL-PP-2026-540-O. de 13 de mayo de 2026, ing¡esado en este orgamsmo
el mismo dia, se reformr¡ló las consultas inicialmente plantead¿¡s en el oficio No. Gpl--pp-2026-
309-0, de 23 de marzo de 2026, e¡ los siguientes érminos:

"1. - ¿El alcance I noturalezt del atticuto 379 nurnerules S y 6 del Reglameito a la
LOSNCP iñplica tanbién una nuera susc¡ipcün de contratos de fiscolilacióa por
prórruga del contrato principal?

Z - ¿El qlconce y noÍr/ralezt del adculo 329 nuaterulcs S y 6d¿l ReglaÚreno a Ia
LOSNCP iñplica tanbüt la süscri¡rción de contatos complerrenlorios poro el pago
de lo fiscalizaciói de una obn que ha sido objero d¿ contratos complcmentaños?

En caso de ser atirmartva su tespuesla,

3. - ¿El alcarrce y natÚ¡oleza del anlculo 379 nuñeral 6 del Reglameato a la LOSNC?
irnplico tarrrbi¿h la necesidad ale cont¡attos coñplerne rarios paro paga¡ s la
fscalización de una obra, por variacün en contidades de obro, quioiudas mettiant¿
órdenet de cañbio?"

Frente a lo cualse ma¡ifiesla lo siguiente:

l. Antecedentes. -

Del oñcio remitido y docurnentos adjuntos se desprende que:

Previo a atender las consultas. mediante oficio No. 1600?, de 3l de matzo de 202ó, se requirió
que se reformulen las consultas inicialmente presenladas mediante oficio No. Gpl_pp-2026_309-
O, de 2f de marzo de 202ó. Esre requerimiento fue atendido con el oficio No. Gpl_pp-202ó_439_
O de-17 de abril de 2026. Sin perjuicio de lo cual, el l3 de mayo de 2026 se ing¡esó coüo alcance
el oñcio No. GPL-PP-2026-540-O, al cuál se ha hecho referencia al iriicio dá presente, y cuyas
consultas se atiender a t¡avés de este memorial.

Adjunto al oficio de consulta consta el informejurldico del Gobiemo Autónomo Descentralizado
Provincial de Loja (en a delarÍe " GADp-Loja,,), contenido e¡ el memoratdo No. GpL-DpS_2026_
474-M, de 13 de mayo de 2026, suscrito por la procuradora Sindica de dicha i¡sütución, que ciró
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Ios articulos 66, 82, 226, 233 y 425 de la Constitución de l¿ República del Ecuadorr (en adelante

"CRE"\: 3, 99, 100, l0l, 102 y 103 de la Ley O¡gánica del sistema Nacional de Conratación
Públicar (eD adelante "¿OSNCP'),356,362,379, 402 del Reglamento General a la Ley Orgituica
del Sistema Nacional de Contratación Públicar (en adela¡te '?6¿q§lvcP ); \ del Codigo Civila
(en adelante "CC'); y, 40 de Ia Ley Orgi¡ica de la Conhaloda General del E§tado5 (en adelarte
''¿OCGE). Con estos fundamentos, analizó y concluyó lo siguiente:

. AN,4 US IS Y CONCLUSIÓN :

(...) Eh cuaito a las reglas de aplicación de lo LOSNCP, tenemos que su Reglathento

acluoL eslablece en el Ar1. 362 que ek lodo contrato de obra, debe designarse un

fiscalizador quien será el responsable de tomar todas las ñedidas necesorias pata su

adecuada ejecución, ), además ñenciona: 'el contrato delscalizo
iuidico direcla con el contrato oue liscalka: oor lo lue
suspensiones. próüogas. añDliaciones. elc.. de

ser cons¡¿lera¿las en los coftelativos coñtratos de l¡scalizacióñ-

Tarnbi¿n tenemos, que el Art. 379 del Reglamento ibideú, detalla las reglos referentes a

las fornas de pago de los contratos ¿le liscalización, las cuales deben ektehderse e su

íntegi¿lad; y no de nanera aislada: de cuyo análisis se desprende que la condición pata
la procedencía ile los contratos cotiplemenlaríos de frscalizacíón, es la Prórroga en el
plazo rotal del contrato de obro.

Respeclo a la aparente contra¿l¡cción entle los numerales 5 y ó del artículo 379 del

RGLOSNCP, esta Dirccción observa una an i¡ornia tomt¡tlit a Ele debe resolverse bajo

el príncípio de inferpretación integral ! sisteñática

Si bien el ,taorerul 5 establece que el incrcmento del valor de la obro no genera per se

ün aumemo eñ el ñonto de la frscalizacióñ, el n,rrfieral 6 es tarativo al obligar a la

entidad a onpliar el phzo del contraÍo de f¡scalizac¡ón mediante un contÍalo

coñplementarío cuando erista una prótoga de obro.

Por tanto, el numerol 5 ilebe enten¿lelse como uüa rcsticcíóñ pora casos donde aumenta

el volumen de obra si¡ afeclo, el crunogra$o, pero no puede anular el derecho del

frscalizador a ser renunerado por st permaneñcio Ísica j técnica durante el tiempo

adicional que deüa de la obra (numeral 6). Ilna interprelación colttrar¡a wlneraia el

Añ. 66 numeral 17 de la Constíttción, al ptetender un trobaio gratuito, ! el Art. 362 del

Reglañento, que rcconoce la relación iuidica dircctú entre los plazos de ambos

(-.-) esta Dirección es del cr¡terio que:

t cRE D,bh.ada a,t Rei\to Oltctot t\o aaa de )0 d. a tonry d.2tn,
) ióiíii. iii¡.¿, - it s,pt¿ñerb d¿t R¿s6tu oJ¡.úl No ¡et dc I de usosto de 2oo8 ÚLin' teloña publi'da 

'ñ 
Pt ctutu

\¿Lñ?itó .1.1 Reets¡. Or.tol\¿- talde - d? orrubrc dP )112!
;iáiiiiiii. 

^¡'ii.¿" - ¿ now¡o Suplewnb dqt Res$ro oticiat No. ! 53 de 28 de dtubre t¿ 202 5 tJtino relmd Ptbtiatta
.n et Tetc¿r s;pldeñto de¡ Regi!:ttu Olciot No- 260 de I de abril de 202ó.

' cc nuhtica.¡o .n ¿l S@lúPat. d¿| R.Fw Ofi.tol t¡¿ ¿6 dc 2¿ d¿ Jtnto d" 2oo5

LoicE t"bh"oda e; el suPkñPnb ¡.1 R¿gistu oñ.iat Nó. 5a: dz I 2 de tu"ú dc 20{2 Lhttu retaño p'hl'ada 2n Pt \ab
5ql¿ú?4a d¿t R?Ai!n. Ofittol \o l¿2 dc lJ d?útubrcd210:'
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Es procedente suscribit un contrato complementaio con la Jiscalízación para pagar los
costos asociados al increñento del plazo, cuando se celebta u4 contrato cot plehektario
u or¿eh de trab.io que fucreñe te el yalor y el plazo total del contrato de obra(...);así
mismo es procedente suscibir un co trato complementaio con kt jiscalización fqpara
pagar los costos asociados al iñcrc e to del plazo, cuando eris¡e ¿iferc c¡a en
cantidades de obra (ótlenes de cambio) que increme tal el valor ! el plazo total del
confraÍo de obra (...).

La suscripción de los contrutos complementarios en co suhoia, ileben seguir el
procedim¡ento establecido efi la LOSNCP y su Reglamento de aplícación, asi como
contar con la documentoc¡ón especiJica señalada en el Art. 402 ¿lel Reglamento en
mención; ¡, obsentar los limites porcentuales permitid()s por la le!".

2. Análisis, -
Para facilitar el estudio de la comulta planteada, el presente aÍálisis se dividirá en las srgulenles
secciones: , Contratación de obras y su correlativa obligación de ñscalización; ¡, Contratos
complementarios, incremertos y diferencias de cantidades de obra; .¡,, ¡j, Co¡Aatos de
fiscalizació¡ y sus modalidades de pago ell caso de extensiones o modificaciones al co¡trato de
obm.

2.1. Cotrtratación de obras y su correlrtiva obligaciór de ñscalización. -
El a¡tículo 226 de la CRE prescribe que las instituciones del Estado, sus orgamsmos!
dependencias, los servidores p{rblicos que actuen en virtud de üna potestad estatal ejerceún ../dr

competencias y facultades que les sean aÍíbuidas en la Constítución y hl ley,, .

El articulo 1 de la LOSNCP6 (en adelante 'ZOSNCF) señala que su objeto es ,,establecer el
marco ormativo para que las entída¡les contrata tes puedan a¿lq irír bienes, oblas, servicios y
consuhorías, para la satisfocción de necesülades de la ciudadanía y del interés generul,'; y, de
acuerdo con su inciso segundo, se constituye el "Sistema Nacional de Contrataciófi pública y
determina los príncipios y normas para regular los prucedim¡entos de contrancíón para io
adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución de obras y prestac¡ón de selyícios, incluidos
los de consultoi a ' , q!,e realicen los organismos y entidades del sector público (énfasis añadido).

De conformid¿d con el articulo 48 de la LOSNCP, la contratasión de obras se realiza mediante el
procedimiento de licitación cuando el presupuesto referencial sea supeii(,r a.,diez mil dólares de
los Estados Unidos de Anérica (JSD $10.000)", y, an caso de que elpresupuesto refermcial sea
inferio¡ al 0,000002 del Presupuesto ceneral del Estado del conespondietrte ejercicio económico,
"el Reglamento regalalá la preJ¿rencía ile contratacíón con hioo empresas, o profesionales
indiv luales, de manera indíidual o consorciada", según sus prosupuestos respectivos.

Por otro lado, de acuerdo con el artículo 54 ibidem, la contratación de obras también .?odr¿
acordarse fiediante resolucíón razona¿a de la mAxima autoidad de la ent¡da¡, . a trayés de 7a
celebración del contrato iDtegal por precio frjo. cuando se cumpla¡ los requisitos establecidos en
sus flumerales, entre los cuales se contemplan los proyectos de inftaestn¡ctura ejecutados bajo el
mecanismo de ¡ngenteria. procura y coosruccrón. segun el anicuJo 57 ibidem.

f
r LOSNCP, ?ublnodn en ¿l Slpl@enta det Reekob Oliciat No.395 de 04 de aRasro d. 2aOB
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En cualqüer caso, sin perjuicio del tipo de contratación, el inciso quinto del articulo 92 de la
precitada nomla o¡dena q,Je "ExchLti|dmente en los contratos de obras, la entidad co tratante
designati de manetu etpreso un frscalizt dor o equipo de frscaliución para que cofitrole la

liel 4ecución t¿cnica de la obra en el lugar de traádjo " (énfasis añadido).

De manera complementaria, el artículo 362 del RGLOSNCP establece que el fiscalizador ten¿lná

la responsabilidad de'garafit¡zar la conecta eiecucíón del proceso constructiNo de la obru; !,
tendrá bajo su custodia el libto cle obra, en el que constatá u a re¡eña diaria, cronológíca y
desciptivadelamarchaprogresivadelostrabajos))süspomefiores";asícomo"delarevisió,
cuantílicaciór1 y aprobación de las planillat de ava ce de obray reajusle de precios, en caso de

haberlo", y de totiLftcx al administrador del contralo "para la imposición de las multas a las que

hubiere lugat y, prcsefitorá su ínforme para aptohación delreferido admínístrador".

De acuerdo con e[ inciso ñnalde dicho a¡ticulo, en los conhatos de fisca\ización"los oferc les

deberán detallat en su ofer¡a ecorlórñica los talorcs unilarios requeridos para k, presutc fu de

sas servicios, co el desglose de los gastos mensuales del personal, equipos y cualqaier otro
rubro que sirva paru l(! ejecución de la Jiscalízación" (ónfasis añadido). El úisúo inciso añade

que el valor del col.aafo "coíesponderá al d$nido en el acue o J¡rol de negociación que

deberú pagarse en función de los recursos eJ¿ctívamente prestados dura te el plazo orígínal
prevísb e el contrato de fscalizacíón", y aidde, con respecto al valor de1 contrato de

fiscalización, que este "deberá tener una Nlac ítt iusrtlicaú, dircctamenle proporcio al al
corltroto ¡le obro. a fiscarital' y, en tal virtud, "El co tlato de f$calización tie e üna rclaciórt
juirlica directa cod el contrülo qrc fiscaliza; Por lo qae. las term¡nociones anticípadas,

saspensiones, ptóftogas, ampliaciones, etc-, del contrato Jiscalizado, deberáfi también ser

cotlsi.lerudas en los coffelatiros contratos de frsc¿l¿acid¿ " (énfasis añadido).

De la normativa citada se concluye quer , la conaalación de obras se encuentm sujeta a los

procedil11ientos est¿blecidos en la LOSNCP; i, en todo contrato de obra es manalatorio contar

con un fiscalizsdor o equipo de fiscalización, sin perjuicio de su cuantia; ii, el contrato de

fiscalización deberá incorpoÉr los costos unitarios desglosados de Ios recüsos a emplea$e y
guarda¡ una relación proporcional con el contrato de obra fiscalizado, coffidemndo la§

vmiaciones que este pueala expedmentar durante su ejecución.

2.2. Contratos complemetrta os, incremetrtos y diferencia§ d€ caDtidade§ de obra. -

El artículo 99 de la LOSNCP faculta la celebración de contratos complementarios entre la entidad

contrata¡te y el mismo conhatista cuando 'flr¿l¿ ,tecesorio ahrplia\ ,rtoüficttr o corfiple e rat
una obra o servicio determinddo por ca sas ¡mprevístas o técnicas, debídame te / oti'radas,

prese tadas cofi su ejecuciófi", que requiera la atenciótr de las modificaciones antedichas,

"siempre ¡tue se mdntengan tos prcc¡os de los rubros del contato oríginal, reajustados a laf*htt
de celebración del respecfivo contdto comPlem¿nralio" (énfasis añadido)

Asi, el segundo inciso de dicha norma indica que tanto la enldad contratante corno el conkatista
po&án.justifica¡ la necesidad imperante de ejecutai u¡o o varios contratos complementarios "¿o¡¡

tal que o superen los porce taies estableci.los en el prcse te Capílulo". El fi1sfic' 
^rtíc]ulo

añade: "¿¿ todo caso, el administra¿lor tlel contrato, bajo su responsabilidad .¡tt§tÜcará
técnicame te la neces lad iñperante de eieaúú estd clase de frabaios ertraordinarios" (énfasis

añadido).

Sobre los porcentajes aplicables a la celebmción de contratos complementarios, órdmes de t¡abaj o
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y difer€ncias en ca¡tidades de obra preüstos en los articulos 101 y 102 de la LOSNCP, esta

Procuraduna se ha pronunciado con antedoridad a través del ofisio No. 11400, de 9 de mayo de

2025. a¡alizando y concluyendo ¡o riguienle:

"(...) De lo expuesto se observo que: i) los contratos cofiple entarios se utilizan para
ampliar, tlodificar o cofiplemenlar uha obra o servicio determi ado por causas

imprevistas o técnicos, debídamente motfuadas, i se celebra cok el ismo contratista

del contralo pr¡ncipal sí necesi¡la¿l de concurso o licift ción, mante ie do los precios
¿lel contrata orig al, reajustados a la fecha de celebración del complementario; ií) si se

requiere la creoció de ntteros rubros Pato contatos de obra, esta debe tealizarse dentro
de los porcentajes permifidos Por la LOSNCP, ! su pago se real¡za con ba§e en los
precios referenciales actualizados de la entídad contratunte o deteminados de mutuo

acuer¡lo enffe las paftes: iii) la suma total de las cuantias de los contralos

complementaríos no puede exceder del ocho por ciento (8Yo) del valor del contrato
pi ciryl; iv) la suma total de to¿los los contratos coñplemenfarios, órdenes de tft¡bajo
y ¿hfere cid's e canti¿lailes de obra no pueile exceder del qui ce pol cie to (l5od del
valor del cofitrato principal, salvo la excepción del tre¡nta ! cinco W cienlo (35a/a) (...)
q e requ¡ere infotme previo favorable de la Contaloia Ge eral del Estado; (...).

3. Pronunciantienfo. -
En aÍe ción a los téminos de la consulta se cotlcluje que, de conformidad col1 (-..) la
Ley Orgánica del S¡stema Nacional de Contratación Pública y (...) tu Reglamento

General, la suma ile las cuantias ¡le los controtos coñpleñefitarios de obras no podrá
exceder del ocho por ciento (8o/ü del valor del contrato princíPal. Para calcular el monto
del contrato complementario se debe tefier en consideración la cua tía del co trato
princ¡pal, inclulendo -en caro de q e aplique- los incrementos o decrementos; paru lo
cual se debe aplicar el (-..) RGLOSNCP. En consecuencia, el porcenlaie mdrimo
pennilido paru la celebración de coñlatos complet entarios deberá calcularse
considerando tanto los increme tos como los decrementos de las q tidades de obla del
coñtrato prí cipal (...)".

El aI1iculo 101 ibidem añade qne el "contrati¡ta deberá re dir garantias adicionales de

conformidad cofi esta Le):'; adicionalmetrte, aclam que en el contato consta(á "/f1

colrespo diente fónkula o fórm11las ¿le reajuste de precios, de ser el caso", y su inciso séptimo
señala que, en estos contafos,"se podrá contemplar el pago de anticipos e la tfiísma proporción
prev¡sta en el conlrato or4i¡raf', todo aquello sin perjuicio de la obligación de contar con una
certificación presupuestaria para el efecto.

Ahora bien, conviene destaca¡ que, en atención al articulo 99 de Ia rcferida ley, no cabe ninguna
de fas modaiidades de contratos compleme¡tarios en los siguientes casos: "1. En la adq is¡ción
de bienes: 2. En la licitación de obra que se realice bajo la nodalidad de contratación integral
por preciofijo; j. En la lícitación de obru que se realíce bajo la modalidad de lnge ieia, Procuftt
y Construcción".

E¡ este sentido, respecto de la difere¡cia en cantidades de obr4 el afticulo 102 de la LOSNCP
prcscribe que si al ejecutame la obm, segútr los pla¡os y especificaciones del contrato, 'te
establecieren díferencias enlre lds cdntidades rertles ), las que constan en el cktdro de cantidades
estimadal e el contrato", la entidad po&á ordenar y pagar directamente sin necesidad de conüato
complementario "l¡a,rfd el (5'/.) del valor del contrato princiryl, siempre que no se modifique el
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objeto contraúLlal', bastando dejar constancia del cambio en uD doctunento suscrito Po¡ las

parte§.

ED la misma linea, en tomo a las órdenes de tmbajo, elartículo 103 ibidem dispone que la entidad

conhata¡te podrá disponer. duante la ejecuciórr de la obt..."hasta del dos por ciento (2/) del
valor del contrato príncípal, para la reolízoción ile rubros nuevos, medíaite órdenes de trabaio
y empleando la modalidad de costo mós porcentajd'. El mismo artículo añade que, el¡ todo caso,

Ios recu¡sos debe¡án estar presupuestados conforme a la LOSNCP y que las órdenes de úabajo
debeni¡l co¡tener las firmas de las pafes y de la fiscalización.

En este sentido, es preciso recordat que. de acuerdo con el inciso finat del afículo 362 del

RCLOSNCP. el contrato de fiscalizació¡ "tiene una relacíón juid¡ca directo con el co lrato qúe

fiscaliza', Wt lo lanlo, las referidas ampliaciones o modificaciones ciertamente requ€rirán no

solo el i¡forme por parte del flscalizador, sino que deb€nin ser consideradas en el coresPotrdiente
coDlato de fiscalización. a fin de garantiza¡ que las actividades de control y supervisión se

desarollen durante toda la ejecució¡ de la obra eD la§ condiciones gfectivámente requeridas y

acordadas.

De lo expuesto se desprende e¡tonces que: i, la ejecución de uD contrato de obra puede ser objeto

de variaciones, mismas que pueden ser instrumentadas a havés de un confato coñplementario,

órdenes de aabajo y diferencias de cantidades de obrai i, dichas variac¡ones pueden implicar'

según el caso, incrementos o decremeDtos de ca¡tidades. nuevos rubros o exteDsiones de plazo;

ii, los contatos de obm se sujetan a los limites, coridiciones y formalidades previstas en la

LOSNCP, incluidos los porcentajes máximos aplicables para contratos complemeritarios, órdenes

de trabajo y diferencias en cantidades de obm, asi como a la correspondientejustificación técnica

y disponibilidad presupuesta¡ia; y, iv/ la celebración de coritratos complementarios no procede en

los siguientes casos: o) adquisición debie¡es, á, contatación integÉl porprecio fijo,., contratos

de modalid¿d ingenieria. procura y consEucc¡ón.

2.3. Cortratos de lisc¡lü¡ción y süs modslid¡des de p¡go er c¡§o de Gxtensione§ o

modlñcaciones al contr¡to de obra. -

El articulo 379 ibidem establece el régimen aplicable a Ia fo¡ma de pago de los coDtratos de

fiscalización de obra en caso de extensio¡es o modificacioÍes que requieran la suscripción de

contratos complementarios. Primero y, de forma genetal, su numeral I dispo¡e Io siguiente:

"1. EI pago del monto conlracülal §e realizará,le ,naneta meñsuol ! en Proporción
dirccti con el avaice de la obra que se liscaliza; es decb, el valor del contrulo ¿e

Jiscoli:ación se (lividirá para el monto del contrato de obru y el resultodo obte ido se

ñuhipticará por et wlor de la planilla mensual de obra. El valor resukanre de esta

úlrtota operación cofie§poñderá al pago errsual a rcaliza$e por los servicio§ de

frscaliaociór, duruDae el plazo conlraclual

Ett coso de no gjrislir un porcentqie ¿le dt'ance en la eiecucióñ del contralo de obra, se

recoloce i al fiscaliza¡loi por su ialorme que íncluya la valoración técníca ! económica

tle los recursis efectívamente eñpleados por la fiscalización por concepto de personal,

equipos y cualquier otro rubro conlractual debiilamente aprobado por el adninistrador

.l;l ¿onlruto, a J¡n de establecer el talor contractual reol eiecuta.lo " (énfasis añadido)'

Seguidamente, el numeral 3 de dicho articulo pre§cribe que el fiscalizador elabo'ará un informe
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que refleje los rubros efectivamente utilizados, el cual se presentmá al fi¡alizax el plazo
contractu¿ly será requisito para proceder con los pagos corespondientes. incluido el úllimo pago
del contrato; el refe.ido numeral aclara adicionalmente que:

"(...) Elvalor contractual real ejecutado correspondetá, por lo tanto, a los valores de
los rubros efectivamente ejecutados por la fiscalización y que consten debidemente
aprobados en los iaformes eriitidos por el aútifiistrador del cofltrato.

(...) En caso de que se rcquiera cotrt uar los servicios de ftscalizaciót pot un lier po
adiciolal al plltzo contractual oigi al, el administrador del contrato, con la debida
a ticipaeión a h rtr$izución del plazo oiginal del cohtrato, procederá a realizar el
trámíte para la justifrcación de las causas téc icat que sustenfen la süscipción del
c o fi fi ato c o mp le m e nlo ñ o rcsp¿crirr" (énfasis añadido).

El numeral 4 del aniculo eD refe.encia añade lo siguiente:

"4. De conlinuarse co la ejecución del contrato de frscalízación de obray habiéndose
cxuplido lo señalado en el liÍeral d terior, se suscribirá con el ftscalizadot ul1 co tato
complerientario por la ampliación de los seflicios de fucalización durante el tiempo que
reste para curnpliÍ co la ejecuciór, del cont rto de obtu.

En el contrato compleúentaño se establecerá los tecu5os necesarios para la
prestación de serv¡cios efi el Wiodo de prórroga conttactu¿L con base a los costos y
prec¡os uhitarios consfantes en el cotttttto .leftscalivrcióñ; por lo que, n., po¿lrá rariar
los costos un¡tarios, síno ú ícamente defrnir las canti.lades y periodicidtld de los recursos
a ser utilizados por los servicios defscalización.

El pago del coitt to complementafio pot arfiplidción del plazo contractual, obsemará
las mism&\ reglas preristas en el presente altículo, siendo ile manera mensual y en
ptopo¡ción directa con el avarrce de la obru qt¿,rfuc¿rirai" (énfasis añadido).

Ahora bien, el misüo articulado aclara en su numeIal 5 que: "J. ¿a ejerució de contratos
coñplemenlarios o costo más porcentrle, que i pliquen el incrcmento ¡lel talor ¡lel co t¡oto de
ohta, no ge4era rn auñenlo del ,nonto del cohtafo de fscalización".

Asi, para mayor claridad el ¡umeral 6 del artículo ibidan prevé que:

6. En caso de protogaÉe el plazo total del corrtrato de obra l¡ efitida¿l cofitara te, a
través de la márima autolidad o tu ¿lelegado, contando con el ínJbrme ¿lel a¿l¡rlifiistrador
del co trtlto, proceden, a ampliar el pla4o del cofitrato de frscalización, a frarés ¿le la
suscripción del respectivo contato cot plementario; conforme las reglos previstas en el
presente artícülo.

En ni gin caso elcontrato complementario de¡vali2dci¿n superará el\no to.lellínite
legal ertableido,- \énlasls añadido).

De 10 expuesto se desp.ende: i) el plaz,o del contr¿to de ñscalización debe guarda¡
conespondencia con el plazo y la ejecución efecdva del cont¡ato de ob¡a fiscalizado, a fin de que
los se¡vicios de control técnico se presten dura¡te el período en que rcsulten necesarios; i, los
conlratos de fiscalizació¡ pueden ampliarse cuando se ¡eqüera continuar sus senTicios por r¡Ir
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tiempo adicio¡al al plazo confiactual original; ii, de rcque¡ine la ampliación de los servicios de
ñscalización se suscribirá el correspondiente cont¡ato complementario por el tiernpo que reste
para cumplir con la ejecución del conÍato de obra, debiendo establecerse los ¡ecursos necesarios
para la prestación de dichos seúicios durante la prórroga cont¡actual, si¡ que vaden los costos
unitarios; ir) Ia ejecución de contratos complementarios o costo miás porcefiaje, que impliquen el
incremento del vaior del contrato de obra, no genemriátr aumento del monto del contrato de
fiscaiizaciól; y, v/ cuando se prorrogue el plazo total del contrato de obra se ampliará el plazo del
contato de fiscalización a ¡ravés de la susc¡ipción del rcspectivo contato complementario, pre'v io
informe del adminishador del contrato y según lo previsto en el articulo 379 del RGLOSNCP.

3. PronuÍciamiento. -

En atención a los términos de la pdmera y segunda consr¡lta se concluye que, de acuerdo con los
aficulos 92,99, 101, 102 y 103 de la Ley Orgánica del SistemaNacionai de Contratación Pública;
y, 362 y 379 de su Reglamento Geneml, la suscripgión v pago de contratos c
ñscalización orocede cuando sea neces
cons€cuencia de la oróÍoga del plazo total de en cuyo caso, deberá¡l
observarse los costos y precios ulitaxios previstos en el contato original de fiscalización, así

como las cantidades y periodicidad de los recursos requeridos para el peúodo adicional.

Por su pa¡te, el nume¡al 5 del artículo 379 ibidem establece que la ejecución de contratos
conplementarios o bajo la modalidad de costo más porcentaje, que impliqu€n el inc¡emento del
valor del contrato de obra, no genera, por ese solo hecho, aumento d€l monto del co¡trato de

fiscalización.
suficrente para ampliar el monto de fiscal¡zación. s¿lvo oue dicho incremento impliqlet@bié4
ia orórroga detplazo tot
mismo articulo.

En referencia a la tercera consulta, corresponde a la enlidad conÍataÍte veificar si la variación
en cantidades de obÉ requirió técnica y formalmente la p.ónoga del plazo total de ejecución del
contr¿to de ob¡a. Únicamente en ese caso corresponderá ampliar el plazo del contrato de

ñscalización mediante el respectivo contrato complementario, según los parámetros y limites
previstos en el artículo 379 del Reglamento General a la Ley O¡gá¡ica del Sistema NacioÍal de

Contratación Públic¿.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Púb1ica y se limita a la
inteligencia y aplicación general de nomtas juridicas- Su aplicación a casos institucio¡ales
especificos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otIa enfidad

pública que lo aplique.

Atentamente,

-
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Oficio Nº 17553 

 

 

 

Quito, D.M., 16 de julio de 2026 

 

Magíster  

Gonzalo Ricardo Ortega Pacheco 

DIRECTOR EJECUTIVO 

COMISIÓN DE TRANSITO DEL ECUADOR 

Ciudad. - 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. CTE-CTE-2026-0268-O, de 9 de junio de 2026, ingresado en la Procuraduría 

General del Estado al día siguiente, se formuló la siguiente consulta:  

 

“¿La referencia contenida en el artículo 77 del Reglamento General Sustitutivo para 

la Administración, Utilización, Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del 

Sector Público a instituciones del sector privado que realicen labor social u obras de 

beneficencia sin fines de lucro constituye una norma habilitante para ese supuesto 

específico y no una prohibición implícita que excluya la posibilidad de que las 

entidades públicas celebren contratos de permuta de bienes inmuebles con 

compañías privadas que persigan fines de lucro, siempre que se cumplan los 

requisitos sustantivos y formales previstos en el ordenamiento jurídico?” 

 

Frente a estas interrogantes se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

El informe jurídico del consultante, contenido en memorando No. CTE-DAJ-2026-0962-M, de 9 

de junio de 2026, suscrito por la Directora de Asesoría Jurídica de la Comisión de Tránsito del 

Ecuador (en adelante, CTE), citó los artículos 82, 226, 227 y 233 de la Constitución de la 

República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 234 y 238 letra b) de la Ley Orgánica de Tránsito, 

Transporte Terrestre y Seguridad Vial2 (en adelante, “LOTTTSV”); 3, 11, 14 y 25 del Código 

Orgánico Administrativo3 (en adelante, “COA”); 3 de la Ley Orgánica de la Contraloría General 

del Estado4 (en adelante, “LOCGE”);  1837, 1838, 1839 y 1840 del Código Civil5 (en adelante, 

“CC”); y 77, 78, 79 y 80 del Reglamento General Sustitutivo para la Administración, Utilización, 

Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector Público6 (en adelante, “RBSP”).  Sobre 

dicha base, manifestó y concluyó lo siguiente:  

 

“IV. ANÁLISIS – POSTURA INSTITUCIONAL 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial 449 de 29 de julio de 2008. 
2 LTTTSV, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 398 de 7 de agosto de 2008. 
3 LOSEP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 
4 RGLOSEP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 418 de 01 de abril de 2011. 
5 Norma técnica MDT, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 326 de 4 de septiembre de 2014. 
6 RBSP, publicado en  el Suplemento del Registro Oficial No. 388, de 14 de diciembre de 2018. 
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De la revisión de los antecedentes expuestos, así como del marco jurídico citado, se 

desprende lo siguiente: 

 

Esta Dirección Jurídica ha procedido a analizar los antecedentes puestos en 

conocimiento respecto de la posible permuta del inmueble en el que actualmente funciona 

las instalaciones de la Comisión de Tránsito del Ecuador, por el inmueble de propiedad 

Privada (…) 

 

Del análisis efectuado, se advierte que la solicitud planteada no constituye una simple 

operación civil entre particulares, sino una actuación administrativa de relevancia 

patrimonial que compromete bienes públicos, recursos institucionales, competencias 

legales, responsabilidad administrativa y el deber de protección del patrimonio estatal. 

 

En el caso concreto, hay que tener en consideración que, las áreas institucionales 

competentes, han procedido con la elaboración de los informes técnicos realizados por 

los profesionales de la Dirección Administrativa Financiera, específicamente del área de 

Costo y Construcción; y, del área de Bienestar Social de la Dirección de Administración 

de Talento Humano, quienes han señalado que el inmueble en el que actualmente 

funcionan las instalaciones de la Comisión de Tránsito del Ecuador, presentarían (sic) 

condiciones físicas, estructurales, funcionales y operativas que han sido calificadas como 

obsoletas para el adecuado desarrollo de las actividades institucionales. 

 

Dichos informes técnicos constituyen un antecedente relevante, pues evidencian que la 

necesidad de analizar una posible reubicación institucional responde a más de una 

conveniencia administrativa, a una situación objetiva vinculada con el estado actual del 

bien inmueble y con la necesidad de garantizar condiciones adecuadas para la prestación 

del servicio público. 

 

Se observa que la obsolescencia del edificio actualmente ocupado por la Comisión de 

Tránsito del Ecuador podría incidir directamente en la eficiencia administrativa, la 

seguridad de los servidores públicos, la atención ciudadana, la conservación 

documental, la accesibilidad, la distribución funcional de espacios y la continuidad 

operativa de la institución. Por tanto, desde una perspectiva jurídica, los informes 

técnicos referidos no solo sirven como sustento material de la necesidad institucional, 

sino que también fortalecen la motivación administrativa para consultar la viabilidad de 

una alternativa patrimonial que permita mejorar las condiciones de funcionamiento 

institucional. 

 

(…) 

 

De conformidad con lo que establece el Art. 1837 del Código Civil, la permuta, es una 

figura jurídica, que implica una transferencia recíproca de dominio, en términos 

generales, constituye un contrato mediante el cual las partes se obligan recíprocamente 

a transferir la propiedad de una cosa por otra. A diferencia de la compraventa, en la cual 

el  elemento esencial de intercambio es el precio en dinero, en la permuta el objeto 

principal consiste en el intercambio de bienes. Por ello, jurídicamente, la permuta 

constituye una modalidad válida de transferencia de dominio, reconocida por el 

ordenamiento jurídico ecuatoriano. 
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En el ámbito público, la permuta no pierde su naturaleza jurídica de intercambio 

patrimonial; sin embargo, su ejecución debe adecuarse al régimen especial que regula 

la administración, utilización, manejo, control y disposición de los bienes del sector 

público.  

 

(…) 

 

En consecuencia, la postura institucional que se sostiene en el presente informe es que 

la permuta resulta jurídicamente viable, siempre que se encuentre debidamente motivada 

en razones de necesidad institucional, eficiencia administrativa, optimización del 

patrimonio público y mejora de las condiciones operativas de la entidad.   (…). 

 

En ese sentido, se advierte que el Reglamento General Sustitutivo para la Administración, 

Utilización, Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector Público reconoce la 

permuta como una modalidad posible de transferencia de dominio. No obstante, dicha 

previsión normativa no elimina la necesidad de verificar los requisitos, informes, 

autorizaciones, avalúos y procedimientos aplicables cuando la operación involucra 

bienes inmuebles y, además, cuando una de las partes es un particular. 

 

Por ello, se considera que la duda jurídica no se limita a determinar si la permuta existe 

como contrato, sino si una institución pública como la Comisión de Tránsito del Ecuador 

puede utilizar dicha figura para entregar un inmueble institucional cuyas condiciones 

técnicas han sido calificadas como obsoletas y recibir, a cambio, un inmueble privado 

que presumiblemente permitiría mejores condiciones operativas; o si, por el contrario, 

debe seguirse un procedimiento distinto o intervención de órganos rectores competentes.  

 

(…) 

 

La procedencia de la permuta se fortalece si se considera que el patrimonio público no 

debe permanecer inmóvil cuando un bien ha dejado de responder de manera eficiente a 

los fines institucionales. La administración pública tiene el deber de conservar sus 

bienes, pero también de gestionarlos de forma eficiente. Si un inmueble institucional se 

encuentra obsoleto, deteriorado, limitado o inadecuado para la prestación del servicio, 

la entidad no solo puede, sino que debe analizar alternativas que permitan optimizar el 

uso del patrimonio público. 

 

(…) 

 

V. CONCLUSIÓN 

 

En virtud del análisis, esta Dirección Jurídica sostiene como postura institucional que de 

conformidad con lo que establece el Art. 77 del Reglamento de Bienes del Sector Público 

la figura de la permuta sí resulta jurídicamente procedente para el caso planteado, toda 

vez que se encuentra debidamente motivada la necesidad institucional, y respaldada por 

informes técnicos y avalúos actualizados (…).”  

 

Con el objeto de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender la consulta, mediante 

oficio No. 17196, de 18 de junio de 2026, esta Procuraduría solicitó a la Contraloría General del 

Estado (en adelante, “CGE”) que remita su criterio jurídico institucional sobre la materia objeto 

de la consulta. 
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El requerimiento fue atendido por el Director Nacional Jurídico de la CGE, con oficio No. 302-

DNJ-2026, de 01 de julio de 2026, ingresado en la misma fecha. En el mencionado oficio, además 

de las normas referidas por la entidad consultante, se citaron a los artículos 211 y 212 de la CRE 

y 7 del RBSP manifestando lo siguiente: 

 

  “II. Análisis: 

 

 (…) 

 

• En este sentido, la Contraloría General del Estado emitió el Acuerdo No. 067-CG-2018, 

publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 388 de 14 de diciembre de 2018, con 

el cual se regula integralmente los procesos relacionados con la administración, 

utilización, manejo y control de los bienes e inventarios pertenecientes a las entidades 

del Estado, cuya observancia es obligatoria para los sujetos sometidos a su ámbito de 

aplicación. 

 

• En consecuencia, el Reglamento General Sustitutivo para la Administración, 

Utilización, Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector Público, constituye 

un marco normativo general, destinado a asegurar la correcta administración de los 

bienes públicos, la transparencia en su manejo y la sujeción de todos los actores 

involucrados, a los principios de legalidad, eficiencia y control que rigen la gestión 

pública. 

 

• Igualmente, de conformidad con lo previsto en la Codificación del Código Civil, la 

permuta o cambio es un contrato mediante el cual cada una de las partes se obliga a dar 

una especie o cuerpo cierto por otro. Este contrato, tratándose de bienes cuya 

transferencia requiere solemnidad, se perfecciona mediante escritura pública y le son 

aplicables las normas relativas al contrato de compraventa. 

 

• Por su parte, el Reglamento General Sustitutivo para la Administración, Utilización, 

Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector Público reconoce expresamente 

a la permuta como uno de los actos de transferencia de dominio de bienes pertenecientes 

al sector público. En tal virtud, dicho Reglamento establece de manera explícita y 

concluyente que tales actos puedan realizarse entre las entidades y organismos del 

Estado, o entre éstas, única y exclusivamente con entidades del sector privado que 

desarrollen actividades de labor social u obras de beneficencia sin fines de lucro.  (el 

resaltado corresponde al texto original) 

 

• Esta habilitación normativa constituye una regla general de aplicación obligatoria, 

cuyo alcance no prevé excepciones, por ello, cualquier procedimiento de permuta de 

bienes públicos debe observar estrictamente las condiciones, requisitos y límites 

establecidos en dicha normativa, garantizando que la transferencia se realice dentro del 

marco de legalidad, transparencia y responsabilidad, principios rectores que regulan la 

actuación de la administración pública (subrayado me corresponde). 

 

III. Conclusión: 

 

Por lo expuesto, en atención a su requerimiento y conforme a los principios 

constitucionales de seguridad jurídica y legalidad, manifiesto que los preceptos 

contenidos en el Reglamento General Sustitutivo para la Administración, Utilización, 
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Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector Público, emitido por la 

Contraloría General del Estado, son de aplicación obligatoria para todas las 

instituciones, organismos del sector público, empresas públicas y entidades de derecho 

privado que administren o dispongan de recursos públicos. 

 

Dicho Reglamento, establece con claridad meridiana que, la permuta de bienes puede 

realizarse entre las entidades y organismos señalados en su artículo 1, esto es, entre 

instituciones del sector público, o entre estas y entidades del sector privado que 

desarrollen actividades de labor social u obras de beneficencia sin fines de lucro, 

disposición expresa de carácter general y obligatorio que debe aplicarse en todos los 

procedimientos relativos a la administración, transferencia o el uso de bienes públicos, 

en virtud de la literalidad de sus disposiciones, además de que el referido cuerpo 

normativo tampoco contempla causales de excepción al procedimiento previsto para tal 

efecto (énfasis me corresponde). 

 

Consecuentemente, la administración y disposición de bienes de propiedad de las 

instituciones públicas deberá observar estrictamente el marco jurídico aplicable, sin que 

competa a la Contraloría General del Estado emitir criterio jurídico respecto de los actos 

que impliquen la disposición de los mismos y su procedimiento, aspecto éste que es de 

responsabilidad exclusiva de la máxima autoridad institucional, en los términos del 

artículo 77de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, más aún si se 

considera que este Organismo Técnico en ejercicio de sus facultades constitucionales y 

legales ejercerá en su debida oportunidad las pertinentes acciones de control.” 

 

De los informes jurídicos previamente citados se aprecia que difieren. Así, la entidad consultante 

considera que la permuta es una modalidad válida de transferencia de dominio y que, por lo tanto, 

es jurídicamente viable cuando se encuentra debidamente motivado “en razones de necesidad 

institucional, eficiencia administrativa, optimización del patrimonio público y mejora de las 

condiciones operativas de la entidad.”   (…). Por su parte, la CGE concluye que el RBSP dispone 

que la permuta de bienes puede realizarse entre las entidades y organismos del sector público, o 

entre estos y entidades del sector privado, únicamente cuando éstas últimas no tengan fines de 

lucro y desarrollen actividades de labor social u obras de beneficencia; la CGE agrega que la 

disposición de bienes institucionales debe observar estrictamente el marco jurídico aplicable, lo 

cual es responsabilidad de la máxima autoridad de la respectiva institución y objeto de acciones 

de control. 

 

2. Análisis.- 

 

Para facilitar el estudio de la consulta, el análisis se referirá a los siguientes puntos:  i) La permuta; 

ii) Régimen jurídico aplicable a la permuta en la que intervengan entidades del sector público; y, 

iii) Principio de jerarquía normativa y límites de la potestad reglamentaria. 

 

2.1. La permuta.- 

 

La permuta, o cambio, está definida por el artículo 1837 del Código Civil como “un contrato en 

que las partes se obligan mutuamente a dar una especie o cuerpo cierto por otro”, que, cuando 

se refiere a bienes raíces, requiere escritura pública para su perfeccionamiento, según el artículo 

1838 ibidem. 
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De acuerdo con el  artículo 1839 del Código Civil no pueden ser objeto de permuta las cosas que 

no pueden venderse, por lo que el artículo 1840 ibidem prevé que son aplicables al contrato de 

permuta las disposiciones relativas a la compraventa “en todo lo que no se opongan a la 

naturaleza de este contrato”, y  agrega que:  “Cada permutante será considerado como vendedor 

de la cosa que da, y el justo precio de ella a la fecha del contrato se mirará como el precio que 

paga por lo que recibe en cambio.” 

 

2.2.  Régimen jurídico aplicable a la permuta en la que intervengan entidades del sector 

público y sus modificaciones normativas.- 

 

La Disposición General Cuarta de la LOSNCP señala que “Los contratos de permuta no se 

regirán por esta Ley sino por las normas previstas en el Reglamento General de Bienes del Sector 

Público y el Código Civil”. 

 

El RBSP, expedido por la CGE sobre la base de lo previsto por el numeral 3 del artículo 212 de 

la CRE, establece su ámbito de aplicación en su artículo 1 para la administración, utilización, 

manejo y control de los bienes e inventarios de propiedad de las instituciones y empresas del 

sector público, así como de las entidades de derecho privado que disponen de recursos públicos 

y para los bienes de terceros que por cualquier causa estén bajo custodia del sector público. 

 

Las regulaciones sobre la permuta constan en el RBSP en su Capítulo V, Título IV “Egreso y 

Baja de Bienes o Inventarios”, cuyo artículo 77 dispone lo siguiente: 

 

“Art. 77.- Actos de transferencia de dominio de los bienes.- Entre las entidades u 

organismos señalados en el artículo 1 del presente Reglamento o éstas con instituciones 

del sector privado que realicen labor social u obras de beneficencia sin fines de lucro 

se podrá efectuar, principalmente, los siguientes actos de transferencia de dominio de 

bienes: remate, compraventa, trasferencia gratuita, donación, permuta y chatarrización” 

(énfasis añadido). 

 

Según se aprecia del tenor del artículo 77 del RBSP, se señalan dos posibles contrapartes para los 

actos de transferencia de dominio (como la permuta): i) las entidades u organismos del sector 

público; y, ii) las instituciones del sector privado que realicen labor social u obras de beneficencia 

sin fines de lucro.  

 

Adicionalmente, el artículo 128 del RBSP establece que para la celebración de contratos de 

permuta se observará “el Código Civil, en el Código de Comercio, Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública, Ley de Seguridad Pública y del Estado y demás normativa 

vigente que emitan las entidades u organismos competentes de que se trate”.  Por su parte, el 

artículo 129 ibidem dispone que se realice el avalúo del bien, se emitan los dictámenes previos 

que se requieran, y se celebre el contrato por escritura pública y se inscriba, cuando fuere el caso; 

lo que guarda armonía con las disposiciones del Código Civil. 

 

Respecto de bienes obsoletos, a los que alude la consulta, el artículo 79 del RBSP prevé que las 

entidades sujetas a su ámbito de aplicación podrán utilizar los procedimientos que esa norma 

establece, entre ellos el remate de inmuebles, según el numeral 2 de la letra a) y la permuta 

conforme a la letra c), en los casos previstos por el artículo 77 del mismo reglamento. 
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De las normas citadas se aprecia que: i) la Disposición General Cuarta de la LOSNCP señala que 

“Los contratos de permuta no se regirán por esta Ley sino por las normas previstas en el 

Reglamento General de Bienes del Sector Público y el Código Civil”; ii) el artículo 77 del RBSP 

habilita a las entidades del sector público a celebrar contratos de permuta únicamente entre sí, o 

con instituciones del sector privado que realicen labor social u obras de beneficencia sin fines de 

lucro, sin que dicha norma contemple otra categoría de contraparte; iii) para el caso de inmuebles 

calificados como obsoletos, el artículo 79 del RBSP remite al artículo 77 del mismo cuerpo 

normativo. 

 

2.3. Principio de jerarquía normativa y límites de la potestad reglamentaria.- 

 

De conformidad con el artículo 425 de la Constitución de la República del Ecuador, la 

jerarquía normativa aplicable al ordenamiento jurídico ecuatoriano se atenderá en el siguiente 

orden: 
 

“Art. 425.- El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: La 

Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; las leyes 

ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y 

reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y 

decisiones de los poderes públicos. 

 

En caso de conflicto entre normas de distinta jerarquía, la Corte Constitucional, las 

juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores públicos, lo 

resolverán mediante la aplicación de la norma jerárquica superior.” (Énfasis añadido). 

 

Del precitado artículo se desprende que las leyes orgánicas y ordinarias prevalecen 

jerárquicamente sobre decretos y reglamentos, y otros actos o resoluciones de la 

administración pública, por lo cual las normas de rango inferior no pueden contradecir ni 

alterar las obligaciones derivadas de la Ley. 

 

Respecto a la posibilidad de modificación de una ley orgánica por disposición reglamentaria, 

Eduardo García de Enterría y Tomás-Ramón Fernández7 señalan que: 
 

"El reglamento, en cuanto norma subordinada a la ley, no puede contradecir el contenido 

de la ley. Su ámbito de actuación está necesariamente limitado por la ley que lo autoriza. 

Cualquier disposición reglamentaria que contravenga la ley es, por tanto, nula y carece 

de efectos jurídicos." 

 
En cuanto a la potestad reglamentaria de la Contraloría General del Estado, el numeral 3 del 

artículo 212 de la CRE establece que es función de la CGE “3. Expedir la normativa para el 

cumplimiento de sus funciones”. Asimismo, el artículo 7 de la Ley Orgánica de la Contraloría 

General del Estado establece que “Para regular el funcionamiento del sistema, la Contraloría 

General del Estado adaptará, expedirá, aprobará y actualizará, según corresponda: (…) 5.- 

Reglamentos, regulaciones, manuales generales y especializados, guías metodológicas, 

instructivos y más disposiciones necesarias para la aplicación del sistema y la determinación 

de responsabilidades”. El artículo 95 ibidem señala que “La Contraloría General del Estado 

 
7 Eduardo García de Enterría y Tomás-Ramón Fernández, Curso de Derecho Administrativo, 14ª Edición, Editorial Civitas, Madrid, 
2010, pág. 176. 
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expedirá las regulaciones de carácter general, los reglamentos y las normas internas 

necesarias para el cumplimiento de sus funciones”. 

 

Por otra parte, el numeral 3 del artículo 131 del Código Orgánico Administrativo señala que 

las administraciones públicas con competencia normativa no pueden, a través de ella, “3. 

Solicitar requisitos adicionales para el ejercicio de derechos y garantías distintos a los 

previstos en la ley”. 

 

Adicionalmente, el numeral 6 del artículo 120 de la Constitución señala como atribución 

exclusiva de la Asamblea Nacional:  

 

“Art. 120.- La Asamblea Nacional tendrá las siguientes atribuciones y deberes, 

además de las que determine la ley:  

(…) 

6. Expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e interpretarlas con carácter 

general obligatorio (…).”   

 

Por tanto, los principios de jerarquía normativa y legalidad, delimitan la potestad 

reglamentaria, al supeditarla al desarrollo y aplicación de las disposiciones contenidas en la 

ley, sin que aquello se traduzca en la posibilidad de “reformar”, sustituir o modificar normas 

legales, inclusive en lo relativo a los plazos fijados expresamente por ley; facultad que es 

exclusivamente reservada a la Asamblea Nacional. 

 

Adicionalmente, el artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional8 establece, en su numeral 1, las reglas de solución de antinomias, previendo 

que “Cuando existan contradicciones entre normas jurídicas, se aplicará la competente, la 

jerárquicamente superior, la especial, o la posterior”. Y en sus numerales 4 y 5 se refieren 

a las interpretaciones evolutiva y sistemática señalando, en su orden, que “Las normas se 

entenderán a partir de las cambiantes situaciones que ellas regulan, con el objeto de no 

hacerlas inoperantes o ineficientes o de tornarlas contrarias a otras reglas o principios 

constitucionales”, y que “deberán ser interpretadas a partir del contexto general del texto 

normativo, para lograr entre todas las disposiciones la debida coexistencia, correspondencia 

y armonía”. 

 

En este contexto, la limitación prevista en el artículo 77 del RBSP, citado en el apartado 

anterior, al circunscribir los actos de transferencia de dominio a personas jurídicas del sector 

privado que realicen labor social u obras de beneficencia sin fines de lucro, incorpora una 

condición (o, verdaderamente, una limitación) que no se encuentra prevista en la norma legal 

que regula la materia (Código Civil). En este sentido, es necesario recalcar que no solo en el 

antedicho cuerpo normativo, que, con carácter general, regula el contrato de permuta, no se 

ha previsto la restricción que establece el RSBP, sino que en otras leyes tampoco se ha 

establecido tal condición o limitación. Así, en otro cuerpo normativo de rango legal (y de 

Derecho Público, por cierto) que contiene disposiciones regulatorias sobre la permuta, como 

es el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (en 

 
8 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial 
No.52, de 22 de octubre de 2009. 
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adelante, “COOTAD”9), no se ha consagrado una limitación de esta naturaleza y, por el 

contrario, el sentido de sus disposiciones permite colegir que la permuta con instituciones 

privadas está permitida, sin importar si dichas entidades desarrollan actividades de labor 

social o beneficencia o si, por el contrario, tienen fin de lucro. Así, el artículo 436 del 

COOTAD prevé que “Los consejos, concejos o juntas, podrán acordar y autorizar la (…) 

permuta de los bienes inmuebles públicos de uso privado o (…) trueque y prenda de los bienes 

muebles, con el voto de los dos tercios de los integrantes. Para la autorización no se podrá 

contemplar un valor inferior al de la propiedad, de acuerdo con el registro o catastro 

municipal actualizado”. Como se puede observar, la norma no establece, para las permutas, 

distinción ni limitación alguna, pues sí ha fijado una restricción expresa, pero exclusivamente 

respecto de las donaciones, cuando señala, en su parte final: “(…) la donación únicamente 

procederá entre instituciones del sector público”. Luego, el artículo 438 del COOTAD indica 

que “Para la permuta de bienes de los gobiernos autónomos descentralizados se observarán 

las mismas solemnidades que para la venta de bienes inmuebles, en lo que fueren aplicables, 
a excepción del requisito de subasta”. Adicionalmente, el artículo 439 ibidem señala que la 

permuta procede “a) Cuando con una operación de esta clase el patrimonio del gobierno 

autónomo descentralizado aumente de valor o pueda ser aplicado con mejor provecho en 

favor de los intereses institucionales; y, b) Cuando deba tomarse todo o parte del inmueble 

ajeno para aumentar las áreas de predios destinados a servicios públicos; para la 

construcción, ensanche o prolongación de plazas, avenidas, calles, carriles y parqueaderos 

exclusivos para bicicletas, micromovilidad, entre otros; o, para proyectos de interés social y 

que deberán estar contemplados en el plan de uso y gestión de suelo”. Inclusive, en adición 

a lo anterior, el artículo 452 del COOTAD, relativo a procesos expropiatorios (que suelen 

involucrar a privados o administrados) en cuanto regula la forma de pago en dichos procesos, 

contempla la posibilidad de pagar (y en el caso de privados, sin distinción alguna) “mediante 

la permuta con bienes o mediante títulos de crédito negociables, con vencimientos 

semestrales con un plazo no mayor a veinticinco años”. 

 

En consecuencia, la restricción prevista en el Reglamento General para la Administración, 

Utilización, Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector Público no constituye 

un desarrollo de la ley, sino una delimitación adicional del ámbito subjetivo de aplicación de 

los mecanismos de transferencia de dominio, aspecto cuya regulación corresponde a la 

Asamblea Nacional y no puede ser introducido mediante una disposición reglamentaria. 

 

Lo anterior adquiere especial relevancia si se considera que, en las permutas que involucren 

la transferencia de dominio de un bien público como contrapartida de la transferencia de 

dominio de un bien privado, no solo existe un interés público en la enajenación y correlativa 

adquisición, sino que concurre un interés de los propietarios particulares que son la 

contraparte contractual y que aspiran a ser beneficiarios, como también lo será la entidad 

pública respectiva, de dichos mecanismos contractuales. Es uno de los elementos 

característicos de la permuta, como contrato bilateral, oneroso (“en la medida en que las dos 

partes permutantes asumen una carga, ninguna recibe como consecuencia del contrato una 

prestación a título gratuito”) y conmutativo, “pues doctrinariamente se concibe que las 

prestaciones que mutuamente se efectúan las partes son equivalentes, los dos contratantes 

 
9 Incluso, de acuerdo con la Disposición General Primera del Reglamento, sus normas son de aplicación supletoria respecto de los 

bienes de los gobiernos autónomos descentralizados municipales, consejos provinciales, y empresas de los gobiernos autónomos 

descentralizados, en cuanto no se opongan al COOTAD.  
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obtienen beneficio cierto y efectivo…”10. En similar sentido se ha pronunciado la entonces 

Corte Suprema de Justicia, cuando ha precisado que “la permuta es un contrato bilateral que 

origina prestaciones recíprocas para las dos partes, por su condición de oneroso y 

conmutativo”11.  

 

Tales características son de trascendencia para el análisis, pues, la sola existencia de un interés 

privado concurrente no constituye un elemento suficiente para justificar una limitación 

reglamentaria de carácter general respecto de los sujetos que pueden participar en una 

permuta. Por el contrario, corresponde a cada entidad pública, en ejercicio de sus 

competencias legales, analizar cada caso concreto si el negocio jurídico satisface el interés 

público y resguarda el patrimonio estatal. 

 

Desde esa perspectiva, la eventual existencia de un perjuicio para el patrimonio o para los 

intereses institucionales no puede presumirse por la sola naturaleza jurídica del sujeto 

adquirente; es decir, no porque el privado no realice labor social u obras de beneficencia sin 

fines de lucro implica necesariamente que la permuta vaya a perjudicar al Estado y sus 

intereses. La determinación de la conveniencia, necesidad o procedencia de la transferencia 

exige una valoración técnica y jurídica de las circunstancias particulares de cada caso, 

mediante la cual la entidad competente establezca si el acto genera un beneficio para la 

administración o, por el contrario, ocasiona una afectación al patrimonio público o 

compromete el cumplimiento de sus fines institucionales. 

 

En tal sentido, excluir de manera absoluta a determinadas personas jurídicas privadas, sin que 

dicha exclusión se encuentre prevista en la ley, restringe injustificadamente la capacidad de 

la administración para valorar, en cada caso concreto, la existencia de un beneficio 

institucional derivado del negocio jurídico. Lo anterior, incluso, podría traducirse en un 

perjuicio para los intereses de la propia entidad pública, al impedirle optar por la alternativa 

que, objetiva y técnicamente, resulte más favorable para la administración y para la adecuada 

gestión de los bienes públicos, únicamente por efecto de una limitación establecida en una 

norma reglamentaria. 

 

De la normativa analizada se desprende lo siguiente: i) de acuerdo con el principio de 

jerarquía normativa, en caso de antinomia corresponde aplicar la norma jerárquicamente 

superior, conforme las reglas previstas en la LOGJCC; ii) la potestad reglamentaria permite 

el desarrollo y aplicación de una ley a través de la emisión de reglamentos, siempre que estos 

no contravengan ni alteren lo previsto en la ley; iii) los reglamentos no pueden solicitar 

requisitos adicionales para el ejercicio de derechos y garantías distintos a los previstos en la 

ley. 

 
3. Pronunciamiento.- 
 

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los artículos 425 de la 

Constitución de la República del Ecuador; la Disposición General Cuarta de la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública; 1837, 1838, y 1839 del Código Civil; 3 de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; 7 y 95 de la Ley Orgánica de la 

Contraloría General del Estado; 131 del Código Orgánico Administrativo; y, 77 del Reglamento 

 
10 Víctor Cevallos Vásquez, Contratos civiles y mercantiles, Editorial Jurídica del Ecuador, Quito, 2005, tomo II, pág. 357 
11 Gaceta Judicial Serie IX, No. 4, pág. 408.  
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General Sustitutivo para la Administración, Utilización, Manejo y Control de los Bienes e 

Inventarios del Sector Público, la potestad reglamentaria permite el desarrollo y aplicación de 

una ley a través de la emisión de reglamentos, siempre que estos no contravengan ni alteren 

lo previsto en la ley ni soliciten requisitos adicionales para el ejercicio de derechos y garantías 

distintos a los previstos en la ley. En este sentido, toda vez que el Código Civil es una ley 

ordinaria y, por lo tanto, jerárquicamente superior que el Reglamento General Sustitutivo para 

la Administración, Utilización, Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector Público, 

para que una entidad del sector público pueda permutar bienes inmuebles con personas jurídicas 

de derecho privado no corresponde exigir que estas últimas realicen labor social u obras de 

beneficencia sin fines de lucro, por tratarse de una condición no prevista en el Código Civil, en el 

Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, en la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, en la Ley Orgánica de la Contraloría 

General del Estado ni, en general, en ninguna otra disposición normativa de rango legal. 

 

Cada entidad pública interesada en llevar a cabo una permuta que involucre bienes de su 

titularidad será responsable de verificar el cumplimiento de los requisitos normativos aplicables, 

de la razonable equivalencia de las prestaciones, de la necesidad de tal operación y de la 

conveniencia de la misma para la efectiva protección y satisfacción de los intereses 

institucionales.  

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 

pública que lo aplique. 

 

Atentamente,  

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 
c.c.   Doctor Xavier Mauricio Torres Maldonado, PhD 

Contralor General del Estado 

 

 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Economista 

Roberto José Romero von Buchwald 

SUPERINTENDENTE DE BANCOS 

Ciudad. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. SB-DS-2026-0642-O, de 9 de julio de 2026, ingresado en el correo 

institucional de la Procuraduría General del Estado al siguiente día, se formularon las siguientes 

consultas:  

 

“Pregunta 1:  

 

¿Debe entenderse que una entidad financiera constituida y autorizada conforme a la 

derogada Ley General de Instituciones del Sistema Financiero, que continúa operando 

en el año 2026, está obligada a adecuar o sustituir su certificado de autorización por la 

autorización para el ejercicio de actividades financieras prevista en el artículo 144 del 

Código Orgánico Monetario y Financiero, aun cuando haya transcurrido el plazo 

establecido en la Disposición Transitoria Novena? 

 

Pregunta 2:  

 

Considerando que la Disposición Transitoria Novena estableció un plazo determinado 

para la sustitución de los certificados de autorización, ¿la falta de sustitución dentro 

de dicho término produce la pérdida automática de la autorización para operar o, por 

el contrario, la entidad puede continuar funcionando mientras no exista un acto 

administrativo expreso de revocatoria, suspensión o cancelación emitido por el 

organismo de control competente? 

 

Pregunta 3: 

 

En caso de que la sustitución de autorizaciones continúe siendo exigible en el año 2026, 

¿cuáles son los requisitos jurídicos y regulatorios mínimos que debe acreditar la 

entidad financiera para obtener la autorización prevista en el artículo 144 del COMF 

y el correspondiente permiso de funcionamiento? 

 

Pregunta 4: 

 

¿La obligación prevista en la Disposición Transitoria Novena implica únicamente una 

actualización administrativa de la información institucional ante la Superintendencia 

de Bancos o supone la obtención de una nueva autorización integral sujeta a la 

verificación de capital, patrimonio técnico, liquidez, solvencia, gobierno corporativo y 

demás condiciones establecidas en el COMF y en la normativa expedida por la Junta 

de Política y Regulación Financiera y Monetaria? 

5757



 

 
 
 

 

 

 
 
 

 
 

 
 

SUPERINTENDENCIA DE BANCOS 

0011950-2026 

Página. 2 

 

 

 

Pregunta 5: 

 

¿Puede una entidad financiera que fue constituida al amparo de la derogada Ley 

General de Instituciones del Sistema Financiero, continuar ofreciendo todas las 

operaciones financieras para las cuales fue originalmente autorizada, mientras se 

encuentra pendiente la sustitución de su certificado por la autorización prevista en el 

artículo 144 del COMF? 

 

Pregunta 6: 

 

¿El incumplimiento de la disposición transitoria novena del Código Orgánico 

Monetario y Financiero, y por ende de los niveles de capital, patrimonio, liquidez, 

solvencia y los demás requisitos determinados en este Código, y en la regulación que 

expida la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, de las entidades 

financieras constituidas bajo el régimen de la Ley General de Instituciones del Sistema 

Financiero y que continúan operando en el año 2026, es objeto de sanción de acuerdo 

a las disposiciones del Código Orgánico Monetario y Financiero?”.  

 

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se deprende que: 

 

El informe jurídico contenido en memorando No. SB-INJ-2026-0706-M, de 09 de julio de 2026, 

suscrito por la Intendente Nacional Jurídico de la Superintendencia de Bancos (en adelante, 

“SB”), refiere como fundamento, en lo principal, los artículos 213, 226 y 308 de la Constitución 

de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 62 numerales 1, 4, 6, 7, 27 y 36, 143, 144, 

188, 194, 261 numerales 1, 2 y 7, 264, 239, 392 y la Disposición Transitoria Novena del Libro I 

del Código Orgánico Monetario y Financiero2 (en adelante, “COMF”). Con esta base analizó y 

concluyó lo siguiente: 

 

“IX.- CRITERIO JURÍDICO PRELIMINAR DE LA ENTIDAD CONSULTANTE 

 

(…) esta entidad considera preliminarmente que: 

 

9.1.- La Disposición Transitoria Novena del Código Orgánico Monetario y Financiero -

vigente desde el 12 de septiembre de 2014- no dispuso la extinción automática de los 

certificados de autorización emitidos bajo el régimen anterior, sino que reconoció 

expresamente su validez hasta que fueran sustituidos por las nuevas autorizaciones; para 

lo cual dispuso que esa sustitución se efectúe en el plazo de dieciocho meses prorrogables 

por una sola ocasión por el mismo plazo. 

 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COMF, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 332 de 12 de septiembre de 2014. 
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9.2.- Conforme a los principios de seguridad jurídica, confianza legítima y conservación 

del acto administrativo, una entidad que fue válidamente autorizada no podría 

considerarse ilegalmente constituida ni impedida de operar por la sola expiración del 

plazo transitorio, mientras no exista una actuación administrativa expresa del organismo 

de control competente. 

 

9.3.- La permanencia de la operación no eximiría a la entidad de regularizar su situación 

administrativa ante la Superintendencia de Bancos, en caso de que dicha autoridad 

determine que aún se encuentra pendiente la sustitución formal de la autorización 

prevista por la Disposición Transitoria Novena. 

 

9.4.- El régimen actual exige que las entidades financieras mantengan el cumplimiento 

permanente de los requisitos prudenciales previstos en el COMF y en la normativa 

aplicable, especialmente los relacionados con patrimonio técnico, solvencia, liquidez, 

gobierno corporativo, prevención de lavado de activos y autorización de operaciones; y, 

que el incumplimiento de las disposiciones contenidas en el Código Orgánico Monetario 

y Financiero, de las regulaciones emitidas por la Junta de Política y Regulación 

Financiera y Monetaria, y de las disposiciones y normativa emitida por la 

Superintendencia de Bancos, acarrea consigo la imposición de sanciones previstas en el 

mismo marco legal”. 

 

2. Análisis.- 

 

Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado en las consultas, el análisis desarrollará 

los siguientes puntos: i) Competencia de la SB para autorizar a las entidades del sistema financiero 

nacional el ejercicio de actividades financieras; y, ii) Naturaleza de las Disposiciones Transitorias 

y reglas de interpretación de las normas.  

 

2.1. Competencia de la SB para autorizar a las entidades del sistema financiero nacional el 

ejercicio de actividades financieras.- 

 

El primer inciso del artículo 308 de la CRE dispone que “Las actividades financieras son un 

servicio de orden público, y podrán ejercerse, previa autorización del Estado, de acuerdo con la 

ley”. En este contexto, el primer inciso del artículo 213 ibidem define a las superintendencias 

como “organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y control de las actividades 

económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que prestan las entidades públicas y 

privadas”, con el propósito de que estas actividades y servicios se sujeten al ordenamiento 

jurídico y atiendan al interés general. 

 

En este contexto, los artículos 59 y 60 del COMF señalan que la SB es un organismo técnico de 

derecho público, con personalidad jurídica, parte de la Función de Transparencia y Control Social, 

con autonomía administrativa, financiera, presupuestaria y organizativa, que tiene por finalidad 

efectuar “la vigilancia, auditoría, intervención, control y supervisión de las actividades 

financieras que ejercen las entidades públicas y privadas del sistema financiero nacional”, con 

el propósito de que estas actividades se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés 

general. 
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Entre las funciones asignadas a la SB, el artículo 62 del COMF incluye las siguientes:  

 

“1. Ejercer la vigilancia, auditoría, control y supervisión del cumplimiento de las 

disposiciones de este Código y de las regulaciones dictadas por la Junta de Política y 

Regulación Financiera y Monetaria, en lo que corresponde a las actividades 

financieras ejercidas por las entidades que conforman los sectores financieros público y 

privado; 

 

(…)  

 

4. Autorizar las actividades de las entidades que conforman los sectores financieros 

público y privado; 

 

(…) 

 

6. Ejercer la potestad sancionatoria sobre las entidades bajo su control y sobre las 

personas naturales o jurídicas que incumplan las disposiciones de este Código, en el 

ámbito de su competencia; 

 

7. Velar por la estabilidad, solidez y correcto funcionamiento de las entidades sujetas a 

su control y, en general, vigilar que cumplan las normas que rigen su funcionamiento, 

las actividades financieras que presten, mediante la supervisión permanente preventiva 

extra situ y visitas de inspección in situ, sin restricción alguna, de acuerdo a las mejores 

prácticas, que permitan determinar la situación económica y financiera de las entidades, 

el manejo de sus negocios, evaluar la calidad y control de la gestión de riesgo y verificar 

la veracidad de la información que generan; (…)” (lo subrayado me corresponde).  

 

Por su parte, el artículo 144 del COMF, materia de la primera, tercera y quinta consultas, dispone 

lo que a continuación se transcribe:  

 

“Art. 144.- Autorización. La Superintendencia de Bancos y la Superintendencia de 

Economía Popular y Solidaria, en el ámbito de sus respectivas competencias, autorizarán 

a las entidades del sistema financiero nacional el ejercicio de actividades financieras. 

En la autorización indicada, se determinará las operaciones activas, pasivas, 

contingentes y de servicios financieros que podrán ejercer las entidades, por segmentos, 

de acuerdo con su objeto social, línea de negocio, especialidades, capacidades y demás 

requisitos y condiciones que para el efecto establezca la Junta de Política y Regulación 

Monetaria y Financiera. 

 

Las autorizaciones determinadas en este artículo constarán en acto administrativo 

motivado y serán emitidas previo el cumplimiento de los requisitos determinados en este 

Código y en las normas expedidas para el efecto. Las autorizaciones podrán ser 

revocadas por las causas señaladas en el presente Código. 

 

Las entidades del sistema financiero nacional, además de esta autorización y antes del 

inicio de operaciones, deberán obtener del organismo de control el respectivo permiso 

de funcionamiento, de acuerdo con el trámite que se establezca para el efecto. 
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Solamente las personas jurídicas autorizadas por los respectivos organismos de control 

podrán utilizar las denominaciones: "banco", "corporación financiera", "almacén 

general de depósito", "casa de cambio", "servicios auxiliares del sistema financiero", 

"cooperativas de ahorro y crédito", "asociaciones mutualistas de ahorro y crédito para 

la vivienda" y "cajas centrales" y las demás específicas utilizadas en el presente Código 

y las normas que dicte la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera. 

 

No podrán usarse expresiones que por una semejanza fonética o semántica, induzcan a 

confusión con las anteriores. La superintendencia correspondiente calificará la 

semejanza.” 

 

Las causas de revocatoria a las que remite el segundo inciso del artículo 144 se encuentran 

determinadas de manera taxativa en el artículo 145 del COMF en los siguientes términos:  

 

"Los organismos de control podrán revocar la autorización para el ejercicio de 

actividades financieras por las siguientes causas:  

1. No realizar el mínimo de operaciones determinadas por el organismo de control 

durante un período de por lo menos seis meses consecutivos;  

2. Haber suministrado información falsa o fraudulenta u omitido información relevante 

para obtener la autorización; y,  

3. En los demás casos previstos en este Código. 

 

La revocatoria podrá ser resuelta, total o parcialmente, respecto de una o varias 

autorizaciones. La revocatoria de una o varias autorizaciones, que a criterio del 

organismo de control pongan en riesgo la viabilidad económico-financiera de la entidad, 

será causal de liquidación forzosa" (subrayado me corresponde). 

 

El artículo 146 ibidem dispone que dicho procedimiento deberá observar las garantías 

constitucionales del debido proceso, y que la resolución de revocatoria no se suspenderá por la 

interposición de reclamos, recursos administrativos o demandas ante los tribunales de justicia o 

arbitrales. 

 

Entre las prohibiciones que tienen las entidades del sistema financiero nacional, el numeral 1 del 

artículo 255 del COMF prevé la de “Efectuar actividades financieras que no estén autorizadas 

por los organismos de control, o que no cuenten con la autorización de la Junta de Política y 

Regulación Monetaria y Financiera” (lo subrayado me corresponde). Al efecto, los numerales 1 

y 7 del artículo 261 ibidem contienen las siguientes infracciones muy graves “No observar las 

prohibiciones constantes en el artículo 255 numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9”, y “No observar 

las disposiciones sobre capital, reservas y solvencia dispuestas en este Código”. 

 

En caso de infracciones muy graves, el numeral 1 del artículo 264 del COMF establece la sanción 

de “multa de hasta 0,01% de los activos de la entidad infractora y/o la remoción de los 

administradores y/o la revocatoria de la o las autorizaciones”.  

 

De lo expuesto se desprende que: i) la SB es un organismo técnico de vigilancia, auditoría, 

intervención, control y supervisión de las actividades financieras que ejercen las entidades 
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públicas y privadas del sistema financiero nacional, con el propósito de que éstas se sujeten al 

ordenamiento jurídico y atiendan al interés general; ii) corresponde a la SB, entre otras funciones, 

autorizar las actividades de las entidades que conforman los sectores financieros público y 

privado, a fin de velar por su estabilidad, solidez y correcto funcionamiento, así como ejercer la 

potestad sancionatoria y revocar dicha autorización por las causales taxativas previstas en el 

artículo 145 del COMF; y, iii) las entidades del sistema financiero nacional se encuentran 

prohibidas de efectuar actividades financieras que no estén autorizadas por la SB, así como 

inobservar las disposiciones sobre capital, reservas y solvencia dispuestas en el COMF.  

 

2.2. Naturaleza de las Disposiciones Transitorias y reglas de interpretación de las normas.-  

 

Sobre la naturaleza de las disposiciones transitorias, Arturo Alessandri, Manuel Somarriva y 

Antonio Vodanovic3 manifiestan que “Muchas veces el legislador dicta las llamadas 

disposiciones transitorias, mediante las cuales previene los conflictos entre la ley antigua y la 

nueva al determinar los efectos precisos que ésta debe producir en las relaciones o situaciones 

anteriores”.  

 

Por otra parte, el numeral 1 del artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional4 (en adelante, “LOGJCC”), al referirse a los métodos y reglas de 

interpretación jurídica constitucional y ordinaria, aplicables a la solución de antinomias, dispone 

que: “Cuando existan contradicciones entre normas jurídicas, se aplicará la competente, la 

jerárquicamente superior, la especial, o la posterior”. 

 

Adicionalmente, se debe observar que el citado artículo 3 de la LOGJCC, en sus numerales 5 y 6, 

prevé: 

 

“5. Interpretación sistemática.- Las normas jurídicas deberán ser interpretadas a partir 

del contexto general del texto normativo, para lograr entre todas las disposiciones la 

debida coexistencia, correspondencia y armonía. 

 

6. Interpretación teleológica.- Las normas jurídicas se entenderán a partir de los fines 

que persigue el texto normativo”. 

 

Asimismo, el numeral 7 del artículo 3 de la LOGJCC, en armonía con el numeral 1 del artículo 

18 del Código Civil5 (en adelante, “CC”) establece que: “Cuando el sentido de la norma es claro, 

se atenderá su tenor literal, sin perjuicio de que, para lograr un resultado justo en el caso, se 

puedan utilizar otros métodos de interpretación” (lo subrayado me corresponde). Además, se 

debe considerar que el inciso primero del artículo 7 del CC consagra el principio general de 

irretroactividad de la ley al señalar que: “La ley no dispone sino para lo venidero: no tiene efecto 

retroactivo (…)”. 

 

 
3 Alessandri, A., Somarriva, M., Vodanovic, A., Curso de Derecho Civil, Parte General y los Sujetos de Derecho, Cuarta Edición, 

Editorial Nascimento, Santiago, 1971, Chile, págs. 182- 183. 
4 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.   
5 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
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Respecto de la irretroactividad de las normas, mediante sentencia No. 031-17-SIN-CC, de 14 de 

noviembre de 2017, la Corte Constitucional6 expuso: 

 

“(…) Es uno de los principios más elementales que guían la aplicación de la ley es su 

irretroactividad que significa que ésta sólo rige para lo venidero, y sus efectos solo 

operan después de la fecha de su promulgación. (…) En otras palabras, este principio 

tiene entre sus objetivos primordiales, otorgar certeza al ordenamiento jurídico por la 

estricta aplicación de la ley; se trata de una garantía que se asienta como elemento para 

el efectivo goce de la seguridad jurídica, contra la aplicación de las normas por parte de 

autoridades estatales (…)” (énfasis añadido). 

 

Finalmente, la Disposición Transitoria Novena del COMF, materia de la primera, segunda, cuarta 

y sexta consulta, en relación con la vigencia de los certificados de autorización, señala lo 

siguiente:  

 

“Novena.- Vigencia de los certificados de autorización. Los certificados de autorización 

emitidos por la Superintendencia de Bancos y Seguros, que amparan el funcionamiento 

de las entidades financieras públicas y privadas, con excepción de las entidades de 

servicios auxiliares del sistema financiero, que actualmente están operando, son válidos 

y estarán vigentes hasta que sean sustituidos por las autorizaciones para el ejercicio de 

actividades financieras y los correspondientes permisos de funcionamiento a los que se 

refiere el artículo 144, de acuerdo con los tipos de entidad, previo el cumplimiento de 

los niveles de capital, patrimonio, liquidez, solvencia y los demás requisitos determinados 

en este Código, y en la regulación que expida la Junta de Política y Regulación 

Monetaria y Financiera. 

 

La sustitución de los certificados por las autorizaciones deberá realizarse en el plazo de 

dieciocho meses contados a partir de la vigencia de este Código. La Superintendencia de 

Bancos, en acuerdo con la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, podrá 

ampliar el plazo hasta por dieciocho meses, por una sola vez, por razones debidamente 

justificadas. 

 

Dentro de dichos plazos, las entidades financieras privadas deberán reformar su estatuto 

social y realizar las demás acciones necesarias para adecuarse a las disposiciones de 

este Código. 

 

Para cumplir con esta disposición transitoria las entidades financieras públicas y 

privadas podrán fusionarse, convertirse, o dejarán de operar e iniciarán un proceso de 

liquidación en apego a las normas que dicte la Superintendencia de Bancos” (énfasis 

añadido). 

 

En este sentido, el Código Orgánico Monetario y Financiero entró en vigor el 12 de septiembre 

de 2014, fecha a partir de la cual corrió el plazo de dieciocho meses previsto en el segundo inciso 

de la Disposición Transitoria Novena para la sustitución de los certificados de autorización, con 

la posibilidad de una única prórroga adicional de hasta dieciocho meses más. 

 
6 Sentencia publicada en la Edición Constitucional del Registro Oficial No. 34 de 14 de marzo de 2018. 
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De su tenor literal se advierte que la Disposición Transitoria Novena no solo se limita a reconocer 

la validez de los certificados originales; así, establece también un procedimiento obligatorio, con 

un plazo cierto y determinado, cuya finalidad específica es la obtención de la nueva autorización 

prevista en el artículo 144 del COMF. El vencimiento de dicho plazo no extingue 

automáticamente la validez del certificado ni convierte a la entidad en ilegalmente autorizada, en 

tanto la norma condiciona esa vigencia a la sustitución (un hecho positivo) y no al mero transcurso 

del tiempo; en este sentido, la obligación de completar el trámite subsiste.  

 

Corresponde precisar, en todo caso, que así como el artículo 62 numeral 4 del COMF atribuye a 

la SB la facultad de autorizar las actividades financieras, el mismo artículo, en sus numerales 1 y 

7, le atribuye la facultad de vigilancia, auditoría, control y supervisión de las entidades del sistema 

financiero nacional, en virtud de la cual corresponde a la SB determinar, en cada caso concreto, 

si una entidad cuenta con la autorización legalmente exigida, de conformidad con el artículo 144 

y a la Disposición Transitoria Novena del COMF. 

 

De lo antes expuesto se concluye que: i) las disposiciones transitorias tienen como propósito, al 

determinar los efectos precisos que éstas deben producir en las situaciones anteriores, prevenir 

los conflictos entre la ley antigua y la nueva; ii) la ley rige para lo venidero, y sus efectos solo 

operan después de la fecha de su promulgación; iii) las normas jurídicas deben ser interpretadas 

atendiendo a su tenor literal, a partir del contexto general y de los fines que persiguen; iv) la 

Disposición Transitoria Novena estableció un procedimiento obligatorio, con un plazo de 

dieciocho meses contados desde la vigencia del COMF, prorrogable por una sola vez por hasta 

dieciocho meses más, orientado a la obtención de la nueva autorización en los términos previstos 

en el artículo 144 del COMF; y, v) el vencimiento de dicho plazo no extingue automáticamente 

la validez del certificado original, ni activa, por sí solo, el régimen de revocatoria del artículo 145, 

mas sin embargo tampoco exime del cumplimiento del procedimiento, correspondiéndole a la SB, 

en ejercicio de sus facultades de control previstas en el artículo 62, determinar en cada caso si la 

entidad cuenta con la autorización legalmente exigida. 

 

3. Pronunciamiento.-   

 

En virtud de lo antes manifestado, y de acuerdo con lo previsto en los artículos 213, 226 y 308 de 

la Constitución de la República; 62, 144, 239, 261, 264 y la Disposición Transitoria Novena del 

Código Orgánico Monetario y Financiero, Libro I; 3 numerales 1, 5, 6 y 7 de la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; y, 7 y 18 numeral 1 del Código Civil, se 

concluye lo siguiente:  

 

1. En cuanto a la primera pregunta, una entidad financiera, constituida y autorizada según 

la derogada Ley General de Instituciones del Sistema Financiero, que continúa operando 

en el año 2026, está obligada a adecuar o sustituir su certificado de autorización por la 

autorización para el ejercicio de actividades financieras prevista en el artículo 144 del 

Código Orgánico Monetario y Financiero, Libro I, aun cuando haya transcurrido el plazo 

establecido en la Disposición Transitoria Novena ibidem. 

 

2. Respecto de la segunda pregunta, y tomando en cuenta el plazo previsto en la Disposición 

Transitoria Novena, la falta de sustitución dentro de dicho término no produce la pérdida 
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automática de la autorización para operar; es decir, la entidad puede continuar 

funcionando, mientras no exista un acto administrativo expreso de revocatoria, 

suspensión o cancelación emitido por el organismo de control competente. 

 

3. En torno a la tercera pregunta, para la sustitución de autorizaciones, según los términos 

previstos en el artículo 144 del COMF, se deben cumplir con los requisitos previstos en 

el COMF (que le resulten aplicables a la respectiva entidad financiera) y la demás 

normativa secundaria expedida para el efecto (como aquella emitida por la Junta de 

Política y Regulación Financiera y Monetaria). 

 

4. Sobre la cuarta pregunta, la obligación contenida en la Disposición Transitoria Novena 

del COMF implica también la verificación de capital, patrimonio, liquidez, solvencia, los 

demás requisitos determinados en el COMF, la normativa expedida por la Junta de 

Política y Regulación Financiera y Monetaria y demás normativa secundaria aplicable. 

 

5. En relación con la pregunta número cinco, una entidad financiera, que fue constituida al 

amparo de la derogada Ley General de Instituciones del Sistema Financiero, puede 

continuar ofreciendo todas las operaciones financieras para las cuales fue originalmente 

autorizada, mientras se encuentre pendiente la sustitución de su certificado por la 

autorización prevista en el artículo 144 del COMF, y el organismo de control competente 

no haya emitido un acto administrativo expreso de revocatoria, suspensión o cancelación. 

 

6. Finalmente, en lo que respecta a la sexta y última pregunta, el incumplimiento por parte 

de las entidades financieras, constituidas bajo el régimen de la Ley General de 

Instituciones del Sistema Financiero y que continúan operando en el año 2026, de la 

disposición transitoria novena del Código Orgánico Monetario y Financiero – y, por ende, 

de los niveles de capital, patrimonio, liquidez, solvencia y los demás requisitos 

determinados en el COMF y en la regulación que expida la Junta de Política y Regulación 

Monetaria y Financiera y demás normativa secundaria aplicable –, puede ser objeto de 

sanción, de acuerdo con las disposiciones del COMF.  

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 

pública que lo aplique. 

 

 

Atentamente,  

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia  

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Economista
Jairo A¡d¡ei Iza Romero
PRESIDENTE
CONSEJO NACIONAL DE GOBIERNOS PARROQUIALES RURALES DE
PICHINCHA. CONAGOPARE PICIIINCHA
Ciudad. -

De mi consideración:

Mediante oficio No. CONAC,OPARE-P-AIR-2026-162, de 2l de mayo del 2026, in8¡esado en el

coÍeo institucio¡al de la Procuraduria Oene¡al del Estado el misrno dia. se reformuló la consulta

inicialmente planteada mediante oficio No. CoNAC,oPARE-P-AIR-2026-124, de l4 de abril de

2026, en los siguieDtes términos:

¿De conforúri.lad con lo prei§o ert los arlículos 6ó, 69, 70 y 3 I 7 del Código Oryánico
de Orgat iucióB Tenitorial, Auronoñlo ! Descefitruliaación, en cotcor¿oncia con el
añicüto t 58 d¿ laLe! Oryá ica Ele.lotol ! de Oryaniuciones Poqticas de la R.pública
del Dcuadot (Código de lo Dernocroclo), l4 P¡esidencia de und iu a parroquial tutol
consliluye uno digniddd.le elección PoPulor autónon a e independie le de la cdlidod
rle eocal ¿le Ia respectira juato; o, por el contario, se ltuta de ú a funciórt de cotácfet
orgánico-Íuncional que se ¡leriva de la condición .14 wcol eleaTo que hub¡é¡e obte do

ta n ayor volacióñ ,lento dcl co espo¡dienle Proceso elecloral?

Frente a esta interrogante se úa¡ifiesta lo siguiente:

1. Atrtecedentes. -

Del oficio ¡emitido y docuñentos adjr¡ntos se desprmde que:

Previo a atender la consulta formulada se remitieron los oficios No. 16397 de 23 de abril de 2026

y No. 16?35, de 14 de mayo de 2026, a través de los cuales se requirió e insistió se reformlle Ia
consulta iricialmente presentada mediarte oficio No. CONAGOPARE-P-AIR-2026-124, de l4
de abril de 2026. Este requeriñiento fue atendido mediante oñcio No. CONAGOPARE-P-AIR-
2026-162, de 2l de flj,ayo de 2026, citado al inicio del prese e.

El Informe Jüídico No. 002. adjuoto al oficio de consulta, suscrito por el Coordinador Ju¡idico
de¡ Consejo Nacional de Gobiemos Parroquiales Rur¿les de Pichincha (eri ade¡ante,

"CONAGOPAM PICHINCHA "), citó los articulos 63, 66, 69, 70 y 317 del Código Orgrinico de

Organización Territoial, Aulonomia y Descelt¡alizaciónr (en adelante, "COOTAD'):y. 158 de

ta Ley Orginica Electoral y de Orgaltizaciones Politicas de Ia República del EcuadoP (en

adela¡k. "Códígo de la Democracia'), Colbase en este marco llorñativo, analizó y concluyó 10

siguie¡te:

I C(DTAD. publitado d ¿l Stplere¡to dcl nesist/o Oiicía¡ No.l03 d¿ 19 d. @tubt¿ d¿ 20 10.

t Codito ¿¿ t¿ D¿mmcia. publnado en !1S,pkñeñtode¡ Res¡t¡o O¡(ial No-578 de 27 d¿ obtil¡le 2tfi9
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"Y. CONCLUSIONES

. Prímera. El régi enjuidico aplicable a los Gobiemos Autónomo.¡ Descentralüados
Partuquiales Rurales debe aaalizarse, para efectos de l.t presente consulta, ¿lesde las
dispos¡ciones contenídas en el Códígo Organico de Organización Territorial,
Autononíd ! Descehtralízación ¡ en el Código de la Democrdcia, eñ cuahto regulan
la integrac¡ó , posesíón, orgañizocíón intema, representac¡ón legal y
fuficionamienlo illstíluciokal de las jünta¡ paffoquidles rurales.

. Segunda. De conformídad con el ftgimen legal aplicable, lojunta panoquial rurat
se integra por vocales elegidos medionte yotacíón popular, ¿le entre los cuales el
rocel ñás votado asume la presidencia de la junta paftoquial rural. En
consecueñcia, la elección populot se estructura sobre la dignidad de vocol de tajuñta
panoquial ntral, mientras que la presídencia se configura como una corlsecuencia
legol derfuada de la yotació obtenida.

. Tercera. Lq ptesidenc¡a de la junto parroqüial rural c.Ltnple uno func¡ón ejecutiva,
representatira y ddministrativa dentro del Gobíerno Autonomo Descentralizado
Parroquial Rural; sin embargo, dicha calidad no surge de una elección popular
separarla o autónoma respeeto de lavocal¡a, sino ¿lel mandato legalque atñbq)e la
presí¿encia al wcol más votado.

. Cuarta. Lo diJbencia de denominac¡ones utilizadas en distíntos períodos
administratiyos, tales como 'vocal principal' o presidente de la junta partoqui.tl
tural , geñela uña dudajuidíca objet¡ya y de releya cia ¡nstitacíofial respecto de s¡
dichas expresíofies corresponden a rlignídodes juidicamente di.sÍintas o a una misma
dignidatl de elección popular con distinta calídad funcíonal dentro del régiñen
ltrroquial rural.

. Quinta. La deterninacíón de si la calidad de presidente o pres¡denta ,iodijica la
naturaleza juidíca de la dignídad de vocal, o s¡ úñicamente eíerioriza la fncíón
orgánico-funciokal atribuida al vocal más votado, resulta necesaria para dofar de
seguridad juridica a la gestión institucional de los Gobiemos Autónomos
Desceñtralizados Panoquiales Ruroles.

. Sexta. La consulta que se propone .fotmular ante la procutaduia General del Estado
debe plantearse en términos generales ), abstroctos, circuhscrita a lq aplicación del
COOTAD y del Código de la Democracia, sin solic¡tdr la calífcac¡ón de
candidaturus, la a lotización ¿le postulacionet, la rerisiin de credencíales
electofales, la resolución de casos concretos ni la interpretación directa de
dispos¡ciones constittlcioñales.

. Sépt¡ha. En arenciótt d lo exp esto, resultojuidicañe te procedente elevar co¡»uha
a la Procuraduia Generol del Estado a frn de que determine, dentro del úgímek
legal aplicable, si la denoñinación ¿le presiderlte o presidenta de la j nta parroqu¡al
rufal constitq)e una diglidad a tó oña distinta de la vocalía, o si correspoñde a
una calídad orgánico-funcional derivada de la condicaón de vocal ñás votado ".

A fin de contar con mayores elementos de análisis, medianre oficio No. I6864, de 26 de mayo de
2026, este orga¡is¡no solicitó al Consejo Nacional Electoral (en adelante, ,,CXt 

) que .emira su
criterio juridico institucional sobre la materia objeto de la consulta. Este requerimiento ñre
atendido con el oficio No. CNE-SG-2026-3576-OF, de 05 dejunio de 2026, iÍgresado en esta
Procu¡aduria el I del misño mes y año, al cual se adjuntó el hforme juridico i¡stitucioDal
contmido en memorando No. CNE-DNAJ-2026-0841 -M, de 04 de ju¡io de 2026.

o

¡
t

Editic¡oAro¡on.i Pla¿.
A!. Añ¿!oña3 N39¡23 y Arlrágá

6767



- EdiñcioAru@. Pláz.
I 

^v. 
Anáro^6s N3e-r2 ! v Araq.

colisE o N,croNIL DE GoB¡EtNos p_txroQuLtlEs
XItMLES DE ¿¡CltlNclt¿ - CON/|COP4iE Plc$Ittttl

0u, rut.2üú

17629 PqlnLt

El idorme jurídico del CNE, suscrito por el Director Naciooal de Aseso.ía Juridica del CNE. citó
los articulos 82,217,219,226y 421 dela0onstitución de la República del Ecuadorr (en adelante,
"CRE'):23,25, 100, 135, 1,37, 166, 167 y Disposición Gener¿l Octava del Código de la
Democmcia: y, 5 y 6 del COOTAD; cotr fundamento en los cuales emitió u¡ criterio jurídico
abstentivo indica¡do gre "eñ virtud de las Íacultades constitucíonales y legales, el Consejo
Naciohal Electoral, no está lilcuhado pnra realizor la interpretacíón de la norma, ya que no

Íor¡na parte de sus cot petencías".

2. Análisis, -
8l artículo 238 de Ia CR-E dispone que los gobier¡os autónoños descertralizados (en adelante,
"GAD') goz,ú^ú de "outonomia política, adñínístrativa y frñat¡cíero, y se regirlir| por los
princip¡os de solidarídod, subsidioñedad, equ¡dad íñterlerritorial, íntegración ! participacián
c¡udadana". ED es¡e coñtexto, constifuyen GAD "las juntas parroquiales rurales, los concejos
municipales, los concejos metropol¡tanos, los coüsejos ptoinciales ), los consejos regioñales ".

En concordancia, el ardculo 239 de la CR¡ establece que el régimen de los GAD se regiá por la
ley co¡respo¡dient€; f respecto de las facultades legislBtivas de los CAD, el articulo 240 ibidem
recotroc€ que. "¿as J¡rr¡ra s parroquiales rurales tendrán facultades reglanentoria§".

Por §¡ pafe, el articulo 255 de la CRE prescribe que cada paÍoquia rural 'tendrá una junfa
parroquial conformoda porvocales de elección porylar. cuyo vocal ós rotado loPtesidbá";y
que su confoñnación, atribuciones y responsabilidades estarán determir¡adas en la ley (énfasis

añadido).

En este mismo áübito constitucional, el articulo 217 de la CRE dispone que la Fü¡ción Electoral
" gatahtizará el ejercicio de los dercchos polilicos que se erpresan a través del süÍrogio, ati cono
lot referentes a la otganización politica de la ciudadanio" . i$éndose pt principios como el de

autonomía, indepeDdencia, publicidad. transparericia, equidad, interculturalidad, paridad de
género, celeridad y probidad.

De acuerdo con el numeral I del a¡ticulo 219 de la CRE, e! coñordancia con el nurneml I del

articulo 25 del Código de la Democracia, correspo¡de al CNE: "Organizar, dirigir, vigilor y
garantizar, de monera trunsparente, los procesos electorales, convocdr a elecciones, realizat los

cómputos electorales, proclornar los resulrados, y posesionor a los gonadores d¿ las elecciones"
(énfasis añadido).

En armonia con las citadas disposiciones constitucio¡ales, el artículo ó6 del COOTAD establece
que "L!l junla Wrroquial r ral es el órgano de gobierno de lo parroquia ruraL Eslaú irt ¿g do
pot los tocales elegidos por wlaaiói popular, de enie los cuqles el ,nás ,otodo lo presidin|
con voto difineúte ' (énfasis añadido).

De manera concord¡nte, el a¡ticulo 69 del COOTAD dispone que el presid€nte de l¡ Jür¡ta
par¡oquisl rural se¡á "la primero aüloridad del ejecutivo del gobier o autónomo

descentralizado parroquial rural, elegido de acuer.lo con los rcquisilos ! rcgul^ciones previslas
ei ls ley de la ñnteria electorul". A strvez,las lebas a) y b) del a¡tículo 70 ibideú establecen

-
tmr

mfái¡ou¡¡ caq¡i oe rsr¡oó
,r, ¡ ¡:: ;iirir

t cRE, publiado ¿n el Resnñ O¡ciol No 449 d. )0 d¿ dhtbre de 2008.
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que el presidente de laju¡tr pa¡roqüal ruraltiene las siguieDtes atribucio$es: "a) El ejercicio de
la representación legol, y judiciol del gobieño autónomo descentralizado parroquial rutut b)
Ejerce¡ h Íacaltad ejecutitt del gobierno a tónomo descentalizado paüoquial rural" (tnfasis
añadido).

En este ma¡co, el articulo 317 del COOTAD regula las solemnidades a cumplirse en la sesión
inaugutal de los órganos legislativos de los GAD para la conformación de sus dignidades, y
dispo¡e en su último inciso quei

"Las j ntas paftoquiales rurales procederán a posesionar, rcspetan.lo el otden de
volación alcaLzqda en el proceso electotol rcspeclit'o, sl rocol más yolado corxo
presidente o presidentc, vicepresidente o rícepresidento ! vocales en su orde (...)"
(énfasis añadido).

En desarollo de los principios que dgen la Fu¡ció¡ Electoral antes reGridos, el inciso final del
articulo I del Codigo de la De ocracia establece que sus disposiciones ¡egulanla "Wrticípació
populat en el ejercicio de lo democracia directa pato los procelos electorales ), para la
designociór¡, remoción y reyocatoria del marulato de las outoñdades de los órganos ¡le poder
público", bajo criterios de pluralismo ideológico politico, no discrimi¡ación e igualdad de
oportunidades (énfasis añadido).

En ese orden de ideas, eI anículo 90 del Código de la Democracia prevé que las elecciones de
vocales de las juntas parroquiales ru¡ales se realizarán cada cuat¡o años y no serán concurreDtes
co¡ las elecciones ¡acioriales. Por oüa pañe, el tercer inciso del articulo 91 ibidem detemrna que
dichos vocales "se posesionarán y entrarán en funcíones el catorce de mow del año de su

En lo especifico, el árticulo 158 del Código de la Democracia, al que hace relerencia la consulta,
dispone que:

"Cada circunscipción que corresponde o una parroquio rüral t¿nd¡á uno Júit.t
Pofioqaial conforñada lar cinco vocales electos en sa juris¡liccüñ, solvo en aquellas
en que su población sobrepase los cincuenta mil habito¡tes, en cufo caso se elegirán
siete \)ocales. El wcal ,nás votado la prcsidirá" (énfasis añadido).

El articulo 159 del Código de la Democraciá añade que los vocales de ju¡rtas paÍoquiales rurales
se elegirán "útakdo por las respectiNcts líttas de las organízociones politicas o alíanzas de su
preferencio establecídas mediante ptocetos democrát¡cot intemos o eleü:iones prítfiarias, que
mantendrán deforma estricta la equíde¿, patidad, akernabilidad y secuencialidad e tre hombres
I t ltjeres o víceversa (..,)". Fina¡mente, los aficulos 165 y 166 del mismo cuerpo normativo
establecen que Ias autoridades el€ctomles proclanrarán a las y los candialatos €lectos conforme a
la adjudicación de escaños y, u¡a vez en fiÍne dicha resolución, emitirán y enhegadn las
respectivas credenciales.

Por oüo lado, es pertinmte considerar que, de acuerdo coll el numeral 7 del artículo 3 de la Ley
Orgánica de Ga¡antias Jurisdiccionales y Control Constitl¡cionala (e¡ adelante, "LOGJCC'), q\R
establece los métodos y reglas de irterpretación noEnativa el método de interpretación liteml

I
a
t

EdiÍ.ióÁtuzón.r tl¡'¡
av. Añ.2oñá5 Nlg-r¡! yafzáqá

' LOGJCC, rubkada en el Szsu¡¡L Suplene¡b.¡et Resisto Ofr.ial ¡!o.52.le 22 de @1!br¿ d¿ 20A9
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señala expresamente que "Caondo el senddo de la norma a claro, se olenderá sa telot lireúl,
sin perjuicio de que, para lograr un rcsuhadojusto en el caso, se puedan úili¿at otros métodos
de interpretación " (énfasis añadido).

De 10 fladfestrdo anteriormente se desprende que: ¡) el sistema electoral, regido por la CRE y el
Código de la Democracia, establ€ce que los vocales de las juntas paroquiales rurales se eligen
por listas bajo principios de paridad. proporcionalidad e igualdad, y qu€ el orden de votación
deñne la asignación de cargos, especialmente la presidetrcia; ir) el CNE es el órgano encargado
de organizar el proceso electoral, proclamar resultados, adjudicar los cargos y entregar
credenciales, gárantizardo traosparencia y respeto a la volu¡tad popula( ii, lajunta panoqüal
rulal es el órgano de gobiemo paÍoquial, goza de autonomía politicá, administrativa y ñnanciera,
y actua bajo p¡incipios de eqüda4 subsidiariedad y pa.ticipación ciudadana; ir) el presidente de

la junta parroquial rural será el vocal que hubiere obtenido la mayo¡ votación en el respectivo
proceso electoral, y ejercerá Ia máxima autoridad ejecutiva dentso de¡ GAD parroquial rural, con
representación legal yjudicial; v) lasjuntas paroquiales o¡ales posesionartu, respetardo el orden
de votación alcanzado en el proceso electoral resp€ctivo, al vocal más votado como presidente o
presidenta, vicepresidenle o vicepresidenta y vocales, en su orden.

3. Protrutrci¡miento. -

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los articulos 66, 69 y
317. inciso final, del Código orgáñico de Organización Territorial, Autonomia y
Descentralización; e¡ concorda¡lcia con el amculo 158 de la Ley Orginica Ele¡toml y de

Organiz¿ciones Políticas de la República del Ecuador Código de la Democracia, la prcsidencia
de una junta parroquial rúal ¡o constifuye tma dignidad de elección popular autónoma e

indeperdiente, sino una función de canácter orgrinico-fu¡cional que se deriva necesaria¡nenle de

la calidad de vocal electo, y recae automáticameÍte eú el vocal que haya obtenido la mayor
votación e¡lel respectivo proceso electoml; en co¡secuencia. el presidente de lajunta parroqüal
ruml no es elegido coño tal por el electorado, sino que adquiere dicha condición como ef€€to
juridico directo del resultado electoral de los vocales de lajunta panoquial ruIal.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la
j¡]ridicas. Su aplicación a casos institucionalesinteligencia y aplicación getreral

especificos es de exclusiva responsabilidad
pública que lo aplique.

entidad consultante y de cualquier oha e¡tidad

Atentamente,

Abg. Juan
DfL STADO
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Licenciado
Luis Güstavo Silva Vilcacxndo
ALCALDE
GOBIERNO AUTóNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL
DEL CA¡ÍTóN MERA
Mei-¿. -

De mi consideración:

Media¡te oficio No. GADMCM-ALCALDIA-2026-4369-O, de 13 de abdl de 2026, i¡gresado
en el coreo institucional de la hocuraduria GenerEl del Estado el mismo día, se refomuló la
consulta i¡icialmente planteada er oficio No. GADMCM-ALCALDIA-20264310-O, de 18 de
marzo de 2026, en los siguientes términos:

"1.- ¿Los recursos suscepfibles dc ser trañsÍeridos a los Gobierños Autófiomos
Descentralizados por parle dc la Secrctaia Técnica de la Circünscipción Tetitorial
Amazónica ¡le conformiddd con los qrtículos 60 ! 62 de la Ley Orylrnica patu la
Pla ficación Infegrul de la Circunscripción Teftirorial Especial Amazliniea, tienen
uno fiaturaleza juidica distinta a los rucursos de invetsiótr pública, de conformidad
co el artítülo l0 de dicha Le!, asi corno del artícülo 55 del Código Orgúnico de
PhtñifcqcióL !' FiñaLzas Públkasi'

E caso de ser afrrñatiro su lespaesta,

2.- ¿La construccitiñ rle cualquier obru pública rnu,ticipal o ñebolmlitaña, cuyaÍuenfe
de rtna ciafiienlo proteñga de los tecu$os susceptibles de set bansfertdos a los
Gobiemos Aatónofios Desceht¡alizados pot parte ale la Setetoria Técñica de la
Circüñscrtpciór Terr ortd Especial Ar¡axónica, olteru la obligación de cobru de los
Gobiertos Autó oños Desce talizaúos mu icipales o metopolita os ¡le la
contibución especial de mejoras dispaesta por el aflículo 569 del Cóügo Otgáñico de
Organización Teftirorial, Autonomía y Descentoliztcióh? "

Frente a lo cual se maniñesta Io sig¡¡iente:

1. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adju¡tos se deprend€ que:

El informe juridico contenido en el memorando No. GADMCM-PROCLIRADURIA-2026-4359-
M, de 6 de abril de 2026, suscrito por el Procurador Síndico del Cobiemo Autónomo
Descentralizado Municipal del cartón Mera (en adelarlte "GADM Mera "), citó los artículos 569
y 578 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autono¡¡ía y Descentalizaciónr (en
adelante, "COOTAD"); 60 letra b) y 62 letra b) de la Ley Orgturica para la planificación y

) COOTID, publnado ú el Súp\údh del Res¡sno Oli.ial No. 303 de ]s de actubre de 2U A.

7171



t-.ITT Edif icio Ama¡o.á§ Plázá
av ama¿onas N39¡25 y arfzagaI

a¡
,

PNOOJRADJR'{ CTMRAT DE E5TADO

GOB I E I,\O llf óNOMO DESCENTM LTZ,IDO M UN|CI P,4 L
DEL C|NTóN MEM

*,,tr*:::i

Desarollo lntegal de la Circunscripció¡ Territorial Especial Amazóriica': (en delante.
"LOPICTEA');55 del Código Org¿inico de PlaniJicación y Finanzas Públicass (en adelante,
"COPLAFIP");y, el prorunciamiento de este orga¡lismo contenido m el oñcio No. 08663, de 4
dejulio de 2012, con base en los cuales aralizó y concluyó lo siguiente:

.,II/. FANDAMENTO Y AN.IUSIS ¡ARIDICO

(...)

10. De las noftnas a tet refetidas se t¡ene que la Secretaria Técníca de la
Circunscipeión Territorial Es tran$ferir recursos del Fondo
oara el Desarrollo Sostenible a los Cobierno Municíplk§.:tLilt4p»4yc ;slu qlülj4tdos
e la invers ión de s ervicios púb icos de aqua po tab lM
resíduales. maneio de desechos sólidos. actividades de saneamiento y gestión !
reparación ambieútal co virtíe do a.sí eslo un recurso no reembolsable a la Secretaria.

11. Al ser un recufio no ree bolsable a la Secretarid Técflíca. esta no se conyierte en
inrefiióndel Gobierno Municipal por lo oue no se tu
con eslos recursos. la contribución espetial de meiora§. ya que la ndfuraleza de este
tributo es la recuperación de la ¡nvers¡ón realizada en dichas obras.

V. CRITERIO JURIDICO

12. Con base en los a tece.le tes, la nofitati)a aplicable y el qnálisir juidico realizado,
esta Procuraduie Síndica consideru que no es Lroegd9ljE cllgblo
esDecial de nejoras por lo
de la transferencia de la Secre¡aia T¿cnica de kt Circ nscripllltLkILilgLig!-E;pcLb!
4!!tgzé!i@ e cumpl¡ñiento de la Le! Orgánica para la Planifcación Integt al de la
Circunscripción Teftitorial Especial Ameón¡ca.

f...r '' (el subrayado me coresponde).

A fin de co¡tar con mayores elementos de análisis, este organisrno, mediante oficios No. 16306,

No. 1ó307 yNo. 16308, de fecha 16 de abril de 2026, solicitó los criteriosjurídicos institucionales
a la Asociación de ML¡nicipalidades Ecuatorianas (en adelante, 'AME'), al Ministerio de

Economia y Fjna¡zas (en adelanfe, "MEF") y, al Consorcio de Municipios Amazónicos y
Galápagos (en aÁelante, "CqMAGA"), respectivamente. Mediarite oñcios No. 16599 y No.
16600, de 6 de mayo de 2026. se insistió en dichos requerimientos al COMAGA y a la AME.

Los requenmientos tueron atendidos por: , elMEF, mediante oficioNo. MEF-CGAJ-2026-0033-
O, de 23 de abrit de 2026; y, i, la AME, mediante oficioNo. No. AME-DNAJ-2026-0027-O, de

8 de mayo de 2026. El COMAGA no atendió los requerimientos efech¡¿dos por este o¡ganismo.

El criterio juddico del MEI, además de las no¡mas citadas por la entidad consultante, citó los

anículos 16, 17 y 59 de la LOPICTEA, con firndame¡to en los cuales concluyó:

1 LOüCTDA, publicadd en el Supl¿ñ¿htó d¿l Resisto Olciol No 245, 2 I .le ñaro 20 I I
r COPL,4FIP. publk ddo en ¿l Stpleñd¡o det Ress1tu oliia¡ Na 306 de 22 de octúre de 2010.
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III. RESPUESTA:
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En reloción con la primere constlta, cabe se'nalar que, sobrc la base de lo di$»lesto en
los artículos 16, 17 y 59 de la Ley Org¿nica para la Planificación y Desarrollo l¡tegral
de la Circunscr¡pción Terr¡to al Especidl Amazón¡ca, lo Secretaio Tecnica de la
Circunscripción Territorial Amazónica, no tiene a su cargo lo a¿lñinistración del Fondo
para el Desarrollo Sostenible Amazónico; y, por lo tanto, tañpoco la trahsferencia de
recufsos a los respectiros Gobiemos Aufónoños Descentraliza¿los.

Concordantemente, los articttlo¡ 60 y 62 de la Ley en nención, nor d lo relativo al
Foru.lo para el Desarrollo Sostenible Amazónico (Art. 59 de h LOpDICTEA), que se
frñancia co una a.tig¡ació equivolente al 40/6 ¿lel prec¡o ¡le venta por cada baftil de
pelróleo que se e$raiga en dicha C¡rdnscrtpción Terrítorial: fondo cuy$ lecursos son
dbtribuidos y transÍeñdos dircctameate por el Banco Cent¡al del Ecaado¡ a los
Gob¡er¡os Autónomos Descektralizailos behefrcíorios (Añ. 60 de la LO¿DICTEA); f,
utilizados co¡foñfle lo disp¡/esto en el artidio 62 de la meñcioña Let; por lo que no
tienen relaciófi coi la consuha formulado por el Gobierno Autonoño Descentralizado
Municipal del cantón Mero.

Por lo eapuesto. resuha ine¡able atender las consuhas realizdda.t por el GAD Municipal
del cantón Mera" (&ljasis coresponde al texto o¡ighal).

Por su pa¡te, el criterio juridico de la AME, adeÍ¡.i6 de Io prcüamente meocionado, citó los
afículos 238 y 240 de la Constitució¡ de la República del Ecuadol (en adelante, ..CRE,,); 

7, 9,
57,59,60.574,575 y 576 del COOTAD, coD firndamento etr los cuales concluyó lo sigui€r¡te:

''(...)

4. CNTERIO JUNDICO

En ñérito de lo expuesto, esta Direcciót, Naciotal de Asesoia Juidicd de la Asociación
de Mbricipalidades Ecuator¡o o^s, eñite el siguiente citerio:

- Los recursos trans!¿t idos por la Seúetaia Tér:nica ¿le la Circunscipcióñ Territoriol
Especial Antazónica. cofistitqlei lversión uiblies en los términos del articulo 55 del
Código Orgánico de Plan¡licación ! Fi awas púbti«s, sin peiuicio de su cctrácrer no
reetibolsable.

- La f ente de Jinanciañiento de la obra pública no ahera lo con¡goación del hecho
senetuder de la contribuc¡ó¡ esrycial de ñeioras. el cual se fundañenta en el beneJicio
que reciben los inmuebles,

- En consecuencia, esjuid¡camen¡e procedente el cobro de la contibación espec¡al de
mejoras. aún cua¡¡do la obra hava sido linanciada con recursos del Fondo lmra el

I CRE, publka¿a ú .l R¿a¡sttu Ol.¡al No 449 d. 20 d¿ @tubrc d. 2408.
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D¿sanollo Sostenible Amazónico. síeñpre que se a ¡rplan los presupuestos legales para
su detenninación.

- Sin perjuiLio de lo anteriot, @
Dodtán, en e¡ercicio de su pot¿stad ñomlaliva, establecer exoneraciones o rcducciones

ñediante ordenanza. eñ ate c¡ón a criterios de p9L!lggg!bkgJg!¡!!g!!j99¡glg! !!
especilico de los reeursos " (lo subrayado me corresponde).

De lo expuesto se observa que el informe juridico de [a entidad consultante difiere del criterio
juridico de la AME. Asi, para el GADM Mem ¡o es procedente el cobro de la contribución
especialde mejorascuando se tmie de lacotrstrucción de una obra pública financiada con recu¡sos

del Fondo para el Desarrollo Sost€nible Amazónico, al considerarlos no reembolsables y por
tanto, carcntes de la naturaleza de inversión pública. Por su parte, la AME co¡sidera j uridicamente
procedente el cob¡o del tributo referido, sin perjuicio de la potestad de establecer exoneraciones

o reducciones mediante la ordenarEa respect¡va. Finalñe¡te, el MEF señala que lá Secretaria

Técnica de la Circunscripción Tenitorial Especial Amazónica no tiene a su ca¡go rri la

adñiristración ni la transferencia de los recursos del Fondo a¡tes úencionado, pues aquellos son

distribuidos y transferidos por el Banco Central del Ecuador. Etr tal virtud, concluye qle es

inviable atender l6s consultas realizadas por el GADM Mera.

2. ADáüsis. -

A efectos de facilitar el estudio de las consultas, el álisis se dividiiá en los siguientes pu¡to§: ,
Naturaleza del Fondo para el DesaÍollo Sostenible Arnaánico de la Circurscripción Territorial
Especial Amsánica; y, ir) Contribución especial de mejoras y su cobro respecto de recusos no

reembolsables.

2.1. N¡luralez¡ del FoÍdo prr¡ el Des¡rollo Sostenible Amazónico de I¡ Circu¡scripcióri
Torrltoriel Especiel Am¡zónic{. -

El artículo 274 de la CRE prevé que los gobiemos autó¡omos desceDtralizados (en adelante,
''GAD'). en cuyo territorio se exploten o industdalicen rccüsos naturales no renovables,
''tendrán derecho a oart¡cipal de las rcntas ¿llgpgrujbg-ZDtlqdQpor esta activ¡dad, de39! !9
con la let, . Similar previsión consta en el articulo 175 del COOTAD (el subrayado me

corresponde).

El articulo 207 det COOTAD contempla que el objetivo de dichas transfere¡¡cias es compe¡sa¡ a

los CAD "por la erplolltcün de recutsos naturales úo /e ov\bles, los efe.ctos negotivt,r de s1t

explotac¡¿rn ! la dismínución (lel patrihlo io nacionol" SegÚn el afiiculo 209 del COOTAD, el

destino de eslas trañsferencias "estará olieúqla al desaftollo humatlo v lrotección de la
naturuleza I el a bienle". sin que esto implique la evasiótr de las respo¡sabilidades de

prevención, mitigación y reparación de los daños ambientales y sociales; adeñás del

"financiomieñlo de egresos ho perñanentes oue generen ¡lirectañente acw ulación de ca,pitalo

activos públicos de lo,Ea duracíón. en los teftitortor donde se prodwcan eslos imPaclos",
procurando la generación de inf¡aesfuctura pública y de fuente§ de energia limpias (lo subr¿yado

me coúesponde).

Por su parte. elarticulo 62 de la LOPICTEA. al referi¡se a lautilizació¡ de los recursos recibidos
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del Fondo para el Desarollo Sosrenible Amaáoico (en adelaDte, .fDS,4 ,), precisa en su letra b)
que los CAD Municipales los empfearán "exch$iyamente pglgjnyer!ün eñ señ,ícios públicos
de agua ootable. alcantarillado. depuración de aguas rcsíduales. mane.io de desechoi sólidos.
actie¡dades de sqneamiento I sestiók ! rEaración ambiental ', (lo subrayado tue coraesponde).

El inciso posterior a la letra c) del mismo artículo agregá $¡e los tres niveles de cAD prioriz¿rán
la inve¡sió¡ de esos recu¡sos m los sectores que tengan los más altos indices de necesidades
básicas i¡saúsfechas, de riesgo y rulnerabilid¿d asociados a la discriminación de gorero y la
violencia conha la mujer, asi como coD menor cobertüa de servicios básicos. De la ¡orma
transcrita se advierte que la propia LOPICTEA califica el empleo de estos recursos como

Por oüa pafe, los incisos primero y seguado del a¡ticulo 4 del COPLAFIP prevén que se
someterán a este código todas las entidades, instituciones y organismos comprendidos en los
articulos 225, 291 y 315 de la CRE, respeta¡do 'la facultad de gestión autónoma, de orden
politico, administrativo, econóñico, frnancíero y presupuestario" de las hstituciones del sector
público.

A su vez, el articulo 55 del COPLAFIP define la i¡versión como el cotrjunto de egresos y/o
tra¡sacciones "que se realíza con recursos públicos pqLa manrener o increúentat la riqueza y
capgeklql?4 §eciales ljel Estado. con la finalidad de cumplir los objetivos de la planífcación.
(lo submyado me correspoode).

En esa llnea, la Procumdula General del Estado, mediante pronuncia¡niento contenido en el oficio
No. 13888, de 14 de ooviembre de 2025, respecto de la naturaleza de los artículos 62 de la
LOPICTEA y 57 del COPLAFIP, expuso lo siguierre:

"(...)

En consecuencia, elcontet¡do histórico de la horma, así cono las reformas introduc¡das,
rcstríneen el uso de los recursos del FDSA a los frnes exptesamen¡e previstos en los
articulos 30. 60.1 ! 62 literal bl de la LOP|CTEA.

(...)

CompletfientoÍiar ente a Io etpuesto, el artículo 57 det Código Orgáhico de planilcacíón
! Finauas Públícas (eñ adelante, 'COPLAFIP') ¿lispone que la inyersión pública debe
estar debidamente planifcada, definiendo los planes ¿le ¡nversíón como: 'la etpresión
téct iat y Jinanciera del con¡u¡to de prografios y proyectos de inversión, debidamente
pr¡oriz.tdos, progtu nados y terñtorialimdos. de conformida¡J con las ¿lisposiciones de
este cód¡go. Estos planes se encaent-añ encamina¿los a la consearciói de los objetiyos
del réEímen de desanollo y de los planes del gobierno central y los gobiernos autónomos
descentralizados . A tdles dectos. coftespoiderá a los GAD Mtl¡liciDales planílicar el
uso de los recursos del FDSA- et obseryancia de las norma¡ vipentes al tíenoo de su
rcalización.

De la non?tativa ! pronunciañieñtos cítados se desprende lo siguiente: i) los GAD
Municiryles deberán utiliza¡ los recttrsos del FDSA exclusivanente paru go:íos de

-
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invers¡ón por lo cual se prohíbe su uso en gaslo corienle; ii) los 4rticulos j0, 60.1 y ó2

literal b) de la LOPICTEA pennitefi que los GAD Municipales utilicen el Fondo de

Desarrollo Soste ible Amuzónico Para inversión en semicios
olcantarillado. trata,níenlo de aguas rcs¡düales maneio de desechos sólídos. actividades

de saneañiento. qeslión y reparaciófi añbienlal: v. proveclos de ¡m)ersión Paro Dreveür
la violencia de pénero. enadicar la violencía contra la muier v oolítica locales de

ieualdad: ¡i¡) los GAD Munícipales priorizaráú tamb¡én la inver§ióñ de e§tos recursos

en sectores que teng.ltt los más dltos índices de necesidades básicas insatisfecha§, de

riesgo y vulnerabilidad ek la forma determinado por el tercer inciso delartículo 62 !, iv)

la teñpotolídod de la tronsfetencia de los recursos pot parte del Gobiemo Cenlral no

modtfica la forma en que los GAD Municípolu deben utilizar los recursos del FDSA;

aouella únicamente debe obsenar los liñiles establecídos en la LOPICTEA sin que

etista otro eleñento de sim¡lar fiaturaleza que incida efi st consideracióñ

3. Prorrunciarnien o.

En atención a los términos de lo consulta. se concluye que, de conform¡dad con los

atliculos 30, 60.1 t 62 literul b) e inciso tercero de la LOPICTEA, los recursos recib¡dos

¿lel Fondo para el Desarrollo Sostenible deben desti4a6e eiclusivamente a i veriiói en

sen'icios públicos ¡le aoua ootdble. alcot torilla¿lo. depuración de asuds residuales.

ñanejo ¿b desechos sólidos. actividades de saneamiento v eestión v reparación
ambiental: asi cot o a prowclos de irNers¡ón oientados a preLen¡r la violencio de

género. erradícar la violencia conta la muier v opovar oolítícas locoles de ieualdad:
esta .lo prohib¡¿lo su uso pata eosto coftiente. (..)" (Lo subrayado me corresponde),

AdicionalmeDte, la LOPICTEA regula dos tipos de Fo¡dos, el FDSA y el Fondo Común para la

Circunsc.ipción Terrirorial Especial Añazónica (en ñelar,te "Fokdo Conún de la CTEA"\, que

tiene otos fines de destinación específicos y cuya administ'ación, al tenor de su articulo 16, le

correspo¡de a la Secretaría Técnica de la Citcu¡scripció¡ Tenitorial Especial Amazórica (en

adelanfe, "STCTEA").

En este co¡lexto, mediaDte pro¡u¡ciamiento contenido en el oficio No. 0l l4l, de I de mar¿o de

2023, este o¡garismo se pronunció sobre la natu¡aleza de la STCTEA en los siguientes términos;

'(...)

3. Ptorrancioñiento. -
En atención a los tér lifios de su primeta coksulta se conclule que' de conformidad con

los artículos t 1 de la Ley Oryá ica para la PlaniJicoción lntegral de la Circunscripción
Terr¡torial Especial Anazónica y 11 del Codigo Orqánico de Orgañ¡zación Territolial'
Autonomia ! Descenlftrlización, lo Seüelaría Técnica de la CircuñscriPción Terrilor¡al
Especial Anazónica es una enti¡lad de derecho piblico. con Wrsoneia juidica'
potrí on¡o J recursos eco ómicos propios, coñ autonomia t¿cníca, adñínislrativa y
Jinanciera que oformq patle de laF nción Eiecutíva.

Respecto a su seganila consulta se concluye que, de ocuetdo con los articulos 1 1, 13 1ó

y 66 de la Le¡, Orgáníca para la PlaniJicación Integral de lo Circanscripción Terrilorial

o
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Especial Añazó ica, la odministac¡óñ de sú Fondo Común coñoete a la Secretaría
Técnica. previa la respectíva cootdinac¡ón interinstitucionol que efectúe el consejo a Jin
de que los proyectos que se iñcluyan y prioricen en el Plan Integral para la Amazonía
guarden atmonia con Plan Nacionol de Desatollo.

(...r" (lo subrayado ñe co esponde).

De lo expuesto se observa que: , los GAD en cuyo territorio se exploteñ o industrialicen recu¡sos
nanuales no renovables tienen derecho a pañicipa¡ de las rentas que petciba el Estádo por esas
actiüdades; ¡i) los GAD Municipales empleani¡ los recursos recibidos del FDSA exclusivamente
para inversión eo servicios públicos de agua potable, alcantarillado, depuración de aguas
residuales, ma¡ejo de desechos sólidos, actividades de saneamierito y gestión y repa¡-ación
ambiental, priorizando los sectorcs con lo§ fIxás aitos indices de necesidades básioas i¡satisfechas,
de riesgo y wlnerabilidad; xi) dichos recursos, en cuanto se ejecutat en las obras y servicios arues
señalados, constituyen inversión pública en los térmi¡os del articulo 55 del COPLAFIP, sin que
su canicter no reembolsable modifique tal natu¡¡leza; y, iv) Ia LOPICTEA distingue el PDSA del
Fondo Cortrr¡n de la CTEA, siendo este último, y no el FDSA, el que admiÍistra la STCTEA.

2.2. L¡ condbuciótr especill de mejor¡s y s¡¡ cobro resp€cto de recur§os no reembols¡ble§,-

De acuerdo coo lo preüsto eD el alículo ló del Codigo Tributario5 (eD adelante, ''CI'), se
entieode por hecho generador "al presüWesto estableci¡lo por la ley pora cohffeurar cada
hárfo " . Conforme lo dispuesto en el inciso primero del articulo 24 ibidem, el sujeto pasivo de
la obüSacion tributa¡ia es "la pelte4a natural o ilt']íd¡cd oúe- según la lelr. está obli"ada ol
cumplitfiie to de la prestacíón tr¡butaria. sea como contribuyente o cotto respons.tble' (lo
subrayado ñe coresponde).

En úateria de coDhibución especial de mejoras, el articulo 569 del COOTAD establece que su
hecho gene¡ador es "e/ beneficio real o presuntiw ptoporciona¿lo a las propiedades inmuebles
por la construccíón de cualquíer obra piblica ñ nicípal o metropolitan¿". Etr concoada¡cia, el
articulo 573 ibideú precisa que existe tal beneficio cuaodo "uha propie¿lad resu\a colíndatte
con u a obra pública, o se enatentra conprendida dento del ¿irea declarada zona ile beneficio
o ínfluencia por ordenonza del respectiyo concejo".

El aficulo 574 del COOTAD establece que el sujeto activo del fibuto es "la municipalidad o
distrito netopolitano en cura juñslicción se ejecuta la obra": y, el ultculo 5?5 ibidem prevé
que son sujetos pasivos "los propietarios de los inmrcbles benefrciados por b ejecución de la
obra pública". acls¡a¡do que las municipatidades y distritos mehopolitanos "podrán absorber
con «trgo ¿t su presupuesto de egresoL el ¡rnporte de las exerciones que por razones ¿le orden
público, econónico o soc¡al se establezcon ¡nediante otdenanza".

Segun el añiculo 576 del COOTAD, "lo contríbución especial t¡eñe carácter real", precisñ\do
qu€ las propied¿des be¡eficiadas, cualquiera que sea s¡¡ titulo legal o situación d€
empadronamiento, "responderáfi cok su valor por el déb¡to tributan,o ". Agrega el citado articulo
qtte "Los propietarios solamente respondenhl hasra ¡ar el valor ile la propiedad, de acuerdo con
el avalúo ¡nunicipal actualízado, realizado antes de la inícíación de las obras ".

: <T, publiada eñ el rup¡efunto d.l Re9isno (|¡Lidt No. J8, de 11 ¿e junio ¿. 2OO5
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Respecto de la base de la conribución especial, el artículo 578 del CooTAD señala que ésta
"será el costo de la obra rcspectiva, prorrateodo entrc las propiedades benefciadas, en laforma

y proporción que se establezca en las respeclívas ordenatEas".

En este sentido, mediante oficio No. 08663, de 4 dejulio de 2012. la Procuradu¡ia Ceneral del
Estado concluyó lo siguie¡te:

"De las normos ! lajurisprudencia citadas se desprende que, el hecho generador de las
contribuciones especiales de nejoras JgdM
ben"ficio prooorcionado a las orooi
cralouiet obra pública: que el sujeto octivo de dicho tributo es la M nicípalid.td: y, que

no forma parle íntegra¡le del hecho generador, que las obras hayan sido o no ejea$odas
por el sujeto activo (Municipalidad), en vir¡ud de qlzlguqüIibtglpre§_glpeÉigk k
meiora¡ son tributos vinanlados. oue sureen de una obra en oue el Estado ha efectuado
gastos oue bene¡cian en fonno di
al pago del tibuto desde que se co lieura el hecho eenerador(lo subra)lado ñe
corresponde).

AdicioDalrneDte, los concejos municipales tienen Ia facultad de disminuir o exonerar el pago del
ributo. En efecto, el inciso segündo del articulo 569 del CooTAD prevé que los concejos
municipales o disfitales "podrán disminuir o eronerar el pago de la contribución especial de
mejoras en consideración de la situación social y económica de los contribuyentes" . En esaliúea,
ñediante pronu¡ciamienlo contenido en el oficio No. 20700, de 14 de octubre de 2022, este

organismo señaló que los GAD municipales eslán facultados para disminuir. exonerar o extinguir
cont¡ibuciones especiales mediante ordellanza. motivada e¡ mzoles de oaden público, económico
o socral y prevro análisrs de su impacro fiDanciero.

De lo expuesto se observa que: i) el hecho generador de la contribución especial de mejoaas es el
beneñcio real o presuntivo que la construcción de ura obra pública proporcio¡a a las paopiedades

i¡¡¡ueblesj i¡) so¡ sujetos pasivos los propietarios de los inmuebles b€neñciados, y la base del
tributo es el costo de la obra pronateado ent e dichas propiedades; ¡¡i) ¡o integra el hecbo
ge¡erado¡ la circr¡nsta¡cia de quién ejecutó la obra ni la fuente de su fina¡ciamiento; por lo tanto,

el ca¡iicter no reembolsable de los recursos utilizados Do altem el nacimiento ni la exigibilidad
del tributo; y, iv) los concejos municipales pueden dismiDuir o exonera¡ el pago de la contribución
mediánte otdenanza-

3. Pronu[ci¡lDler¡to. -
En ate¡ción a los téminos de la primera consulta se conctuye qire, de aclrerdo con los artículos
l7 5. 207 y 209 del Ci¡digo Orgánico de Organización Territorial, AutoDomia y Descent¡alización;

16, 60 y 62 letra b) de la Ley Orgánica para la Planificación y Desarollo I¡tegral de la

Circunscripción Tenitorial Especial Amazónica; y, 55 del Codigo orgá¡ico de Pla¡ificación y
Finanzas Püblicas, los recusos del Fondo para el Desarollo Sostenible Amazónico se distribuyen
y transfieren a los Gobiemos Autónomos Descent¡alizados por el Banco Central del Ecu¿dor y
no por Ia Secreta¡ia Tecdica de la Circunscripción Territorial Especial Amazódca. Asi, los

recrmos que provienen del For¡do pam el Desarrollo Soste¡ible Amamnico constituye¡¡ inversión
pública; el hecho que tengan carácte¡ no ¡eembolsable no altera su naturalezajuridica.
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Respecto de la segunda consulta se concluye que. según los a¡ticulos 569,574,575 y sj} del
Codigo Orgritrico de Organización Te¡rilorial, AutoDomia y Descentralización, la fuente de
firianciamie o de la obra pública no altera Ia obligación de cobro de la co¡tribució¡ especial de
mejoras, cuyo hecho genemdor es el beneficio real o presu¡tivo que la ob,ra p¡oporciona a las
propiedades inmuebles, con independeDcia de qui¿n la ejecute y del origen de los recu¡sos con
que se fiDancie. Por oha pafe, los concejos municip¿les tienen la facultad para disminui¡ o
exonerar su pago mediant€ ordenanza, en co¡sideración de Ia situación social y económica de los
confoibuyentes.

El prcsente pronunciamiento es obligatorio para la Adjtritristración pública y se limita a la
inteligencia y aplicación geaeral de oormas juridicas. Su aplicación a casos institucionales

^ Ed¡ñ.io Aruto@. Pl.aa
v av 

^m.@¡ 
Nt+,t2J y arr.g.
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especiñcos es de exclusiva
pública que lo aplique.

Atentamente,

Abg. Jua,l
PROC

 E¡6r Otri. No. 03661, {h 04 d. julio d. 2012.

ltiad de la entidad consulta¡te y de cualquier otsa eDtid¿d

ADO

Mr Yui Corondo Mi¡lwz
fe.rddh d. ¡. a¡..i¡c¡& d. Mu¡tc¡p.Í¿.d6 f,.urort ¡r - aMf,

Elor SdiIÁ B4té¡ M.y. ADsdo
MIe¡ ¡¡. r¡o¡.!¡. y r¡D's
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¡ CRE, publi.ada ¿ñ ¿l R¿gieñ O¡ci¿t No, 449 de 2A de od,hr¿ ¿e 20011.
) COA, pbha¡[o en el §rtlñenb del R.Eisto Ofcial No. 3 I d. 07 de julio ¡1e 2017
r LO ITISy, publi.dda eñ ¿l Stpleñ¿hb tul Rcgitro Qldlal Nó. 398 de 7 de dgotto d¿ 2nO8

' LOIS, plblicada ú el fércd Srplñen¡o del Resisttu Ofrkl No- I 12 ¿e 2E d¿ ¿tdb da 2025
i COPLAF|P, publnado en el Sup¡en nto .lel Ra:is¡o Oflid¡ N¿. 30ó d¿ 22 de anúe de 2010
6 COOTAD, publi.ado en el Supl¿mnto d¿l tegit¡7, OÍcú! Na 303 de 19 de octub¡e de 2010.
' RLOITÍSV, mni.lo ñe¡lionté D..te¡o Fjecutito No. 1196, publica.b e¡ el S"plú¿n¡o ¿el R¿gktto Oficiol No 731 de 2S.lejunio

3 R¿dañe"to para Mani. ación, .ñitido h¿.lionk R¿toldóñ No. oo8-DtR-,017'ANT, puhliúdo ei el rereet Sql¿ñ.ñb ¡1.¡
Reais¡ro (ü.¡al Na. 151 d.24 ¿e ortubt d¿202t
'RÚlu.ión No- 025-D¡R-2023-¡1N7, putlicd¿d eh ¿! Srpteñ.nit, del Resinrc Olnial N¿ 505 dé 2ó d.¡.brüó de 2024.

Quito,D.M., ?.2 JUL ú
Licenciado
Luis Dario Villacrés Rorruin
DIRECTOR EJECUTIVO
AGENCIA NACIONAL DE TRJ"\SITO - ANT
Ciudad. -

De mi co¡sider¿ción:

Mediaúe oñcio No. ANT-ANT-2026-O170-OF. de 15 de abril de 202ó, iügresado cn el correo
i¡stitucioral de la Procu'aduria Geoeral del EsEdo al dia s¡guientc, se form¡¡ló la siguiente consulta:

"1. C&ál es el atconce de h erpresión 'cualquizr ot¡o cobro conso'coitenida en h
Disposicüa Cercrul Trigésirna Quiúa del Códito O¡gdnico de Planifrcacün y Fiaaaus
Públicas y qu¿ rubros deben en,¿nders¿ con¡prcndüos danto de alla: en pcrliculat, si dicha
expesüi inclute o no lo tasa correspot dienle aI Sis/d,na Público púra Pogo de Accidenes
de Tvi¡silo (SPPAT),la rasa coüesponclieitz a ls Junta de EeneÍicencia de Gaalaquil t el
valot cofieqnndiente a la eñisión d¿ phcos de identificacóñ vehicula¡ por prinera wL
ad coño cualquier orro rubro de notanleat ortiloga qae se recaad¿ cot ocosión d¿l
proceso dc ñaticuloción vehiculor".

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente:

l. Atrtec€d€trt6. -

Del oñcio rcmitido y documentos adjuntos se deprcnde que:

El infome juridico adjunto al oficjo de consults contenido en memorando No. ANT-DAJ-2026-0635-
M, de 15 de abril de 202ó, suscrito por la Director¿ de Asesoria Jurldica de la Agencia Nacional de
Tránsito (e¡ adel¿nte, ",r¡r'f') citó los á¡ticulos 82,225,226,227,237,425 y 426 de la Constitución
de la República del Ecuadorl (en ad€la¡rte, "CRE')i 14,22,25,26 y 28 del Código Orgánico
Admir¡istrativo'? (en adelarre, "COA")i 16, 103, I04 y segundo arliculo i¡nume¡ado a continuación
del articulo 214.2 de la try Orgánica de Tra¡sporte Tenestre, Tránsito y Seguridad Vial3 (en adelante,
'ZOfmSrl'); la Disposición Reformatoria Séptima de la Ley Orgánica de Transparcncia Social4 (m
adelante, 'zOZs ); ls Disposición Gencral Trigésima Quinta del Código Orgánico de Plarificación y
Finarizas Públicass (en adel,ji,re, 'COPUFIP'):2{t5 y 286 d€l Codigo Orgá¡ico de Organización
Terfitorial, Autonomia y Descentralizaciónó (e¡ adelútte, "COOTAD'): l7 7 del Reglamento ceneral
pa¡a la Aplicación de la LOTTTSVT (en adela¡te, " RGALOTTTSV'\: ll,11 y I 19 del Reglamento de
Procedimientos y Requisitos para la Matriculación Vehiculal (en adelante, "Reglamento para
Matriculación'): y,la Resolución No. 025-DIR-2023-ANTe, qüe contiene el Cúidro tarífaio de
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wlores de los derechos por los seryic¡os que plesta la Agencia Nacional de Regalación y Co trol del
Tra sporte Teftestre, Tránsito ), Segurkiad Vial", que enEó en vigenoia a partir del 0l de enero de

2024. Con estos ftudamentos analizó y concluyó:

" (...)
tv. cNTENo ¡uRlDIco

Et1 atención a l.o consulta forñulada, esta Dire«íón de Asesoría Jurídica emíte el siguiente
c rite ño j ui dico in s tituc ional :

1. Ldero eració preúsu, en la Disposi"íóñGe erul Tig¿siña Qui ta del Código
Orgánico de Planifcación y Finanzas Públicas resulta aplicable a los vehícülos
cuya tra sferenci!1, llonación, adjltlicación o adq bición por pdfle de
instítltcio es del sectot públíco se produzct¡ coh poslerioridad al 28 de agosto
de 2425.

2. Ld refeida exoneración no resulta aplicable a los vehículos incorporados al
patrí¡fionio ínstitucio al cnn añE oidod al 28 de agosb de 2025, aün ana do
respecto de ellos se generen con posleriofulad obligaciones de maticula
rehículdr anual taso^1 de rcvisión técn¡ca vehicula\ tas&t ambientales y demás
cobros conexos.

3. (...)
4. La &YL slts Direcciones Prcvinciales, los Gobiernos Autonoilos

Descentralizados. ! las mancomunidades. que tengan competencías sobre
matriculacíón vehícular, revisíón tecnicn vehiular o cobros ast¡ciados, dcbg4
aolicat la eroneración únicamente rcsp9!!9Jbl9§)91!!!!bsconpre didos en h1

disposición ! culo ingreso al patrirko io institucional se ha'ra produ¿ido con
posteríoridad al 28 de aeosto de 2025. abstení¿ndose de exieir el paso de la
natñcula vehicular anual. de las tasas de revisíón tecníu, vehicular. de tas tasas

ambientales y de los demós cobros conetos oue Enga fiaturaleza añual v se

encuenlre directa e ¡n ediatamente vinculados al p!9!9p de na¡ículación
whicular o rcvisión técnica vehícular.

5. Esta Dirección de Asesoia Julídial cotls leru que la tu¡a coftesoondiente al
Sisteno Público odra Paeo de Accidentes de Túnsito (SPPAT no se encuentra
comorendida dentro de la elp!9§iéLb!qlq!!9! 91!!9 eqbllJ4@ a:co Íentula e
la Disposicíón Ge eral Trigésima Quinta del Código Orgánico de Plañi|icación

!Finanza¡ Públicas,@
autó oma en la Ley Orgá ica de Transporte Teffestre, Tninsíto y Segurídad
Vial, que dispone su pttgo a ual paro todos los vehículos a motor, sean ¡1e

propiedad pública o pnvada, y únicamente exonera a los vehículos del seck)t
núbliú del Daeo de nuhas v re.ursos u.leu.lados a dicho 5i ena.

6. Erta Dirccción de Asesoid Jnidícd consi.lera que la tasa correspondíente a la
Junta de Beñelice cia de Gueraaúl no se encuentra compllulLlLJkútrglblg
exprcsión 'cualqLk! 9ltte-!ob!o-!ptg9: contenúla en ld Disposición General
frígésima Quinfa del Cidigo Orgánico de PlaniJicación y FinaúzaS Públ¡cas,
por tratarse de un rubro con Íircnte normatiw propia. beneÍciario esp!!iÍ!9 t
tésitten dferenciado. ü,ya r¿caudació conjünla con la natrícula vehiaiar
responrle u una inculación operativ¡L, mas no a una ide tidtd juidi,:!1 co la
matrícula vehiculal anüt:ll ni con sus ntbros conexos.

7. Lsta Dirección de Asesoría Juidíca considera que el!s!9r-e9!!9§p9!tdErk s
la et 1ísíón de olacas de identiicdción vehicular p9!pt!trr9J9za9-§u!lr!g!!tg
conpren,lido dentro de k expresióil ' co teni¿a en

k1 Disposición General Tlíg^iñd Quinta del Código Orgánico de Pla ilcacün
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y Finaizas Públicos, por tratarse de un senicio especí.Í¡co. suieto a repulacióí
proced¡menlal,, tüifaria propía " (Io subrayado me conesponde).

A fin de contar con máyorcs elementos de análisis, este orgadsmo solicitó, mediante oficios No. 1 6369
y No. t63?0, de 2l de abril de 202ó, los criterios juddicos de la Asociación de Mmicipalidades
Ecuatorianas (en adel¿nte, '7M¿') y de¡ Servicio Pribli€o pa¡"¿ Pago de Accidenles de Tri¡sito (e¡
adela¡te, "SPP,{fl, resp€ctivamentÉ. Con oficio No. ló695, de 13 de mayo de 2026, se imistió en

dicho rcquerimien¡o al SPPAT.

Los r€querimimtos realizados por este orgadsmo fueron ateDdidos por: ¿.) la AME, mediante oficio
No. AME-DNAJ-2026{028-O, de 08 de mayo de 2026, iDgresado e¡ este organismo el I I de los
misños mes y año: y, i, el SPPAT, a Eavés del meúorando No. SPPAT"DAJ-2026-01 l5-M, de 28
de mayo de 2026, ing¡esado en esta Procuraduria el 1 de junio de 2026.

El criterio juddico de la AME, ade¡iás de las ¡onnás antes refe¡idas, citó los aíiculos I y 240 de la

CRE: 55 letra 0 del COOTAD; 102 de la LOTfiSV; y, I y 5 del Decreto Ejecutivo No. 80510,

concluyendo lo slguiente:

''(...)

IV Colclusione§" -

4.1. La Disposicíótl Geñeral Trigési a Ainfi del Codigo Otgánico de Planifcació !
Finanza-t Públicas, iletemina que las hstituciones del sector público estatán ere ta.s del
pago de matrícüla vehicltlar anual tasas de revisíón t¿cnica whicular, tasas ambientale-t )l
cualqu¡et otto cobro conero; lo que circu scibe la exoneración a aquellos rubros
directamente relacíonados con la renovación anual que pemtile al vehíaio ñd tener su
regi:tro. (-).

4. 2. Se debe enknder por'dal@ d¡recta o
indi¡ectañ?nte a una institución pública, .uvo {ccto principal sea pem¡ir la cira/lac¡ón
normal ! reeulo¿la de los rehiculos por la red vial pública.

4.3. La ñatrialación onual de todo ,rehíaio, pertenezca esle a persoñas nrrturaks o
juidicas, públícas o privadas. tiene como frnalidad aseeurar lo liabilidad técnica de los
whícfulos. ña tener regbtros pernanentes v ocfualizados. v cltbrir tubros destinados a la
ore$ewación ambimtal- meiora íento vial, entre otros. curos qfeclos sotl duraderos sin
ñecesidad de uñ er)ento oue bs actfue.

4.4. El S¡stena hiblico para el Papo de Accidenles de Tránsito (SPPAT), no tiene ano
objeto princípa! la ges,ión vehicalar fii la cobeltura de daños nateria¡es, siho bgleEüIJ
las perconas ictirnas de accidentes de tónsíto. Paro su activación se reqúere: i) la
eristencia de un accídente de tránsíto: ii) la prcsencia de ictíntas con lesioñes que ñecesilen
ateñción ñ¿dica o la eaistencia de victiñas fatales: y i¡í) el Íaslado de estas a centros de

4.5. Eñ conseaAncía, el pago del SPPAT. es de carácter preventivo en favor de los u$rorios
de la red vial nacíonol pues no se enfoca en el vehículo. sino eñ la prcteccióh de los derechos
a la salud, a la vida )' a la inlegridad Ísica de las personas, gorantízando una cobeauro
mínina de atención nédica eñergente.

-
lIil

t¡ Darcto E¡ecttiw Mo- 805, pt i1do e. el Res¡ltñ Olrial Nó. 6J5 de 25 de noienble de 2015,
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4.ó. Por lo to to, el oa?o del SPPAT. no se encüeñtra coñptendido dento de la exonerocón
del !ag? de h matriculación vehiculor. la que responde a unajnalidad distinta. Su onis¡ón
ek whíc los de iñstitucíones pública: deiaio sin cobertura milima de salud tanto a sus
ocupantes como a terceros. lo que podio acaneat responsabilídades estatales.

4.7. Es decir, el pylloJktotlqtggteis gltetlgtpeeso de matricwltción con el oaso al
SPPAT. es círcunstancial e el momeñto del pago. más no por esto cotesponde al tfiismo
senicio.

4.8. En consecuencio, y conJorme a los argumenros e\puestos, §elug hfelSlltlilit!;
iuidico enitido mediante Menorando Nro. ANT-DAJ-202G0635-M f...) ". (I¡ subrayado
me cofiesponde).

Por su pafe, e¡ criterio j uídico del SPPAT, en adición a las normas a¡tes ¡eferidas, cito los a¡dculos
3.4,22 y 25 del COA; y, 15 y 82 de la Nomla Téc¡¡ica del Servicio h¡blico para Pago de Acciden¡e
de Tránsito, con ñ¡¡d¿mento en los cuales analizó y co¡cluyó:

'(...)

CONCLUSTÓN

La eapresión dnlquier otro cobro cokero' ( ...) debe ínterpretarse e rclació con aquellos
rubros directamente yinaiados al proceso de ñatrículación yehicular, revisión técnica,
control administrativo o habililación del vehículo para circulacíóñ.

(...)

El hecho de que la tasa SPPAT se recau¿e conjuntarnente con los wlorcs de ñatlículación
',,ehí.ülar constítuye úñí.amente un mecanísño operatíyo de cobro ! recaudació establecido
legalñente, sin que ello implique que dicho tasa adquiera la calídad de 'ta.sa conexa a la
na triculació n vehícular.

Conforme el pr¡ncipio de legalidad y seguridod juidico, las exoneraciones deben
inlerpretarse restrictívanteñte y ún¡camenle en los casos expresamenle previstos en la ley,
pot lo que no resu\ajuidicamenle procedente exlender la e@ñeración pre\risla (...) a la tasa
SPPAT".

De lo expuesto se observa, r€specto del alcance de la exprcsió¡ "cualquier oüo cobro conexo", que la
ANT soslene que aquella no compr€nde la tasa correspondi€nte al SPPAT, la tasa correspondiente a
la Junta de Baneficencia de Guayaquil ni el valor concspondiente a Ia erúsión de placas de
identificación vehicular por primem vez por rata$e, segrin su criterio, de rubros con rcgulación
especifica y autóflorna. E¡ este sentido, la AME y el SPPAT coinciden con la ANT en que la tasa

correspondiente a¡ SPPAT no se ericontrarís compre¡dida en 16 expresión "cualqüer otro cobro
conexo" prevista en la Disposición General Trigésima Quinta del COPLAIIP al considerar que dicho
rubro tie¡e riatur¿leza y ñDalidad disti¡tas de aquellas vinculadas a la mat¡iculació¡ vehicular, revisión
técnica, control adminisEativo o habilitación del vehículo par¿ su circulació¡. Asimismo, señalan que
su recaudación conjunta con los valores conespondientes a la matriculación vehicular constituye un
mecanismo operativo de cobro que no modilica su nat¡¡ralez¿ juridica.
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2. Análisi§. -

Con el propósito de facilitff el estudio del tema planteado en la consulta, el presente análisis s€

eslxctura en los siguieltes püntos: , Tasa coÍespondiente al SPPAT, impuesto a favor de la Junta de
Beneficcncia dc Güayaquil y a la emisión de placas de identiñcación vehicular por plimefivez; y. ii)
Alcance de la exon€racjón de maüicula vehisular y tasas conexas p.eüsta en la Disposición General
Trigésina Quinta del COPLAFIP.

2.1. Tás¡ correspondiente al SPPAT, el impuesto ¡ fávor de la Junt¡ de Betreficenci¡ de
Gu¡y¡quil y r la emisión de placas de identiñcación vehiculsr por primera vez. -

De coúormidad con Io previsto en el inciso segundo del atioulo 103 de 1¿ LOTTTSV. el documento
que acredite el contrato de seguo obligatodo paÉ si¡iestms de tránsito, Sistema Público para el Pago
de Ascidentes de TÉnsito, "serdL docuneúo habilfuM y circulación de wl
vel¡iculo " (lo subrayado me conesponde). Agiega cl inciso p¡imero del segundo afticulo i¡numerado
luego del afículo 2142 de 1a LOTTTSV que todos los vehlculos a motor, sil restricciófl de ningu]ra
natrr¿leza, sea de propiedad púb¡ica o privada, "deberán cancelar anualmenle la lasa oor el serricio
aue se preste a taús del Sístema Público para Papo de AcciÍle s
tahres correspotrdíe tes a la maliculación yehiaiar ", según la cale¡darización €stabl€cid¿ para el
efecto por la Agencia Nacional de RegulacióD y Cort ol del Tra¡spone Terestre, Tránsito y Seguridad
Vial (lo subralBdo me co.responde). ED este sentido, el inciso final del segundo articulo imumerado
luego del articulo 2l4Z de la LOTTTSV "e¡onera el pago de muhas ! recaryos adeudados al Sístend
Público para Pogo de A&identes de Tránsito a los vewL'ulos del sector públi.o".

Po¡ su parte, el afículo 103 de la Ley pam la Promoción de Ia lnve¡sión y Participación Ciudadana
r€fo¡mó los numsrales 4 y 6 del artículo I de Ia l€y de Impuestos pam la Junta de Beneficencia de
Gua,€quil. En 10 pertinentc, cl numeml 4 dispone:

"Los propietaríos de automotores, cuyo ayalúo no supere la cantídad de diez n¡l dólares de
los Estados Unidot de A¡nérica, pagará af&or de la H. Ju ta de Benefcencía de Guayaqdl
la canlidad de diez dólares al rnome to de obtener su matrícula anual en la Conisíón rle
Trónsito delGuayas;si los dutotlotores superurán este ayalúo, pagará qui ce dólares. Este
í puesto seró recnudado en la fonna prevísta por la ley y deberá ser remit lo por el age le
recaudadot, defilro de hs cinca primeros días de cadr¡ mes directume te al Esorero dc la E.
Junto dc Benefcencia ¡le Guayaquil.

Los automotores de transporte público, inclaidos los teús, paga i ú icañe te el 5091de
este \)alor" '

Por otra parte, respecto de la emisión de placas de identificación vehicular, cl numer¿l 10 del articulo
20 de l¿ LOTTTSV establece que es firnción del Directorio de la ANT fija¡ " los raloles de los derechos
de los títulos habílítantes ! demás documentos ,,,alorados, en el ámbito de suco pete cia". A*tvez,
el numer¿l I 6 del mismo a¡ticulo le atribuye Ia facultad de expedir los reglamentos n€cesarios para el
cumplimiento de sus files y objetivos-

En concordancia con ello, e1 artículo 21 de l¿ LOTTTSV dispone que el Directorio emitirá sus
pronunciamientos mediante resoluciones motivadas, que sera¡ publicadas en el Registro Of1cia1. Por
su pa¡te, el numeral 4 del aticulo 29 ibidem atribuye al D¡rector Ejecutivo de ls ANT la frmción de
elaborar las regulaciones y normas técnicas para la aplicacióñ de la ley y su reglammto, y someterla§
a aprcbación del Di¡ectorio; y, el numeral 19 del misl¡o aficulo le asigna la atlibución de recaudar,
administrar y contolar los recursos económicos y pafrmo¡iales de la institución.

8484



IIT
PfOCL-RADURIA 

'INERAL 
O[ I5TADO

ri: I l:l tr¡rr_r

ACENCII NIICIONAL DE TR.INS¡TO
,rrl*:::2

En cuanto a los rccursos y patrirnonio de la ANT, el afículo 30 de la LOTTTSV incluye, e¡tre otros,
los provenientes de los derechos por e1 otorgamiento de lice¡cias, maariculas, placas y títulos
habilitantes para la oper¿ción de servicios de tr¿nsporte, tránsito y seguridad vial denao del ámbito
nacional, sin incluir las jurisdicciones regionalcs, meÍopolitanas o municipales que asuman las
competcncias respectivas.

De otro lado, el inciso primero de¡ artisulo l0lA de la LOTTTSV prevé que todo velculo, sin
cxccpción, debcrá circula¡ pof¿rdo dos placas de identificación vehicular, que scrin rcguladas,
autorizadas y entregadas por la ANT o por los Gobiemos Autó¡oños Descentralizados (en adelante
"c,4D') que, en ejercicio de sus competencias exclusivas, hayan obtenido la autorizació¡ para su
o1o¡gamiento por pafc del entc cncargado dc las competenci¿s á nivel nacional. Al efecto, mediante
Resolución No. 001-DIR-2026-ANT, de 14 de enero de 2026, el Dircctorio de l¿ ANT expidió la
no¡mativa que contienc los valores espccificos relativos a series nuevas y duplicados de placas de
identificaclón vehicular.

De lo manifestado se observ¿ que: , el SPPAT constituye documento habilitante antes de la
matriculación y circulación dc un vehículo; il) todos los vehiculos a motor, sin distinción, sean de
propied¿d pública o privada, deben pagar an¡¡almente la tasa por el servicio que se preste a tr¿vés del
SPPAT, junto con los valores corespondientes a la matrisulación vehicular, según la calendaización
emitida por la ANT; iil) respecto de dicho Sisteña, el legislador ha previsto pa¡a los vehiculos del
sector público la exonemciótr dcl pago dc multas y recargos ¿deudados; lr) ei rubro a favor de la Jutta
de Beneficencia de Guayaquil se encuent¿ regulado como lm impuesto cuyo pago se efectua al
momento de obtener la maaícula anu¿l; y, r,) la LOTTTSV distirgue, dentro de los recusos de la
ANT, los de¡echos por el otorga.miento de licmcias. matriculas, pl¿cas y titulos habilitartes, y la
Rcsolución No. 001-DIR-2026-ANT contempla valores específicos relativos a seíes nuevas y
duplisados de placas de idmtificación vehicula¡.

2.2. El al€¡nce de la eroneración de matlcüla vehicular y t¡sas cotrex¡s prevista en la
Disposición Genera¡ Trigésima Quint¡ del COPLAFIP. -

De acue¡do con ¡o p¡evisto en elinsiso primero delarticulo 103 de la LOTTTSV,IaANT o los GAD,
den¡ro del ámbito d€ sus competencias, "emiriftin la matricula previo pago de k1s tawÍ e i paestos
coÍrespondiefites" y el cumplimiento de los requisitos preüstos cn el Reglamcnto y en las ordenanzas
que para el efecto se expidan. según corre§ponda.

8n este contexto, la Disposición General Trigésima Qujnta del COPLA¡IP, agregad¿ por la
Disposición Refo¡matoria Séptima de ¡a LOTS, eslablece lo siguienfe:

"TRIGÉSIMA QLINTA.- Exoneración de aticula yehicular y tdsas canexas.- Lg§
institucíones del secbr pliblíco estarán
de reyísió léanícd vehicuhr, tasas afib¡e lales, t, cualoüier olro cobro conero, respecto de
los lehículos que les sean trunsJ¿rklos, doñados o adjudicados, o cüando actüen como
cofipradores en dúlquier c¡rcu slanaíd, ínclasíNe caa do la transferencia de la propielad
se rcalice en aplicación de la nomativa vigente respecto a bienes incau¡ados y conkados"
(lo subüyado me coresponde).

De la disposición transcrita se desprende que Ia exonerasión prcvista por el legislador se refiere. de
manera cxprcsa! al pago de matrícula vehicular anual, tasas de revisión técnica vehicular, tasas

ambientales y cualquier otlo cobro conexo, respecto de los vehiculos que ingresen al patrimonio de
institLrciones dcl sector público bajo los supuestos preüstos en la misma norma. No obstante, la
disposición no def:ne la expresión "cualquier otro cobro conexo", por lo que su alcance d€be
dctc¡mirarsc a partir dc su tcnor literal y dcl contcxto ¡omativo en cl quc sc inserta.

-
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Al €fecto, la Resolución No. 001-DIR-2026-ANT, al precisar las "TASAS GENEMLES
MATRICULACIÓN DE yEEiCULos", incluye las siguientei de caiác¡er anu.al: matricúlacíón de
whiculos particulores, estado, cuento propia úeyo-usado; matricltlacióñ de vehículos partidlares,
estodo, a/enta propia nuevo-usado (100% el¿ctrico); ,fiati.a¡ación ñotos partictlares, estado,
nuero-usodo; de tronspotte público nuewaltado: y, de transporte comercíal nue1,o-1tsado,

De acuerdo con el nume¡al 15 del aficulo 74 del COPLAFIP. al e¡te rector del Sistema Nacional de
Finarzas Públicss le corespo¡de dicomina¡, "€r/orno prevía, obtigatoria J virczlar¡a¿", sobre todo
proyecto de ley, decreto, acuerdo, resolucibu o cualquier otro instrumento legal o administr¿tivo .,g']¿

tenga ímpacto en los recwsos públicos o que genere obligaciones no contemplados en los
presupuestos del Sector Público no Financíerd', excepto a Ios GAD.

La Resolucióri No. 001-DIR-2026-ANT, entre sus co¡siderandos, prevé lo siguiente:

"quq mediatte ofcio No. MEF-YGF-2025-0902-O el Ministerio de Economía v Finanzas
emíte D¡ctatneñ de inryclo fscal pora la aprobación del Tarilario di Serv¡c¡os
lnstitucionales de la ANT para el 202ó y 2027, eñ el cuat indíca textual: III.
PRONWCIAMIENTO: En méríto de lo *puesto, con base en los it¡fonnes técnico !jüidico que se aparejan, al ar.nparo de lo dispuesto por el atticuto 286 de la Constitució de
la República ! eñ el numera¡ 15 del aticalo 74 del Codigo Otgáñíco de planifcaciórl),
FiMnzas Públicas; en ejercício de la clelegación conlerído a este l/¡ceninisterio a trayés del
AoGrdo M¡niste al No. 01048 de 29 de agosto de 2018, el Ministerio de Econo ia I
Finanzas eñíte dictdfien Ía|orable pora la aprobacíóñ det tarifario de serviciis
institucionales de la -4gencia Naciorlal de Regulacíón y Control del Tra,tsporTe Terrestre,
Tránsito f Seguridad Yial, patu los años 2026 y 2027 ", .

En tal ü(ud, la entidad consLrltante cuenta con el dicfamen favor¿ble par¿ la aprobación de su tarifario
de servicios, eotre los que se encue¡Ean mbros y tasas correspondientes a habilitació¡ y rlaEiculación
vehicul¿r. Sin peiuicio de ello, coresponde precisat que la competencia de este organismo se
ci¡cu¡scribe a la inteligencia o aplicación gener¿t de noñas jurídic¿s, por lo que Do le corespotde
fijar, modificar o determinar montos taaifarios especificos, ni sustituir a la autoridad comp€tente en la
administración y aplicació¡ de su ta¡ifa¡io.

Por oEa pañe, el articulo 3 de la IJy Orgánica de Gamntias Jü¡isdiccioDales y Control Constitucio¡al I
(en adelante, "LOGJCC 'J. que contiene reglas de interpretación co¡stitucional y ordina¡ia, contempla
en sus Dumer¿les 5 y 6lo siguiente:

''5. Interprctociók sistenótíca-- Las nomas juidictL, deberón set interprctadas a partir del
contetto general del texto ñormotiyo, para loeral entre todas las disposiciones la debi¿la
coexistencia. conesponden.io v anloni a.

6. I teryretación teleológica.- Las norm,ts juidicas se eñtendenin a partir de los ¡nes que
persigue el texto nomat¡ro " (énfasis anadido).

E¡ adición, conüene recordar que el ¡umeral I de! anículo lE del Cftigo Civil (e¡ adelar¡te, ..CC')
señala- que cua¡¡do cl sentido de la ley es claro .,no se desatenderá a ; rcnor literol, a prerato de
consuhat su espiitu". Asimismo, los artículos 4 y 13 del Código Tributario (en adelante, ..Cf,)
disponen lo siguienie:

'Arf. 4.- Las lq)es tributaias detenniñaán el objeto iüponible, los sujetos activo y paivo.
la cuantia del tríbuto o la formo ¿le establecerla. lds a«nciones y deducciones: los reclamos,
recursos y rlemás materias reseruadas a la Iq) que deban concederse conforne a este Código.

-

-lilr

1t LOGJCC, p,bl¡úrlo d el Wndo Sutt¿ñ.ñ¡o ¿el Reiiero Oticta¡ No. j2 ¿¿ 22 de o.iubre dr 2u)9
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Art. 13.-

Derecho. teniendo en.aenta losJ¡kes de las ismas I su sieniñcación econbfiica.

Las palabras empelad&t en la le), tributaria se eúlenderán conÍonne a su rent¡do jurídico,
técnico o &rual, según proceda, a menos que se les hala deJinido erpresamente-

Cuando una isr a le! Eibutaria coñtenga disposic¡ones contradictorias, Prilatá la que ñás
se confonne co los pincipios de lo tributación ' (et submyado me corresPonde).

Desdc esta perspectiva, la expresión "cuolquier otro cobro cor¿ro" no puede ser leida de maDe¡a

aislada, sino m relación con los rubros expresamente menciotrados en la DisPosición Gener¿l

Trigésima Quinta del COPLAFTP: matricula vehicular anual, tasas de rcvisión lecnica vehicular y tasas

ambientales- En tal sentido, la conexidád exigida por la norma debe referirse a cobros vinculados con

dichos conceptos y con cl proceso de matdculación vehicular a¡ual, sin que el solo hecho de que un

rub¡o se rccaude ü ocasioDe al momenlo de la maaiculación determinc, por si mismo, su inclu§ión

deúo de la exoneración.

Esta distrnción resulta rclevante respecto del rubro a favor de la Ju¡ta de Beneficencia dc Guayaquil,
pues la norna quc lo regula lo identiñca expresamente como r¡n imPuesto, cuyo pago se realiza al

momcnto dc obtencr la matrícula anual y cu,'a recaudación debe ser remitida directamente al te§orero

de dicha entidad. En consecucncia, aunque dicho ir¡puesto sc pague con ocasión de la obtcnción dc lá

matricula anual. su fuente normativa, natr¡raleza tributaria y destino especiñco son distintos de las

tasas de matriculación, revisión técnica vehicular, tasas ambientales y dem,ás cobms conexos a los que

se ref¡ere la Disposición General Trigésima Quinta del COPLA¡IP.

En t¿l conrexto, se observa que: i) la emisió¡ de matricu¡as conesponde a Ia ANT o a los GAD, según

el ámbito de $§ cotupetcncias y previo curnplimie¡to de los requisitos establecidos er la normativa

aplicable; ii) la Disposición Gener¿l Tigósima Quinta del COPLAIIP prevé, a lavor de las

instituciones del sector público, una exorcr¿ción del pago de maÍicula vehicula¡ a¡ual, ta-§as de

rcvisión técnica vehicular, tasas ambier¡ales y cualquier otro cobro conexo, respecto de los vehiculos

previstos en dicha disposición; iii) la norma consultada no define la expresión "cualquier otro cobro

conexo" por ¡o que su alca¡ce debe determinarse a palir de su teno¡ literal, de su ubicación denao de

una disposiciól sobre Íiatricula vehicular y usa§ conexa:¡, y del contcxto norrDalivo qüe rcgula la

nrat iculación vehicular anual, la &visión tecnica vehicular y las tasa§ ambientales; iv) al tratarse de

una exoneracióü, su aplicación debe sujctaNe a los términos exprcsamente previstos por la ley, si¡
exteñderse a nrbros no comprendidos en su texlo; y, v) el nrbro a lavor de la JuDta de Beneficencia de

Guayaquil se encuenFa rcgülado como un impuesto, con fuerte nomativa y destino especifico, Por lo

que no se subsuúe, por el solo hecho de pagarse al momento de obtencr la matricula a¡ual, dentro dc

las tasas o cobros conexos previstos en la Disposición General Trigósima Quinta del COPLAFTP

3. Prc¡uncl¡mieoto. -

En atención a los té.minos de la consulta se concluye quc. de acuerdo con lo§ articulos l0lA, 103 y

segundo aniculo innumemdo agregado a continuación del a¡ticulo 2l4Z dc la Ley Orgánica de

Tásporte TerIestre, Trá¡sito y Seguridad vial; 103 de la t¡y para la Promoción de la Inversión y

Participación Ciüdadana: 4 y 13 del Codigo Tributario; y, la Disposición General Tri8ésima Quinta
del Código Orginico de Planificaciótr y Finanz¿s Públicas, la expresión "cualquier otro cobro conexo"

se rcliere a valores o rubros dircctamente vinculados con la matricula vehicular anual' la§ tasas de

revisió¡ técnisa vehicular y las tasas ambientales previstas en dicha disposición, sin extenderse a

conceptos que teng¿ln fi¡ente ¡rormadv4 rtati¡rirleza juridica o destino específico distinto.
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En consecuencia, no se cncuentran comprendidos en dicha expresión: i) la lasa por el servicio que sc
presta a través del Sistema Priblico par¿ Pago de Accidertes de Tnánsito, pues, además, la Ley
Orgánica de Tr¿nspoñe Terrestre, Tnánsito y Seguridad Vial prevé unicámente la exoner¿ción del pago
de multas y recergos ¿d€udados a dicho SisteÍia para los vehiculos del sector público; ii) el nrbro a
favor de la Junla de Be¡eñcencia de CualBquil, por tlata$e de un impuesto cuyo pago se efectua al
momento de obtener la maúicula anual; y, iii) el valor coÍespo¡diente a la emisión de placas de
idcntificación vehicular po¡ primera v€2.

El presente pronunciamiento es obligatorio p¿ra la Administración Pública y se limita a la inteligencia
y a?licación gener¿l de normas juridicas. Su aplicació¡ a casos i¡stitucionales especificos es de
exclusi\,,a responsabilidad de la entidad 

slrarte 
y de cualquier oü enridad pública que lo aplique.

c.c.

-

Mt . Yün Color¿do N4á¡Cuez

Pre.klertt (k l. Asoci¡clón de Müri.ip¡l¡&des f,co¡tori¡D¡

Ab8. Doris Maria Gd.ia Moreno
D¡recror¡ E¡€rut¡y¡ del S.nicio Públ¡co t¡r¡ P.8o de Acctdert6 de TrÁí!¡ro

Abg. Jua¡l
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IIJUL&6
Magister
José Leonardo orlando Ateaga
PRf,FECTO
MBIERNO AIJ'TÓNOMO Df,SCENTRALIZADO PROVINCIAL DE MANABÍ
Ciudad. -

De mi co¡lsideracióri:

Mediante oñcio No. GADPM-PREM-2026{478-OFI, de 13 de mayo de 202ó, ingresado en la
Procuradu¡ia Ge¡eral del Estado el mismo día, se rcformuló la consulta i¡icial$e¡te pla¡teada e¡
el oficio No. GADPM-PREM-20264332OF1 de 2 de abril de 2026, corl el siguier¡te teDo.:

"¿Paeden los Gobiernos Aurónorlos Descen ralirtdos, ea ekraicio de su arltonoriío
adñirristúit)o, conlone lo prevMo en el oñlculo ó .t¿l Código Orgánico de
O¡ganización Teni orial, Atrlonoñía y Descentqliarcün, iniciat y ejecutar procesos

de concu¡sos de ,n¿¡itos y owsición, hscieido uso de uio her¡ariie6ta tec,rológica
ilstirucional, distirrra o h plarofotña de selecciór, del MDT cor¡lernptada en el arriculo
3 de h Noñno T¿cnica del Subsistema de Seleccióo de Pe$onal - Acue o Mieisrerial
No. MDT-2022-180?

Frente a lo cu¿l se manifiesta lo siguie¡te:

l. A¡tectdeuter. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se despreDde lo siguiente:

Previo a ate¡der la consulta se remitió el oficio No. 16471, de 27 de abril de 2026, a través del
que se reqürió se reformule Ia consulta inicialme¡te present¿da medianle oñcio No. GADPM-
PREM-2026-0332OFI, de 02 de abril de 2026. Este requerimie¡to fue ate¡dido mediante oficio
No. GADPM-PREM-2026-0478-OFI, de 13 de mayo de 2026, citado al inicio del presente.

El informe ju¡idico adjunto a la consult¡, contenido e¡ oficio No. GADPM-PRSI-2026{30-INF,
de 13 de mayo de 2026. suscrito por el Procurador Sindico (S) del Cobierno Autónomo
Desce¡t ali?¿do Provincial de Man.bí (en adelá¡te, "GADP Manabf'), cito los artículos 82, 226,
227 , 228 y 229 de la Constitucion de la República del Ecuado/ (en adelaDte, "CRt'); 5, 6, 354 y
ló0 del Código O.giinico de Organización Teritorial, Autonomía y Desce¡halizción2 (en

^delarte,"COOTAD");3, 
4, 10, I l, 12 y 98 del Codigo Orgánico Adminisüativor (en adelaúte,

"CoA"):3,51,52,62 y 65 de la Ley Org¡inica del Servicio Públicoa (en adelante, 'zosrP); 130
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y 176 del Reglamento General a la Ley o.ginica del Servicio Públicos (en adelante,

"RGLOSEP'\: y, Ios Acuerdos Ministeriales No. MDT-2022-1806, que contiene la "Norn¿
T¿cnica (lel Subsisteña ile Seleccíón de Personaf', y MDT-2025-1087. ambos expedrdos por el
Ministerio de Trabajo (e¡ adelatrte, 'WDf). Con estos fundamentos analizó y conoluyó 1o

siguier¡te:

"3. AN,{Lfi¡s.

(...) lo Ley Oryinico del Senicio Ptiblico e§rablece qae las entídades comprendidas
dentro de su áñbíto .le qplicación, ihclüidos los Gobie os Aitónoños
Descentralizados, deben desa¡¡olta¡ sus procesos de adñinkÍacién del talento
hama,ro coiÍonie a las noñas técnicas emilidas por el Ministerio del Trabajo,
correspondíeñdo a las respeclivas Unidades de Adninistroción del Túleñto Huñano
ejecutar los procedimientos administrat¡vos relacionados con el ingreso al servicio
púbhco media te concursos de n¿r¡tos ) oposición.

(...) En este cofitexto, s¿ ha etidenciado que lo platafor'rno ,ecdowca de selecciói del
Ministeio de Ttubajo (sic) pesent¿ liñitocio,,¿s operutiüts ! tl¿ paflü¡efiiztc¡ói, e

razón de que en la aciutlidad se eñcuenta d¡scuffíendo el término de 180 días previsto
en el Acuetdo Mikisterial MDT-2025-178, lo que ocasiona ificorrsistencias efi Lt
cohfrguración de los perfl¿s de puestos, rcquisitos, ¿valudciones o Íases del concuno
que se tiene pretisto lletat a cabo por el GADPM.

(...) Es asi q e, revisando lo establecido efi el ardcvlo 3 de lo Norma Técnica del
Subsister a de Selecciór, rle Petsonal, mismo Ete indíca que los procesos de selección
de personalpara Westos protegidos por la correra delservicio público, seg,ia el ómbito
de dicha noma, deberán renlizarse obligotoriarrredte a tav¿s de coñarrsos de mériros
y oposición, utiliqndo pa¡o el eÍeclo la plalaÍoma t¿clológie, del Mirrirterio del
Trabajo como único medio válido paru lo ejecución de este proceso, se ident¡frca que

d¡cha dísposíción podia contra|enir el principio de autonomía de los gobiernos
autónoños descentralizados, eñ roaórt de que líniuia la implementación de
herrañientas tecnológicas propias, afectondo de esto manera el cumplimieñto de la
plo iicación del talento hunano.

Sobre este probleña conluyen dos aspectos, elprimero es el hecho de que los GAD deben

realizat su proceso de actualizocíón de los pedíles de puestos, tal y coño lo requiere la
no fia técfiíca \)ígente, ! por otro lado llevar a cabo los procesos de relección de
pe$oñal por lanlo, ,ro se puede rcstingb la rcolizaciót de concunos d¿ érilos y
oposlcióñ a la disponibilidod d¿ uno plotafowo ,ecnológica con btse en uña ,torrno
técnica con enida en an Acuedo Minisrerial, cuañdo eaiste ü a nonna Orgánica como
lo es el COOTAD que garant¡za la dufonomia prohibíendo, entre otras cosos, ihkferir
en ¡u organización administativa-

' RALOSI:P. ,unl¡.ado eñ el Swle@to d.t R¿sa¡ru OJicil¡ No 4 ¡ I ¿¿ I d. abit d¿ 20I L

',lctr ó Minitlúial No MDf-2022 180. pubt¡.ano en .1 S¿gt,¿o Stp¡.ñ¿nb ¿21 R.ai;tu qi.io¡ No. I70 de 17 de @Nb.e .l¿

:0:)
' :!&¿rdo Minst.rial No MDr-202r108, publ¡.ado en .1 ReEútru Ol¡.¡alNo. 120 ¡le 9.re septiedbft de 2A25
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En consecúerrcia, el no uso ,enrporol de la herrurnienta tecnológica SITH respo de a
uú ñedida instituciondl odentada a presen a¡ la legalidad, tawparencia ! validez del
p¡oceso, eyitando la ejecación de un concurso q e Wdiera resultar afectado por
lim¡taciones t¿cnícas ajenas a la voluntod itstítucional.

Por lo tan¡o, el Gobi¿¡¡o Aatóúorio Desceút¡alizado P¡ovincial de Manabl, ea ejetcicio
de su sutonomia adt tinítrr,triea y dent¡o del morco de la iormotiva vigente, se
encuent¡a laculrado pa¡a a¿optat ñecafikmos adrninisttotivos que p¿rrniton ejeculat
los concu¡sos de ñériros y oposiciói.

Con base en lo expuesto, esta Procur.tduia Síndica considera que, en apl¡cación de la
autonomia odmíhistrativo, la Dhecciói de Tolenro Hurnono puade co¡tirruar con lo
ejecución de las acciones necesarias para llev¿r o cabo el ptoceso de selección o t¡avés
del concutso de ,néitos ! oposición. Paro lo cuol, se encueñtro plenornen e Íacultado
patu hacü uso de ¡,na hoturn¡eilo leciológica inslitucionol qüe conlribulv al
desanollo de su proceso de selección, pudiendo pr¿sclúdir de la pldtaforrna t¿choló'gica
de selección del Ministeño de Ttubcjo en ra¿ón de que esto, a la pre¡ente fecha, se
encuenlre en un proceso de ajusle y acluolízac¡ón.

4. PRONUNCIAMIENTO

En razón de que los actos administrativos de las entidades que comprenden el sector
público deben expedirse con bose en disposiciones claras eñonodas por autoridad
competente que causen ekctos juidicos, sustentodos eñ los pñncípios de segutidad
juidico, legalidad y autonoúía, esta Procuraduia Sindica conside¡a qua,la gorantía
de la autonornla establecido en el adculo 6 del Código Otgti¡ico de Oryanizoción
Teüiloriol, Aulonoñía y Desc¿rrtraliución - COOTAD en la que se establece, entre
otras cosos, la prohíbición de interferit en la otgonízacíón admi istrativo de los GAD,
ti.rre prevale¡cia sobre lo prevlsto e el ardcalo 3 d¿ la Norr a T¿cnico l¿l Subsislemo
de Selección de Peñonal conterrda en el Acuerdo Miúistetial No, MDT-2022-1E0.
enco tnindose facubados los GAD pura hacer uso de una herramienla tecnológica
instittcío al qae contribu)a al desaftollo de sus concursos de mér¡to y oposición,
padiendo prescindir de h plataforna tecnológico de selección del Minitrerio de
Trabajo, ñát aún si esra se encuentte en un proceso de ajuste ! qctuali¿acádn. " 1Én fasis
añadido).

Con el fin de contar con mayores elementos de análisis, mediante ofioio No. 16773. de 18 de
mayo de 2026, la Procuraduria General del Estado solicitó al Ministerio de Trabajo (en adelante,
"MDl"') que remita su criteriojuridico institucional sobre la materia objeto de co¡sulta.

El MDT atendió el requg¡imiento mediante oficio No. MDT-SN-2026-0370-O, de 29 de mayo de
2026, ingresado en la Procuraduria Ceneral del Estado el mismo dia. Eri dicho criterio, aderxis
de ios ñ¡¡damentos juidicos señalados por la entidad consultante, citó los artículos 231 de la
CRE; 2 de la LOSEP; I 17 y 185 del RGLOSEP; 3 y 8 del Acuerdo Mi¡isterial No. MDT-2022-
180. Co¡ esta base emitió el siguie¡te criteriojuridico institucional:

-

I
o
,

. 
3. PRONUNCIA]'TI ENTO :
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(...) En relación a su consuha, es me ester señalar que anforme el anículo 228 de la
Coístitucitiñ de la República del Ecuador se dispo e que el i greso al senicio público
se rcolizatuú ,fieüante coñcurso de ,ñérifos y oposición, e lofoma que deteñine la ley.
Eñ collcordaficia con elb, el attícülo 299 de la NoÍma Súprcfia recolloce la calidad de
leni¿loras ! sewidores públicos a todas las personas que preslan servicios en el sector
público.

En el ánb¡to de los gobiernos aufónomos desce tralizados, el Código Orgánico de
Organ¡zación Tenitorial - COOTAD, rcconoce la autono rlo e la adüinisffacün del
tale to hürtato; no obsta te, eslablece que las y los sen lores públicos se regirun por
el arco geñeral que esfoblezca la Le! Orgáfiica del Servicío Público.

(...) En este conte\to, esta cartera de Estado expidió el Acuerdo Ministerial MDT-2022-
180, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Ofrcíal Nro. 170, del l7 de octubre
de 2022. uedíante el cuol se eüitió la 'Normo Técnica del Subsistema de Selección de
Personal'.

El atticulo 3 de la mencionada norma fécnica, en concordancia con la Ley Orgánica del
Senicio Público y el attículo 360 del Código Otgá ico de Organizacióa Territorial,
Autofiomía j Descentral¡zación, estoblece de manera eJcpresa que los procesos de
selección de personal para puestos protegidos por la carera del senicto público
debeúfi reoliu$e obligdtofiafiente a fiaús de concutsos de , éritos y oposición,
utilizafido para el efecto h PlataÍonno Tecnológica de Selecció.t de Penonal del
Minisle o del Trubq¡o.

Finalmente, el artícülo 8 del Ac erdo Ministerial Nro. MDT-2022-180 dispone q e la
Ufii.lad de Adfiittistración del Talento Humano es la encargada de aplicar el Subsisfema
de Selección de Personal para los concursos de méritos y oposicíón de la institucíón.

f.../ " (énfasis añadido).

De 10 expuesto se desprende que el GADP Manabi sostiene que, de acuerdo con el COOTAD, la
administación del talento humano de los Gobiemos Autó¡omos Descentralizados (en adelante,
"6,.{D") es autónoma. En tal virtud, considera que se encuentr¿L plenamente facultado para utilizar
una heñamienta tecnológica institucjonal propia pa¡a llevar a cabo concu¡sos de méritos y
oposición. Por su p¿rte, eI MDT sostime que debe usa$e de manera obligato¡ia la Platafoma
Tecnológica de Selección de Personal del MDT pam llevar a cabo concusos de méritos y
oposición.

2- Análisis. -

El artículo 228 de la CRE determina q\e "El ingreso al senicio públ¡co, el ascenso y la
promocíón en la carrera adninístrativa se realízará rnediante coñcutso de rñérifos ! oposicióñ,
en la forma qae .leten tire ,a kJr". excepcionaddo de dicho requerimiento únicañente a las
autoridades de elección popular o de lib¡e nombramiento y remoción. Dicho artículo advierte que
su inobservancia "pro\)ocará h destitución de la autoridad nominadola " (ónfasis añadido).
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En linea con lo expuesto, el articulo 229 ibidem define como servidoms o servidores públicos a
''todds las pelsofias que e cualqu¡er forma o a cualquier lt lo tabajen, presten senicios o
ejerzan un cargo,.lilnción o díg idad dentro del sector público". EI inciso segundo de dicho
articulado señala también que "Los dercchos de las seryidoras ! senidores públicos son
itenunciables. La ley defrnini el organismo rectot eh ñateia de rccu$os hlrrra os y
rerfiunetaciones patu lodo el sector público y rcgulará el ihgrcso, ascenso, pronloción,
incenlivos, rég¡ en discíplínario, estabilidad, sístema de remunetación y cesación de f ciones
de sus servidores" (énfasis añadido).

Por ot¡a parte, la LOSEP contempla en su aúiculo J cuál es su ámbito de aplicació¡, y el n¡¡rneral
2 del artículo ibídem señala que las disposiciones de dicha ley, e¡ mateia de recursos humanos y
aemuneraciones, son aplicables a "Las enti.lades que integra el régirien aütóñomo
descentruliudo ! regirfi¿ri¿s esp¿ciales " (énfasis añadido).

Respecto de la administración del talento humatro en los cAD, el inciso final del articulo 51 de
la LOSEP establece que corresponde a sus unialades de admidstración del t¿lento humano "l.r
adm¡nistración del sistema integrarlo de desarollo del tdlento humano en sus instituck)ne§,
obsenando las normas técnicas etpe¡lidas por el Midisterio del Tnbaio cotfio órua o rector
de la ñaterit" (énfasis añadido). En concordanci4 el literal i) del artículo 52 ibídeñ prevé que
es responsabiiidad de dichas u¡idades 'zpli¿dr las normds técnices e¡nitidos por el Ministerio
del Trabajo, sobre selección ¡le personal, capacitación y desaftollo proksional co suste to en
el Estatulo, Manüal de Procesos de Descripción, Valoración ! Clasifrcación de Puestos Genérico

En este contexto, el MDT - ente otlas normas técnicas8 - expidió el Acuerdo Ministerial No.
MDT-2022-180, que confiene la "Norm.t Técnica del Súbsistetfia de Selección ¡le Personaf'.El
articulo 2 dispone que su ámbito de aplicación es obligatorio para las entidades determinadas en
el ariículo 3 de la LOSEP, dent¡o de las cuales se encuentran los GAD.

En surna, el articulo 3 de dicha úorma técnica es¡ablece de lorma expresai

"Art. 3.- Pl.rtaforma Tecnológica de Selección de Pe6onal del Ministerio del Trabajo.-
Los procesos de selección de perso al para púestos protegidos por la caftera del seryicio
público, según el áfibito de esta norma, deberán rcalizarse obligatoríamente a trayés de
concursos de mér¡los )) oposición, utili4ando para el efecto la plqtqfofiia tecnológica
del Mifiiste¡io del Trabajo como único medio vilido pam la ejecución de este ptoceso
(tufasis añadido).

Por otra parte, los artículos 5 y 6 del COOTAD, tespectivame¡te, rcconocen el pdtrcipio de
anfonornía "ple o ejercicio de lafacultad de organizoció y de gestión de sus talentos humanos"
y Ia garantía de autonomía "N¡nguna-función del Estado fií uutoridad extraña podrá ¡nterfeir et1

' A.uenlo M¡ ist¿ñal No. MDr-202,1 O6d, Noña Tbnia po4 la opli@ión d¿l De,..ho at 6pt@ prcf¿Nnre ¿stabt ci¿o ¿" b
L.r Odnnic4 pom ld Ptunücdcü r Denmuo Int¿Cru! l¿ L Ci.cunxit.ióh Teúitorial Espec¡al Añ.ró"i.t , Dispasición
G¿k¿tu1 Prinera: Pato los ptocesas de s¿l.cci¿h de pé^ohal eh las insritucio|es públc6, pard concü§o¡ de ú¿n¡,s .y ¿poe. ioñ.
los ñisños se d¿b¿rán r¿al.dt.!e canlomídad con los ptM.¿iñi¿Etü $tttl@itls @ lo NMz Teiiu tU Subsisl . tL

S.lució" de P.ño@l ¿ iti.ld po¡ el Minis¡erio del Trubújo.
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la autonomía política, admi isrrativa | -linancie¡d ", bajo los cuales dichos orga¡ismos poseen

capacidad de organización propia.

Al respecto, el axtículo 5 del COOTAD defme la autonomía adminishativa coíto "el pleno
ejercicio de la fa&ltad de organización )) de gestión de sus talentos humanos y recursos
materiales paru el ejercicio de sus competencia¡ y cumplirfiie to de sus atlibucío es, en foñta
directa o rlelegada, confotme a lo preristo eh la Cofistit tción ! la ¿eJ" (é¡fasis añadido). De
igual manera, el literal l) dei artículo 6 ibidem señala que está especialmente Fohibido a cu¿lqüer
autoridad o funcionario ajmo a los gobiernos autónoños descenftalizados "l) I te¡feir cn su
organizació admiñislraÍiva".

Al respecto, sobrc la auto¡oúía de los GAD y la posibilidad de realizar concursos de móritos y
oposició¡ sin el uso de la plataforma tecnológica del MDT, la Procuraduria General del Est¿do

se pronunció mediante oficios No. 13935, de 16 de julio de 2013. E¡ los referidos
pronunciamientos se analizó el Acuerdo Ministerial No. MRL-2012{00056e, que co¡teoia la
"Norma Suslitutivtt de la Norma del Subsistet a de Reclutumiento I Selección de Persofiaf'.
actualmente de.ogadá, y se manifestó:

"De las disposicío es coristítuciotxales y legales que han quedado cítadas se desprende
la obligatoríedad de que el ingreso al seryicio priblico, el ascenso ¡ la proüoció en la
cafterd administrativa se realicen mediante coficurso de éitos y oposición, en laÍorma
que ddermiñe la le!, eñ la especie,la Lq) Orgánica del Senicio Público, que en dicha
materia rige para las entidades determina¡las en el artículo j de la itdicada Ley
Orgánica, entre los que constan los Gobiernos Autónomos Descentr.tlízados. Para toles

fr es, I t efitida.les públicas deben promover políticas de inclusión a grupot ¿e atefic¡ó
pt íoitdria, interculÍuralidad ! presencia paritaría de hotubres ), üjercs.

(...)

Del iltciso frñal del articulo 51, 52 letra í) de la Ley Orgánica del Senicio Públ¡co !
artículo 2 de la Norita Substitlttíra de la Nomla del Subsistema de Reclatamíento !
Selección de Personal, en ate ción a su consuha, se coücluye qae es oplicable a lo§
gobieüos aulónomos .lescehfializados, lo ttot nativa del subsísleña de rcclutañie to

! selección de peñonaL a tes índicada.

E collsecuencia por ¿lisposicíón exprcsa del arfculo 4 de la Norma del Subsistema de

Reclutatfiie to y Selección de Personal, los gobiemos tutónomos d¿scenbalizados
.lebetán con at con lo plataÍorma del Mi itleio de Relaciofies Laborales denominada
Red Socío Etfipleo wW).socioempleagabÍL paru el Wrcso de personal de seNidores
fiunicipales, sbjefos a la Ley Orgánica de Servicio Ptiblico, puesto que el arlculo 4 de

la Norma eD mención, eÍpresame te díspone que el indi«1do cuerpo normativo es

aplícable para la selección de perÍo al para puestos proteg los por la anrera del
servício públ¡co,lo cualno abarca a los trabajddores, reg¡¡los por elCódigo delTrabajo,
por dísposición del .trtículo 229 de la Const¡tución de la Repúbliu y 4 de b Le! Orgánica
del Senicio Público" (énfasis añadido).

I Acu¿da tlinisterial I'lo. MRL-2012 A@A56, publi.d¿o ¿ñel S¿$"ñ¿o St?ldüto.¡el R.a¡srrc (ncial No. 702 de l1 de ñqo de
2A12. Deñgada pot la Dispori.ión D.rosataria lel A(wrdo No lttiL-2ot4 0222
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De Io antes indicado se desprende que: i) el inciso final del articulo 5 I de la LOSEP establece que
conesponde a las uddades de ¡alerito humá¡o de los GAD observar las nonnas técnicas expedidas
por el Ministerio del Trabajo; ii) de coriformidad con la Norma Téctrica de Selección de Personal,
contenid¿ en el Acuerdo Mi¡isterial No. MDT-2022-180, la plataforma temológica del MDT
co¡shtuye el úriico medio válido para llevar a cabo los concu¡sos de méritos y oposición respecto
de los puestos protegidos por la carre¡a del servicio público amp¿¡¡ados en la LOSEP; ,i, la
aulonoúía adminisüativa de los GAD, reconocida en los articulos 5 y 6 del COOTAD, se ejerce
según lo previsto eo la ley; y, la prohibición de interferencia establecida en el artículo 6 ibidem
cede expresamente frmte a 10 prcscrito por las ley€s de la Repúbiica, e¡tre ellas la LOSEP.

3. Pronuncia¡nlento.-

En atención a los terminos de la consulta se co¡cluye que, de acuerdo con los artículos 3, 51 y
Iiteral i) del articulo 52 de ]a Ley Orgánica del Se¡vicio Público; y, 3 del Acuerdo Ministerial No.
MDT-2022-180, el ingreso a la ca¡rera del servicio público, regulado por la Ley O¡gá¡ica del
Servicio Riblico, debe realizarse a travós de un concurso de médtos y oposición, y es obligaiorio
el uso de la platafo¡ma tecnológica del Ministe¡io de T¡abajo.

El p¡esente pronu[ciamiento es
inteligencia y aplicación geoeral

obligatorio para la Administación Pública y se limita a Ia

-
IIT

pnocLneade caa¡r oe sraoo

específicos es de exclusiva
pública que 10 aplique.

de normas juridicas. Su aplicació¡ a casos institucioDales
abilidad de la entidad consulta¡¡te y de cualqüer otra entidad

Abg. Juan
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Oficio Nº 17674 
 

 

Quito, D.M., 23 de julio de 2026 

 

 

Magíster   

Jorge Roberto Hoyos Zavala  

DIRECTOR EJECUTIVO  

AGENCIA DE REGULACIÓN Y CONTROL DE LAS TELECOMUNICACIONES  

Ciudad.-  

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. ARCOTEL-ARCOTEL-2026-0232-OF, de 1 de julio de 2026, ingresado el 

mismo día en la Procuraduría General del Estado, se formuló la siguiente consulta: 

 

“¿Es jurídicamente procedente que el Consejo de Desarrollo y Promoción de la 

Información y Comunicación, en su calidad de ente encargado del Sistema de 

Comunicación Social y responsable de su articulación, de conformidad con los 

artículos 45, 47 y 49 de la Ley Orgánica de Comunicación y 20 de su Reglamento 

General, expida mediante resolución de su Pleno el instrumento normativo u 

organizativo que determine la integración y regule el funcionamiento progresivo de 

dicho Sistema, incluidos los mecanismos institucionales necesarios para materializar 

la verificación de la información relativa a la concentración o acumulación de 

concesiones de frecuencias prevista en el numeral 3 del artículo 113 del Reglamento 

para Otorgar Títulos Habilitantes para Servicios del Régimen General de 

Telecomunicaciones y Frecuencias del Espectro Radioeléctrico?”  

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1.- Antecedentes.- 

 

El informe jurídico No. ARCOTEL-CJUR-2026-0003, de 01 de julio de 2026, suscrito por el 

Coordinador General Jurídico de la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones 

(en adelante, “ARCOTEL”), citó los artículos 16, 17, 82, 226, 313, y 384 de la Constitución de la 

República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 35, 36, 50 y 148 de la Ley Orgánica de 

Telecomunicaciones2 (en adelante, “LOT”); 44.1, 45, 46 de la Ley Orgánica de Comunicación3 

(en adelante, “LOC”); 20 del Reglamento General a la LOC4 (en adelante, “RGLOC”); 113 del 

Reglamento para Otorgar Títulos Habilitantes para Servicios del Régimen General de 

Telecomunicaciones y Frecuencias del Espectro Radioeléctrico5 (en adelante, “Reglamento de 

Títulos Habilitantes”). Con estos fundamentos analizó y concluyó lo siguiente: 

 

“4. ANÁLISIS JURÍDICO 

 

(…) 

 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008.  
2 LOT, publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 439, de 18 de febrero 2015. 
3 LCOM, publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 22 de 25 de junio de 2013.  
4 RGLOC, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 383 de 28 de agosto de 2023.  
5 Reglamento de Títulos Habilitantes, publicado en la Edición Especial del Registro Oficial No. 144 de 29 de noviembre de 2019.  
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Para asegurar el ejercicio de los derechos de la comunicación, la información y la 

libertad de expresión de las personas, a través del artículo 384 de la Constitución de la 

República del Ecuador se estableció la existencia del denominado "Sistema de 

Comunicación Social", el cual estará conformado por las instituciones y actores de 

carácter público, las políticas y la normativa, y por los actores privados, ciudadanos y 

comunitarios que se integren voluntariamente a él, disponiendo además que la ley defina 

su organización, funcionamiento y las formas de participación ciudadana. Debe 

destacarse que el Sistema no es una creación legal facultativa, sino una garantía 

institucional de rango constitucional: su existencia es un mandato imperativo que el 

legislador y la Administración están obligados a materializar. 

 

Dando cumplimiento a lo ordenado en el artículo 384 de la Constitución, el artículo 45 

de la Ley Orgánica de Comunicación dispone que sea el Consejo de Desarrollo y 

Promoción de la Información y Comunicación el ente encargado del Sistema de 

Comunicación Social. Esta atribución configura una competencia reglada, no 

discrecional: el componente jurídico conformado por el artículo 384 de la Constitución 

(que ordena que el Sistema exista) y el artículo 45 de la Ley (que designa 

nominativamente a su responsable) genera un deber jurídico de resultado exigible al 

Consejo, que no puede optar por no conformar el Sistema. 

 

El artículo 20 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Comunicación, materializa 

la potestad normativa secundaria de los órganos del sector público. Permitiendo la auto 

organización de la administración para garantizar la eficiencia del servicio. 

 

De lo establecido en el citado artículo, se puede observar, lo siguiente: 

 

✓ Atribución de Competencia Exclusiva: Al usar el verbo imperativo "deberá", el 

reglamento otorga una obligación de hacer. La competencia recae 

exclusivamente sobre el Consejo de Desarrollo y Promoción de la Información y 

Comunicación. 

 

✓ Límite de la Potestad Normativa: El texto fija un límite claro: "en lo que no fuere 

expresamente regulado en la Ley y en este Reglamento". Esto respeta 

estrictamente el principio de jerarquía de las normas previsto en el artículo 425 

de la Constitución de la República del Ecuador. La normativa interna es de 

carácter subsidiario y no puede contradecir, modificar ni ampliar lo ya 

establecido en normas de rango superior. 

 

✓ Potestad de auto organización: La materia regulada es el "funcionamiento" 

interno. Esto faculta al Consejo a dictar sus propios manuales de 

procedimientos, distribución de turnos, flujos de trabajo y sesiones, sin requerir 

la intervención de otros ministerios. 

 

Como se puede observar, el artículo 20 del Reglamento General a la Ley Orgánica de 

Comunicación establece que el Consejo articulará el Sistema de Comunicación Social, 

precisando que dicho desarrollo se realizará de forma progresiva mediante la 

integración de los actores institucionales y públicos que por mandato constitucional lo 

conforman, así como con la creación de los espacios de integración para los actores 

privados y comunitarios que libremente decidan formar parte de él; correspondiéndole, 

en consecuencia, aprobar y publicar la normativa aplicable a su funcionamiento en 
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aquello que no estuviere expresamente regulado en la Ley y su Reglamento General. El 

carácter progresivo del mandato modula el ritmo y las etapas de su cumplimiento, pero 

no lo convierte en potestativo; una inacción sostenida resultaría contraria al principio 

de progresividad y no regresividad de los derechos consagrado en el artículo 11, numeral 

8, de la Constitución, y comprometería la responsabilidad estatal por omisión. 

 

Conviene subrayar la asimetría que estructura la conformación del Sistema: la 

integración de las instituciones y actores públicos es obligatoria y deriva directamente 

del mandato constitucional, mientras que la de los actores privados, ciudadanos y 

comunitarios es voluntaria. Esta asimetría no debilita la obligación del Consejo, sino 

que la refuerza en un sentido específico: le impone el deber de garantizar las condiciones 

materiales y jurídicas para que esa integración voluntaria sea real y no meramente 

nominal. 

 

Es importante mencionar que, dentro de los objetivos del citado Sistema de 

Comunicación Social, el artículo 46 de la Ley Orgánica de Comunicación incorpora 

expresamente el de evidenciar los casos de concentración de frecuencias y promover el 

desarrollo de capacidades técnicas de los medios comunitarios. Este objetivo opera como 

el eslabón que conecta la dimensión sistémica —a cargo del Consejo— con la dimensión 

técnica del espectro radioeléctrico, y traslada al plano operativo el mandato de 

desconcentración de los artículos 16.3 y 17.3 de la Constitución. 

 

Ese plano operativo se materializa a través del régimen de títulos habilitantes. En efecto, 

la radio y la televisión de señal abierta son, simultáneamente, medios de comunicación 

que integran el Sistema de Comunicación Social y servicios que requieren de un título 

habilitante para el uso del espectro radioeléctrico. El Reglamento para Otorgar Títulos 

Habilitantes para Servicios del Régimen General de Telecomunicaciones y Frecuencias 

del Espectro Radioeléctrico – ROTH tiene por objeto establecer los requisitos, 

procedimientos, plazos y criterios para el otorgamiento, modificación, renovación y 

extinción de títulos habilitantes para la prestación de servicios de telecomunicaciones y 

de radiodifusión, así como para el uso y explotación del espectro. Su reforma aprobada 

por el Directorio de la ARCOTEL en 2023 se dictó, precisamente, para adecuarse a lo 

establecido en la Ley Orgánica de Comunicación y su Reglamento General, regulando, 

entre otros aspectos, la adjudicación por proceso público competitivo y equitativo. De 

este modo, el ROTH constituye el instrumento técnico-administrativo mediante el cual se 

garantiza —o se frustra— el acceso equitativo al espectro que exigen los artículos 16 y 

17 de la Constitución: sin título habilitante no hay acceso a la frecuencia, y sin acceso a 

la frecuencia ningún actor puede constituirse en medio de radiodifusión integrante del 

Sistema. 

 

Se configura así un engranaje competencial de dos planos que no deben confundirse: un 

plano rector-sistémico, atribuido al Consejo de Desarrollo y Promoción de la 

Información y Comunicación (articular políticas, integrar actores, evidenciar la 

concentración y fortalecer a los medios comunitarios); y un plano instrumental-

habilitante, atribuido a la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones 

(administrar el espectro y otorgar los títulos habilitantes que hacen posible la existencia 

de medios de radiodifusión). La plena conformación del Sistema depende de la actuación 

coordinada de ambas autoridades. 

 

Con relación a la prohibición de concentración de frecuencias establecida en los 
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artículos 113 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones y 113 del Reglamento para 

Otorgar Títulos Habilitantes para Servicios del Régimen General de Telecomunicaciones 

y Frecuencias del Espectro Radioeléctrico, se puede colegir que mientras la LOC dicta 

la prohibición sustantiva, el Reglamento dictado por la ARCOTEL aterriza esta 

prohibición al procedimiento administrativo de otorgamiento de concesiones del 

espectro radioeléctrico. El artículo 113 del ROTH establece los mecanismos de control 

previo y posterior para verificar que un postulante o concesionario no incurra en 

prácticas de concentración horizontal. 

 

El Reglamento dota a la ARCOTEL de la facultad de examinar las estructuras 

accionarias, filiales, matrices y vinculaciones de parentesco hasta el segundo grado de 

consanguinidad y afinidad antes de adjudicar una frecuencia, para lo cual requiere de 

la información sobre concentración de frecuencias que por mandato legal maneja el 

Sistema de Comunicación Social a cargo del Consejo de Desarrollo y Promoción de la 

Información y Comunicación. 

 

Es preciso señalar que la actuación de la Agencia de Regulación y Control de las 

Telecomunicaciones y de sus funcionarios se ejecuta en apego al principio de derecho 

público establecido en el artículo 226 de la Constitución de la República, que dispone: 

"Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores 

públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente 

las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la Ley. Tendrán 

el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce 

y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución". 

 

Del artículo 226 se desprenden, para el caso analizado, dos consecuencias concurrentes. 

La primera, derivada del principio de legalidad, es que la ARCOTEL solo puede ejercer 

las competencias que le atribuyen expresamente la Constitución y la ley en materia de 

títulos habilitantes y espectro, sin invadir la esfera rectora del Consejo sobre el Sistema 

de Comunicación Social. La segunda, derivada del deber de coordinación, es que ambas 

autoridades están constitucionalmente obligadas a articular sus acciones para hacer 

efectivo el goce de los derechos a la comunicación: el Consejo, cumpliendo su obligación 

de conformar el Sistema; y la ARCOTEL, otorgando los títulos habilitantes de 

radiodifusión conforme a criterios que aseguren el acceso equitativo y la 

desconcentración de frecuencias. En consecuencia, tanto la omisión en conformar y 

operar el Sistema como el otorgamiento de títulos habilitantes en condiciones que 

propicien la concentración resultarían contrarios a los artículos 16, 17, 226 y 384 de la 

Constitución de la República del Ecuador. 

 

5. CONCLUSIÓN 

 

En orden a los antecedentes, consideraciones jurídicas y análisis expuestos, es criterio 

de la Coordinación General Jurídica que jurídicamente es procedente que el Consejo de 

Desarrollo y Promoción de la Información y Comunicación, en su calidad de ente 

encargado del Sistema de Comunicación Social y responsable de su articulación, de 

conformidad con los artículos 45, 47 y 49 de la Ley Orgánica de Comunicación y 20 de 

su Reglamento General, expida mediante resolución de su Pleno el instrumento 

normativo u organizativo que determine la integración y regule el funcionamiento 

progresivo de dicho Sistema, incluidos los mecanismos institucionales necesarios para 

materializar la verificación de la información relativa a la concentración o acumulación 
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de concesiones de frecuencias prevista en el numeral 3 del artículo 113 del Reglamento 

para Otorgar Títulos Habilitantes para Servicios del Régimen General de 

Telecomunicaciones y Frecuencias del Espectro Radioeléctrico.” 

 

Con el fin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 17363 y 17365, de 

6 de julio de 2026, la Procuraduría General del Estado solicitó al Ministerio de 

Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información (en adelante, “MINTEL”) y al Consejo 

de Desarrollo y Promoción de la Información y Comunicación (en adelante, “CORDICOM”) que 

remitan su criterio jurídico institucional sobre la materia objeto de consulta. 

 

El requerimiento formulado al MINTEL fue atendido mediante oficio No. MINTEL-CGJ-2026-

0090-M, de 9 de julio de 2026, ingresado en la Procuraduría General del Estado el día siguiente. 

En dicho criterio, además de los fundamentos jurídicos señalados por la entidad consultante, citó 

los artículos 16 y 22 del Código Orgánico Administrativo (en adelante, “COA”); 2, 3, 15, 18, 35, 

36, 50, 140 y 141 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones (en adelante, “LOT”); 5, 47 y 49 de 

la Ley Orgánica de Comunicación (en adelante, “LOC”); 20 del RGLOC; 113 del Reglamento 

para otorgar títulos habilitantes para servicios de Régimen General de Telecomunicaciones y 

Frecuencias del Espectro Radioeléctricos (en adelante, “ROTH”). Con base en estos fundamentos 

emitió el siguiente criterio jurídico institucional: 

 

“III. Análisis Jurídico.- 

 

La Norma Constitucional garantiza el derecho a la seguridad jurídica, habiéndose 

dispuesto en su artículo 226 que las entidades públicas y sus servidores deben adecuar 

sus actuaciones a la Constitución y a la ley. 

 

En cuanto al Sistema de Comunicación Social el artículo 384 de la Constitución de la 

República establece que este asegurará el ejercicio de los derechos de la comunicación, 

información y libertad de expresión fortaleciendo la participación ciudadana, 

conformado por instituciones y actores públicos y privados, ciudadanos y comunitarios 

que se integren voluntariamente; en cuanto a su definición, conformación y 

establecimiento de objetivos en los artículo 44.1, 45 y 46 de la Ley Orgánica de 

Comunicación.  

 

En su artículo 45, la Ley Orgánica de Comunicación establece que el Consejo de 

Regulación, Desarrollo y Promoción de la Información y Comunicación constituye el 

Ente encargado del Sistema de Comunicación Social, cuyas funciones se encuentran 

reguladas en el artículo 49 de la misma Ley, y en cuanto a la regulación interna el 

artículo 20 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Comunicación, prevé que el 

Consejo debe aprobar y publicar la normativa.  

 

Desde dicha perspectiva, la regulación interna que permita la integración, coordinación 

y funcionamiento del Sistema de Comunicación Social, no refiere a la creación de nuevas 

competencias, sino mas (sic) bien a la determinación de la normativa que permita hacer 

operativa una competencia que ya se encuentra atribuida por el Legislador al Consejo 

de Regulación, Desarrollo y Promoción de la Información y Comunicación. En esta línea, 

dicha competencia exige la adopción de instrumentos normativos que garanticen la 

operatividad del Sistema.  
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En ese sentido, la emisión de la normativa o disposiciones por parte del Consejo de 

Regulación, Desarrollo y Promoción de la Información y Comunicación no implicaría la 

creación de una nueva competencia, sino la instrumentalización de una atribución 

legalmente prevista, orientada a viabilizar la instalación, articulación y funcionamiento 

progresivo del Sistema de Comunicación Social. Dicha regulación podría comprender 

los mecanismos institucionales necesarios para materializar la verificación de la 

información relativa a la concentración o acumulación de concesiones de frecuencias, 

siempre que se respete el ámbito competencial de ARCOTEL como autoridad encargada 

de la administración del espectro radioeléctrico y de la sustanciación de los 

procedimientos de otorgamiento de títulos habilitantes. 

 

Por otra parte, el artículo 18 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, establece que 

para el uso y explotación del espectro radioeléctrico, se requiere el otorgamiento previo 

de un título habilitante emitido por la Agencia de Regulación y Control de las 

Telecomunicaciones ARCOTEL, entidad que al normar tal otorgamiento, en el artículo 

113 del Reglamento para Otorgar Títulos Habilitantes para Servicios del Régimen 

General de Telecomunicaciones y Frecuencias del Espectro Radioeléctrico – ROTH, 

establece las prohibiciones e inhabilidades, estableciéndose en sus numerales 3, 4 y 5 la 

de concentrar o acumular concesiones de frecuencias o señales para el funcionamiento 

de estaciones matrices de radio y televisión; la adjudicación directa o indirectamente 

más de una concesión para matriz de radio AM y FM; y, la concesión en una misma 

provincia de una frecuencia para el funcionamiento de una matriz de radio o televisión 

a familiares directos de un concesionario con parentesco hasta el segundo grado de 

consanguinidad o segundo de afinidad. 

 

(…)  

 

IV. Pronunciamiento.- 

 

Por lo expuesto, y en mérito del análisis efectuado, es criterio de la Coordinación 

General Jurídica que el Consejo de Regulación, Desarrollo y Promoción de la 

Información y Comunicación de acuerdo a lo establecido en el artículo 45 de la Ley 

Orgánica de Comunicación, al constituirse como el Ente encargado del Sistema de 

Comunicación Social, en aplicación a lo dispuesto en los artículos 45, 47 y 49 de la 

misma Ley, en concordancia con el artículo 20 de su Reglamento General, es el 

competente para emitir la normativa y/ o disposiciones que permitan la instalación y 

funcionamiento del Sistema de Comunicación Social, y así dar cumplimiento a lo 

dispuesto en los artículos 44.1, 45 y 46 de la Ley Orgánica de Comunicación. Este criterio 

se sustenta, además, en los principios de proporcionalidad, seguridad jurídica y 

confianza legítima previstos en los artículos 16 y 22 del Código Orgánico Administrativo, 

los cuales exigen que las actuaciones de la Administración Pública sean razonables, 

previsibles y se desarrollen en estricto apego al ordenamiento jurídico vigente.”  

 

Por otra parte, el CORDICOM atendió el requerimiento efectuado por esta entidad mediante 

oficio No. CDPIC-PREC-2026-0089-O, de 14 de julio de 2026, ingresado en la Procuraduría 

General del Estado el día siguiente, al cual adjuntó el criterio jurídico contenido en el memorando 

No. CDPIC-CGAJ-2026-0055-M, de 14 de julio de 2026. En dicho criterio, además de los 

fundamentos jurídicos señalados por la entidad consultante, citó los artículos 65 y 67 del COA; 

44.1, 45, 46, 47 y 49 de la LCOM, y emitió el siguiente criterio jurídico institucional: 
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“4.- Criterio jurídico institucional. 

 

(…) 

 

Del examen sistemático de la Constitución de la República, el Código Orgánico 

Administrativo, la Ley Orgánica de Comunicación, su Reglamento General y las demás 

disposiciones aplicables, no se identifica una habilitación normativa expresa que faculte 

al Consejo de Comunicación para expedir, mediante resolución de su Pleno, un 

instrumento normativo de alcance general destinado a determinar la integración y 

regular el funcionamiento del Sistema de Comunicación Social, por tratarse de una 

materia cuyo desarrollo normativo el legislador remitió expresamente al Reglamento 

General de la Ley Orgánica de Comunicación, conforme a lo previsto en su artículo 45, 

en el marco de la potestad reglamentaria prevista en el numeral 13 del artículo número 

147 de la Constitución 

de la República. 

 

En consecuencia, una resolución del Pleno del Consejo de Comunicación no constituye 

el instrumento jurídico idóneo para desarrollar las disposiciones de la Ley Orgánica de 

Comunicación cuya regulación fue remitida expresamente por el legislador al 

Reglamento General, pues ello implicaría sustituir el ejercicio de la potestad 

reglamentaria constitucionalmente atribuida al Presidente de la República mediante la 

expedición de un acto normativo de alcance general para el cual el Consejo carece de 

habilitación competencial. La necesidad de implementar mecanismos institucionales 

para el cumplimiento de una finalidad legal no constituye, por sí sola, una fuente 

autónoma de atribución de competencias normativas. 

 

Lo anterior no implica desconocer el deber legal que corresponde al Consejo de 

Comunicación como ente encargado del Sistema de Comunicación Social. Por el 

contrario, dicho deber debe ejercerse mediante las competencias de coordinación, 

articulación, implementación, seguimiento y demás actuaciones administrativas que el 

ordenamiento jurídico expresamente le atribuye, conforme al desarrollo reglamentario 

previsto por la Ley Orgánica de Comunicación para la organización y funcionamiento 

del Sistema. 

 

Esta conclusión resulta consistente incluso con las posiciones institucionales expuestas 

durante las mesas de trabajo interinstitucionales mantenidas con Arcotel, la Secretaría 

General de Comunicación de la Presidencia de la República y la Secretaría General 

Jurídica de la Presidencia de la República, en las cuales se identificó la necesidad de un 

desarrollo reglamentario del Sistema de Comunicación Social, sin atribuir al Consejo de 

Comunicación competencias reglamentarias que el ordenamiento jurídico no le confiere. 

 

En ese contexto, la designación del Consejo de Comunicación como ente encargado del 

Sistema de Comunicación Social, interpretada conjuntamente con las atribuciones 

previstas en los artículos 46 y 49 de la Ley Orgánica de Comunicación y con la facultad 

para expedir normativa interna contemplada en el artículo 20 de su Reglamento General, 

le permite ejercer las competencias y atribuciones expresamente conferidas por el 

ordenamiento jurídico para el ejercicio de las funciones que el ordenamiento jurídico le 

atribuye respecto del Sistema de Comunicación Social, mas no ejercer potestades 

normativas de alcance general respecto de materias cuyo desarrollo la propia Ley 

Orgánica de Comunicación remitió expresamente a su Reglamento General. 
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Lo expuesto no limita ni desconoce el cumplimiento de los fines y objetivos del Sistema 

de Comunicación Social. Por el contrario, garantiza que su implementación se realice 

con estricta observancia del principio de competencia, la jerarquía normativa y la 

distribución constitucional de potestades, preservando la seguridad jurídica y el ejercicio 

legítimo de las atribuciones conferidas a cada órgano del Estado.  

 

En criterio institucional de este Consejo de Comunicación, la remisión contenida en el 

artículo número 45 de la Ley Orgánica de Comunicación al Reglamento General 

evidencia la necesidad de un desarrollo reglamentario para la operatividad del Sistema 

de Comunicación Social, sin perjuicio de que, una vez vigente dicho marco normativo, 

ejerza plenamente las atribuciones que el ordenamiento jurídico le confiere como ente 

encargado del Sistema. 

 

El presente constituye el criterio jurídico institucional del Consejo de Comunicación, 

emitido para los fines previstos en el artículo número siete de la resolución número 24 

de la Procuraduría General del Estado, correspondiendo a esta, en ejercicio de sus 

competencias constitucionales y legales, emitir el pronunciamiento vinculante respecto 

de la consulta formulada.” 

 

De lo expuesto se aprecia que el ARCOTEL y el MINTEL sostienen que el CORDICOM cuenta 

con la competencia para emitir normativa y disposiciones que permitan el funcionamiento del 

Sistema de Comunicación Social. Por su parte, el CORDICOM señala que no tiene una 

habilitación normativa expresa que le faculte emitir mediante resolución un instrumento 

normativo de alcance general. 

 

2.- Análisis.- 

 

Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado, el análisis se estructura en dos 

apartados: i) La prohibición de concentración de frecuencias; ii) El Sistema de Comunicación 

Social y su objetivo relacionado con la concentración de frecuencias ; y, iii) Capacidad normativa 

del CORDICOM. 

 

2.1.- La prohibición de concentración de frecuencias.-  

 

El numeral 3 del artículo 17 de la CRE establece que el “(e)stado fomentará la pluralidad y la 

diversidad en la comunicación, y al efecto: (…) 3. No permitirá el oligopolio o monopolio, 

directo ni indirecto, de la propiedad de los medios de comunicación y del uso de las frecuencias” 

(énfasis añadido). La prohibición constitucional de los monopolios y oligopolios en la propiedad 

de los medios de comunicación y en el uso de las frecuencias se desarrolla, en el ámbito legal, 

mediante los límites a la concentración y acumulación de concesiones establecidos en LCOM.  

 

En este sentido, el primer inciso de artículo 1 de la LCOM establece que su objeto es “desarrollar, 

proteger, promover, garantizar, regular y fomentar, el ejercicio de los derechos a la 

comunicación establecidos en los instrumentos de derechos humanos y en la Constitución de la 

República del Ecuador” (énfasis añadido). 

 

Con relación al derecho de acceso a las frecuencias del espectro radioeléctrico, el artículo 34 de 

la LCOM establece:  

 

103103



 

 
 
 
 

 
 

 

 
 

 

ARCOTEL 

0012008-2026-AD-JL 

Página. 9 
 

 

“Art. 34.- Derecho al acceso a frecuencias.- Todas las personas en forma individual y 

colectiva tienen derecho a acceder, en igualdad de condiciones, al uso de las 

frecuencias del espectro radioeléctrico, asignadas para los servicios de radio y televisión 

abierta y por suscripción en los términos que señala la ley” (énfasis añadido). 

 

De manera complementaria al reconocimiento del derecho de acceso a las frecuencias, el segundo 

inciso del artículo 1 de la LCOM incluye dentro del objeto de la ley “la desconcentración de 

frecuencias, protección del derecho a ejercer la libertad de expresión, y a buscar, recibir y 

difundir información e ideas de toda índole a través de medios de comunicación”.  

 

Por su parte, el artículo 113 de la LCOM establece la prohibición de concentración o acumulación 

de concesiones de frecuencias o señales para el funcionamiento de estaciones matrices de radio y 

televisión:  

 

“Art. 113.- Prohibición de concentración.- Está prohibido que las personas naturales o 

jurídicas concentren o acumulen las concesiones de frecuencias o señales para el 

funcionamiento de estaciones matrices de radio y televisión. 

 

La autoridad de telecomunicaciones no podrá adjudicar más de una concesión de 

frecuencia para matriz de radio en AM, una frecuencia para matriz de radio en FM y 

una frecuencia para matriz de televisión a una misma persona natural o jurídica en 

todo el territorio nacional. 

 

Quien sea titular de una concesión de radio, ya sea en AM o FM, puede participar en los 

concursos públicos para la adjudicación de no más de una frecuencia de onda corta. 

 

En una misma provincia no podrá concesionarse una frecuencia para el 

funcionamiento de una matriz de radio o televisión a familiares directos de un 

concesionario con el que tengan parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad 

y segundo de afinidad” (énfasis añadido). 

 

Para controlar el cumplimiento de la prohibición de concentración o acumulación de concesiones 

de frecuencias, el numeral 2 del artículo 67 del RGLOC dispone que “(s)e prohíbe que las 

personas naturales o jurídicas concentren o acumulen concesiones de frecuencias o señales para 

el funcionamiento de estaciones matrices de radio y televisión, para lo cual el organismo de 

control competente verificará la información (…)”. Esta disposición no individualiza 

expresamente cuál es el organismo de control competente para efectuar dicha verificación. 

 

Por otra parte, respecto del otorgamiento de concesiones de frecuencias, los artículos 19, 45, 50 

y, 51 de la LOT disponen, en concordancia con los artículos 14, 15, 16, 23 y 44 del Reglamento 

General a la LOT6, que el Directorio de la ARCOTEL expida el Reglamento de Títulos 

Habilitantes.  

 

El referido Reglamento de Títulos Habilitantes, en el numeral 3 de su artículo 113, establece entre 

las prohibiciones aplicables a la concesión de frecuencias “(…) que las personas naturales o 

jurídicas concentren o acumulen concesiones de frecuencias o señales para el funcionamiento de 

estaciones matrices de radio y televisión, para lo cual el Sistema Nacional de Comunicación 

verificará la información (…)”.  

 
6 RGLOT, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 383 de 28 de agosto de 2023.  
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De la normativa citada se desprende lo siguiente: i) la prohibición de que las personas naturales 

o jurídicas concentren o acumulen concesiones de frecuencias o señales para el funcionamiento 

de estaciones matrices de radio y televisión se encuentra expresamente prevista en el artículo 113 

de la LCOM; y, ii) de conformidad con el numeral 2 del artículo 67 del RGLOC, la información 

relacionada con la concentración o acumulación de concesiones debe ser verificada por el 

organismo de control competente, aunque dicha disposición no individualiza expresamente a la 

entidad encargada de efectuar esa verificación. 

 

2.2.- El Sistema de Comunicación Social y su objetivo relacionados con la concentración de 

frecuencias.-   

 

El artículo 384 de la CRE establece que el Sistema de Comunicación Social “se conformará por 

las instituciones y actores de carácter público, las políticas y la normativa; y los actores 

privados, ciudadanos y comunitarios que se integren voluntariamente a él”; y agrega que la “ley 

definirá su organización, funcionamiento y las formas de participación ciudadana” (énfasis 

añadido).  

 

En desarrollo de la referida disposición constitucional, el artículo 44.1 de la LCOM define al 

Sistema de Comunicación Social como:  

 

“Art. 44.1.- Sistema de comunicación social.- Es el conjunto articulado de 

organizaciones públicas, privadas y comunitarias que ejercen la difusión masiva de 

contenidos comunicacionales en forma estable y periódica, a través de medios impresos, 

radio, televisión y audio o video por suscripción, cuyos contenidos pueden ser generados 

o replicados por el medio de comunicación a través de internet.”  

 

El artículo 45 de la LCOM establece: 

 

 “Art. 45.- Conformación.- El Sistema de Comunicación Social se conformará por 

instituciones de carácter público, las políticas y la normativa, así como con los actores 

privados, públicos y, comunitarios y ciudadanos que se integren voluntariamente a él, de 

acuerdo a esta Ley y su Reglamento General. 

 

El Consejo de Regulación, Desarrollo y Promoción de la Información y Comunicación, 

será el ente encargado del Sistema de Comunicación Social” (énfasis añadido). 

 

Por otra parte, de acuerdo con el literal e) del artículo 46 de la LCOM, uno de los objetivos del 

Sistema de Comunicación Social es “(e)videnciar los casos de concentración de frecuencias y 

promover el desarrollo de capacidades técnicas de los medios comunitarios”.  

 

De la normativa citada se desprende lo siguiente: i) el Sistema de Comunicación Social constituye 

el conjunto articulado de organizaciones, instituciones, actores, políticas y normas descrito en los 

artículos 384 de la CRE y 44.1 y 45 de la LCOM; ii) el CORDICOM es el ente encargado del 

Sistema de Comunicación Social; y, iii) el artículo 45 dispone el Sistema de Comunicación Social 

se conformará por instituciones de carácter público, políticas, normativa, y actores públicos, 

privados, comunitarios y ciudadanos que se integren voluntariamente. 

 

 

 

105105



 

 
 
 
 

 
 

 

 
 

 

ARCOTEL 

0012008-2026-AD-JL 

Página. 11 
 

 

2.3.- Capacidad normativa del CORDICOM.-  

 

El artículo 47 de la LCOM establece que el CORDICOM “es un cuerpo colegiado con personería 

jurídica, autonomía funcional, administrativa y financiera. Sus resoluciones son de cumplimiento 

obligatorio.” 

 

El artículo 130 del COA prevé lo siguiente:  

 

“Art. 130.- Competencia normativa de carácter administrativo. Las máximas autoridades 

administrativas tienen competencia normativa de carácter administrativo únicamente 

para regular los asuntos internos del órgano a su cargo, salvo los casos en los que la ley 

prevea esta competencia para la máxima autoridad legislativa de una administración 

pública.  

 

La competencia regulatoria de las actuaciones de las personas debe estar expresamente 

atribuida en la ley.”   

 

Por otra parte, el artículo 45 de la LOC, citado en el acápite anterior, establece que el Sistema de 

Comunicación Social “se conformará por instituciones de carácter público, las políticas y la 

normativa, así como con los actores privados, públicos, comunitarios y ciudadanos que se 

integren voluntariamente a él, de acuerdo con esta Ley y su Reglamento General”. La misma 

disposición determina en su segundo y último inciso que el CORDICOM “será el ente encargado 

del Sistema de Comunicación Social” (énfasis añadido). 

 

Desde una interpretación literal de la antedicha disposición, el legislador asignó al CORDICOM 

la calidad de ente encargado del referido Sistema, lo que supone la existencia de una función de 

dirección, coordinación y articulación respecto de los elementos que lo conforman. Con todo, 

debe señalarse que la norma no desarrolla el alcance de dicha atribución ni establece el mecanismo 

mediante el cual debe estructurarse la integración operativa del Sistema. Asimismo, la redacción 

del artículo evidencia que el Sistema de Comunicación Social no constituye un órgano 

administrativo con personalidad jurídica propia, sino un esquema de articulación integrado por 

instituciones públicas, políticas públicas, normativa aplicable y aquellos actores privados, 

públicos, comunitarios y ciudadanos que voluntariamente decidan incorporarse. En consecuencia, 

el Sistema debe entenderse como un mecanismo de coordinación institucional cuya conducción 

corresponde al Consejo, mas no como una nueva entidad dotada de competencias propias. 

 

Por otro lado, el artículo 20 del RGLOC dispone que el CORDICOM “deberá aprobar y publicar 

la normativa interna aplicable para su funcionamiento, en lo que no fuere expresamente regulado 

en la Ley y en este Reglamento”. Esta disposición constituye una habilitación normativa expresa 

para que el referido Consejo emita las regulaciones internas necesarias para el ejercicio de las 

competencias que el ordenamiento jurídico le ha atribuido. Sin embargo, dicha habilitación debe 

interpretarse conforme al principio de legalidad y a la jerarquía normativa prevista en el artículo 

425 de la CRE. 

 

En este sentido, la expresión “normativa interna aplicable para su funcionamiento” debe 

entenderse, en el caso concreto consultado, como la generación de aquella normativa que 

razonablemente permita al CORDICOM, un efectivo ejercicio de sus atribuciones y competencias 

de dirección, coordinación y articulación que tiene, por expreso mandato legal, como ente 

encargado del Sistema de Comunicación Social, sin que pueda invadir materias sustantivas que 

se encuentren ya reguladas por disposiciones legales o reglamentarias, o que excedan la 
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organización interna o el ámbito de la articulación institucional del mencionado Sistema.  

 

Al respecto, corresponde recordar que la competencia es la esfera de atribuciones de los 

organismos y entidades. A decir de Roberto Dromi7 “la competencia de los órganos 

administrativos es el conjunto de atribuciones que, en forma expresa o razonablemente 

implícita, confieren la Constitucional Nacional, la Constitución provincial, los tratados, las leyes 

y los reglamentos” (énfasis añadido).  

 

El Capítulo III de las Sección I del COA, que trata sobre los aspectos generales del ejercicio de 

las competencias, en su artículo 65 define a la competencia como “la medida en la que la 

Constitución y la ley habilitan a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón de la materia, 

el territorio, el tiempo y el grado”; y, sobre el alcance de las competencias atribuidas, el inciso 

primero del artículo 67 ibidem prescribe que “El ejercicio de las competencias asignadas a los 

órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo expresamente definido en la ley, sino todo 

aquello que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones” (el énfasis me corresponde). 

 

Respecto del alcance de la competencia, Julio Alberto Comadira8 señala que “una adecuada 

técnica hermenéutica exige atender no sólo el texto expreso de la norma sino, además, sus 

componentes razonablemente implícitos, los cuales, a su vez, pueden resultar de una atribución 

expresa, generadora del poder expresamente implícito, o bien simplemente implícita, 

determinante de la competencia implícita propiamente dicha”. Con lo anterior, es pertinente 

señalar que el contenido del art. 67 del COA es justamente un caso de poder expresamente 

implícito al señalar que el ejercicio de las competencias incluye también “todo aquello que sea 

necesario para el cumplimiento de sus funciones”.  

 

Adicionalmente, Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández9 precisan que: “Es 

obvio, sin embargo, que este proceso deductivo no legitima por sí mismo ninguna interpretación 

extensiva, y ni siquiera analógica, de la legalidad como atributiva de poderes a la 

Administración; tal interpretación extensiva o la aplicación de la analogía están aquí más bien 

excluidas de principio (…) En ese difícil filo entre una prohibición de extensiones analógicas y 

una exigencia de coherencia legal se mueve la doctrina de los poderes inherentes o implícitos, 

que son, en definitiva, poderes efectivamente atribuidos a la Administración por el 

ordenamiento aunque no por el componente escrito del mismo” (énfasis añadido). Y, respecto 

de las cláusulas generales de apoderamiento, señalan que: “es claro que no se trata en absoluto 

de una atribución de poderes ilimitados (…), porque en todos los casos se trata de una acotación 

de supuestos que no son ellos mismos ilimitados, sino simplemente imprecisos en su definición 

previa (…)” (énfasis añadido).  

 

Es decir, en ejercicio de las facultades implícitas, la entidad administrativa correspondiente puede 

ejecutar las actuaciones que, aun sin estar expresamente precisadas, sean necesarias para el 

cumplimiento de los fines. Ello supone, con todo, el cumplimiento de una serie de requisitos que 

se resumen en la legitimación, es decir: a) que dichas actuaciones puedan razonablemente 

vincularse con el ejercicio general de sus competencias y facultades expresamente definidas; b) 

que sean realmente necesarias o convenientes para que el órgano o la entidad consigan sus 

finalidades; y, c) que estas actuaciones no correspondan al ejercicio de competencias o facultades 

 
7 Dromi Roberto, Derecho Administrativo, décima edición, Editorial Ciudad Argentina, 2004, Pág. 361. 
8 Los Criterios Para Determinar El Alcance De La Competencia De Los Órganos Y Los Entes Del Estado. Publicado en: VVAA: 

“Organización administrativa, función pública y dominio público”. Ediciones RAP, Buenos Aires, 2005, p. 41. 
9 “Curso de Derecho Administrativo”, Civitas Ediciones, Madrid, 2001, Tomo I, p. 449 y 451. 
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que sí ostentan una regulación específica, pues en tal supuesto, nos encontraríamos con facultades 

implícitas que prevalecen sobre las explícitamente reguladas. 

 

En ese sentido, la calidad de “ente encargado del Sistema” lleva implícita una potestad 

organizativa mínima, pues de lo contrario la atribución conferida por el artículo 45 de la LOC 

sería de imposible ejercicio, potestad que debe ser ejercida dentro de los límites razonables del 

ámbito material de atribuciones del CORDICOM y siempre que no colisione con aquello que ya 

se encuentre regulado por la ley o el reglamento respectivo.  

 

De la normativa citada se desprende lo siguiente: i) el CORDICOM puede emitir resoluciones de 

cumplimiento obligatorio; ii) el CORDICOM tiene capacidad para emitir normativa interna para 

su funcionamiento; iii) el CORDICOM es el ente encargado del Sistema de Comunicación Social; 

iv) la Administración Pública tiene facultades atribuidas implícitamente por el ordenamiento 

jurídico pero que deben ser las razonablemente necesarias para conseguir los fines y sin que 

invadan la esfera de actuación o de competencias que sí se encuentren explícitamente asignadas 

y reguladas. 

 

3. Pronunciamiento.-  

 

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los artículos 45, 47 y 

49 de la Ley Orgánica de Comunicación; 20 de su Reglamento General; y, 65, 67 y 130 del Código 

Orgánico Administrativo, el Consejo de Regulación, Desarrollo y Promoción de la Información 

y Comunicación es el ente encargado del Sistema de Comunicación Social y, como tal, se 

encuentra facultado para expedir el instrumento normativo u organizativo que determine la 

integración y regule el funcionamiento del referido Sistema, incluidos los mecanismos 

institucionales necesarios para materializar la verificación de la información relativa a la 

concentración o acumulación de concesiones de frecuencias prevista en el numeral 3 del artículo 

113 del Reglamento para Otorgar Títulos Habilitantes para Servicios del Régimen General de 

Telecomunicaciones y Frecuencias del Espectro Radioeléctrico. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 

pública que lo aplique. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 
CC.   Mgs. Ricardo Xavier Gutiérrez Cevallos 

MINISTRO DE TELECOMUNICACIONES Y DE LA SOCIEDAD DE LA INFORMACIÓN 

Dr. Cesar Antonio Martín Moreno 

PRESIDENTE CONSEJO DE DESARROLLO Y PROMOCIÓN DE LA INFORMACIÓN Y 

COMUNICACIÓN    

 

 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Oficio Nº 17716 
 

 

Quito D.M., 28 de julio de 2026 

 

 

Doctor 

Fidel Márquez Sánchez 

Presidente 

CONSEJO DE EDUCACIÓN SUPERIOR 

Ciudad. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. CES-CES-2026-0615-CO, de 16 de junio de 2026, ingresado en el correo 

institucional de la Procuraduría General del Estado el 19 del mismo mes y año, se formularon las 

siguientes consultas:   

 

“¿En las instituciones de educación superior particulares que optan por un 

mecanismo interno de propuesta y conformación de ternas por parte del Consejo de 

Regentes o del Órgano Colegiado Superior, conforme lo dispuesto en el artículo 55 

de la LOES, debe entenderse que no existe una figura formal de postulación? 

 

¿Debe entenderse que la prohibición de “postularse” prevista en el artículo 166 de la 

LOES resulta aplicable exclusivamente a aquellos procesos de elección universal 

propios de las universidades y escuelas politécnicas públicas?” 

 

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

El informe jurídico No. CES-PRO-DAJ-2026-0003, de 16 de junio de 2026, suscrito por el 

Procurador subrogante del Consejo de Educación Superior (en adelante “CES”), que citó los 

artículos 82, 226, 352, 353 numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante 

“CRE”); 18 del Código Orgánico Administrativo2 (en adelante “COA”);  55, 166 y 169 de la Ley 

Orgánica de Educación Superior3 (en adelante “LOES”), analizó y concluyó lo que a continuación 

se transcribe: 

 

“En este sentido, el artículo 55 de la ley ibidem establece mecanismos diferenciados 

para la designación de primeras autoridades, rector/a; vicerrector/a. En el caso de 

universidades y escuelas politécnicas públicas, la norma prevé expresamente un 

proceso de elección universal, directa, secreta y obligatoria. Este mecanismo supone 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial 449 de 20 octubre de 2008; última reforma publicada el 3 de mayo de 2024. 
2 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial 31 de 7 de julio de 2017; última reforma publicada el 13 de enero 
de 2026. 
3 LOES, publicada en el Suplemento del Registro Oficial 298 de 12 de octubre de 2010; última reforma publicada en el Segundo 

Suplemento del Registro Oficial 261 de 9 de abril de 2026. 
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necesariamente la existencia de una fase previa de inscripción o postulación de 

candidaturas, propia de todo proceso electoral. 

 

Por el contrario, respecto de las universidades y escuelas politécnicas particulares, la 

LOES reconoce mecanismos sustentados en la autonomía responsable de las 

instituciones de educación superior mediante los cuales la designación de las máximas 

autoridades se realiza a través de procedimientos internos de conformación de ternas, 

propuestas institucionales y decisiones adoptadas por órganos de gobierno, tales como 

el Órgano Colegiado Superior o el Consejo de Regentes, según corresponda. 

 

Desde esa perspectiva, se observa que la figura de postulación constituye un concepto 

estrechamente vinculado a procesos de elección universal en los cuales existe una 

candidatura que es sometida a consideración de un proceso electoral en la 

correspondiente institución de educación superior. Por otro lado, los mecanismos de 

propuesta o designación institucional responden a una lógica diferente, caracterizada 

por la selección interna de candidatos por parte de los órganos determinados en la ley 

y el estatuto institucional. 

 

En ese orden de ideas, en aplicación del principio de seguridad jurídica previsto en el 

artículo 82 de la Norma Constitucional, las restricciones al ejercicio de derechos deben 

encontrarse formuladas de manera clara y expresa. En consecuencia, cuando el 

legislador ha optado por utilizar un término específico “postulación”, corresponde 

atribuirle un alcance que ordinariamente posee dentro del contexto normativo en el que 

fue incorporado. 

 

Bajo aquella consideración, debe sostenerse que la prohibición prevista en el inciso 

cuarto del artículo 166 de la LOES se circunscribe a aquellos procedimientos que 

prevén formalmente una etapa de postulación de candidaturas, como ocurre 

exclusivamente en los procesos de elección universal previstos para las universidades 

y escuelas politécnicas públicas. Fuera de ese supuesto, no existiría una candidatura 

en sentido jurídico estricto sobre la cual pueda operar dicha prohibición. 

 

Por el contrario, respecto de las instituciones de educación superior particulares que, 

en ejercicio de la autonomía reconocida y garantizada en la Constitución y en la LOES, 

contemplen mecanismos de propuesta de designación institucional sin una fase formal 

de postulación de candidaturas, esta Procuraduría considera que la restricción 

establecida por el legislador en el cuarto inciso del artículo 166 no resulta aplicable. 

Ello, por cuanto dicha disposición se refiere específicamente a la postulación de 

candidaturas, expresión que debe ser entendida en el contexto de los procesos de 

elección universal previstos para las universidades y escuelas politécnicas públicas. 

 

2. Análisis. - 

 

Para el estudio de las consultas planteadas, el análisis abordará los siguientes puntos: i) Naturaleza 

y competencias del Consejo de Educación Superior y prohibiciones de sus integrantes; ii) 

Elección de primeras autoridades de las Instituciones de Educación Superior; iii) Aplicación de 

la prohibición contenida en el último inciso del artículo 166 de la LOES. 
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2.1. Naturaleza, competencias del Consejo de Educación Superior y prohibiciones de sus 

integrantes. - 

 

El artículo 352 de la CRE establece que "El sistema de educación superior estará integrado por 

universidades y escuelas politécnicas; institutos superiores técnicos, tecnológicos y pedagógicos; 

y conservatorios de música y artes, debidamente acreditados y evaluados", y añade que "Estas 

instituciones, sean públicas o particulares, no tendrán fines de lucro".  

 

En concordancia, el artículo 14 de la LOES enumera como instituciones del Sistema de Educación 

Superior (en adelante “SES”) a las universidades y escuelas politécnicas "públicas y 

particulares", y a los institutos superiores y conservatorios "tanto públicos como particulares". 

 

En este sentido, el artículo 353 de la CRE prevé que el sistema se regirá, entre otros, por: 

 

“1. Un organismo público de planificación, regulación y coordinación interna del 

sistema y de la relación entre sus distintos actores con la Función Ejecutiva y 2. Un 

organismo público técnico de acreditación y aseguramiento de la calidad de 

instituciones, carreras y programas, que no podrá conformarse por representantes de las 

instituciones objeto de regulación”. 

 

Por su parte, el artículo 15 de la LOES identifica como organismos públicos del Sistema Nacional 

de Educación Superior al Consejo de Educación Superior (en adelante "CES"), al Consejo de 

Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior y al órgano rector de la política pública 

de educación superior.  

 

El primer inciso del artículo 166 de la LOES define al CES como "el organismo de derecho 

público con personería jurídica, patrimonio propio e independencia administrativa, financiera y 

operativa, que tiene a su cargo la planificación, regulación y coordinación del Sistema de 

Educación Superior, y la relación entre sus distintos actores con la Función Ejecutiva y la 

sociedad ecuatoriana". 

 

Por otro lado, el artículo 167 de la LOES regula la integración del CES, el cual está conformado 

por cuatro representantes de la Función Ejecutiva y seis académicos elegidos por concurso público 

de merecimientos y oposición, todos con voto; tres representantes estudiantiles que participan 

solo con voz; y, delegados permanentes con voz y sin voto, entre ellos tres rectores designados 

por la Asamblea del Sistema de Educación Superior, uno por las universidades o escuelas 

politécnicas públicas, uno por las particulares y uno por los institutos y conservatorios; y un 

consejero del Consejo de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior. 

 

Las prohibiciones que la LOES impone a los integrantes del Consejo operan en dos momentos 

distintos: 1) Al ingreso: el segundo inciso del artículo 166 dispone que "Los miembros del 

Consejo de Educación Superior no podrán ser autoridades ejecutivas o académicas de las 

instituciones objeto de regulación", y, en concordancia, el artículo 168 establece que "no podrán 

posesionarse las máximas autoridades académicas y administrativas de los organismos o 

instituciones objeto del control y regulación del sistema, salvo que hayan renunciado previamente 

a esos cargos"; y, 2) A la salida: el cuarto y último inciso del artículo 166 prevé que "Los 

Consejeros, terminada su gestión, ya sea por conclusión del periodo o por renuncia, no podrán 

postularse para ser máximas autoridades de instituciones de educación superior al menos por 

dos años" (subrayado me corresponde). 
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Cabe destacar que las prohibiciones de los artículos 166 y 168 de la LOES se refieren a las 

"instituciones objeto de regulación" y a las "instituciones de educación superior", sin distinguir 

entre públicas y particulares.  

 

De lo expuesto se desprende que: i) el CES es el organismo público encargado de la planificación, 

regulación y coordinación del Sistema de Educación Superior; ii) en razón de las potestades de 

control, sanción y remoción que el artículo 169 le confiere sobre todas ellas, la LOES somete a 

sus integrantes a prohibiciones orientadas a preservar su independencia e imparcialidad; iii) esas 

prohibiciones operan tanto al ingreso: no posesionarse quienes sean máximas autoridades de las 

instituciones reguladas, salvo renuncia previa, como a la salida: no postularse como máxima 

autoridad durante los dos años posteriores a la gestión; y, iv) ninguna de las prohibiciones realiza 

una distinción respecto de si se trata de una institución pública o particular. 

 

2.2. Elección de Primeras Autoridades de las Instituciones de Educación Superior. - 

 

De acuerdo con el artículo 48 de la LOES, el Rector es "la primera autoridad ejecutiva de la 

institución de educación superior pública o particular", y, según el artículo 51 ibidem, las 

universidades y escuelas politécnicas "contarán con un Vicerrector que cumpla con los mismos 

requisitos que para ser Rector, y podrán contar con otros Vicerrectores, según conste en sus 

estatutos".  

 

El artículo 55 de la LOES regula la elección de primeras autoridades a través de mecanismos 

diferenciados. Respecto de las universidades y escuelas politécnicas públicas, dispone que la 

elección de rector y vicerrector “se hará por votación universal, directa, secreta y obligatoria de 

los profesores o las profesoras e investigadores o investigadoras titulares, de los y las estudiantes 

regulares legalmente matriculados a partir del segundo año de su carrera, y de las y los 

servidores y trabajadores titulares, de conformidad con esta Ley”. 

 

Por otra parte, respecto de las instituciones de educación superior particulares, cuando no se opte 

por la elección universal, la elección podrá realizarse mediante alguno de los tres mecanismos 

que la norma prevé que: 

 

“1. El Órgano Colegiado Superior presentará al Consejo de Regentes una terna de 

candidatos, de la cual éste elige al rector o rectora y vicerrectora o vicerrector. En 

caso de que el Consejo de Regentes no esté de acuerdo con la terna, el Órgano 

Colegiado Superior deberá presentar una nueva terna de la cual el Consejo de Regentes 

elige al rector o rectora y vicerrectora o vicerrector. 

 

2. El Consejo de Regentes propondrá al Órgano Colegiado Superior, una terna de 

candidatos de la cual el Órgano Colegiado Superior elige al rector o rectora y 

vicerrectora o vicerrector. 

 

3. El Consejo de Regentes presentará en consulta una terna de candidatos al Órgano 

Colegiado Superior, el que deberá pronunciarse con su conformidad. En caso de no 

estar conforme con la terna, el Consejo de Regentes deberá sustituirlos en una nueva 

terna de la cual el Consejo de Regentes elige al rector o rectora y vicerrectora o 

vicerrector”. 

 

Es decir, cuando no sea por elección universal como en las universidades públicas, la designación 

recae en una terna de candidatos de la cual el órgano competente elige al Rector y al Vicerrector. 
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De lo expuesto se desprende que: i) las máximas autoridades a que se refiere la prohibición del 

artículo 166 son el Rector y el Vicerrector; y, ii) el artículo 55 prevé su elección mediante votación 

universal o mediante la conformación de ternas de candidatos. 

 

2.3. Aplicación de la prohibición contenida en el último inciso del artículo 166 de la LOES.-  

 

El artículo 18 del Código Civil prevé lo siguiente:  

 

“Los jueces no pueden suspender ni denegar la administración de justicia por 

oscuridad o falta de ley. En tales casos juzgarán atendiendo a las reglas siguientes: 

 

1. Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto 

de consultar su espíritu.  

 

Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su 

intención o espíritu claramente manifestados en ella misma, o en la historia fidedigna 

de su establecimiento; 

 

2. Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso 

general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido 

expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal; 

 

(…) 

 

5. Lo favorable u odioso de una disposición no se tomará en cuenta para ampliar o 

restringir su interpretación. La extensión que deba darse a toda ley se determinará 

por su genuino sentido y según las reglas de interpretación precedentes; (…)” 

 

 En este mismo sentido, el numeral 7 del artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional establece lo que a continuación se transcribe:  

 

“Las normas constitucionales se interpretarán en el sentido que más se ajuste a la 

Constitución en su integralidad, en caso de duda, se interpretará en el sentido que más 

favorezca a la plena vigencia de los derechos reconocidos en la Constitución y que 

mejor respete la voluntad del constituyente.  

 

Se tendrán en cuenta los siguientes métodos y reglas de interpretación jurídica 

constitucional y ordinaria para resolver las causas que se sometan a su conocimiento, 

sin perjuicio de que en un caso se utilicen uno o varios de ellos: 

 

(…) 

 

7. Interpretación literal.- Cuando el sentido de la norma es claro, se atenderá su tenor 

literal, sin perjuicio de que, para lograr un resultado justo en el caso, se puedan utilizar 

otros métodos de interpretación.” 

 

Al respecto, corresponde analizar la prohibición consultada frente a los métodos de interpretación 

normativa antes indicados. Así, el artículo 166 de la LOES dispone que los consejeros del Consejo 

de Educación Superior, una vez concluida su gestión, “no podrán postularse para ser máximas 
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autoridades de instituciones de educación superior al menos por dos años”. La norma emplea el 

verbo “postularse”, expresión que, en su sentido natural y jurídico, supone un acto voluntario 

mediante el cual una persona presenta formalmente su candidatura para participar en un proceso 

de elección o selección.  

 

Por su parte, el artículo 55 de la LOES establece un tratamiento diferenciado para las instituciones 

de educación superior públicas y particulares. En el caso de las universidades y escuelas 

politécnicas públicas, la designación del rector y vicerrector se realiza mediante elección 

universal, directa, secreta y obligatoria, mecanismo que, por su propia naturaleza, presupone la 

existencia de candidatos que se postulan para ser elegidos por el electorado universitario. De otro 

lado, respecto de las instituciones de educación superior particulares que optan por alguno de los 

mecanismos previstos en los numerales 1, 2 o 3 del artículo 55 ibidem, la ley no contempla una 

etapa de postulación, sino que regula la presentación de ternas por parte del Consejo de Regentes 

o del Órgano Colegiado Superior y la posterior designación de una de las personas incluidas en 

dichas ternas. Por lo tanto, según lo antes indicado, se aprecia que la LOES distingue dos 

escenarios: a) un procedimiento de elección, que presupone postulaciones; y, b) un procedimiento 

de designación, que opera mediante ternas y respecto del cual la ley no contempla una fase de 

postulación. 

 

Es decir, el legislador diferenció entre un proceso electoral, en el que existe una candidatura a la 

cual una persona se postula, y un procedimiento de designación, en el que determinados órganos 

someten ternas para la decisión correspondiente. Adicionalmente, si el legislador hubiera querido 

impedir que un exconsejero del CES sea designado como rector de cualquier universidad, habría 

utilizado un lenguaje distinto, por ejemplo: “no podrá ser designado”, o “no podrá ser nombrado”, 

o “no podrá ejercer el cargo de máxima autoridad o rector”. Sin embargo, el legislador optó por 

el verbo “postularse”, que describe un acto previo y propio de un proceso electoral. 

 

En este contexto, interpretar que una persona incorporada a una terna se encuentra 

“postulándose”, para efectos del artículo 166 ibidem, supondría atribuir al término “postularse” 

un significado que el legislador no le ha otorgado. Del mismo modo, extender dicha prohibición 

a quienes sean considerados dentro de una terna implicaría ampliar, por vía interpretativa, el 

alcance de una norma restrictiva de derechos, equiparando la incorporación a una terna con una 

postulación, pese a que la LOES no realiza tal equivalencia; por lo tanto, no corresponde extender 

sus efectos a supuestos no previstos expresamente por el legislador. 

 

Por lo tanto, y desde una interpretación literal del artículo 166 de la LOES, la prohibición de 

“postularse” resulta aplicable únicamente a aquellos procesos en los que jurídicamente exista una 

postulación, como ocurre en los mecanismos de elección universal, y no a los procedimientos de 

designación mediante ternas. 

 

3.- Pronunciamiento. - 

 

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de acuerdo con los artículos 

14, 55 y 166 de la Ley Orgánica de Educación Superior, 18 del Código Civil y 3 de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en los mecanismos establecidos 

en los numerales 1, 2 y 3 del artículo 55 de la LOES – aplicables para las instituciones de 

educación superior particulares – no existe una figura formal de postulación. 

 

En cuanto a la segunda consulta, la prohibición de postulación prevista en el artículo 166 de la 

Ley Orgánica de Educación Superior es aplicable exclusivamente a aquellos procesos de elección 
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universal, puesto que en aquellos sí existe una postulación por parte de quienes pretenden ser la 

máxima autoridad de una institución de educación superior. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 

pública que lo aplique. 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia

116116



 
 

 

 

 

 
Oficio No. 17722 

 

 
Quito, D.M., 29 de julio de 2026 

 

 

Magíster  

Germánico Gabriel Gordillo Artieda 

PRESIDENTE EJECUTIVO, ENCARGADO 

EMPRESA ELÉCTRICA REGIONAL NORTE EMELNORTE S.A. 

Ciudad. -  

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. EMELNORTE-PE-2026-0674-OF, de 27 de mayo de 2026, ingresado en la 

Procuraduría General del Estado el mismo día, se manifestó lo siguiente: 

 

“Con base a los fundamentos expuestos, solicito muy comedidamente a su autoridad, 

se sirva reconsiderar su pronunciamiento, en el sentido de que el término ‘servidores’ 

utilizado por el legislador en el artículo 21 de la LOEP, se refiere por igual a las tres 

clases de servidores públicos: servidores de libre designación, servidores de carrera y 

obreros. Y, que se determine expresamente si existe disposición legal que prohíba 

taxativamente que trabajadores sujetos al Código del Trabajo ejerzan temporalmente 

funciones administrativas dentro de empresas públicas.” 

 

Frente a lo cual se manifiesta lo siguiente: 

 

1.  Antecedentes. -   

 

1.1. La consulta de la Empresa Eléctrica Regional Norte EMELNORTE S.A.-  

 

La consulta inicialmente planteada en oficio No. EMELNORTE-PE-2026-0056-OF, de 20 de 

enero de 2026, ingresado en la Procuraduría General del Estado el día siguiente, es la siguiente: 

 

“¿Las competencias del órgano administrativo, a través de las instituciones jurídicas 

de la subrogación o encargo establecidas en el artículo 21 de la LOEP, pueden ser 

ejercidas por un obrero, considerando que al existir un contrato individual de trabajo 

este se encuentra al amparo de las disposiciones y mecanismos establecidos en la 

Codificación del Código del Trabajo?” 

 

1.2.  El informe jurídico adjunto al oficio de consulta. -  

 

El informe jurídico, contenido en el memorando No. EMELNORTE-AJ-2025-0504-MM, de 30 

de diciembre de 2025, suscrito por el Director de Asesoría Jurídica de la Empresa Eléctrica 

Regional Norte S.A. (en adelante, “EMELNORTE”), citó los artículos 226, 227, 229, numeral 3 

del artículo 237, y numeral 16 del artículo 326 de la Constitución de la República del Ecuador1 

(en adelante, “CRE”); 17, 18, 21, 33 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas2 (en adelante, 

                                                           
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 48 de 16 de octubre de 2009. 
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“LOEP”); 49 del Código Orgánico Administrativo3 (en adelante, “COA”); 14 del Código de 

Trabajo4 (en adelante, “CT”); y, la sentencia No. 68-20-IN/245 de la Corte Constitucional. Con 

base en este marco normativo, concluyó: 

 

“3. CONCLUSIONES. 

 

3.1. De los presupuestos fácticos y normativos expuestos, se debe considerar que, la 

Constitución de la República, hace la siguiente distinción, respecto de la relación 

laboral entre el Estado y las personas, esto es: ´servidores/a´ y ´obreros/a´. El Art. 229 

ibídem, en concordancia con lo que determina el Art. 326 numero 16 ibídem, establece 

que en las instituciones del Estado y quienes cumplan actividades administrativas o 

profesionales, se sujetarán a las leyes que regulan la administración pública. Aquellos 

que no se incluyen en esta categorización estarán amparados por el Código del 

Trabajo. 

 

3.2. La norma infra constitucional ha desarrollado también (sic) mencionada 

diferenciación. En lo que respecta a la Empresa Eléctrica Regional Norte, la normativa 

que corresponde aplicar es la Ley Orgánica de Empresas Públicas (LOEP). El Art. 33 

de la LOEP, establece que, en las Empresas Públicas, será supletorio en la 

administración de talento la Codificación del Código de Trabajo, por lo que, en 

EMELNORTE S.A., aplica el Código de Trabajo tanto para trabajadores, así como 

para servidores de carrera, exceptuando de estos últimos la contratación colectiva y 

derechos que se derivan de dicha modalidad de contratación. 

 

3.3. Si bien, debe considerarse que el régimen laboral en las Empresas Públicas, remite 

como supletorio al Código de Trabajo, existen instituciones jurídicas que se encuentran 

de forma expresa en la LOEP. Es así que el artículo 21, desarrolla el tema de la 

subrogación o encargo en los siguientes términos: ‘(…) Cuando por disposición de la 

ley o por orden escrita de autoridad competente, un servidor deba subrogar a 

superiores jerárquicos o ejercer un encargo en los que perciban mayor remuneración 

mensual unificada, éste recibirá la diferencia de la remuneración mensual unificada, 

obtenida entre el valor que percibe al subrogante y el valor que perciba el subrogado, 

durante el tiempo que dure el reemplazo y a partir de la fecha en que se inicia tal 

encargo o subrogación, sin perjuicio del derecho del titular a recibir la remuneración 

que le corresponda (...)’. Sin embargo, en el Código de Trabajo (aplicable de forma 

directa para obreros – trabajadores), no se establecen estas instituciones jurídicas. Es 

decir, en la normativa aplicable (LOEP), se establece que la ‘Subrogación’ o 

‘Encargo’, son propias de servidores que forman parte del régimen laboral LOEP 

(…)”. 

 

1.3.  El pronunciamiento de la Procuraduría General del Estado.-  

 

El pronunciamiento de este organismo contenido en oficio No. 16590, de 06 de mayo de 2026, 

cuya reconsideración se solicita, consideró adicionalmente el criterio jurídico institucional del 

Ministerio de Trabajo, y analizó la gestión del talento humano en las empresas públicas. 

Asimismo, realizó una distinción de los regímenes del personal de las empresas públicas, y 

                                                           
3 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 7 de julio de 2017.  
4 CT, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 167 de 16 de diciembre de 2005.  
5 Sentencia No. 68-20-IN/24, publicada en la Edición Constitucional Registro Oficial No. 397 de 20 de agosto de 2024.  
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analizó asimismo las normas que rigen el encargo y la subrogación, luego de lo cual concluyó lo 

siguiente: 

 

“2.3. El encargo y la subrogación. - 

 

Ahora bien. el objeto de la consulta se centra en el artículo 21 de la LOEP, que regula 

la figura de la subrogación o encargo en las empresas públicas (…): 

 

El tenor literal de la norma se refiere a la denominación ‘servidor’ y le reconoce la 

posibilidad de subrogar a superiores jerárquicos o de ejercer un encargo en puestos 

que perciban una mayor remuneración mensual unificada. De ello se infiere que 

únicamente los denominados servidores públicos de las empresas públicas pueden 

subrogar funciones de un jerárquico superior o ejercer un encargo en tales condiciones, 

sin que dicha previsión comprenda a los obreros. 

 

En consecuencia, en virtud de la existencia de regímenes diferenciados entre servidores 

de carrera y obreros dentro de las empresas públicas, la disposición debe interpretarse 

en su tenor literal, sin que resulte jurídicamente procedente extender su ámbito de 

aplicación a los obreros, quienes no han sido expresamente contemplados por el 

legislador como sujetos habilitados para ejercer la subrogación o el encargo. 

 

3. Pronunciamiento.-  

 

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los artículos 

18, 19, 21 y 26 de la LOEP, la subrogación o el encargo – previsto en dicha ley – no 

pueden ser ejercidos por un obrero, por cuanto estas figuras se encuentran reguladas 

exclusivamente respecto de los servidores públicos de las empresas públicas; y, por 

otra parte, los obreros, al mantener una relación sustentada en un contrato individual 

de trabajo, se encuentran amparados por las disposiciones del CT y el Contrato 

Colectivo, en caso de existir”  (el resaltado me corresponde). 

 

2. El pedido de reconsideración. - 

 

2.1. El pedido de reconsideración formulado por EMELNORTE fue expresado en los siguientes 

términos:  

 

“III 

ARGUMENTOS JURÍDICOS NUEVOS NO EXPUESTOS EN MI CONSULTA 
 

(…) Al respecto, afirmar: ‘la existencia de dos regímenes diferenciados entre servidores 

de carrera y obreros’, evidencia una variación interpretativa respecto de criterios 

institucionales previamente sostenidos con los propios pronunciamientos del 

Procurador General del Estado sobre el régimen laboral de los servidores de carrera 

de las empresas públicas: 

 

(…) De lo transcrito, se evidencia que durante casi 15 años absolviendo la misma 

consulta sobre el régimen laboral de los servidores de carrera y obreros de las 

empresas públicas, el Procurador General del Estado ha concluido que servidores de 
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carrera y obreros de las empresas públicas están regulados por el Código del Trabajo, 

es decir por un mismo régimen laboral. (Énfasis añadido). 

 

(…)  

 

De la lectura y comprensión literal del Texto constitucional se entiende que servidores 

públicos son todos los que trabajan para el sector público, incluido los obreros, lo que 

hace el legislador constituyente es ubicar de manera directa a los obreros del Estado 

bajo la regulación del Código del Trabajo, sin que esto deba asumirse como una 

exclusión expresa o tácita de su condición de servidores públicos. También es evidente 

que la norma constitucional se refiere de manera general a servidores y obreros como 

servidores públicos cuando determina que: ‘La remuneración de las servidoras y 

servidores públicos será justa y equitativa, con relación a sus funciones, y valorará la 

profesionalización, capacitación, responsabilidad y experiencia.’; resultaría una 

incongruencia jurídica asumir que esta norma se refiere a todos las personas que 

prestan sus servicios en el sector público excepto a los obreros. 

 

(…) 

 

En estos artículos el legislador identifica de manera precisa a cada grupo laboral, 

servidores de carrera y obreros; esto lo hace para excluir a los servidores de libre 

designación y remoción a los que no les es aplicable el contenido de las disposiciones 

sobre condiciones especiales de trabajo, no contempladas en el Código del Trabajo, 

condiciones propias de la LOEP que al igual que la subrogación y el encargo por no 

estar legislada en el Código Laboral, se legisla de manera general en la ley especial de 

las empresas públicas. 

 

En conclusión, es evidente que el legislador al referirse en el artículo 21 de la LOEP a 

los servidores, lo hizo para incluir las tres categorías de servidores públicos creadas 

en la LOEP; inclusión que tiene por objeto propiciar la subrogación y encargo de 

funciones de manera vertical en la estructura de la empresa pública, de conformidad 

con los perfiles profesionales, académicos y de experticia; tanto cuanto, estas 

subrogaciones u encargos tampoco de poder realizar de manera arbitraria. 

 

IV 

PROBLEMAS OPERATIVOS QUE (sic) OCACIONA UNA INTERPRETACIÓN 

ARBITRARIA Y RESTRICTIVA DEL ART. 21 DE LA LOEP 

 

La interpretación arbitraria y restrictiva sobre la supuesta imposibilidad legal de que 

un obrero pueda subrogar o encargarse temporalmente de una función de un servidor 

de carrea, nos ocasiona que en la gran mayoría de los casos, cuando debe operar la 

aplicación de estas instituciones jurídicas, en las empresas públicas nos vemos 

obligados aceptar que se designen a personal que no conoce el área, no tiene la 

experticia suficiente para tomar decisiones inmediatas, aun que tengan un perfil 

académico aceptable; puesto que no es sólo cuestión de preparación académica 

genérica, sino que es fundamental el conocimiento propio del área y sus problemas a 

resolver; adicionalmente hay que considerar que, los obreros en las empresas 

eléctricas son personal muy calificado técnica y académicamente, la mayoría con 

títulos profesionales o tecnológicos, lo que sumado a su experticia constituyen una 
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aporte importantísimo en momentos de asumir temporalmente las funciones de sus jefes 

inmediatos, por lo que una interpretación restrictiva imposibilita a las empresas 

públicas contar con ellos en esos momentos de urgencia.  

 

(…) 

VI 

PETICIÓN CONCRETA 

 

Con base a los fundamentos expuestos, solicito muy comedidamente a su autoridad, se 

sirva reconsiderar su pronunciamiento, en el sentido de que el término ´servidores´ 

utilizado por el legislador en el artículo 21 de la LOEP, se refiere por igual a las tres 

clases de servidores públicos: servidores de libre designación, servidores de carrera y 

obreros. 

Y, que se determine expresamente si existe disposición legal que prohíba 

taxativamente que trabajadores sujetos al Código del Trabajo ejerzan temporalmente 

funciones administrativas dentro de empresas públicas. (…)” (énfasis añadido). 

   

Al pedido de reconsideración se acompañó el informe jurídico contenido en el memorando No. 

EMELNORTE-AJ-2026-0219-MM, de 27 de mayo de 2026, suscrito por el Director de Asesoría 

Jurídica del EMELNORTE, en el cual, en lo principal, cita la misma normativa que se invocó en 

la consulta además de los artículos 315 de la CRE; 19, 26, 30 y 31 de la LOEP;  Pronunciamientos 

emitidos por el Procurador General del Estado contenidos en los oficio Nos. 11004, de 11 de 

diciembre 2012; No. 14861, de 27 de septiembre de 2013; No. 19356, de 29 de octubre de 2014; 

No. 02471, de 27 de agosto de 2015; No. 16590, de 8 de mayo de 2026; Sentencias de la CC Nos. 

0007-11-SCN-CC, No. 7-22-IN; y, No. 1094-22-EP/24, refiriéndose a la posibilidad de que los 

obreros de las empresas públicas ocupen cargos administrativos mediante encargo o subrogación 

y concluye lo siguiente:  

 

“CONCLUSIÓN. 

 

Del análisis legal, se desprende que existe fundamento jurídico razonable para sostener 

que el término ´servidor´ previsto en el artículo 21 de la LOEP no excluye 

expresamente a los obreros de las empresas públicas, particularmente considerando 

que la propia Constitución y la LOEP los reconocen como servidores públicos sujetos 

a un régimen laboral especial.  

 

Asimismo, se evidencia que el criterio contenido en el Oficio Nro. 16590 introduce una 

interpretación restrictiva que no aparece plenamente armonizada con 

pronunciamientos institucionales previos emitidos por la Procuraduría General del 

Estado respecto del régimen jurídico aplicable a servidores de carrera y obreros de las 

empresas públicas. 

 

Sin perjuicio de ello, la aplicación práctica de las figuras de subrogación y encargo 

respecto de obreros debe sujetarse estrictamente a criterios de necesidad institucional, 

perfil técnico, experiencia, idoneidad y motivación administrativa suficiente, evitando 

interpretaciones discrecionales incompatibles con los principios de legalidad, 

seguridad jurídica y eficiencia administrativa” (énfasis añadido). 
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Durante el trámite del pedido de reconsideración formulado por EMELNORTE, se recibieron 

adicionalmente en la Procuraduría General del Estado el oficio ORGSE #040-2026, de 12 de junio 

de 2026, suscrito por los Sindicatos de Trabajadores de CNEL EP Santo Domingo, Guayaquil, El 

Oro, Quevedo, Durán y Daule, ingresado el 23 de junio de 2026; así como el oficio No. 021, de 

2 de julio de 2026, suscrito por el Sindicato Provincial de Trabajadores de la Empresa Pública 

Estratégica Corporación Eléctrica del Ecuador "SIPROT-CELEC EP", ingresado el 3 de julio de 

2026, mediante los cuales dichas organizaciones sindicales formularon observaciones sobre la 

misma materia objeto de reconsideración. Los argumentos expuestos en dichos oficios son 

sustancialmente coincidentes con los planteados por EMELNORTE en su pedido de 

reconsideración, y fueron recibidos y considerados dentro del presente análisis, sin perjuicio de 

que la presente resolución se pronuncia formalmente sobre el pedido de reconsideración planteado 

por la entidad consultante. 

      

3. Análisis. -  

 

3.1. Fundamentos jurídicos en los cuales se motiva la reconsideración.- 

 

EMELNORTE considera que la Procuraduría General del Estado ha modificado su posición 

jurídica, por cuanto, a decir de dicha entidad, la Procuraduría ha concluido que los servidores de 

carrera y los obreros están regulados por el CT, es decir por un mismo régimen laboral. Criterio 

que difiere del contenido en oficio No. 16590, de 6 de mayo de 2026. 

 

El informe hace referencia al contenido del artículo 229 de la CRE y concluye que se entiende 

que servidores públicos “son todos los que trabajan para el sector público, incluido los obreros”, 

por lo que enfatiza que conforme al artículo 18 de la LOEP “(s)erán servidoras o servidores 

públicos todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten servicios 

o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro de las empresas públicas”. 

 

A partir de dicha premisa, concluye que el artículo 21 ibidem, al emplear el término genérico 

“servidor”, y no exigir que se trate de un “servidor de carrera”, habilitaría a todos los servidores 

públicos de una empresa pública, incluidos obreros, para subrogar a superiores jerárquicos o 

ejercer encargos, sin distinguir la naturaleza de sus funciones o cargo. 

 

3.2. Fundamentos jurídicos del pronunciamiento contenido en oficio No. 16590, de 06 de 

mayo de 2026.-    

 

Del texto íntegro del pronunciamiento contenido en el oficio No. 16590, de 06 de mayo de 2026, 

así como del análisis de los nuevos argumentos expuestos en el informe jurídico que sustenta el 

pedido de reconsideración, se desprende, en lo sustancial, que:  

 

i) La Procuraduría General del Estado ha sostenido de manera invariable, en primera 

instancia, que la gestión de talento humano de las empresas públicas se rige 

principalmente por la normativa expedida por el Directorio, la cual debe guardar 

conformidad con la LOEP, el Código de Trabajo y las leyes de aplicación general 

para toda la administración pública. 

  

ii) Asimismo, el criterio de este organismo ha persistido en distinguir que existen 

regímenes diferenciados entre servidores de carrera, de libre nombramiento y 
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remoción y obreros; criterio que guarda concordancia con la Sentencia No. 68-20-

IN/24 desarrollada por la Corte Constitucional. 

 

iii) El artículo 18 de la LOEP distingue: i) Servidores Públicos de Libre Designación y 

Remoción, que cumplen las funciones de dirección, representación, asesoría y en 

general de confianza; ii) Servidores Públicos de Carrera, que ejercen funciones, 

administrativas, profesionales, de jefatura o técnicas; y, iii) Obreros, que realizan 

principalmente actividades operativas productivas o de especialización industrial. 

 

iv) El alcance de las figuras de subrogación y encargo previstas en el artículo 21 de la 

LOEP debe analizarse en concordancia con la clasificación de las funciones prevista 

en el artículo 18 ibidem que las distingue por la naturaleza propia de las actividades 

de los servidores públicos de las empresas públicas.  

 

v) EMELNORTE considera que este organismo ha realizado una interpretación 

restrictiva, sin embargo, se recuerda que ha sido la propia Corte Constitucional, como 

máximo organismo de interpretación, quien ha reconocido que la LOEP distingue 

entre servidores públicos de carrera y obreros; éstos últimos amparados en la 

posibilidad de suscribir contratos colectivos y a través de estos, regular las 

condiciones de trabajo con la empresa pública en conjunto con la demás normativa 

aplicable. 

 

vi) En efecto, la necesidad operativa que plantea EMELNORTE de contar con personal 

calificado para asumir temporalmente funciones de mayor responsabilidad no queda 

desatendida por la conclusión contenida en el oficio No. 16590, toda vez que las 

empresas públicas cuentan con mecanismos propios para atenderla: por una parte, la 

facultad del Directorio para expedir normativa interna de administración del talento 

humano, conforme al artículo 17 de la LOEP; y, por otra, los contratos colectivos 

legalmente celebrados. 

 

Corresponde precisar que el pronunciamiento emitido por esta entidad se circunscribió a la 

inteligencia y aplicación general de las normas jurídicas consultadas, sin analizar ni resolver 

situaciones particulares sometidas al conocimiento de otras instancias. Por lo tanto, bajo estas 

premisas no se altera el análisis jurídico contenido en el pronunciamiento No. 16590, de 6 de 

mayo de 2026. En consecuencia, las empresas públicas, previo a realizar la subrogación o encargo 

de un puesto, deberán observar lo previsto en los artículos 18, 19, 20 y 21 de la LOEP. 

 

4. Ratificación del Pronunciamiento. - 

 

En virtud de los argumentos expuestos, se determina que el pedido de reconsideración no altera 

la conclusión contenida en el pronunciamiento emitido mediante oficio No. 16590, de 8 de mayo 

de 2026; por lo tanto, se ratifica su contenido. Sin perjuicio de lo anterior, se indica que la 

conclusión respecto de que la subrogación o el encargo (previstos en el artículo 21 de la LOEP) 

son instituciones propias de los servidores públicos de las empresas públicas no desconoce que 

dichas empresas puedan contar con instrumentos propios para la administración de su talento 

humano; en este sentido, la facultad del Directorio para expedir normativa interna de 

administración del talento humano, conforme al artículo 17 de la LOEP, así como la eficacia de 

los contratos colectivos legalmente celebrados con los obreros, según el artículo 19 numeral 3 de 

la misma Ley, se mantienen inalteradas. Asimismo, se reitera que el propio pronunciamiento 
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contenido en el oficio No. 16590 señaló que los obreros, al mantener una relación sustentada en 

un contrato individual de trabajo, "se encuentran amparados por las disposiciones del CT y el 

Contrato Colectivo, en caso de existir". 

 

Finalmente, el pronunciamiento del Procurador General del Estado contiene un dictamen general 

y abstracto sobre la aplicación de las normas jurídicas materia de consulta y, por tanto, no se 

extiende al análisis de circunstancias específicas o hechos cuya valoración es responsabilidad de 

las autoridades competentes, a quienes corresponde disponer e implementar las medidas que se 

estimen oportunas a fin de precautelar los intereses institucionales en los casos específicos. 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 

 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Oficio Nº 17746 

 

 

 

Quito D.M., 31 de julio de 2026 

 

 

Ingeniero 

Mario Patricio Balanzategui Yépez  

Gerente General 

EMPRESA PÚBLICA DE ENERGÍA SANTA ELENA - EPESA EP 

Santa Elena. -  

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. EPESAEP-GG-090-2026, de 24 de julio de 2026, ingresado en el correo 

institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo día, se formularon las siguientes 

consultas: 

 

“¿Debe entenderse que la capacidad asociativa prevista en los artículos 4, 35 y 36 de la 

Ley Orgánica de Empresas Públicas faculta a la empresa pública para integrar 

funcionalmente a su gestión empresarial los bienes, infraestructura, equipos, 

tecnología y demás recursos aportados por el aliado estratégico durante la vigencia de 

la alianza y, en consecuencia, utilizarlos para el cumplimiento de sus fines 

institucionales, inclusive mediante su afectación sin que ello implique transferencia de 

dominio, disposición patrimonial o modificación de los derechos reales del aliado 

estratégico sobre dichos bienes, salvo que expresamente así se hubiera pactado, a 

convenios de cooperación celebrados con otras entidades públicas, sin que ello 

constituya intermediación comercial ni elusión del régimen previsto en la Ley Orgánica 

del Sistema Nacional Contratación de Pública? 

 

En concreto: 

 

1. PRIMERA CONSULTA: Alcance de la alianza estratégica 

 

¿La capacidad asociativa prevista en los artículos 35 y 36 de la LOEP permite que una 

empresa pública integre funcionalmente a su gestión empresarial los bienes, equipos, 

infraestructura y capacidades aportadas por un aliado estratégico durante la vigencia 

de la alianza?  

 

2. SEGUNDA CONSULTA: Uso frente a terceros públicos 

 

¿En virtud de la integración funcional, la empresa pública puede emplear dichos 

recursos para ejecutar convenios de cooperación interinstitucionales con otras 

entidades públicas, siempre que mantenga la dirección, control y responsabilidad del 

servicio a ejecutar, sin que esto signifique evasión de procedimientos de contratación 

pública o intermediación?”.  

 

Frente a estas interrogantes se manifiesta lo siguiente: 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
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El informe jurídico adjunto al oficio de consulta, de  14 de julio de 2026, suscrito por la Asesora 

Jurídica de la Empresa Pública de Energía Santa Elena (en adelante, “EPESA EP”), citó los 

artículos 226, 227, 314 y 315 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, 

“CRE”); 3, 28 y 47 del Código Orgánico Administrativo2 (en adelante, “COA”); 4, 35 y 36 de la 

Ley Orgánica de Empresas Públicas3 (en adelante, “LOEP”); y, 1 de la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública4 (en adelante, “LOSNCP”). Con base en este marco normativo, 

analizó y concluyó lo siguiente: 

 
“IV ANÁLISIS JURÍDICO 

 

IV. 1 Los artículos 314 y 315 de la Constitución de la República del Ecuador 
determinan que el Estado es responsable de la provisión ininterrumpida y 

eficiente del servicio de energía eléctrica, para lo cual constituirá empresas 
públicas dotadas de autonomía y criterios empresariales. Las empresas públicas 

no solo pueden, sino que deben coordinar acciones, en el ámbito de sus 

competencias, amparadas en el artículo 226 y 227 de la Constitución y los 
artículos 3, 28 y 47 del Código Orgánico Administrativo, el cual consagra el 

principio de colaboración mediante el auxilio mutuo y el uso eficiente de recursos 
en el ámbito de sus competencias. 

 

IV.2 Los artículos 35 y 36 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas otorgan a las 
empresas públicas una capacidad asociativa que constituye un régimen jurídico 

especial. Es de importancia señalar que, conforme a dicho marco normativo, la 

conformación de alianzas estratégicas no se encuentra sujeta al requisito de 

concurso público -exigencia que el legislador reservó explícitamente para la 

constitución de empresas de economía mixta- 
 

La suscripción de alianzas estratégicas produce una integración funcional de los 
recursos aportados por el aliado estratégico a la gestión empresarial de EPESA 

EP. Al integrarse funcionalmente bajo la administración, operación y control 

estricto de la empresa pública, estos recursos se consideran capacidades 
operativas de EPESA EP para el cumplimiento de sus fines, diferenciándose 

diametralmente de una provisión o compraventa de servicios. 
 

IV.3 Amparados en el artículo 28 del COA, las empresas públicas tienen el deber de 

prestarse auxilio mutuo para ejecutar soluciones conjuntas y se lo hace 
ostentando las capacidades operativas integradas mediante sus alianzas 

estratégicas. 
 

IV.4 La transferencia de fondos hacia EPESA EP o desde esta hacia otras entidades 

públicas dentro de los convenios específicos tiene una naturaleza estrictamente 
técnica que es la cobertura de costos de disponibilidad, sostenibilidad y 

operación. En el caso que nos ocupa, EPESA EP ejerce el rol de rector y 
administrador del proyecto. 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio de 2017. 
3 LOEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No.48 de 16 de octubre de 2009. 
4LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 04 de agosto de 2008. 

126126



 

 
 

 

 

 

 

 
 

 

 
 

 

EMPRESA PÚBLICA DE ENERGÍA SANTA ELENA - EPESA EP 

0012123.-2026 

Página. 3 

 

 

 

 

Dado que no constituye intermediación comercial y el servicio permanece bajo 
titularidad pública, no existe elusión a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública puesto que, la selección de aliados estratégicos se 

perfecciona bajo el marco normativo de la Ley Orgánica de Empresas Públicas 

y el Reglamento Interno de Asociatividad de EPESA EP, mientras que el Código 

Orgánico Administrativo regula la cooperación técnica interinstitucional. 
 

V CONCLUSIÓN 

 

El esquema descrito constituye el ejercicio de una competencia expresamente reconocida 

por los artículos 35 y 36 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas, por lo que no 
configura un procedimiento de contratación pública sujeto a la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública ni puede calificarse jurídicamente como una forma de 
eludir dicha normativa, pues responde al ejercicio de un régimen especial previsto por 

el legislador para las empresas públicas. 

 
La capacidad asociativa prevista en la LOEP no únicamente habilita la celebración del 

contrato o convenio de alianza estratégica, sino que comprende la posibilidad de integrar 

jurídicamente los recursos, bienes, infraestructura, tecnología y capacidades aportadas 

por el aliado estratégico a la actividad empresarial de la empresa pública, permitiendo 

que ésta los utilice, administre y comprometa funcionalmente para el cumplimiento de 
sus fines institucionales, siempre dentro del alcance previsto en el instrumento 

asociativo. 

 

La alianza estratégica no solamente autoriza la celebración del contrato o convenio con 

el aliado; produce una integración jurídica y funcional de los recursos aportados a la 
actividad empresarial de la empresa pública. Precisamente porque esos recursos pasan 

a formar parte de su gestión empresarial, EPESA EP puede destinarlos al 

cumplimiento de sus fines institucionales, incluyendo la ejecución de convenios de 

cooperación con otras entidades públicas, sin que ello configure una contratación 

pública encubierta. 
 

En virtud de lo expuesto, es jurídicamente viable que la Empresa Pública de Energía 
Santa Elena - EPESA EP suscriba convenios específicos de cooperación 

interinstitucional que incluyan transferencia de recursos con otras entidades públicas de 

objeto afín. La alianza estratégica con el sector privado no desnaturaliza la cooperación 
pública ni configura intermediación comercial, puesto que dicho instrumento asociativo 

faculta a EPESA EP a integrar los aportes técnicos y operativos del aliado como 
capacidades institucionales propias, manteniendo en todo momento la dirección, 

administración y control del proyecto. Consecuentemente, en tanto la transferencia de 

fondos se circunscriba a la estricta cobertura de costos para la sostenibilidad operativa 
y la garantía en la prestación del servicio público, este mecanismo se ampara 

legítimamente en el principio de colaboración y auxilio mutuo, descartando cualquier 
elusión al régimen previsto en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública”. 
 

2. Análisis. –  
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Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado, el análisis se estructura en tres 

apartados: i) Alcance de la capacidad asociativa de las empresas públicas; ii) Naturaleza jurídica 

del uso y afectación de los bienes aportados; y, iii) Convenios de cooperación interinstitucional 

entre entidades públicas. 

 

2.1. Alcance de la capacidad asociativa de las empresas públicas. -  

 

De acuerdo con el numeral 4 del artículo 225 de la CRE, el sector público integra, entre otros, a 

“Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los gobiernos autónomos 
descentralizados para la prestación de servicios públicos”. En concordancia, el artículo 5 de la 

LOEP regula la creación de empresas públicas y, en el caso específico de las empresas de los 

gobiernos autónomos descentralizados (en adelante, “GAD”), su numeral 2 dispone que estas se 

crearán “Por acto normativo legalmente expedido por los gobiernos autónomos 

descentralizados”. 

 

En armonía con la norma invocada, el artículo 277 del Código Orgánico de Organización 

Territorial, Autonomía y Descentralización5 (en adelante, “COOTAD”) prescribe que: “Los 
gobiernos (…) municipal podrán crear empresas públicas siempre que esta forma de 

organización convenga más a sus intereses y a los de la ciudadanía: garantice una mayor 
eficiencia y mejore los niveles de calidad en la prestación de servicios públicos de su competencia 

o en el desarrollo de otras actividades de emprendimiento”, y agrega que la creación de estas 

empresas se realizará por acto normativo del órgano legislativo del GAD respectivo, observando 

las disposiciones y requisitos previstos legales. 

 

Por su parte, el artículo 315 de la CRE establece que el Estado constituirá “empresas públicas 

para la gestión de sectores estratégicos, la prestación de servicios públicos, el aprovechamiento 

sustentable de recursos naturales o de bienes públicos y el desarrollo de otras actividades 
económicas”, las cuales funcionarán como “sociedades de derecho público, con personalidad 

jurídica, autonomía financiera, económica, administrativa y de gestión, con altos parámetros de 
calidad y criterios empresariales, económicos, sociales y ambientales”, pudiendo participar en 

empresas mixtas en las que el Estado siempre tendrá la mayoría accionaria para la “gestión de los 

sectores estratégicos y la prestación de los servicios públicos”. 
 

Por su parte, el artículo 1 de la LOEP establece que sus disposiciones regulan la “constitución, 
organización, funcionamiento, fusión, escisión y liquidación de las empresas públicas” que 

actúen en el ámbito “internacional, nacional, regional, provincial o local”, estableciendo 

mecanismos de control económico, administrativo, financiero y de gestión (énfasis añadido). 

 

En tal sentido, el artículo 4 ibídem define a las empresas públicas como “personas jurídicas de 
derecho público, con patrimonio propio, dotadas de autonomía presupuestaria, financiera, 

económica, administrativa y de gestión”, destinadas a la “gestión de sectores estratégicos, la 

prestación de servicios públicos, el aprovechamiento sustentable de recursos naturales o de 
bienes públicos y en general al desarrollo de actividades económicas que corresponden al 

Estado” (énfasis añadido). 

 

Respecto de la capacidad asociativa de las empresas públicas, el artículo 35 de la LOEP dispone 
que: 

 
5 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
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“Las empresas públicas tienen capacidad asociativa para el cumplimiento de sus fines 

y objetivos empresariales y en consecuencia para la celebración de los contratos que se 

requieran, para cuyo efecto podrán constituir cualquier tipo de asociación, alianzas 

estratégicas, sociedades de economía mixta con sectores públicos o privados en el 

ámbito nacional o internacional o del sector de la economía popular y solidaria, en el 

marco de las disposiciones del artículo 316 de la Constitución de la República” (énfasis 

añadido). 

 
Agrega la norma en cita que, si una empresa pública constituye una empresa mixta para la gestión 

de sectores estratégicos o prestación de servicios públicos, “deberá tener la mayoría de la 

participación accionaria en la empresa de economía mixta constituida”; y, para otro tipo de 

modalidades asociativas, “la empresa pública podrá participar en éstas con un porcentaje no 

mayoritario”. El inciso final del citado artículo 35 ratifica que esa modalidad de contratación “no 
será utilizada como mecanismo de evasión de los procedimientos previstos en la Ley Orgánica 

de Contratación Pública”. 

 

En ese orden de ideas, el artículo 36 de la LOEP desarrolla las formas asociativas y los 

mecanismos mediante los cuales puede materializarse dicha capacidad asociativa, disponiendo 

textualmente lo que a continuación se transcribe: 

 

“Para ampliar sus actividades, acceder a tecnologías avanzadas y alcanzar las metas de 
productividad y eficiencia en todos los ámbitos de sus actividades, las empresas públicas 

gozarán de capacidad asociativa, entendida ésta como la facultad empresarial para 

asociarse en consorcios, alianzas estratégicas, conformar empresas de economía mixta 

en asocio con empresas privadas o públicas, nacionales o extranjeras, constituir 

subsidiarias, adquirir acciones y/o participaciones en empresas nacionales y extranjeras 
y en general optar por cualquier otra figura asociativa que se considere pertinente 

conforme a lo dispuesto en los artículos 315 y 316 de la Constitución de la República” 

(énfasis añadido). 

 

Agrega esa norma que los acuerdos asociativos e inversiones previstas “deberán ser aprobados 
mediante resolución del Directorio en función de los justificativos técnicos, económicos y 

empresariales presentados mediante informe motivado”, sin que se requiera de otros requisitos o 

procedimientos que no sean los establecidos por el Directorio. De la misma manera, las 

inversiones financieras y los emprendimientos en el exterior también serán autorizadas por el 

respectivo Directorio de la empresa pública. 

 

La finalidad de la citada disposición es permitir que la empresa pública complemente sus recursos 

con aquellos aportados por terceros para la ejecución de proyectos, prestación de servicios o 

desarrollo de actividades económicas. En consecuencia, lo previsto en los artículos 35 y 36 de la 

LOEP conduce a determinar que la ley permite una integración funcional de recursos, siempre 

que ésta se mantenga dentro de los límites del acuerdo asociativo y del objeto empresarial de la 

empresa pública.  

 

En ese contexto, el artículo 1 del Reglamento Interno de Asociatividad de la Empresa Pública de 
Energía Santa Elena - EPESA EP6 establece el “marco normativo, los lineamientos estratégicos 

 
6 Reglamento de Asociatividad de EPESA EP, emitido mediante Resolución No. 0002-2024002A de 24 de julio de 2024. 
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y los procedimientos operativos para el ejercicio de la capacidad Asociativa”, con el fin de 

fortalecer y optimizar la gestión de los sectores estratégicos y servicios públicos a su cargo. 

Agrega el citado artículo que, “En todos los casos, EPESA EP mantendrá la titularidad, la 

dirección y el control de la gestión, asegurando que el aliado estratégico actúe como un 

cooperador para la consecución de los fines institucionales, sin que esto implique la delegación 

de las competencias o facultades de gestión” (énfasis añadido). 

 

El citado Reglamento es aplicable a “todos los procesos de asociatividad, alianzas estratégicas 

y cualquier otra modalidad de colaboración empresarial que suscriba la Empresa Pública de 
Energía Santa Elena -EPESA EP, tanto en el ámbito nacional como internacional con personas 

naturales y jurídicas públicas o privadas o del sector de la economía popular y solidaria”. Dicho 

marco normativo se sustenta en la capacidad asociativa prevista en los artículos 35 y 36 de la 

LOEP. 

 

Concordante con lo expuesto, sobre el uso de infraestructura para la prestación de servicios 

públicos, la Disposición General Octava de la LOEP dispone que las empresas públicas 

prestadoras de servicios públicos “gozaran del derecho de uso gratuito de vías, postes, ductos, 
veredas e infraestructura similar de propiedad estatal, regional, provincial, municipal o de otras 

empresas públicas, por lo que, estarán exentas del pago de tributos y otros similares por este 
concepto”; y, el “uso de dicha infraestructura se hará previa coordinación con el respectivo 

dueño de los bienes, quien priorizará las necesidades propias de su servicio o ejecución de sus 

actividades y que exista la capacidad técnica de la infraestructura” (énfasis añadido). 

 

Del análisis normativo expuesto se observa que: i) la CRE y la LOEP reconocen a las empresas 

públicas autonomía administrativa, financiera, económica y de gestión, lo que les permite 

organizar los medios necesarios para cumplir sus objetivos institucionales y establecer alianzas o 

mecanismos asociativos que fortalezcan sus capacidades técnicas, operativas o financieras; ii) la 

capacidad asociativa prevista en los artículos 35 y 36 de la LOEP constituye una facultad jurídica 

amplia destinada a permitir mecanismos de colaboración empresarial orientados al cumplimiento 

del objeto de la empresa pública; iii) la autonomía administrativa, económica y de gestión 

reconocida a las empresas públicas constituye fundamento jurídico suficiente para operar 

eficazmente una alianza estratégica; y, iv) la capacidad asociativa no puede utilizarse para 

encubrir relaciones de mera intermediación ni para evadir el régimen jurídico de contratación 

pública. 

 

2.2. Naturaleza jurídica del uso y afectación de los bienes aportados. - 

 

El Código Civil7 (en adelante, “CC”), en su artículo 599 define al dominio, que se llama también 

propiedad, como “el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella, conforme 
a las disposiciones de las leyes y respetando el derecho ajeno, sea individual o social. La 

propiedad separada del goce de la cosa, se llama mera o nuda propiedad" (énfasis añadido). En 

ese sentido, el artículo 603 del CC dispone que los modos de adquirir el dominio son “la 
ocupación, la accesión, la tradición, la sucesión por causa de muerte, la prescripción, y por 

sentencia ejecutoriada de extinción de dominio a favor del Estado”. 

 

Por otra parte, el artículo 825 del CC define al derecho de uso como un “derecho real que 
consiste, generalmente, en la facultad de gozar de una parte limitada de las utilidades y 

 
7 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No.46 de 24 de junio de 2005. 
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productos de una cosa” (énfasis añadido). Según el artículo 826 ibidem, los derechos de uso y 

habitación “se constituyen y pierden de la misma manera que el usufructo”; y, de acuerdo con el 

artículo 828 ibídem, la extensión con que se concede el derecho de uso “se determina por el título 

que lo constituye”; agregando en el artículo 829 del citado cuerpo legal que el uso “se limita a 

las necesidades personales del usuario”. En concordancia, el artículo 832 del CC reitera que el 

usuario debe “usar de los objetos comprendidos en sus respectivos derechos con la moderación 

y cuidado propios de un buen padre de familia”, estando obligados a contribuir a las expensas 

ordinarias de conservación a prorrata del beneficio que reporten (énfasis añadido). 

 
Sobre el uso de infraestructura de terceros para la prestación de servicios públicos, la Disposición 

General Octava de la LOEP dispone que las empresas públicas prestadoras de servicios públicos 

"gozaran del derecho de uso gratuito de vías, postes, ductos, veredas e infraestructura similar de 
propiedad estatal, regional, provincial, municipal o de otras empresas públicas, por lo que, 

estarán exentas del pago de tributos y otros similares por este concepto"; y, el "uso de dicha 

infraestructura se hará previa coordinación con el respectivo dueño de los bienes, quien 

priorizará las necesidades propias de su servicio o ejecución de sus actividades y que exista la 

capacidad técnica de la infraestructura" (énfasis añadido).  

 

De lo expuesto se puede observar que: i) el dominio o propiedad comprende las facultades de 

usar, gozar y disponer de un bien; sin embargo, estas facultades pueden separarse. Por ello, una 

empresa pública puede utilizar bienes de un aliado estratégico mediante un derecho de uso o figura 

similar, sin que ello implique una transferencia de dominio o cambio de titularidad; ii) el derecho 

de uso permite emplear un bien para una finalidad específica sin convertirse en propietario del 

mismo; iii) los bienes aportados por el aliado estratégico permanecen, por regla general, dentro 

de su esfera patrimonial, salvo que exista una cláusula contractual expresa que disponga otro 

régimen jurídico; y, iv) tratándose de infraestructura pública de terceros, la LOEP reconoce un 

derecho de uso gratuito de origen legal, distinto del régimen contractual antes descrito. 

 

2.3. Convenios de cooperación interinstitucional entre entidades públicas. - 

 

El artículo 226 de la CRE dispone que las instituciones del Estado, así como sus servidores 

públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal, ejercerán solamente las 

competencias y facultades que les sean atribuidas y “Tendrán el deber de coordinar acciones 

para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos 
en la Constitución”. En ese sentido, el artículo 227 ibidem establece que la administración pública 

constituye un servicio a la colectividad que se rige por los “principios de eficacia, eficiencia, 

calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 
planificación, transparencia y evaluación”. 

 

En ese orden de ideas, el artículo 233 de la CRE determina que “Ninguna servidora ni servidor 

público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus 

funciones o por omisiones, y serán responsable administrativa, civil y penalmente por el manejo 
y administración de fondos, bienes o recursos públicos”. 

 

En la misma línea, el artículo 26 del COA, que contiene el principio de corresponsabilidad y 

complementariedad, establece que “Todas las administraciones tienen responsabilidad 
compartida y gestionarán de manera complementaria, en el marco de sus propias competencias”; 

y, el artículo 28 ibídem, que contiene el principio de colaboración, dispone que “Las 

administraciones trabajarán de manera coordinada, complementaria y prestándose auxilio 
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mutuo. Acordarán mecanismos de coordinación para la gestión de sus competencias y el uso 

eficiente de los recursos”. Adicionalmente, el artículo 68 del COA establece que “La 
competencia es irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el 

ordenamiento jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación, 

descentralización y desconcentración”, cuando estos se efectúen en los términos previstos en la 

ley. 

 

En consecuencia, una entidad puede colaborar con otra sin perder la titularidad de las atribuciones 

que la ley le ha conferido, de lo que se desprende que los convenios interadministrativos 
constituyen instrumentos de colaboración pública destinados a alcanzar fines comunes. 

 

En este punto, es procedente diferenciar entre el convenio y el contrato administrativo. Al 

respecto, el artículo 1454 del CC define al contrato o convención como: “un acto por el cual una 

parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa. Cada parte puede ser una o 
muchas personas”. De su parte, el artículo 125 del COA define al contrato administrativo como: 

“el acuerdo de voluntades productor de efectos jurídicos, entre dos o más sujetos de derecho, de 

los cuales uno ejerce una función administrativa”, aclarando que, “los contratos administrativos 
se rigen por el ordenamiento jurídico específico en la materia”. En ese sentido, el artículo 74 de 

la LOSNCP establece que “Los contratos a los que se refiere esta Ley celebrados por las 
Entidades Contratantes, son contratos administrativos”. 

 

Cabe señalar que, sobre la contratación pública, el artículo 288 de la CRE establece que “las 
compras públicas cumplirán con criterios de eficiencia, transparencia, calidad, responsabilidad 

ambiental y social. Se priorizarán los productos y servicios nacionales, en particular los 

provenientes de la economía popular y solidaria, y de las micro, pequeñas y medianas unidades 

productivas". 

 

En ese sentido, el artículo 1 de la LOSNCP establece que su objeto es “establecer el marco 

normativo para que las entidades contratantes puedan adquirir bienes, obras, servicios y 

consultorías, para la satisfacción de necesidades de la ciudadanía y del interés general, siempre 

buscando la mejor relación entre calidad y precio, en una compra pública por resultados”; 

además, establece el Sistema Nacional de Contratación Pública y determina los principios y 

normas para regular los procedimientos de contratación, que realicen, entre otras: “1. Las 

instituciones, entidades o empresas públicas, y en general cualquier organismo o dependencia 
que forme parte del sector público (…)” (énfasis añadido). 

 

Por su parte, el artículo 1 de la LOEP, previamente citado, establece que sus disposiciones regulan 

la “constitución, organización, funcionamiento, fusión, escisión y liquidación de las empresas 

públicas” y que actúen en el ámbito “internacional, nacional, regional, provincial o local”, 
estableciendo mecanismos de control económico, administrativo, financiero y de gestión. En este 

sentido, los artículos 35 y 36 de la LOEP facultan a las empresas públicas a celebrar asociaciones, 

alianzas estratégicas y mecanismos de cooperación empresarial para el desarrollo de actividades 

vinculadas a su objeto empresarial. 

 

De lo hasta aquí analizado se desprende que: i) la CRE y el COA reconocen e imponen el deber 

de coordinación entre entidades públicas, constituyendo el fundamento jurídico principal de los 
convenios de cooperación interinstitucional; ii) los convenios de cooperación interinstitucional 

constituyen instrumentos de colaboración administrativa orientados al cumplimiento de fines 

públicos comunes y poseen una naturaleza jurídica distinta de la contratación pública regulada 
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por la LOSNCP; iii) el COA legitima expresamente la coordinación, colaboración y asistencia 

mutua entre administraciones públicas, permitiendo la celebración de mecanismos de cooperación 

institucional; iv) la celebración de un convenio interinstitucional no implica, por sí misma, 

delegación de competencias. 

 

3.  Pronunciamiento. - 

 

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de acuerdo con lo previsto en 

los artículos 315 y 316 de la Constitución de la República del Ecuador; 4, 35 y 36 de la Ley 
Orgánica de Empresas Públicas; y, 599, 825 y 832 del Código Civil, la capacidad asociativa 

prevista en los artículos 35 y 36 de la LOEP permite que una empresa pública integre 

funcionalmente a su gestión empresarial los bienes, equipos, infraestructura y capacidades 

aportadas por un aliado estratégico durante la vigencia de la alianza. 

 

Con relación a la segunda consulta se concluye que, según lo previsto en los artículos 226 y 227 

de la Constitución de la República del Ecuador; 26, 28, 68 y 125 del Código Orgánico 

Administrativo; y, 1 y 74 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, es 

jurídicamente procedente que una empresa pública emplee recursos, infraestructura, equipos y 

capacidades integrados mediante una alianza estratégica para la ejecución de convenios de 

cooperación interinstitucional con otras entidades públicas, sin que esto pueda ser considerado 

intermediación o elusión de procesos de contratación pública. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 

pública que lo aplique. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

    

 

 

 

 

 

 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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